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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en el 
literal “c” del numeral 2 del artículo 1° de 
la Ley que Autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO 

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR  
Y FUERZA DE LEY SOBRE  
INMUNIDAD SOBERANA  
DE LOS ACTIVOS DE LOS  

BANCOS CENTRALES U OTRAS  
AUTORIDADES MONETARIAS  

EXTRANJERAS

Objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley tiene por 
objeto establecer las bases y lineamien-
tos que rigen el privilegio de la inmunidad 
de ejecución de los activos de los bancos 
centrales u otras autoridades monetarias 
extranjeras, invertidos, colocados, depo-
sitados, ubicados o situados en territorio 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Banco Central  
o Autoridad Monetaria

Artículo 2°. A los fines del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se en-
tiende por Banco Central o autoridad mone-
taria extranjera, aquella institución que en su 
país de origen, ejerce funciones monetarias 
y financieras cuya naturaleza se correspon-
de con las propias de la banca central.

Definición de activos
Artículo 3°. Se considerarán activos 
de un Banco Central o autoridad mone-
taria extranjera, protegidos conforme 
al presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, el dinero en efectivo, de-
pósitos bancarios, títulos valores, activos 
de reserva en divisas o en oro, así como 
cualquier otro bien mueble o inmueble 
propiedad del respectivo Banco Central o 
autoridad monetaria.

Inmunidad de los activos
Artículo 4°. Los activos de los bancos 
centrales u otras autoridades monetarias 
extranjeras gozan del privilegio de inmu-
nidad, ante la imposición de cualquier tipo 
de medida preventiva o ejecutiva, nomina-
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da o innominada, en la jurisdicción de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Activos exceptuados
Artículo 5°. Quedan exceptuados del 
reconocimiento del privilegio de inmuni-
dad al que refiere el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, aquellos ac-
tivos que sean destinados o usados para 
la ejecución de una actividad de eminente 
carácter comercial. 

Renuncia a la inmunidad
Artículo 6°. No será aplicable el privile-
gio de inmunidad conforme a este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en 
aquellos casos en los que medie renuncia 
expresa y por escrito por parte de los ban-
cos centrales o autoridades monetarias 
extranjeras. 

Asimismo no será aplicable el privilegio 
de inmunidad sobre aquellos activos que 
expresamente hayan sido designados por 
el Banco Central o autoridad monetaria 
extranjera como de preservación o sus-
ceptibles de ejecución en las operaciones 
que realice.

Principio de reciprocidad
Artículo 7°. El privilegio de inmunidad 
contemplado en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley será otorga-
do en la medida, por la extensión y en los 
mismos términos en que un país extranje-
ro conceda el referido privilegio a los ac-
tivos del Banco Central de Venezuela que 
sean invertidos en dicho país, conforme al 
principio de reciprocidad.

Entrada en vigencia
Artículo 8°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley entrará en 
vigencia a partir de la fecha de su publi-
cación en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del 
mes de noviembre de dos mil catorce. 
Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
 



2
LEY DEL BANCO AGRÍCOLA 

DE VENEZUELA, C.A.,  
BANCO UNIVERSAL

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.154 
19 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.400



  LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA  13

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en el 
literal “b”, numeral 2 del artículo 1° de la 
Ley que Autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO 

El siguiente, 

DECRETO CON RANGO, VALOR  
Y FUERZA DE LEY DEL BANCO  

AGRÍCOLA DE VENEZUELA, C.A.,  
BANCO UNIVERSAL

Capítulo I
Denominación, Naturaleza  

y Objeto del Banco Denominación  
y Naturaleza Jurídica 

Artículo 1º. La denominación de la em-
presa es Banco Agrícola de Venezuela, 
C.A., Banco Universal, sin perjuicio de que 
en toda documentación se indique simple-
mente la mención Banco Agrícola de Vene-
zuela, C.A., pudiendo identificarse también 
como “BAV”, de forma abreviada.

El Banco Agrícola de Venezuela, C.A., 
Banco Universal es una empresa del 
Estado, adscrita al ministerio del poder 
popular con competencia en materia de 
agricultura y tierras, a los efectos de tute-
la administrativa.

Objeto
Artículo 2º. El Banco Agrícola de Vene-
zuela, C.A., es un Banco Universal con na-
turaleza especializada, y tendrá por objeto 
realizar todas las operaciones inherentes 
al financiamiento del sector agrícola y 
alimentario, así como, cualquier otra ne-
cesaria para procurar el desarrollo agroa-
limentario nacional, tendente a garantizar 
la seguridad y soberanía alimentaria, 
conforme con lo establecido en el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, pudiendo realizar en consecuencia las 
operaciones financieras y no financieras 
de la Banca Universal en el ámbito nacio-
nal e internacional, administrar y ejecutar 
recursos, fomentar y promover todas las 
acciones necesarias para satisfacer los 
requerimientos de los sectores agrícolas 
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vegetal, animal, pesquero, industrial, fo-
restal y acuícola; así como también reali-
zar operaciones de financiamiento para el 
transporte, almacenamiento, producción, 
procesamiento, distribución y comerciali-
zación de productos alimentarios, materia 
prima y demás derivados y cualquier otro 
servicio conexo a la actividad agrícola y 
alimentaria, promover la inclusión social 
de los Consejos Comunales, Consejos 
de Campesinos y Campesinas, Consejos 
de Pescadores y Pescadoras, pueblos y 
comunidades indígenas y cualquier otra 
forma de organización asociativa, cuya ac-
tividad principal se encuentre relacionada 
con el desarrollo agroalimentario socialis-
ta, e intervenir en proyectos estratégicos 
nacionales y/o programas especiales de 
financiamiento de acuerdo con las orien-
taciones dictadas por el Ejecutivo Nacio-
nal, y en general efectuar cualesquiera 
otras actividades de intermediación finan-
ciera y operaciones de lícito comercio que 
sean compatibles con su objeto, para am-
pliar los servicios financieros del Banco, 
enmarcado en los principios y valores de 
la Revolución Bolivariana Socialista, y que 
permita constituirse en una herramienta 
para fortalecer el modelo socio productivo 
socialista orientado a que los receptores 
de financiamientos o créditos, logren me-
jorar su capacidad socio económica y pro-
ductiva que tribute al aseguramiento de la 
Soberanía Alimentaria de la Patria.

El Banco Agrícola de Venezuela, C.A., Ban-
co Universal, promoverá mediante el cum-
plimiento de su objeto la participación po-
pular dentro de los planes de producción 

agroalimentarios tanto nacional, regional 
como local, coadyuvando al abasteci-
miento estable, creciente y permanente de 
alimentos y rubros agrícolas.

El Banco Agrícola de Venezuela, C.A., Ban-
co Universal, cumplirá su objeto social en 
estricta subordinación y correspondencia 
con los lineamientos, políticas y planes 
del Ejecutivo Nacional.

Capital
Artículo 3º. El Capital Social del Banco 
Agrícola de Venezuela C.A., Banco Univer-
sal, será el establecido en sus Estatutos 
Sociales. A tal efecto, dicho capital es 
suscrito y pagado en su totalidad por la 
República Bolivariana de Venezuela, por 
órgano del ministerio del poder popular 
en materia de agricultura y tierras.

Capítulo II
Dirección y Administración 

De la Asamblea de
 Accionistas y la Junta Directiva

Artículo 4º. La Asamblea General de 
Accionistas ejercerá la suprema autori-
dad del Banco Agrícola de Venezuela C.A., 
Banco Universal. Su administración y di-
rección estará a cargo de una Junta Direc-
tiva compuesta por un (01) Presidente o 
Presidenta, quien presidirá dicha Junta y 
seis (06) Directores o Directoras Principa-
les, con sus respectivos suplentes. 

En los Estatutos Sociales del Banco Agrí-
cola de Venezuela C.A., Banco Universal, 
se determinarán las normas de organi-

zación y funcionamiento de la Compañía 
Anónima, de la Asamblea General de Ac-
cionistas, de la Junta Directiva, del Pre-
sidente o Presidenta de la Empresa, así 
como, de sus normas de organización y 
funcionamiento.

Requisitos de los
 miembros de la Junta Directiva

Artículo 5º. El Presidente o la Presiden-
ta, y los seis (06) Directores o Directoras 
Principales, al igual que sus suplentes, 
deberán reunir las siguientes condiciones: 

1.	Nacionalidad venezolana.

2.	Reconocida solvencia moral. 

3.	Tener experiencia en materia agrícola, 
económica y financiera.

4.	No estar incursos en las causales de in-
habilitación previstas en la Ley que rige 
la materia de Instituciones del Sector 
Bancario.

Formalidades  
de las Designaciones

Artículo 6º. El Presidente o la Presiden-
ta, así como los demás miembros de la 
Junta Directiva, incluyendo los suplentes, 
serán de libre nombramiento y remoción 
del Presidente o Presidenta de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela.

El Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepre-
sidenta Ejecutiva, así como los Vicepresi-
dentes o Vicepresidentas de Área, serán 
de libre nombramiento y remoción del 

Presidente o la Presidenta del Banco y su 
designación será aprobada por la Junta 
Directiva.

En caso de falta temporal del Presidente 
o la Presidenta, será suplido por el Vice-
presidente Ejecutivo o la Vicepresidenta 
Ejecutiva. Estas faltas no podrán exce-
der de un lapso de noventa (90) días 
continuos.

En caso de falta absoluta del Presidente 
o la Presidenta, o de un (01) miembro 
de la Junta Directiva y de sus suplentes, 
la Asamblea de Accionistas procederá a 
designar a las personas que habrán de 
reemplazarlos durante el resto del período 
para el cual habían sido designados y pos-
teriormente elevarlo a consideración del 
Presidente o Presidenta de la República 
Bolivariana de Venezuela. Se considerará 
como falta absoluta la ausencia injustifica-
da por cinco (5) veces consecutivas a las 
reuniones de la Junta Directiva.

En caso de falta absoluta del Vicepresiden-
te Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva o 
del Vicepresidente de área respectivo, el 
Presidente o la Presidenta del Banco pro-
cederá a designar a la persona que habrá 
de reemplazarlo durante el resto del pe-
ríodo al cual hubiese sido designado, para 
posteriormente someter a consideración 
de la Junta Directiva.

Atribuciones de la Junta Directiva
Artículo 7º. La Junta Directiva es la au-
toridad administrativa y de dirección de 
los negocios del Banco, por tanto ejercerá 
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las más amplias facultades, en particular 
tendrá las siguientes atribuciones:

1.	Velar por el cumplimiento del objeto del 
Banco.

2.	Convocar las Asambleas Generales Ordi-
narias o Extraordinarias de Accionistas.

3.	Aprobar el proyecto de Estatutos So-
ciales del Banco o sus modificaciones 
y someterlo a la consideración de la 
Asamblea General de Accionistas.

4.	Aprobar los planes estratégicos, opera-
tivos anuales, plurianuales y de acción 
del Banco, presentados por el Presiden-
te o la Presidenta del Banco.

5.	Aprobar el proyecto de Políticas Gene-
rales y someterlo a la consideración de 
la Asamblea General de Accionistas. 

6.	Aprobar las operaciones y los contratos 
de interés para el Banco, que no estén 
expresamente atribuidas al Presidente o 
la Presidenta del Banco.

7.	Aprobar la estructura organizativa del 
Banco.

8.	Aprobar los estados financieros de pu-
blicación mensual del Banco.

9.	Aprobar los actos de disposición del 
Banco, previa autorización otorgada por 
la Asamblea General de Accionistas.

10.	Otorgar la adjudicación en los procesos 
de contratación para la adquisición de 
bienes, prestación de servicios y eje-
cución de obras, que excedan el equi-
valente en bolívares a Ciento Sesenta 
Mil Unidades Tributarias (160.000 
U.T.), cuya adjudicación se realizará en 
el marco de lo dispuesto en las Leyes 
y Reglamentos que rigen la materia; 
así como, autorizar al Presidente o la 
Presidenta del Banco para suscribir los 
contratos a que haya lugar.

11.	Proponer a la Asamblea de Accionistas 
del Banco, los aumentos de capital 
social.

12.	Aprobar el presupuesto anual de gas-
tos e inversiones del Banco y el Informe 
de Gestión referente al semestre 
respectivo.

13.	Poner a la orden de los accionistas, 
con anterioridad al día señalado para 
la Asamblea según lo establecido en la 
ley, el Informe de Gestión referente al 
semestre respectivo, acompañado del 
Balance General y el Estado de Ganancias 
y Pérdidas, y del Informe del Comisario.

14.	Aprobar el establecimiento, traslado o 
cierre de agencias, taquillas y cualquier 
otro punto de atención en todo el te-
rritorio de la República Bolivariana de 
Venezuela.

15.	Aprobar, mediante Normativas u otros 
actos administrativos, el establecimien-
to de firmas autorizadas y facultades, 

así como, la delegación de facultades 
para decidir sobre las operaciones ac-
tivas y pasivas o la realización de ac-
tividades que requiera el Banco, con-
sideradas convenientes para la admi-
nistración de la Institución, las cuales 
podrán ser establecidas con relación a 
las operaciones financieras y cualquier 
otra propia de su objeto social.

16.	Designar y/o revocar apoderados 
generales o especiales, judiciales y 
extrajudiciales para la mejor defen-
sa de los derechos e intereses del 
Banco, y autorizar en el mismo acto al 
Presidente o la Presidenta del Banco 
para otorgar el respectivo poder con 
las facultades que señale la Junta 
Directiva, o la revocatoria a que haya 
lugar, lo cual deberá cumplir con las 
formalidades de ley.

17.	Establecer condiciones especiales para 
el otorgamiento de los créditos, tales 
como reducción de los requisitos para 
acceder al crédito, en el marco de las 
Políticas Generales de Financiamiento 
del Banco.

18.	Constituir las comisiones o grupos de 
trabajo, así como los comités que esti-
me necesarios para el mejor desempe-
ño de la gestión bancaria.

19.	Delegar en el Presidente o la Presidenta, 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta 
Ejecutiva del Banco, en forma personal, 
cualquiera de sus atribuciones.

20.	Velar por el cumplimiento de la nor-
mativa legal y sublegal relativa a la 
Prevención de Legitimación de Capitales 
y Financiamiento al Terrorismo.

21.	Ejercer las demás facultades que no 
le sea atribuida expresamente a la 
Asamblea General de Accionistas, ni al 
Presidente o la Presidenta del Banco.

22.	Las demás que le atribuya el presente 
Decreto con Rango Valor y Fuerza de 
Ley, y demás normas que rigen la ac-
tividad de las Instituciones del Sector 
Bancario, en cuanto sea aplicable.

Secretaría de la Junta  Directiva
Artículo 8º. La Junta Directiva designará 
a un Secretario o Secretaria, quien se ocu-
pará del levantamiento de las actas corres-
pondientes a sus reuniones, de la emisión 
de copias certificadas de las resoluciones 
adoptadas por la Junta y de la coordina-
ción de todo lo referente a la celebración 
de dichas reuniones y las demás que le 
establezca expresamente la Junta Directiva.

Atribuciones de la Secretaría  
de Junta Directiva

Artículo 9º. Son atribuciones de la Se-
cretaría de la Junta Directiva:

1.	Levantar las Actas de la Junta Directiva.

2.	Custodiar el Libro de Actas de la Junta 
Directiva.

3.	Elaborar las Resoluciones de la Junta 
Directiva.
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4.	Certificar las Actas, Puntos de Cuentas 
y Resoluciones de la Junta Directiva. 

5.	Preparar el orden del día de la Junta 
Directiva.

6.	Llevar el control de asistencia de los Di-
rectores o Directoras.

7.	Coordinar todo lo referente a la celebra-
ción de la Junta Directiva.

8.	Notificar a las diferentes Gerencias y 
Unidades del Banco sobre las Resolu-
ciones adoptadas por la Junta Directiva.

9.	Las demás que le atribuya el presente 
Decreto con Rango Valor y Fuerza de 
Ley, los Estatutos, las Leyes, actos ad-
ministrativos y demás normas que rigen 
la materia.

Capítulo III
Presidente o Presidenta  

del Banco

Atribuciones
Artículo 10. El Presidente o la Presiden-
ta ejerce la representación legal del Banco, 
preside las Asambleas Generales de Ac-
cionistas, convoca y preside la Junta Di-
rectiva, es la máxima autoridad ejecutiva 
del mismo y tiene los siguientes deberes 
y atribuciones:

1.Colaborar con la Junta Directiva en la 
administración y la dirección de los ne-
gocios del Banco.

2.Administrar la gestión diaria del Banco 
y establecer los planes generales de 
trabajo.

3.Cumplir y hacer cumplir las Resolucio-
nes de la Asamblea General de Accio-
nistas y de la Junta Directiva.

4.Programar, dirigir, coordinar, controlar 
y ejecutar las actividades financieras, 
fiscales, contables y de administración 
del Banco. 

5.Ejercer la administración del personal 
del Banco y actuar como la máxima au-
toridad en todo lo relacionado con esta 
materia.

6.Aprobar y suscribir en nombre y re-
presentación del Banco, contratos de 
cualquier naturaleza jurídica necesarios 
para la operatividad y buena marcha 
del mismo, así como los Convenios 
Interinstitucionales o de cooperación y 
cualquier otro documento público o pri-
vado de interés para la Institución.

7.Aprobar el inicio de los procesos de 
contratación en cualesquiera de las mo-
dalidades de selección de contratistas, 
así como, otorgar la adjudicación en los 
procesos de contratación pública para 
la adquisición de bienes, prestación de 
servicios y ejecución de obras, así como, 
suscribir los Contratos a que haya lugar, 
sin autorización previa de la Junta Direc-
tiva, siempre que no excedan el equiva-
lente en bolívares a Ciento Sesenta Mil 
Unidades Tributarias (160.000 U.T.), 

para lo cual deberá ceñirse a lo dispuesto 
en el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley que rige las Contrataciones Públi-
cas y su Reglamento.

8.Aprobar la documentación del Banco, 
relacionada con las políticas operativas 
y de control interno, las normativas, 
procedimientos, formularios, funciones 
y organigramas de posición, metodolo-
gías y manuales en general.

9.Otorgar poderes generales o especiales, 
para representar judicial y extrajudicial-
mente al Banco, para la mejor defensa 
de los derechos e intereses del mismo, 
previa autorización de la Junta Directiva.

10. Expedir la certificación de documentos 
existentes en los archivos del Banco.

11.Delegar atribuciones de manera expre-
sa y en forma personal, en el Gerente 
de área y/o Vicepresidente Ejecutivo o 
de área del Banco, que designe, para la 
gestión y firma de determinados docu-
mentos, certificaciones y actos admi-
nistrativos de efectos particulares.

12.Presentar a consideración y aproba-
ción de la Junta Directiva, el Proyecto 
de presupuesto anual, el Plan Operativo 
Anual del Banco y el Plan Estratégico 
Institucional, así como aquellos que de-
terminen las leyes.

13.Aprobar las liberaciones de garantías 
vinculadas con las operaciones de fi-
nanciamiento del Banco.

14.Cumplir y hacer cumplir el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
los Estatutos Sociales, las Resoluciones 
de la Asamblea General de Accionistas y 
de la Junta Directiva, así como las ins-
trucciones emanadas del ministerio del 
poder popular con competencia en ma-
teria de agricultura y tierras.

15.Las demás que le atribuya el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, los Estatutos Sociales, otras leyes 
y las normas que rigen la actividad de 
las instituciones del sector bancario, en 
cuanto sea aplicable.

16.Resolver todo asunto que no esté ex-
presamente reservado a la Asamblea 
General de Accionistas o a la Junta 
Directiva, dando cuenta a esta última en 
su próxima reunión.

Del Vicepresidente Ejecutivo o
 Vicepresidenta Ejecutiva

Artículo 11. El Vicepresidente Ejecutivo 
o la Vicepresidenta Ejecutiva será el cola-
borador inmediato del Presidente o la Pre-
sidenta del Banco y de la Junta Directiva, 
a tal efecto, deberá reunir las mismas con-
diciones requeridas para ser Presidente o 
Presidenta del Banco.

Atribuciones
Artículo 12. Son atribuciones del Vice-
presidente Ejecutivo o la Vicepresidenta 
Ejecutiva:

1.	Colaborar con el Presidente o la Presi-
denta del Banco en las actividades de 
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éste como máxima autoridad ejecutiva 
del mismo.

2.	Coordinar las actividades inherentes a 
la gestión de las unidades administra-
tivas bajo su cargo.

3.	Dirigir y coordinar la ejecución de los 
planes, programas y cumplimiento 
de los objetivos y metas que le sean 
establecidas.

4.	Velar por el cabal funcionamiento de 
las Comisiones, Grupos y Comités de 
trabajo, constituidos por el Presidente o 
la Presidenta del Banco, para el mejor 
desempeño de la gestión bancaria.

5.	Cumplir con las atribuciones que le es-
tablezca la Junta Directiva y/o el Presi-
dente o la Presidenta del Banco.

6.	Firmar en representación del Banco los 
documentos y correspondencia que le 
sean delegados, previa aprobación de la 
Junta Directiva o por el Presidente o la 
Presidenta del Banco.

7.	Suplir las faltas temporales del Presi-
dente o la Presidenta del Banco.

8.	Las demás que le atribuya el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, los Estatutos Sociales, la Junta 
Directiva, y demás normas que rigen la 
actividad de las instituciones del sector 
bancario, en cuanto sea aplicable.

Representación Judicial
Artículo 13. La Representación Judicial 
del Banco corresponderá ejercerla a los 
apoderados o apoderadas designados al 
efecto por la Junta Directiva y tendrán las 
atribuciones que ésta les fije.

 
Capítulo IV

Disposiciones Generales  
Sobre Las Operaciones 

De las Operaciones del Banco
Artículo 14. Las operaciones del Banco 
Agrícola de Venezuela, C.A., Banco Universal, 
se realizarán de acuerdo con su naturaleza en 
la forma como lo determine la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, la Ley que regula la materia mer-
cantil, en la forma como lo determinen los 
Estatutos Sociales, las políticas generales, 
operativas, normas y procedimientos inter-
nos aprobados por las instancias del Banco 
competentes, así como por la ley y demás 
normativas prudenciales que rigen la activi-
dad de las instituciones del sector bancario.

El Banco Agrícola de Venezuela, C.A., 
Banco Universal queda sometido a la su-
pervisión de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, quien la 
ejercerá considerando la naturaleza jurídi-
ca especializada del Banco.

Fuentes de Financiamiento
Artículo 15. Los recursos del Banco 
Agrícola de Venezuela, C.A., Banco Uni-
versal, contarán con las siguientes fuentes 
de financiamiento:

1.	Los recursos provenientes de las capta-
ciones del público dentro de su proceso 
natural de intermediación.

2.	Los fondos recibidos y aportados di-
recta o indirectamente por el Ejecutivo 
Nacional u otros Órganos o Entes, para 
la realización de programas especiales 
de financiamiento y apoyo dirigidos a 
fortalecer al sector agrícola y alimen-
tario nacional. La utilización de dichos 
fondos se regirá por el marco de las 
Políticas  Generales de Financiamiento 
aprobadas por la Asamblea General de 
Accionistas del Banco. Sin embargo, 
cuando se trate de recursos dirigidos 
a planes de capitalización, los fondos 
no utilizados en dichos planes de ca-
pitalización, podrán ser aplicados para 
establecer políticas de saneamiento de 
los activos crediticios del Banco.

3.	Los aportes de recursos financieros 
con cargo al presupuesto ordinario a 
través del ministerio del poder popular 
con competencia en agricultura y tie-
rras, para contribuir a financiar las dis-
tintas actividades de la Institución, con 
la finalidad de optimizar su desarrollo, 
funcionamiento e impulso del modelo 
socio productivo socialista agrario.

4.	Los recursos provenientes de empresas 
del Estado Financieras y no Financieras 
recibidos para la ejecución de progra-
mas especiales.

5.	Los recursos derivados del giro normal 
de las operaciones del Banco.

6.	Los recursos emanados de programas 
estratégicos provenientes de cualquier 
fuente de financiamiento, siempre que 
estén relacionados con el Objeto Social 
de la Entidad Bancaria.

Los aportes de recursos financieros rea-
lizados por el Ejecutivo Nacional o por 
cualquier otro órgano y ente de naturaleza 
pública, destinados al otorgamiento de cré-
ditos, que no contengan expresamente el 
término retornable, se entenderá como re-
cursos financieros de naturaleza no retor-
nable y dichos fondos podrán ser utilizados 
por el accionista para realizar nuevos apor-
tes de capital social para fortalecer la es-
tructura operativa, financiera y patrimonial 
del Banco, o en su defecto, dichos recursos 
podrán ser utilizados para aplicar políticas 
de saneamiento de sus activos financieros.

En atención a su naturaleza especializada, 
el Banco Agrícola de Venezuela, C.A., Ban-
co Universal, estará exceptuado del cum-
plimiento de cualquier norma de carácter 
general, aplicable a las Instituciones del 
Sector Bancario, que le imponga la obliga-
ción de destinar parte de sus recursos a la 
atención de créditos dirigidos a determi-
nadas actividades económicas, así como, 
del pago o aporte obligatorio exigido a las 
Instituciones del Sector Bancario.

Otras Operaciones
Artículo 16. El Banco Agrícola de Vene-
zuela, C.A., Banco Universal podrá reali-
zar todas las operaciones inherentes a un 
Banco Universal, conforme a su naturaleza 
especializada, además de las siguientes:
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1.	Otorgar bajo condiciones especiales 
créditos y operaciones de financiamien-
tos a los productores y productoras del 
sector agrícola y empresas del sector 
agrícola y alimentario, en sus diferentes 
formas asociativas.

2.	Otorgar créditos destinados a las acti-
vidades industriales dirigidas al ámbito 
agrícola y alimentario a productores o 
productoras, empresas agroalimenta-
rias y demás formas asociativas, cuya 
actividad principal se encuentre relacio-
nada con el desarrollo agroalimentario, 
en atención a los planes y programas 
especiales, estratégicos, diseñados y 
ejecutados por el Ejecutivo Nacional.

3.	Otorgar créditos para el financiamiento 
de actividades agrarias, con plazo de 
hasta veinte (20) años.

4.	Conceder créditos no garantizados, 
por montos que en su conjunto no 
exceda del cinco por ciento (5%) de 
la cartera bruta de créditos agríco-
las, los cuales en ningún caso podrán 
otorgarse a una misma persona natu-
ral o jurídica, o empresas relacionadas 
o vinculadas, exceptuando las empre-
sas cuya propiedad, posesión o admi-
nistración corresponda al Estado.

5.	Administrar recursos financieros de 
entes del Sector Público, destinados al 
financiamiento de proyectos orientados 
al sector agroalimentario nacional.

6.	Gestionar y ejecutar la entrega de re-
cursos financieros al componente agro-
productivo del Estado, de acuerdo a las 
instrucciones del ministerio del poder 
popular con competencia en materia 
de agricultura y tierras, siempre que se 
especifique el monto de los créditos a 
otorgar y la procedencia de los recursos 
financieros utilizados para tales fines.

7.	Ofrecer los productos y servicios propios 
de las Instituciones del Sector Bancario. 

8.	Realizar cualquier actividad inherente a 
las operaciones en moneda extranjera, 
en el ámbito nacional e internacional.

9.	Otorgar cualquier tipo de créditos 
que coadyuve a mejorar la calidad de 
vida de los productores y productoras 
vinculados con el objeto social de la 
Institución, así como, de los trabaja-
dores y trabajadoras de los órganos y 
entes, relacionados al sector agrícola 
y alimentario.

10.Ejecutar operaciones, crear productos, 
regímenes de garantías o brindar ser-
vicios orientados a mitigar los riesgos 
a que están expuestos los créditos 
agrícolas otorgados por el Banco, de-
rivados de contingencia naturales que 
afectan la integridad de los bienes fi-
nanciados por causas no imputables 
al beneficiario del crédito, conforme 
a los lineamientos establecidos por el 
ministerio con competencia en materia 
de agricultura y tierras.

11.Actuar como fiduciario, así como 
efectuar mandatos, comisiones y 
otros encargos de confianza, siempre 
y cuando, estas operaciones contri-
buyan al cumplimiento del objeto del 
Banco. 

12.Otorgar o ejecutar programas de sub-
sidios directos y otros incentivos al 
sector agrícola con recursos prove-
nientes del Ejecutivo Nacional, estadal, 
municipal o cualquier otro Órgano y 
Ente de la Administración Pública, ten-
dentes a estimular al sector agrícola y 
alimentario.

Prohibición
Artículo 17. El saldo que mantengan las 
cuentas corrientes por concepto de liqui-
dación de los créditos aprobados y liqui-
dados a los productores y productoras 
con recursos provenientes del Ejecutivo 
Nacional, no podrá ser utilizado para en-
tregar nuevos financiamientos. Dichos re-
cursos deberán mantenerse respaldados 
por inversiones en títulos valores emitidos 
o avalados por la Nación o empresas del 
Estado.

Prohibición de tramitar 
y obtener nuevos créditos

Artículo 18. Sin perjuicio de las san-
ciones administrativas, civiles y penales 
a que hubiere lugar, quien haya logrado 
un financiamiento aportando datos o 
documentos falsos o utilizado los re-
cursos provistos por el Banco Agrícola 
de Venezuela, C.A., Banco Universal, 
para fines distintos a los previstos en el 

contrato celebrado al efecto, no podrá 
obtener por sí o por interpuesta per-
sona, nuevos financiamientos durante 
el lapso de diez (10) años contados a 
partir de que se determine la irregulari-
dad, sin perjuicio de la inmediata recu-
peración de los recursos financieros o 
bienes entregados.

CAPÍTULO V
Notaría Interna

Autenticación  
de los documentos

Artículo 19. Las firmas autógrafas, 
conjuntas o separadas, del Presidente o 
Presidenta, del Vicepresidente Ejecutivo 
o Vicepresidenta Ejecutiva, Consultor 
Jurídico o Consultora Jurídica, titular de 
la Notaría Interna, con el sello del Ban-
co Agrícola de Venezuela, C.A., Banco 
Universal y la firma de dos (2) testigos, 
darán autenticidad a los documentos en 
los cuales sean estampadas, siempre 
que se trate de operaciones de finan-
ciamiento o convenios en los cuales el 
Banco tuviere interés en autenticar. Al 
pie de cada documento se estampará 
una nota en la cual se dejará constancia 
de la concurrencia de los otorgantes, de 
que el documento fue leído en presencia 
de éstos, de la fecha de otorgamiento, 
del número bajo el cual haya quedado 
autenticado, y del libro en el cual quedó 
asentado, de conformidad con el Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley de 
Registros y del Notariado. Dicha nota 
será firmada por el titular de Notaría 
Interna, los otorgantes, y los testigos. 
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Cuando el documento deba ser registra-
do, se procederá conforme a lo estable-
cido en la ley que rija la materia.

El Banco Agrícola de Venezuela, C.A., Banco 
Universal no podrá cobrar a los beneficiarios 
de los créditos, monto alguno por la autenti-
cación de los documentos.

Cuando se trate de documentos referen-
tes a las operaciones ordinarias y admi-
nistrativas del Banco, distintas a los fi-
nanciamientos en los cuales el Banco es 
acreedor, los mismos podrán presentarse 
indistintamente ante la Notaría Interna del 
Banco, Notaría Pública, o la Oficina de Re-
gistro respectiva.

De los Tomos
Artículo 20. La Notaría Interna del Ban-
co Agrícola de Venezuela, C.A., Banco 
Universal, llevará un libro de diario, donde 
se registren los documentos debidamen-
te autenticados, y a su vez, deberá llevar 
por duplicado los tomos de la Notaría que 
sean conformados por los documentos 
debidamente autenticados, los cuales de-
berán ser foliados y numerados. 

Los originales de cada tomo deberán ser 
archivados y resguardados por la Nota-
ría Interna de acuerdo a las normas de 
seguridad.

Las copias certificadas de los documen-
tos asentados en los libros de Diario de 
la Notaría Interna, dan fe de su contenido 
y podrán ser emitidas y extendidas por el 
titular de la Notaría Interna.

CAPÍTULO VI
Delos Privilegios  

y Prerrogativas del Banco 

Privilegios y prerrogativas
Artículo 21. El Banco Agrícola de Vene-
zuela, C.A., Banco Universal gozará de las 
mismas prerrogativas, privilegios y exen-
ciones de orden fiscal, tributario y proce-
sal que las leyes conceden a la República, 
así como de las siguientes:

1.	El cobro judicial de los créditos insol-
ventes a favor del Banco, serán deman-
dados judicialmente a conveniencia del 
Banco, mediante cualesquiera de los 
procedimientos especiales u ordinarios 
establecidos en el Código de Procedi-
miento Civil o en otras leyes que regu-
len la materia.

2.	El Banco podrá declarar de plazo ven-
cido, líquido y exigible en su totalidad 
el monto insoluto del crédito otorgado, 
en caso de incumplimiento del contra-
to de crédito suscrito al efecto o si se 
comprobare que los fondos o bienes 
entregados hubieren sido destinados a 
fines distintos a los aprobados o dado 
un uso contrario al objeto del financia-
miento concedido, so pena de las res-
ponsabilidades civiles y penales a que 
haya lugar.

3.	En razón de la cuantía y naturaleza del 
monto de los Créditos otorgados por 
el Banco Agrícola de Venezuela, C.A., 
Banco Universal, podrá optar por no 
ejecutar de manera compulsiva, para 

poner a salvo sus derechos frente a sus 
acreedores acciones de cobro de ese 
tipo de créditos, habida cuenta de que 
los costos de recuperación o cobranzas 
extrajudiciales o judiciales sean consi-
derablemente elevados en relación al 
posible monto a recuperar, de acuerdo a 
las expectativas de cobro de cada caso, 
previa autorización de la Junta Directiva 
del Banco.

4.	Cuando los apoderados o mandatarios 
del Banco, no asistan al acto de contes-
tación de demandas intentadas contra 
el Banco, o de excepciones que hayan 
sido opuestas, se tendrán unas y otras 
como contradichas en todas sus partes, 
sin perjuicio de la responsabilidad por 
su omisión, que corresponda al repre-
sentante del Banco.

5.	Toda sentencia definitiva desfavorable 
al Banco o dictada en juicio en que sea 
parte el Banco, deberá ser consultada 
con el Tribunal Superior competente, 
salvo disposiciones legales especiales.

6.	En ninguna instancia procesal podrá 
ser condenado en costas el Banco aun 
cuando sean negados los recursos in-
terpuestos, sean declarados sin lugar, 
los dejen perecer o desistan de ellos. 

7.	Los Tribunales, Registradores, Notarios 
y demás funcionarios públicos naciona-
les, estadales o municipales, tienen la 
obligación de notificar al Banco, inme-
diatamente, de toda demanda, solicitud, 
oposición, sentencia o providencia, de 

la cual tengan conocimiento, cualquie-
ra sea su naturaleza, que obre contra el 
Banco, así como de la apertura de todo 
término para el ejercicio de un derecho 
o recurso por parte de dichos entes.

8.	A los efectos de comparecencia de los 
apoderados o mandatarios del Banco 
a actos administrativos o procesales a 
celebrarse en el interior del País, en los 
cuales el Banco sea parte interesada, 
los Tribunales, Inspectorías, Órganos y 
Entes de la Administración Pública Na-
cional, Registradores y Registradoras, 
Notarios y Notarias y demás funciona-
rios públicos nacionales, estadales o 
municipales, concederán el término de 
la distancia, de acuerdo con lo estableci-
do en el Código de Procedimiento Civil.

9.	Las operaciones que se realicen con 
ocasión de los créditos otorgados por 
el Banco, no estarán sujetas al pago de 
impuestos Nacionales, Estadales y Mu-
nicipales, ni al cobro de derechos, tasas 
o emolumentos de cualquier naturaleza.

10.	A los fines de la protocolización o au-
tenticación de documentos en los que 
tuviere interés el Banco Agrícola de 
Venezuela, C.A., Banco Universal, los 
registradores o notarios, no requeri-
rán la presentación de: Comprobantes 
de pago por ningún concepto, ni sol-
vencias de impuesto nacional, estadal 
o municipal o solvencias de servicios 
públicos, con excepción de los relacio-
nados con las operaciones de financia-
miento del Banco.
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11.	Cuando el Banco tenga fundados cono-
cimientos, como resultado de un pro-
ceso de investigación realizado por la 
Unidad del Banco o de las autoridades 
competentes, que para la obtención 
del crédito, el cliente haya utilizado 
medios ilegales tales como soborno, 
concusión, corrupción o cualquier otro 
delito relacionado con la celebración 
del Contrato de Crédito, con miras a 
subordinar el interés del Banco, podrá 
rescindir de pleno derecho la relación 
contractual, sin perjuicio de las san-
ciones penales a que haya lugar y sin 
que procedan reclamaciones por daños 
y perjuicios, ni por otro concepto por 
parte del Cliente.

12.	En ningún caso podrá ser exigida cau-
ción al Banco, para actuación judicial 
alguna.

A los efectos de cualquier controversia 
o demanda incoada en contra del Banco 
Agrícola de Venezuela, C.A., Banco Uni-
versal deberá efectuarse ante la Jurisdic-
ción de los Tribunales correspondientes 
de manera exclusiva y excluyente en el 
Área Metropolitana de Caracas.

Exención
Artículo 22. Los Tribunales, Registra-
dores, Notarios y todos los funcionarios 
y autoridades de la República, de la Ad-
ministración Pública Central y de la Admi-
nistración Pública Descentralizada, tienen 
la obligación de prestar gratuitamente, 
los oficios legales de su ministerio del 
poder popular, a favor del Banco Agrícola 

de Venezuela, C.A., Banco Universal por 
cualquier acto o diligencia en que deba 
intervenir por razón de sus funciones o 
en defensa de sus derechos o intereses. 
Las solicitudes, actuaciones, documentos 
y copias que sean necesarios en estos ca-
sos, en interés del Banco, se extenderán 
en papel común, sin timbre fiscal y no 
estarán sujetos a impuestos, ni a contri-
bución alguna, ni al cobro de derechos, 
tasas, o emolumentos, de cualquier natu-
raleza que sean.

Constitución de Garantías
Artículo 23. La constitución de garantías 
de cualquier tipo, a favor del Banco Agrí-
cola de Venezuela, C.A., Banco Universal 
para avalar el pago de créditos otorgados, 
u obligaciones contraídas a su favor, no 
estará sujeta al pago de impuestos, ni al 
cobro de derechos, tasas o emolumentos 
de cualquier naturaleza. Por consiguiente, 
los Registradores y Registradoras, Nota-
rios y Notarias o demás funcionarios que, 
en virtud de sus atribuciones, deban inter-
venir en el otorgamiento de los documen-
tos correspondientes a la constitución de 
las garantías indicadas, no podrán liquidar 
impuestos, tasas, ni emolumento alguno, 
por concepto de dichos otorgamientos, y 
no podrán exigir a los interesados, con re-
lación a los mismos, pago alguno por las 
actuaciones normales que deban realizar 
en razón de sus funciones.

Fondo de Protección Social
 de los Depósitos Bancarios

Artículo 24. El Banco Agrícola de Vene-
zuela, C.A., Banco Universal está exceptuado 

del pago o aporte mensual al Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
establecido en el Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley de Instituciones del Sector 
Bancario, Sólo en la porción que correspon-
da a los recursos provenientes directa o indi-
rectamente del Ejecutivo. 

Encaje Legal Banco Central  
de Venezuela

Artículo 25. El Banco Agrícola de Vene-
zuela, C.A., Banco Universal conforme a 
su naturaleza jurídica especializada, esta 
exceptuado de la constitución del Encaje 
Legal en el Banco Central de Venezuela 
(BCV), en el monto correspondiente a los 
recursos provenientes directa o indirecta-
mente del Ejecutivo Nacional y demás En-
tes y Órganos de la Administración Públi-
ca, así como, los pasivos que se pudieren 
derivar de las operaciones de fideicomiso.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. El Banco Agrícola de Venezue-
la, C.A., Banco Universal, para ajustar su 
estructura organizacional a las disposicio-
nes de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, dispondrá de un lapso de 
ciento ochenta (180) días hábiles contado 
a partir de su entrada en vigencia, prorro-
gable por una sola vez y por igual período.

Segunda. Se fija un plazo de ciento 
ochenta (180) días hábiles, contado a par-
tir de la fecha de la publicación del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, para que el Banco proceda a la 
redacción y aprobación de los Estatutos 

Sociales, quedando en vigencia los ac-
tuales, en todo cuanto no contradiga las 
disposiciones contenidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Tercera. El Banco Agrícola de Venezuela, 
C.A., Banco Universal y el Banco Central 
de Venezuela (BCV), dispondrán de un 
lapso que no podrá exceder de ciento 
ochenta (180) días hábiles, contado a par-
tir de la entrada en vigencia del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
para acordar el mecanismo financiero que 
permita la extinción definitiva del total de 
la deuda que mantiene el Banco Agrícola 
de Venezuela, C.A. Banco Universal con 
el Instituto Emisor, a fin de lograr el sa-
neamiento administrativo y patrimonial de 
ambas Instituciones.

A tales efectos, tanto el Banco Agrícola de 
Venezuela, C.A., Banco Universal como el 
Banco Central de Venezuela (BCV), que-
dan autorizados a través del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
para realizar las debidas diligencias y 
gestiones necesarias ante las instancias 
que correspondan, para finiquitar la deu-
da existente, a través de la implementa-
ción de mecanismos o políticas gradua-
les de saneamiento de pasivos, tendentes 
al diferimiento del impacto financiero en 
ambas Instituciones, para lo cual, el Ins-
tituto Emisor, establecerá los planes que 
le permitan la absorción gradual del im-
pacto financiero.
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Única. Se deroga el Decreto Nº 8.330 con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley del Banco 
Agrícola de Venezuela, C.A., de fecha 14 
de julio de 2011, publicado en la Gace-
ta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela Nº 39.713, reimpresa por falla 
en los originales en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela Nº 
39.739 de fecha 19 de agosto de 2011.

DISPOSICIÓN FINAL 

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, entrará en vigen-
cia a partir de su publicación de la Ga-
ceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del 
mes de noviembre de dos mil catorce. 
Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejerci-
cio de las atribuciones que me confiere el 
numeral 8 del artículo 236 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Vene-
zuela, y de conformidad con lo dispuesto 
en los literales “c” y “e”, numeral 2, del 
artículo 1°, de la Ley que Autoriza al Presi-
dente de la República para Dictar Decretos 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las 
materias que se delegan, en Consejo de 
Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR Y 
FUERZA DE LEY DE INSTITUCIO-

NES DEL SECTOR BANCARIO

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES,  
DEFINICIONES Y PRINCIPIOS

Ámbito de la ley
Artículo 1°. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley establece el marco 
legal para la constitución, funcionamiento, 
supervisión, inspección, control, regulación, 
vigilancia y sanción de las instituciones que 
operan en el sector bancario venezolano, 
sean éstas públicas, privadas o de cualquier 
otra forma de organización permitida por 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley. 

Objeto
Artículo 2°. El objeto principal de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, consiste en garantizar el funcio-
namiento de un sector bancario sólido, 
transparente, confiable y sustentable, 
que contribuya al desarrollo económico-
social nacional, que proteja el derecho 
a la población venezolana a disfrutar de 
los servicios bancarios, y que establez-
ca los canales de participación ciudada-
na; en el marco de la cooperación de las 
instituciones bancarias y en observancia 
a los procesos de transformación socio 
económicos que promueve la República 
Bolivariana de Venezuela.

Sector bancario público  
y privado

Artículo 3°. El sector bancario privado 
comprende el conjunto de las institucio-
nes privadas, que previa autorización del 
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ente regulador se dedican a realizar acti-
vidades de intermediación financiera que 
se denominan en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley de institu-
ciones bancarias. 

El sector bancario público, comprende el 
conjunto de entidades bancarias en cuyo 
capital social la República Bolivariana de 
Venezuela posee la mayoría accionaria, 
que estarán reguladas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, en aquellos 
aspectos no contemplados en su marco 
legal que se denominan en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de 
instituciones bancarias. 

También forma parte del sector bancario, 
público o privado según corresponda, las 
sociedades de garantías recíprocas, fon-
dos nacionales de garantías recíprocas, 
casas de cambio y los operadores cam-
biarios fronterizos, así como las personas 
naturales y jurídicas que prestan sus ser-
vicios financieros auxiliares, los cuales se 
denominan como instituciones no banca-
rias definidas en los artículos 13, 14 y 15 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Los institutos municipales de crédito 
quedan sometidos a las disposiciones 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, en cuanto a su funcio-
namiento, supervisión, inspección, con-
trol, regulación, vigilancia y sanción; a la 
normativa prudencial que dicte la Super-
intendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario y a las que dicte el Banco 

Central de Venezuela sobre el encaje y 
tasas de interés; pero se regirán por la 
correspondiente ordenanza municipal en 
cuanto a su administración. 

Las actividades y operaciones a que se 
refiere este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, se realizarán de confor-
midad con sus disposiciones, la Consti-
tución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela, Códigos y Leyes que regulan la 
materia financiera y mercantil, la Ley del 
Banco Central de Venezuela, las demás 
Leyes aplicables, los reglamentos que dic-
te el Ejecutivo Nacional, la normativa pru-
dencial que emita la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario; así 
como atendiendo a las resoluciones ema-
nadas del Banco Central de Venezuela. 

De los institutos autónomos  
regidos por este decreto  

con rango, valor y fuerza de ley
Artículo 4°. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario y el Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, se regirán por las disposicio-
nes del presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley.

Intermediación financiera
Artículo 5°. Se entiende por intermedia-
ción financiera a la actividad que realizan 
las instituciones bancarias y que consiste 
en la captación de fondos bajo cualquier 
modalidad y su colocación en créditos o 
en inversiones en títulos valores emiti-
dos o avalados por la Nación o empresas 
del Estado, mediante la realización de las 

operaciones permitidas por las leyes de la 
República.

Ente de regulación
Artículo 6°. Para los efectos del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario es el ente de 
regulación del sector bancario.

En este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, se entiende por normativa pruden-
cial emanada de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, to-
das aquellas directrices e instrucciones de 
carácter técnico contable, legal, tecnológi-
co y de riesgo de obligatoria observancia, 
dictada mediante resoluciones de carácter 
general y a través de las circulares envia-
das a las personas naturales o jurídicas 
sometidas a su control.

Actividades que requieren  
autorización

Artículo 7°. Toda persona natural o ju-
rídica que realice actividades de interme-
diación o de servicios financieros auxilia-
res, requiere de autorización previa de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario de acuerdo con las nor-
mas establecidas en el presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley. En 
consecuencia, aquella que carezca de esta 
autorización, no podrá: 

1.	Dedicarse al giro propio de las institu-
ciones bancarias, y en especial, a captar 
o recibir en forma habitual dinero de ter-
ceros, en depósito, especies o cualquier 

otra forma, y colocar habitualmente 
tales recursos en forma de créditos o 
inversión en títulos valores, bajo cual-
quier modalidad contractual. 

2.	Usar en su razón social, en formularios 
y en general en cualquier medio, térmi-
nos que induzcan a pensar que su acti-
vidad comprende operaciones que sólo 
pueden realizarse con autorización de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario y bajo su fiscalización. 

3.	Efectuar anuncios o publicaciones en 
los que se afirme o sugiera que practica 
operaciones y servicios que le están pro-
hibidos conforme a los numerales ante-
riores, incluso en medios electrónicos.

Las personas naturales o jurídicas que se 
dediquen regularmente o habitualmente 
al otorgamiento de créditos o a efectuar 
descuentos o inversiones con sus propios 
fondos, no formarán parte del sector ban-
cario y no necesitarán autorización alguna 
para realizar esa actividad. Dichas perso-
nas no deberán cobrar intereses sobre 
intereses. 

Los sujetos a que se refiere el presente ar-
tículo estarán obligados a proporcionar los 
datos estadísticos, estados financieros y 
demás informaciones periódicas y ocasio-
nales que la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario les solicite, 
y a dar libre acceso a sus funcionarios o 
inspectores para la revisión de libros, do-
cumentos y sistemas tecnológicos, plata-
formas tecnológicas y de comunicaciones; 
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así como, los que estén delegados en con-
tratación de terceros. En los casos de duda 
acerca de la naturaleza de las operaciones 
que realicen, corresponderá a la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario decidir si éstas se someterán al 
régimen establecido en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Cuando exista presunción de que las ope-
raciones descritas en este artículo sean rea-
lizadas por personas naturales o jurídicas, 
distintas a los bancos u otras instituciones 
financieras, cuya naturaleza sea manifiesta-
mente incompatible con la actividad desa-
rrollada por ellas, o que impliquen riesgo en 
materia de legitimación de capitales y finan-
ciamiento al terrorismo, la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario en 
resguardo de los intereses del público en 
general, por decisión del Superintendente o 
Superintendenta, podrá tomar cualesquiera 
de las siguientes medidas: 

1) Suspensión de la publicidad;

2) Suspensión de las actividades;

3)	Aseguramiento de los recursos obteni-
dos por dicha actividad;

4)	Aseguramiento de los bienes, objetos y 
demás elementos utilizados para reali-
zar dichas operaciones;

5)	Clausura de los establecimientos;

6)	Solicitar a las autoridades competentes 
que se acuerden las medidas de inmo-

vilización de cualquier tipo de cuenta, 
colocación o transacción financiera; así 
como la prohibición de enajenar y gra-
var bienes de las personas naturales, 
de las personas jurídicas y de los repre-
sentantes, directores o accionistas de 
dichas personas jurídicas involucrados 
en esa actividad.

Igualmente podrá solicitar a las autorida-
des competentes que se acuerde la me-
dida de prohibición de salida del país de 
las personas naturales y representantes, 
directivos y accionistas de las personas 
jurídicas involucradas en dicha actividad.

7)	Adoptar cualquier otra medida que 
estime necesaria, con el propósito de 
evitar las actividades descritas en el 
presente artículo.

Servicio público
Artículo 8°. Las actividades reguladas 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, constituyen un servicio 
público y deben desarrollarse en estricto 
cumplimiento del marco normativo seña-
lado en el artículo 3° de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, y con apego 
al compromiso de solidaridad social. Las 
personas jurídicas de derecho privado y los 
bienes de cualquier naturaleza, que permi-
tan o sean utilizados para el desarrollo de 
tales actividades, serán considerados de 
utilidad pública, por tanto deben cumplir 
con los principios de accesibilidad, igual-
dad, continuidad, universalidad, progresi-
vidad, no discriminación y calidad.

Si hubiere dudas en la aplicación de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o en la interpretación de alguna de sus 
normas, se aplicará la más favorable a los 
clientes y/o usuarios de las instituciones 
del sector bancario.

De conformidad con lo señalado y en pro-
cura de salvaguardar los intereses generales 
de la República, la idoneidad en el desarrollo 
de las actividades reguladas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, así como, 
la estabilidad del sistema financiero y el sis-
tema de pagos, el Presidente o Presidenta 
de la República en Consejo de Ministros, 
podrá acordar la intervención, liquidación 
o cualquier otra medida que estime nece-
sarias, sobre las instituciones del sector 
bancario, así como sobre sus empresas 
relacionadas o vinculadas de acuerdo a los 
términos del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

 
TÍTULO II

CONSTITUCIÓN Y ORGANIZACIÓN 
DE LAS INSTITUCIONES  
DEL SECTOR BANCARIO 

Capítulo I
Constitución de las instituciones  

del sector bancario

Forma de constitución
Artículo 9°. Las instituciones del sector 
bancario deben constituirse bajo la forma 
de sociedad anónima, de acuerdo con lo 
previsto en las Leyes respectivas, con ac-
ciones nominativas de una misma clase, 

las cuales no podrán ser convertibles al 
portador, tener un número mínimo de diez 
(10) accionistas, entre los cuales podrán 
estar incluidos los promotores. Estos re-
quisitos deberán mantenerse durante el 
ejercicio de la autorización conferida.

El procedimiento de constitución ante el 
ente regulador será realizado por perso-
nas naturales o jurídicas, denominadas 
promotores y la autorización para la pro-
moción estará condicionada a los resulta-
dos que emanen del estudio de necesidad 
económica que al efecto realice la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, el cual requiere la opinión vin-
culante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional. 

Las instituciones deberán solicitar a la Su-
perintendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario, autorización para su transfor-
mación, conversión, fusión o escisión. 

La decisión correspondiente deberá pro-
ducirse dentro del plazo de tres (3) meses 
contados a partir de la fecha de la recep-
ción de la solicitud de promoción y/o fun-
cionamiento y sus recaudos correspon-
dientes. Dicho lapso podrá ser prorroga-
do por una sola vez y por igual período, 
cuando a juicio de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario ello 
fuere necesario. 

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario dictará las normas apli-
cables para la promoción y funcionamiento 
de las instituciones del sector bancario.
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Las condiciones previstas en el presente 
artículo no serán aplicables a los operado-
res cambiarios fronterizos.

Modificaciones estatutarias
Artículo 10. Toda modificación estatu-
taria debe contar con la aprobación de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, sin la cual no procede la 
inscripción en los Registros Mercantiles. 

El pronunciamiento debe emitirse dentro 
de los treinta (30) días hábiles de presen-
tada la respectiva solicitud.

Banco universal
Artículo 11. Para los efectos del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, se entiende por Banco Universal 
a las instituciones que realizan todas las 
operaciones de intermediación financiera 
y sus servicios conexos, sin más limita-
ciones que las expresamente establecidas 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. Para operar requieren de 
un capital social mínimo suscrito y paga-
do de ciento setenta millones de bolívares, 
si tienen su asiento principal en el Área 
Metropolitana de Caracas, así como en las 
ciudades de Guarenas, Guatire, San Anto-
nio de los Altos, Carrizal, Los Teques, Los 
Valles del Tuy y en el Estado Vargas; y, de 
ochenta y cinco millones, si están situa-
dos en cualquier otra jurisdicción del país 
y han obtenido de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario la ca-
lificación de banco regional.

Instituciones bancarias  
especializadas

Artículo 12. A los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se considerarán Instituciones Bancarias 
Especializadas a los bancos de desarrollo 
y a los bancos microfinancieros.

Los bancos de desarrollo, tendrán por ob-
jeto principal fomentar, financiar y promo-
ver los proyectos de desarrollo industrial y 
social del país, así como actividades eco-
nómicas y sociales para sectores produc-
tivos específicos del país, podrán realizar 
sus operaciones crediticias a través de los 
bancos universales, salvo que se trate de 
créditos otorgados a los microempresa-
rios o microempresas, en cuyo caso po-
drán otorgarlos a través de los entes de 
ejecución conforme a las disposiciones 
del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, que rige a ese sector; de igual modo, 
realizar las demás operaciones de inter-
mediación financiera y servicios finan-
cieros compatibles con su objeto. Para 
operar requieren de un capital social míni-
mo suscrito y pagado de ciento cincuenta 
millones de bolívares. El capital social de 
los bancos de desarrollo deberá ser sus-
crito por la República Bolivariana de Ve-
nezuela a través de Organismos Públicos 
Nacionales y sus Entes Descentralizados. 
El Ejecutivo Nacional, podrá cuando las 
circunstancias así lo justifiquen, disminuir 
su participación en el capital social de los 
bancos de desarrollo. La participación del 
capital privado en este tipo de bancos no 
podrá ser superior al que represente la 
República Bolivariana de Venezuela.

Los bancos microfinancieros tienen por 
objeto principal fomentar, financiar o pro-
mover las actividades de producción de 
bienes y servicios de las pequeñas y me-
dianas empresas, de la economía popular 
y alternativa, de los microempresarios y 
microempresas. Otorgando créditos bajo 
parámetros de calificación y de cuantía 
diferentes del resto de instituciones ban-
carias y realizan las demás actividades 
de intermediación financiera y servicios 
financieros compatibles con su natura-
leza, salvo las prohibiciones previstas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. Para operar se exige para 
su constitución un capital social mínimo 
suscrito y pagado de treinta y cinco millo-
nes de bolívares. 

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, con la aprobación del 
Órgano Superior del Sistema Financiero 
Nacional, dictará las normas aplicables 
para el establecimiento de los montos y 
porcentajes de la cartera de créditos a ser 
destinados por los bancos microfinancie-
ros a la microempresa, pequeña y media-
na empresa.

Casa de cambio
Artículo 13. Las casas de cambio no 
tendrán el carácter de instituciones ban-
carias y su objeto es realizar operaciones 
de cambio vinculadas al servicio de enco-
mienda electrónica y aquellas operaciones 
cambiarias que hayan sido autorizadas 
por el Banco Central de Venezuela, con las 
limitaciones que este organismo establez-
ca. Incluirán en su denominación social la 

indicación “Casa de Cambio”, la cual es de 
su uso exclusivo. Para operar se requiere 
un capital social mínimo suscrito y paga-
do de un millón doscientos mil bolívares.

Las casas de cambio constituirán y man-
tendrán una fianza de fiel cumplimiento 
expedida por una institución bancaria o 
una empresa de seguros, conforme lo de-
termine la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario mediante nor-
mas de carácter general, con el objeto de 
garantizar las operaciones que realice. La 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, elevará periódicamente 
el monto de la mencionada garantía, y re-
querir su sustitución y ampliación, cuando 
a su juicio sea conveniente.

Operador cambiario fronterizo
Artículo 14. Los operadores cambiarios 
fronterizos no tienen carácter de institu-
ciones bancarias y tienen por objeto la 
compra y venta de divisas en efectivo, así 
como las demás operaciones cambiarias 
compatibles con su naturaleza, que hayan 
sido autorizadas por el Banco Central de 
Venezuela. Solamente operarán en las 
zonas fronterizas terrestres del país y en 
las regiones insulares fronterizas autori-
zadas por el Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional. Se les exige para su 
constitución un capital mínimo suscrito y 
pagado de doscientos mil bolívares. Co-
rresponde al Banco Central de Venezuela, 
la potestad de asignar la cantidad de suje-
tos que podrán actuar como operadores 
cambiarios fronterizos en cada localidad 
de las zonas fronterizas; satisfecha la can-
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tidad de sujetos que se establezca, no po-
drá tramitarse ninguna solicitud para ac-
tuar como operador cambiario fronterizo.

Los operadores cambiarios fronterizos 
constituirán y mantendrán una fianza de fiel 
cumplimiento expedida por una institución 
bancaria o una empresa de seguros, con-
forme lo determine la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario me-
diante normas de carácter general, con el 
objeto de garantizar las operaciones que 
realice. La garantía será depositada en un 
banco universal domiciliado en la República 
Bolivariana de Venezuela.

El monto de la fianza será del veinticinco 
por ciento (25%) del capital mínimo o de 
novecientas Unidades Tributarias (900 
U.T.), cuando se trate de personas natura-
les. La Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario, elevará periódica-
mente el monto de la mencionada garantía, 
y requerirán su sustitución y ampliación, 
cuando a su juicio sea conveniente.

Otras instituciones no bancarias
Artículo 15. Forman también parte del 
sector bancario las personas naturales o 
jurídicas que presten servicios financieros 
o servicios auxiliares a las instituciones 
del sector bancario, entendiéndose por 
éstas las compañías emisoras o admi-
nistradoras de tarjetas de crédito, débito, 
prepagadas y demás tarjetas de financia-
miento o pago electrónico. Igualmente 
quedan sometidas a este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, en cuanto 
les sean aplicables, las operaciones de ca-

rácter financiero que realicen los almace-
nes generales de depósitos, las socieda-
des de garantías recíprocas y los fondos 
nacionales de garantías recíprocas.

La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario dictará normas aplicables a 
este tipo de instituciones en cuanto a su fun-
cionamiento y sus relaciones entre sí y con 
las instituciones bancarias, casas de cambio 
y operadores cambiarios fronterizos. 

Actualización de los límites  
de capital social

Artículo 16. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario evaluará 
periódicamente los niveles mínimos de 
capital social requeridos de conformidad 
con lo previsto en los artículos 11, 12, 13 
y 14 del presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, a los fines de procurar 
su adecuación a las necesidades y reali-
dad del sistema, quedando facultada di-
cha Superintendencia para proceder a su 
modificación cuando lo estime pertinente, 
previa opinión vinculante del Órgano Su-
perior del Sistema Financiero Nacional. 

Instituciones bancarias  
regionales

Artículo 17. A los efectos de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
consideran instituciones bancarias regio-
nales aquellas instituciones autorizadas 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario que cumplan los 
siguientes requisitos: 

1.	Tener su asiento principal en zonas fue-
ra del Área Metropolitana de Caracas, 
Guarenas, Guatire, San Antonio de los 
Altos, Carrizal, Los Teques, Los Valles 
del Tuy y el Estado Vargas.

2.	Sus oficinas no se deben concentrar 
en más de un tercio (1/3) en el Área 
Metropolitana de Caracas, Guarenas, 
Guatire, San Antonio de los Altos, Ca-
rrizal, Los Teques, Los Valles del Tuy y 
en el Estado Vargas.

3.	La mayoría de los miembros de su junta 
directiva deben estar domiciliados en el 
Estado que le sirva de sede.

4.	Destinar más del cuarenta por ciento 
(40%), de los recursos que capten, al 
financiamiento de actividades económi-
cas en zonas fuera del Área Metropoli-
tana de Caracas, Guarenas, Guatire, San 
Antonio de los Altos, Carrizal, Los Te-
ques, Los Valles del Tuy y en el Estado 
Vargas. La Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario, previa 
opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional, esta-
blecerá mediante normas de carácter 
general los componentes del porcentaje 
establecido en este numeral.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá exigir el cum-
plimiento de requisitos adicionales, a tra-
vés de normas de carácter general, previa 
opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional. 

Promoción y funcionamiento
Artículo 18. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario es la fa-
cultada para autorizar la promoción y el 
funcionamiento de las instituciones de este 
sector según el procedimiento previsto en 
la normativa prudencial. En el caso de fu-
siones o transformaciones, las cuales sólo 
podrán ser efectuadas por instituciones 
bancarias, deberán presentar la solicitud 
ante la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario acompañada de un 
estudio con los siguientes aspectos:

1)	Estado de situación de las instituciones 
bancarias que proyectan fusionarse o 
transformarse, de ser éste el caso.

2)	La viabilidad del proyecto.

3)	Un plan de distribución de las acciones, 
así como la proporción a ser suscrita a 
través de oferta pública, de ser el caso.

4)	El plan de fusión o transformación, con in-
dicación de las etapas en que se efectuará.

5)	El proyecto de estatutos de la institu-
ción bancaria que resultare de la fusión 
o transformación.

6)	Los planes de negocios, de organi-
zación, de plataforma tecnológica, y 
de funcionamiento de la institución 
bancaria.

7)	Cualquier otra información que solicite 
la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.
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La información y el plan previsto en los nu-
merales 2, 3 y 4 de este artículo, conjunta-
mente con el proyecto de estatutos indicado 
en el numeral 5, deben ser previamente 
aprobados por las asambleas generales de 
accionistas correspondientes.

Las decisiones respecto a la fusión o 
transformación deben ser adoptadas en 
una asamblea donde estén representadas 
las tres cuartas partes del capital social de 
los respectivos bancos con el voto favora-
ble de por lo menos, las dos terceras par-
tes (2/3) de las acciones representadas en 
la asamblea.

Las fusiones o transformaciones surtirán 
efecto a partir de la inscripción en el Re-
gistro Mercantil de los acuerdos respec-
tivos, de los estatutos del banco y de la 
correspondiente autorización de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, la cual deberá publicarse en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela. En el supuesto de la fusión 
no se aplicará lo establecido en la Ley que 
regule la materia mercantil para las fusio-
nes. La autorización de los bancos uni-
versales y los bancos microfinancieros, 
así como la fusión o transformación de 
las instituciones bancarias, contarán con 
la opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional. 

Impedimentos para ser promotor  
o accionista

Artículo 19. No pueden ser promotores 
o accionistas de las instituciones del sec-
tor bancario:

1.	Las personas condenadas por delitos de 
tráfico ilícito de drogas, legitimación de 
capitales, financiamiento al terrorismo, 
terrorismo, atentado contra la seguridad 
nacional , traición a la patria y demás 
delitos dolosos.

2.	Las personas que, por razón de sus fun-
ciones, estén prohibidos de ejercer el 
comercio, de conformidad con las nor-
mas legales vigentes. 

3.	Las personas sometidas a beneficio de 
atraso, juicio de quiebra y los fallidos no 
rehabilitados.

4.	Los y las accionistas, directores o direc-
toras, tesoreros o tesoreras, asesores o 
asesoras, comisarios o comisarias, ge-
rentes y ejecutivos o ejecutivas de una 
persona jurídica que se encuentre en 
proceso de insolvencia o quiebra.

5.	Los directores o directoras y trabajado-
res o trabajadoras de una institución de 
la misma naturaleza.

6.	Los y las accionistas, directores o direc-
toras, gerentes y ejecutivos o ejecutivas 
principales de personas jurídicas a quie-
nes se les haya cancelado su autoriza-
ción de operación, o su inscripción en 
cualquier registro requerido para operar 
o realizar oferta pública de valores, por 
infracción legal en Venezuela o en el ex-
tranjero. 

7.	Las personas que en los últimos diez 
(10) años, contados desde la fecha de 

la solicitud de autorización hayan sido 
accionistas mayoritarios directamente 
o a través de terceros, hayan ocupado 
cargos de administración o de dirección, 
consejeros o consejeras, asesores o ase-
soras, consultores o consultoras, audi-
tores internos, secretarios o secretarias 
de la junta directiva o cargos similares, 
en una institución del Sistema Financiero 
Nacional que haya sido intervenida por la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario o los entes de regulación 
del mercado de valores y de las empresas 
de seguros, y que hayan resultado admi-
nistrativamente responsables por actos 
que han merecido sanción.

8.	Las personas que hayan resultado admi-
nistrativamente responsables por actos 
que han merecido sanción o hayan sido 
condenados penalmente, mediante sen-
tencia definitivamente firme que implique 
privación de la libertad, por un hecho 
punible relacionado directa o indirecta-
mente con la actividad financiera, mien-
tras dure la condena penal, más un lapso 
de diez (10) años, contados a partir de la 
fecha del cumplimiento de la condena.

9.	Las personas que, como directores o 
gerentes de una persona jurídica, en 
los últimos diez años, contados desde 
la fecha de la solicitud de autorización 
hayan resultado administrativamente 
responsables por actos que han mere-
cido sanción. 

10.Los accionistas y directores, de perso-
nas jurídicas a quienes se les haya can-

celado su autorización de operación, 
o su inscripción en cualquier registro 
requerido para operar o realizar ofer-
ta pública de valores, por infracción 
legal en la República Bolivariana de 
Venezuela o en el extranjero.

11.Las personas que participen en accio-
nes, negociaciones o actos jurídicos 
de cualquier clase, que contravengan 
las Leyes o las sanas prácticas finan-
cieras o comerciales establecidas en la 
República Bolivariana de Venezuela o 
en el extranjero.

12.Las personas jurídicas que estén cons-
tituidas en países de baja imposición 
fiscal. 

13.Las personas que ha sido inhabilitados 
para el ejercicio de cargos u oficios pú-
blicos, sea por una infracción penal o 
administrativa.

14.Los y las accionistas, directores o direc-
toras, administradores o administrado-
ras, comisarios o comisarías o factores 
mercantiles de empresas que desa-
rrollen las materias de comunicación, 
información y telecomunicaciones, de 
conformidad con la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, las 
Leyes y la normativa vigente. 

Las prohibiciones antes indicadas, se apli-
carán igualmente a las casas de cambio y 
operadores cambiarios fronterizos.
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Pago del capital social
Artículo 20. El capital social deberá 
estar totalmente pagado al momento de 
comenzar las operaciones, y deberá man-
tenerse durante el ejercicio de la autoriza-
ción conferida. El capital pagado no podrá 
ser inferior al capital mínimo requerido 
para cada tipo de institución.

Los aportes de capital social deberán pa-
garse totalmente en dinero efectivo. La 
cuenta de integración de capital deberá 
acreditarse mediante el comprobante de 
depósito de la suma correspondiente en 
cualquier banco del sector bancario del 
país. Este depósito se hará bajo una mo-
dalidad que devengue intereses.

Los accionistas de las Instituciones reguladas 
por el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, deberán demostrar documen-
talmente de donde provienen los recursos a 
ser aportados en la institución de que se trate. 

Utilización del capital social  
inicial

Artículo 21. El importe del capital social 
inicial sólo podrá ser utilizado durante la 
etapa de organización, para:

1.	Cobertura de los gastos que dicho pro-
ceso demande.

2.	Compra o construcción de inmuebles 
para uso de la institución.

3.	Compra del mobiliario, equipo y máqui-
nas requeridos para el funcionamiento 
de la institución.

4.	Contratación de servicios necesarios 
para dar inicio a las operaciones.

El resto del capital inicial deberá ser inverti-
do en títulos valores emitidos o avalados por 
la Nación, empresas del Estado, obligacio-
nes del Banco Central de Venezuela, o depo-
sitado en otra institución bancaria del país.

Capítulo II
Otras autorizaciones 

Apertura, traslado o cierre  
de oficinas

Artículo 22. La apertura, traslado, o cie-
rre de oficinas por una institución banca-
ria, casa de cambio u operador cambiario 
fronterizo, de sucursales o agencias, sea 
en el país o en el exterior, requiere de au-
torización previa de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
según los requisitos que ésta fijará a tra-
vés de la normativa prudencial para que 
se establezcan de acuerdo con la sana 
práctica bancaria y a las disposiciones 
aplicables en materia de seguridad banca-
ria. El ente regulador evaluará el desempe-
ño financiero y gerencial de la institución 
bancaria solicitante y su apego al presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

El pronunciamiento debe expedirse en el 
plazo de quince días, si la oficina ha de ope-
rar en el territorio nacional y de sesenta días 
si se pretende que la oficina o sucursal fun-
cione en el extranjero. Dicho plazo se com-
puta a partir de la recepción de la respectiva 
solicitud debidamente documentada. 

Todo traslado, apertura, adquisición, cie-
rre de oficinas, sucursales o agencias, de-
berá ser publicado por la respectiva ins-
titución del sector bancario en un diario 
de reconocida circulación nacional, dentro 
de los diez (10) días continuos anteriores 
a éste.

Normas para la participación  
de la inversión extranjera

Artículo 23. La participación de la in-
versión extranjera en la actividad bancaria 
nacional podrá realizarse mediante:

1)	La adquisición de acciones en institu-
ciones bancarias existentes.

2)	El establecimiento de instituciones 
bancarias propiedad de bancos o in-
versionistas extranjeros.

3)	El establecimiento de sucursales de 
instituciones bancarias extranjeras.

Las instituciones bancarias con capital 
extranjero, así como las sucursales de 
instituciones bancarias extranjeras, esta-
blecidas o que se establezcan en el país, 
quedarán sometidas a las mismas normas 
para las instituciones bancarias previstas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, y para operar en el país requieren 
la autorización de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, con 
la opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional. El Ejecu-
tivo Nacional, cuando lo considere conve-
niente, podrá solicitar condiciones de re-
ciprocidad para los capitales venezolanos, 

por parte de los países de origen de los 
capitales extranjeros que participen en el 
sector bancario nacional.

Normas para la apertura  
de sucursales en el exterior

Artículo 24. La apertura de sucursales 
en el exterior o la adquisición de acciones 
y participaciones en el capital social de 
instituciones bancarias del exterior por 
parte de instituciones bancarias venezo-
lanas, requiere la aprobación previa de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario quien evaluará el desem-
peño financiero y gerencial de las insti-
tuciones bancarias, y debe contar con la 
opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario establecerá en normas 
prudenciales los requisitos, procedimien-
tos y remisión de información permanente 
que deben cumplir las instituciones ban-
carias venezolanas para la instalación de 
sucursales o adquisición de acciones a 
que se refiere el presente artículo.

Autorización de representación  
en el país de instituciones  

bancarias del exterior
Artículo 25. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario está fa-
cultada para autorizar, denegar o revocar 
la instalación de representantes de las 
instituciones bancarias del exterior en el 
país. Dichos representantes suministrarán 
informes periódicos sobre sus actividades 
al ente de regulación.
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El cambio de domicilio o de ubicación 
de los representantes, la clausura de sus 
oficinas y la designación de las personas 
naturales que sean responsables de la re-
presentación, requerirá autorización de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario. 

Actividades  
de los representantes

Artículo 26. Los representantes de ins-
tituciones bancarias del exterior sólo pue-
den realizar las siguientes actividades:

1.	Promocionar los servicios de su repre-
sentada entre empresas de similar natu-
raleza que operen en el país, con el pro-
pósito de facilitar el comercio exterior y 
proveer financiación externa.

2.	Promocionar las distintas ofertas de fi-
nanciamiento de su representada entre 
personas naturales y jurídicas interesa-
das en la compra o venta de bienes y 
servicios en los mercados del exterior.

3.	Promocionar los servicios de su repre-
sentada entre demandantes potenciales 
de crédito o capital externo.

Actividades prohibidas  
a los representantes

Artículo 27. Los representantes de ins-
tituciones bancarias del exterior tienen 
prohibido:

1.	Realizar operaciones y prestar servi-
cios que sean propios de la actividad 
de su representada.

2.	Captar fondos e invertirlos en forma 
directa o indirecta en el país.

3.	Ofrecer o invertir valores y otros títulos 
extranjeros en el territorio nacional.

4.	Realizar publicidad sobre sus activida-
des en el país. Sólo podrán identificar 
las oficinas en donde operen con la de-
nominación de la institución bancaria 
representada según las normas dicta-
das por la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario. 

 
TÍTULO III

DE LA DIRECCIÓN  
Y ADMINISTRACIÓN 

Capítulo I
Asamblea de Accionistas 

Asamblea de Accionistas
Artículo 28. La Asamblea Ordinaria Ac-
cionistas de las instituciones bancarias se 
reunirá en la forma y para los efectos de-
terminados por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, dentro de 
los noventa (90) días siguientes al cierre de 
cada ejercicio semestral, con el fin de co-
nocer y resolver sobre el informe de la jun-
ta directiva donde se detallará la situación 
económico-financiera, los estados financie-
ros y distribución de utilidades, el informe 
del auditor externo y el informe del auditor 
interno. En el caso de las casas de cambio, 
sociedades de garantías recíprocas, fondos 
nacionales de garantías recíprocas, socie-
dades y fondos de capital de riesgo y opera-

dores cambiarios fronterizos se efectuará la 
Asamblea a los noventa (90) días siguientes 
al cierre de cada ejercicio anual.

Las instituciones bancarias, y demás 
empresas sometidas a la supervisión de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, deberán remitir a 
dicho Organismo sendas copias, debida-
mente certificadas por su presidente o la 
persona autorizada para ello por la Junta 
Directiva del ente de que se trate, del pro-
yecto de acta, informes y documentación 
soporte de los aspectos o proposiciones 
que hayan de presentar sus directores o 
administradores y los comisarios, a las 
asambleas generales de accionistas, or-
dinarias, o extraordinarias. Igualmente, 
suministrarán a la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario la 
información que ésta les solicite sobre su 
situación financiera o cualesquiera de sus 
operaciones o actividades. 

El envío de los citados documentos debe 
hacerse con la suficiente antelación para 
que se encuentren en poder de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, con por lo menos veinte (20) 
días continuos de anticipación a la fecha 
en que haya de reunirse la respectiva 
asamblea. 

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá ordenar, en 
caso de inconformidad con los recau-
dos consignados, el diferimiento de la 
celebración de la asamblea o de alguno 
de sus puntos. Tal decisión deberá ser 

notificada a la institución, a los fines de 
que se procedan a realizar las correc-
ciones a que hubiere lugar, y una vez 
subsanadas, se enviarán nuevamente a 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, con por los menos 
veinte (20) días continuos de anticipa-
ción a la fecha en que se reunirá nueva-
mente la respectiva asamblea.

Dentro de los ocho (8) días continuos si-
guientes a la reunión de sus asambleas 
ordinarias o extraordinarias, dichas ins-
tituciones deberán remitir a la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario una copia debidamente certifica-
da por la persona autorizada, del acta de 
asamblea respectiva.

Dentro de los diez (10) días continuos 
siguientes al registro de la Asamblea las 
instituciones bancarias deberán remitir a 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario una copia del acta de 
asamblea respectiva, debidamente inscrita 
en el Registro mercantil correspondiente.

La normativa prudencial dictada por la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario establecerá el funciona-
miento de la Asamblea de Accionistas. 

Registro de actas de asambleas
Artículo 29. Los registradores o regis-
tradoras mercantiles no inscribirán las 
actas de asambleas generales de accio-
nistas ordinarias o extraordinarias de las 
instituciones del sector bancario, si no se 
presenta el acto administrativo contentivo 
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de la conformidad de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario.

Capítulo II
De la Junta Directiva 

Atribuciones y deberes  
de la junta directiva

Artículo 30. La administración de las 
instituciones bancarias estará a cargo de 
la junta directiva o del órgano que ejerza 
función equivalente, según corresponda y 
demás organismos que determine su Acta 
Constitutiva y Estatutos aprobados por la 
Asamblea de Accionistas. 

Los miembros de la junta directiva serán 
civil y penalmente responsables por sus 
acciones u omisiones en el cumplimiento 
de sus respectivas atribuciones y deberes, 
de los cuales por lo menos la mitad deben 
estar domiciliados en el territorio nacional. 
La junta directiva o del órgano que ejerza 
función equivalente debe estar integrada 
por no menos de siete (7) directores o di-
rectoras principales y sus respectivos su-
plentes, de los cuales un tercio (1/3), tanto 
de los principales como de los suplentes, 
no podrán ser accionista de la institución 
bancaria, directa o indirectamente.

La junta directiva o del órgano que ejerza 
función equivalente debe estar integrada por 
personas naturales que tengan experiencia 
en materia económica y financiera en acti-
vidades relacionadas con el sector bancario. 

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá fijar en nor-

mativa prudencial los criterios para la 
conformación de la junta directiva, elec-
ción, representación y participación de 
los accionistas.

Son atribuciones y deberes de la junta di-
rectiva, sin perjuicio del cumplimiento de 
otras obligaciones legales y estatutarias, 
las siguientes: 

1)	Definir la estrategia financiera y cre-
diticia de la institución y controlar su 
ejecución. 

2)	Analizar y pronunciarse sobre los in-
formes de riesgo crediticio, en cuanto 
a la proporcionalidad y vigencia de las 
garantías otorgadas. 

3)	Decidir sobre la aprobación de las ope-
raciones activas que individualmente 
excedan el cinco por ciento (5%) del 
patrimonio de la institución.

4)	Emitir opinión, bajo su responsabili-
dad, sobre los estados financieros y el 
informe de auditoría interna que inclu-
ya la opinión del auditor sobre el cum-
plimiento de las normas de prevención 
de la legitimación de capitales y finan-
ciamiento al terrorismo. 

5)	Conocer y resolver sobre el contenido 
y cumplimiento de las comunicaciones 
de la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario, referentes 
a disposiciones, observaciones, reco-
mendaciones o iniciativas sobre el fun-
cionamiento de la institución. 

6)	Cumplir y hacer cumplir las disposi-
ciones contempladas por este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y de-
más normativa de rango legal y suble-
gal que le resulte vinculante, así como 
las decisiones de la Asamblea General 
de Accionistas y la Junta Directiva. 

Inhabilitaciones
Artículo 31. No pueden ser directores de 
una institución del sector bancario: 

1)	Los apoderados o apoderadas genera-
les, comisarios o comisarias, auditores 
o auditoras internas y externas de la 
institución del sector bancario de que 
se trate. 

2)	Las personas sometidas a beneficio de 
atraso, juicio de quiebra y los fallidos 
no rehabilitados.

3)	Los directores o directoras, presidentas, 
presidentes, presidenta y presidente eje-
cutivo, representantes legales o quienes 
ocupen cargos de administración o de 
dirección, consejeros o consejeras, ase-
sores o asesoras, consultores o consul-
toras, tesoreros o tesoreras, comisarios 
o comisarias, auditores internos y exter-
nos o auditoras internas o externas, ge-
rentes de área, secretarios o secretarias 
de la junta directiva o cargos similares, 
de hecho o de derecho de otras institu-
ciones bancarias y del resto de institu-
ciones del Sistema Financiero Nacional. 

4)	Los Vicepresidentes, representantes 
legales o quienes ocupen cargos de 

administración, consejeros o conseje-
ras, asesores o asesoras, consultores 
o consultoras, tesoreros o tesoreras, 
comisarios o comisarias, auditores in-
ternos y externos o auditoras internas o 
externas, gerentes de área, secretarios 
o secretarias de la junta directiva o car-
gos similares, de hecho o de derecho 
de la institución de que se trate.

5)	Quienes estén en mora de sus obliga-
ciones por más de sesenta (60) días 
con cualquiera de las instituciones del 
sistema financiero. 

6)	Quienes estén en castigo de sus obli-
gaciones por parte de cualquier institu-
ción financiera.

7)	Quienes estuviesen ejerciendo acciones 
legales contra la institución bancaria a 
la cual aspira ser director o directora.

8)	Las personas que en los últimos diez 
(10) años, contados desde la fecha de 
la solicitud de autorización hayan sido 
accionistas mayoritarios directamente 
o a través de terceros, hayan ocupado 
cargos de administración o de direc-
ción, consejeros o consejeras, asesores 
o asesoras, consultores o consultoras, 
auditores internos y externos, secreta-
rios o secretarias de la junta directiva o 
cargos similares, en una institución del 
Sistema Financiero Nacional que haya 
sido intervenida por la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
o los entes de regulación del mercado de 
valores y de las empresas de seguros. 
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9) Las personas que hayan resultado admi-
nistrativamente responsables por actos 
que han merecido sanción o hayan sido 
condenados penalmente, mediante sen-
tencia definitivamente firme que implique 
privación de la libertad, por un hecho 
punible relacionado directa o indirecta-
mente con la actividad financiera, mien-
tras dure la condena penal, más un lapso 
de diez (10) años, contados a partir de 
la fecha del cumplimiento de la condena.

10)	Los y las accionistas, directores o 
directoras, administradores o admi-
nistradoras, comisarios o comisarias; 
o factores mercantiles de empre-
sas que desarrollen las materias de 
comunicación, información y tele-
comunicaciones, de conformidad 
con la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, las Leyes y 
la normativa vigente. 

11)	Quienes por cualquier causa estén le-
galmente incapacitados.

Las disposiciones contenidas en los nu-
merales 2, 3, 5, 6, 7, 9 y 10 de este artí-
culo son también aplicables a los repre-
sentantes legales, vicepresidentes o vice-
presidentas, gerentes y auditores internos 
o auditoras internas de una institución 
bancaria, así como a los representantes 
legales de las personas jurídicas que fue-
sen designados vocales del directorio. 

Las personas naturales que ejerzan el car-
go de director o directora de una institu-
ción bancaria, no podrán estar incurso en 

las inhabilidades señaladas en este artícu-
lo y deberán cumplir con los requisitos de 
experiencia, honorabilidad y solvencia exi-
gidos para la actividad bancaria, conforme 
lo establecido en las normas prudenciales 
emanadas de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

Las prohibiciones e inhabilitaciones seña-
ladas en el presente artículo serán aplica-
bles también en los casos en los que se 
trate de hechos sobrevenidos al ejercicio 
de las funciones. 

Las prohibiciones previstas en los nu-
merales 3 y 10 de este artículo, no serán 
aplicables a las instituciones del sector 
bancario público.

Obligación de informar  
a la junta directiva 

Artículo 32. Toda comunicación que la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario dirija a una institución 
sometida a su supervisión, con referencia 
a una inspección o investigación practi-
cada, o que contenga recomendaciones 
sobre sus actividades, debe ser puesta en 
conocimiento de la junta directiva, o del 
organismo que ejerza función equivalen-
te, en la primera oportunidad en la que se 
reúna, bajo responsabilidad del presidente 
o presidenta de la junta directiva o del em-
pleado o empleada de rango equivalente. 

Obligación de informar  
las postulaciones

Artículo 33. Las instituciones del sector 
bancario comunicarán a la Superintenden-

cia de las Instituciones del Sector Banca-
rio, previamente a su designación, aque-
llas personas a ser postuladas para des-
empeñarse como directores o directoras, 
presidentes o presidentas, representante 
legal, consejeros o consejeras, tesoreros 
o tesoreras, o cargos similares.

En el lapso de quince (15) días hábiles 
de notificada la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, anali-
zará experiencia, honorabilidad y solven-
cia exigidas para la actividad bancaria, de 
las personas que opten a los anteriores 
cargos, y podrá disponer que quede sin 
efecto la respectiva postulación en los si-
guientes casos:

1)	Cuando se trate de directores o direc-
toras, presidentes o presidentas, vice-
presidentes o vicepresidentas, repre-
sentantes legales, asesores o asesoras, 
consejeros o consejeras, tesoreros o 
tesoreras y auditores o auditoras inter-
nas de otras instituciones bancarias o 
de otros sectores del Sistema Financie-
ro Nacional. 

2)	Cuando estén en mora de sus obliga-
ciones por más de sesenta (60) días 
con cualquiera de las instituciones del 
Sistema Financiero Nacional. 

3)	Cuando estén en castigo de sus obli-
gaciones por parte de cualquier institu-
ción bancaria. 

4)	Cuando dichos empleados o emplea-
das estén ejerciendo acciones penales 

contra la institución bancaria de la cual 
formen parte como directores o direc-
toras, representantes legales o audito-
res o auditoras. 

5)	Cuando hayan sido condenados pe-
nalmente, mediante sentencia definiti-
va firme que implique privación de la 
libertad, por un hecho punible relacio-
nado directa o indirectamente con la 
actividad financiera, no podrán ejercer 
los cargos mencionados en este artícu-
lo mientras dure la condena penal, más 
un lapso de diez (10) años, contados a 
partir de la fecha del cumplimiento de 
la condena.

6)	Cuando anteriormente hayan sido 
removidos o removidas de sus fun-
ciones por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario 
o cualquier otro órgano de supervi-
sión del Sistema Financiero Nacional, 
sin perjuicio de las sanciones civiles 
o penales a que hubiere lugar, a me-
nos que dichos empleados afectados 
o empleadas afectadas prueben haber 
desvirtuado administrativa y procesal-
mente tal remoción. 

7)	Cuando por cualquier causa estén legal-
mente incapacitados o incapacitadas. 

La inhabilitación prevista en el numeral 1 
de este artículo, no serán aplicables a las 
instituciones del sector bancario público.
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Obligaciones  
del representante legal

Artículo 34. Sin perjuicio del cumpli-
miento de otras obligaciones legales y 
estatutarias, el representante legal de una 
institución bancaria informará a la junta 
directiva o al órgano que ejerza función 
equivalente, en la próxima reunión que 
ésta celebre, toda comunicación de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario que contenga observa-
ciones de irregularidades detectadas en 
los procesos de inspección y cuando así 
lo exija, dejará constancia de ello en el 
acta de la sesión en la que constará, ade-
más, la resolución adoptada por la Junta 
Directiva. Una copia certificada se remitirá 
a la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario dentro de los ocho (8) 
días siguientes de realizada la sesión.

 
TÍTULO IV

CAPITAL, RESERVAS  
Y DIVIDENDOS 

Capítulo I
Accionistas y Capital 

Acciones
Artículo 35. Las acciones de una insti-
tución bancaria, casa de cambio y demás 
sujetos sometidos a la supervisión de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario deberán ser nominativas, 
de una misma clase y no convertibles al 
portador. No obstante, cuando las circuns-
tancias financieras así lo justifiquen, la 
Superintendencia de las Instituciones del 

Sector Bancario podrá autorizar la exis-
tencia de distintos tipos de acciones, tales 
como acciones con voto reducido, accio-
nes de una clase especial y acciones prefe-
ridas, así como obligaciones convertibles 
en acciones. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario tomará 
en cuenta las razones de la solicitud, los 
derechos de los accionistas y los estánda-
res de aceptación internacional. 

En el supuesto de las acciones de las so-
ciedades de garantías recíprocas, éstas 
serán de la naturaleza que prevé la Ley 
que las rige, pero no podrán ser conver-
tibles al portador.

Previa autorización de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
con la opinión vinculante del Órgano Su-
perior del Sistema Financiero Nacional, 
podrá estipularse que el capital se divida 
en varias clases de acciones, con dere-
chos especiales para cada clase, sin que 
pueda excluirse a ningún accionista de la 
participación en las utilidades. 

La institución bancaria, sociedades de ga-
rantías recíprocas, fondos nacionales de 
garantías recíprocas, sociedades y fondos 
de capital de riesgo y casas de cambio, de-
berán suministrar la información detallada 
sobre sus accionistas principales y en el 
caso de que éstos también fueran perso-
nas jurídicas, los documentos necesarios 
hasta determinar las personas naturales 
que efectivamente tendrán el control de la 
institución, o empresa de que se trate. 

La institución bancaria, sociedades de ga-
rantías recíprocas, fondos nacionales de 
garantías recíprocas, sociedades y fondos 
de capital de riesgo y casas de cambio, or-
ganizadas como sociedades anónimas de-
ben estar en todo momento constituidas 
por un mínimo de diez (10) accionistas, a 
excepción de los Operadores Cambiarios 
Fronterizos. 

Toda persona natural o jurídica que ad-
quiera acciones en una institución banca-
ria, directa o indirectamente, por un monto 
del diez por ciento (10%) del capital social 
en el curso de doce (12) meses, o que con 
esas compras alcance una participación 
de diez por ciento (10%) o más, está obli-
gado a proporcionar a la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario la 
información que este organismo le solici-
te, para la identificación de sus principales 
actividades económicas y la estructura de 
sus activos. 

A los fines del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, se entiende por 
accionista principal aquel que en forma 
individual, directa o indirectamente, posea 
el control de la sociedad, a través de la te-
nencia accionaria igual o superior al diez 
por ciento (10%) del capital social o del 
poder de voto en la asamblea de accionis-
tas por igual porcentaje.

Igualmente, deberá ser notificada a la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, dentro de los cinco (5) 
días hábiles bancarios siguientes a la fe-
cha en que se efectúe, la operación de op-

ción de compra venta, promesa acuerdo 
de venta, o negociación similar que invo-
lucre una promesa de compra y/o de ven-
ta de acciones de una institución bancaria, 
en virtud de la cual el adquirente, o perso-
nas naturales o jurídicas vinculadas a éste 
pudiesen pasar a poseer, en forma indivi-
dual o conjunta, el diez por ciento (10%) 
o más de su capital social o del poder de 
voto en la Asamblea de Accionistas.

No se requerirá el número mínimo de 
promotores o accionistas a que se refiere 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, cuando se trate del establecimiento 
o apertura de un banco u otra institución 
bancaria propiedad de bancos extranje-
ros; o propiedad de la República Bolivaria-
na de Venezuela.

Traspaso o gravamen,  
limitaciones o condiciones  

de las acciones
Artículo 36. Será nulo todo traspaso o 
gravamen, limitaciones o condiciones de 
las acciones, que no tenga la autorización 
de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario o que en caso del 
traspaso accionario que no requiera auto-
rización de conformidad con lo previsto en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, no sea notificado por la institución de 
que se trate, en un lapso no mayor a cinco 
(5) días hábiles bancarios siguientes a la 
fecha que se efectúe dicho traspaso.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario no podrá autorizar 
gravamen, limitaciones o condiciones de 
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las acciones de una institución bancaria 
por un porcentaje igual o superior al diez 
por ciento (10%) del capital social o del 
poder de voto en la asamblea de accionis-
tas de dicha institución, de manera indivi-
dual o conjunta.

Prohibición de participación  
en el capital social de las  

instituciones bancarias
Artículo 37. No puede ser accionista de 
una institución bancaria, aquella persona 
natural o jurídica que posea directa o indi-
rectamente en otra institución del Sistema 
Financiero Nacional una participación ac-
cionaria igual o superior al veinte por cien-
to (20%) del capital social o poder de voto 
de la asamblea de accionistas, conforme a 
las normas que establezca la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario con la opinión vinculante del Órgano 
Superior del Sistema Financiero Nacional.

Sin menoscabo de lo previsto en el artícu-
lo anterior, queda expresamente prohibida 
la conformación de grupos financieros, 
entendiéndose como tales, el conjunto de 
bancos, instituciones no bancarias, insti-
tuciones financieras y demás empresas 
que constituyan una unidad de decisión 
o gestión, de acuerdo con lo establecido 
en los criterios de vinculación previstos 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario queda facultada para 
determinar la existencia de un grupo fi-
nanciero entre los bancos, instituciones 

no bancarias, instituciones financieras y 
demás empresas conforme a lo señalado 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. En caso de determinar la 
existencia del grupo financiero, la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario notificará de ello al Ministro o 
Ministra con competencia en materia de 
Finanzas y al Ente Regulador o Supervisor 
de la institución financiera de que se trate.

La junta directiva de los bancos y demás 
sujetos bajo la tutela de la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Banca-
rio deberán consignar ante ésta, finalizado 
cada período semestral, la declaración 
institucional donde se discrimine la par-
ticipación en el capital social por parte del 
banco y sus accionistas en otros bancos, 
instituciones no bancarias, instituciones 
financieras y demás empresas, con el 
propósito de verificar la no existencia de 
grupos financieros.

La limitación señalada en este artículo 
no será aplicable en el caso de los ban-
cos universales que pretendan adquirir la 
totalidad del capital social de otro banco; 
siempre y cuando el banco universal ad-
quirente, presente por ante la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario, conjuntamente con la solicitud de 
autorización para la adquisición del capital 
social de la misma, solicitud de fusión con 
la institución que pretenda adquirir.

No le serán aplicables las disposiciones 
de este artículo a las instituciones banca-
rias públicas. 

Transferencia de acciones
Artículo 38. Toda transferencia de ac-
ciones de una institución bancaria será 
registrada en la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. Para 
ello, la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario establecerá con el 
ente regulador del mercado de valores la 
utilización de los medios de comunicación 
informáticos más convenientes para per-
mitir una información a tiempo real.

Tratándose de instituciones bancarias que 
no tengan inscritas sus acciones en bolsa 
o que teniéndolas, las negocien fuera de 
ella, será responsabilidad del Presidente 
de la institución bancaria o quien ejerza 
sus funciones, remitir a la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Banca-
rio, dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la ocurrencia de dicha operación, la rela-
ción de las transferencias ocurridas.

La adquisición de acciones de institucio-
nes bancarias y casas de cambio efec-
tuadas en Bolsa de Valores, requerirá 
autorización de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, cuando 
se trate de adquisición de acciones por un 
diez por ciento (10%) o más del capital 
social, o cuando con la adquisición el ad-
quirente pase a poseer el diez por ciento 
(10%) o más del capital social, o del poder 
de voto en la asamblea de accionistas; au-
torización esta que será emitido por dicho 
organismo supervisor previa opinión vin-
culante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional.

La Superintendencia Nacional de Valores, 
en un plazo no mayor de tres (3) días hábi-
les bancarios siguientes a la realización de 
la operación, deberá remitir la información 
relativa a la misma, para que la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario verifique que los posibles accio-
nistas no se encuentren inmersos en los 
supuestos de las inhabilidades previstas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley. Autorizada por la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario la 
adquisición de las acciones a que se refiere 
este artículo, se notificará de la decisión a 
la Superintendencia Nacional de Valores, 
la cual sólo después de recibida la misma 
podrá otorgar la autorización establecida 
en la Ley de Mercados de Capitales y será 
a partir de ese momento que los adquiren-
tes ostentaran la cualidad de accionistas.

En el caso que la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario no au-
torice la operación a que se refiere este 
artículo, promesa de venta o cualquier 
otro mecanismo de adquisición que se 
haya suscrito entre las partes el cual de-
berá estar condicionado a la autorización 
en atención a lo previsto en el artículo 39 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, será revertido y quedará sin efec-
to de pleno derecho, y en ese sentido, los 
accionistas autorizados por la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario seguirán detentando la propiedad de 
las acciones de que se trate.

Asimismo, la Junta Directiva de la insti-
tución de que se trate seguirá en ejercicio 
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de sus funciones y no podrá haber susti-
tución de miembro alguno o de la Junta 
en general hasta tanto la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
emita el acto administrativo autorizando 
o negando la adquisición de acciones y la 
incorporación del nuevo accionista. 

Transferencia de acciones
 por encima del 10%

Artículo 39. Cada adquisición directa o 
indirecta de acciones de una institución 
bancaria y casa de cambio, en virtud de la 
cual el adquirente, o personas naturales o 
jurídicas vinculadas a éste, pasen a poseer, 
en forma individual o conjunta, el diez por 
ciento (10%) o más de su capital social 
o del poder de voto en la Asamblea de 
Accionistas, deberá ser autorizada por la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, bajo las condiciones es-
tablecidas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley o en la Normativa 
Prudencial de dicho Organismo. La vincu-
lación se determinará de conformidad con 
lo previsto en el artículo 64 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Cuando se trate de adquisiciones realiza-
das por accionistas que detenten una par-
ticipación igual o superior al porcentaje 
antes señalado, se requerirá autorización 
de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario para cada una de 
ellas cuando las mismas, de forma indi-
vidual o conjunta, impliquen una adquisi-
ción accionaria directa o indirecta mayor 
o igual al cinco por ciento (5%) del capital 
social o del poder de voto en la Asamblea 

de Accionistas, en un plazo de seis (6) 
meses.

La adquisición de acciones que no requie-
ra la autorización de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
conforme lo previsto en este artículo, de-
berá ser participada a ese Organismo den-
tro de los cinco (5) días hábiles bancarios 
siguientes a la fecha en que se efectúe di-
cha adquisición, y esta obligado a propor-
cionar a dicho Organismo la información 
que este le solicite.

En el caso previsto en el presente artículo, 
la Junta Directiva de la Institución que se 
trate seguirá en ejercicio de sus funciones 
y no podrá haber sustitución de miembro 
alguno o de la Junta en general hasta tan-
to la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, emita el acto admi-
nistrativo autorizando o negando la adqui-
sición de acciones y la incorporación del 
nuevo accionista. 

Las adquisiciones o traspasos de acciones 
no podrán ser inscrita en el libro de accio-
nistas y en el registro mercantil respecti-
vo, hasta tanto la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario emita la 
autorización correspondiente, a excepción 
de aquéllas que no requieran autorización 
de conformidad con lo previsto en el en-
cabezado del presente artículo. 

Aumento del capital social
Artículo 40. El capital social de una ins-
titución bancaria sólo puede aumentarse 
mediante aportes en efectivo con recursos 

propios del accionista y capitalización de 
utilidades.

Excepcionalmente, y previa autorización 
de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario, dicho capital 
social también podrá ser aumentado me-
diante fusión.

Queda prohibido el aumento de capital 
proveniente de operaciones crediticias 
realizadas por el accionista, salvo aquellas 
efectuadas con efectivo provenientes de 
financiamientos internacionales los cuales 
no podrán estar garantizados con accio-
nes del banco de que se trate, previamen-
te autorizadas por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario con 
la opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario no podrá autorizar 
aumentos de capital, si la institución de 
que se trate refleja pérdidas o se le han 
impuesto medidas administrativas.

Reducción del capital social
Artículo 41. Toda reducción del capital 
social o de la reserva legal será autorizada 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.

No procederá la reducción del capital so-
cial, sin perjuicio de la apreciación discre-
cional de la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario, cuando la 
reducción solicitada sea:

1.	Por el valor no cubierto de la reserva 
legal, con relación al capital mínimo.

2.	Por el monto del déficit existente res-
pecto de las provisiones ordenadas por 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

La reducción de capital a que se refiere 
este artículo no podrá afectar los límites 
mínimos del capital establecido para cada 
una de las diversas categorías de institu-
ciones sometidas a la supervisión de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

Capítulo II
De las reservas de capital 

Reserva legal
Artículo 42. Las instituciones del sector 
bancario deben alcanzar una reserva no 
menor del cincuenta por ciento (50%) de 
su capital social. La reserva en mención se 
constituye trasladando semestralmente no 
menos del veinte por ciento (20%) de sus 
utilidades después de impuestos y es sus-
titutoria de aquella a que se refiere la Ley 
que regula las operaciones mercantiles o 
cualquier otra Ley relacionada aplicable.

Cuando la reserva legal haya alcanzado el 
cincuenta por ciento (50%) del capital so-
cial, deberá destinarse no menos del diez 
por ciento (10%) de las utilidades del ejer-
cicio al aumento de la misma, hasta que 
ésta sea igual al ciento por ciento (100%) 
del capital social.
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Reservas voluntarias
Artículo 43. No podrá acordarse la 
transferencia semestral de utilidades a 
la cuenta de reserva voluntaria, sin que 
previamente se cumpla con la aplicación 
preferente dispuesta por este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, para 
la constitución de la reserva legal en el 
porcentaje semestral establecido en el ar-
tículo anterior de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Aplicación de reservas
Artículo 44. Si la institución bancaria re-
gistra pérdidas, se aplica a su cobertura el 
monto de las utilidades no distribuidas y 
de las reservas voluntarias, si las hubiere, 
en caso de que los montos antes indica-
dos no fueren suficientes los accionistas 
deberán reponer las pérdidas a través de 
aportes en dinero en efectivo.

Creación del fondo social  
para contingencias

Artículo 45. Las instituciones bancarias, 
deberán constituir un Fondo Social para 
Contingencias mediante la transferencia 
en efectivo a un fideicomiso en otra ins-
titución bancaria equivalente al diez por 
ciento (10%) del capital social, que ga-
rantizará a los trabajadores y trabajadoras 
el pago de sus acreencias laborales, en el 
caso que se acuerde la liquidación admi-
nistrativa de la institución bancaria en la 
cual prestan sus servicios.

El porcentaje previsto en este artículo, 
se alcanzará con aportes semestrales del 
cero coma cinco por ciento (0,5%) del ca-

pital social hasta alcanzar el diez por cien-
to (10%) requerido.

Cuando se efectúen incrementos del capi-
tal social, las instituciones bancarias debe-
rán realizar el ajuste correspondiente, a los 
fines de garantizar el porcentaje señalado. 
Sólo cuando la institución bancaria entre 
en liquidación, se distribuirá este fondo 
fiduciario entre los trabajadores y trabaja-
doras activos, según lo indicado en la nor-
mativa prudencial de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario.

Capítulo III
Aplicación de las utilidades 

Aporte social
Artículo 46. Las instituciones bancarias 
destinarán el cinco por ciento (5%) del “Re-
sultado Bruto Antes de Impuesto” al cumpli-
miento de la responsabilidad social que fi-
nanciará proyectos de Consejos Comunales 
u otras formas de organización social de las 
previstas en el marco jurídico vigente.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, previa opinión vincu-
lante del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de las Comunas, 
establecerá mediante normativa pruden-
cial los mecanismos de asignación, eje-
cución y distribución de estos recursos 
entre las regiones del territorio nacional.

Las instituciones bancarias del sector 
público no estarán obligadas al pago del 
aporte previsto en este artículo.

Dividendos
Artículo 47. Las utilidades de las institu-
ciones bancarias que resulten en cualquier 
ejercicio semestral, después de constituir 
todas las provisiones y reservas previstas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, se aplicarán y distribuirán confor-
me lo determine la Asamblea General de 
Accionistas, siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones:

1)	Haberse constituido todas las provisio-
nes, ajustes y reservas exigidas inclu-
yendo las correspondientes al pago de 
impuestos, Fondo Social para Contin-
gencias, aporte social y apartado de uti-
lidades en beneficio de los trabajadores.

2)	Haber cumplido con lo establecido en 
las disposiciones del artículo 50 del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, así como cualquier otra 
normativa emitida por la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector 
Bancario sobre el patrimonio requerido.

Las instituciones del sector bancario es-
tán obligadas a presentar, a la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario junto con el acta certificada de 
la Asamblea de Accionistas, un informe 
explicativo de los acuerdos que hubiera 
adoptado sobre la declaración de dividen-
dos u otra forma de aplicación de utilida-
des o de disposiciones de recursos. 

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario suspenderá los acuer-
dos de aplicación de utilidades en tanto no 

reciba explicaciones que resuelvan satis-
factoriamente las observaciones que, con 
relación a ellos, hubiere formulado.

Capítulo IV
Adecuación patrimonial y liquidez 

Coeficiente de adecuación  
patrimonial

Artículo 48. Las instituciones bancarias 
deben mantener un patrimonio que en nin-
gún caso puede ser inferior al doce por cien-
to (12%) de su activo más el monto de las 
operaciones a que se refiere el numeral 4 de 
este artículo, aplicando los criterios de pon-
deración de riesgos emanados de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, con la opinión vinculante del Órga-
no Superior del Sistema Financiero Nacional.

A los efectos previstos en este artículo, la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, establecerá:

1.	Los elementos integrantes del patrimonio.

2.	Los elementos integrantes del activo.

3.	Las partidas computables de los ingre-
sos, de ser el caso. 

4.	Las operaciones que no estando refle-
jadas contablemente puedan comportar 
riesgos conocidos como contingentes.

5.	Los criterios de ponderación de riesgos, 
a los efectos de determinar los coeficien-
tes aplicables, de acuerdo con la mayor o 
menor gravedad de dichos riesgos.
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6.	El tratamiento aplicable a las institucio-
nes bancarias que transitoriamente no 
cumplan el requerimiento patrimonial 
a que se refiere el encabezamiento de 
este artículo.

7.	La magnitud y fórmula de cálculo del 
índice incorporando los riesgos de cré-
dito, mercado y operativos.

Modificación del Coeficiente 
 de adecuación patrimonial

Artículo 49. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, previa 
opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional, modifi-
cará el requerimiento patrimonial previsto 
en el artículo anterior, tomando en cuenta 
las condiciones económicas, financieras y 
tecnológicas del país, así como las prácti-
cas y estándares internacionales de acep-
tación general aplicables a la materia y a la 
administración de los riesgos. 

Indicadores de liquidez  
y solvencia contable

Artículo 50. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, con la 
opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional, fijará 
mediante normas de carácter general los 
indicadores de liquidez y solvencia conta-
ble de las instituciones bancarias. Dichas 
normas determinarán el porcentaje míni-
mo que deben mantener las instituciones 
bancarias en cuanto a los indicadores de 
liquidez y solvencia contable. 

TÍTULO V
OPERACIONES, FUNCIONAMIENTO  

Y ATENCIÓN AL PÚBLICO 

Capítulo I
Operaciones 

Operaciones de intermediación 
y acuerdos entre instituciones  

bancarias
Artículo 51. Las modalidades y con-
diciones de los depósitos, en moneda 
nacional o en divisas, el crédito, el fidei-
comiso, las estipulaciones contractua-
les, las inversiones en títulos valores y 
cualquier otra modalidad de intermedia-
ción propias de la actividad bancaria así 
como los servicios prestados al usuario 
o usuaria, serán establecidas y regula-
das en la normativa prudencial que la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario dicte al efecto y en las 
normas que determine el Órgano Supe-
rior del Sistema Financiero Nacional. 

Las instituciones bancarias que mantengan 
posiciones en títulos o valores emitidos o 
avalados por la Nación o empresas del Es-
tado, propios, los pertenecientes a terceros 
y que se encuentren en custodia del banco, 
los pertenecientes a los fideicomisos y los 
recibidos en garantía, bien sea en moneda 
nacional o extranjera los mantendrán en 
custodia del Banco Central de Venezuela.

Las inversiones en títulos o valores dis-
tintos a los mencionados en los párrafos 
anteriores o las inversiones realizadas a 
través de títulos desmaterializados, debe-

rán mantenerlos en custodia en el Banco 
Central de Venezuela, o en una Caja de 
Valores, conforme a lo dispuesto por la 
Superintendencia Nacional de Valores y la 
Ley que las rige. 

Los proyectos de acuerdos entre dos (2) o 
más instituciones del sector bancario, con 
el propósito de aplicar políticas comunes, 
coordinar sus actividades operacionales y 
compartir riesgos de manera habitual, de-
berán ser comunicados a la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Bancario, 
con quince (15) días continuos de antici-
pación a la fecha de suscripción. Una vez 
suscritos los referidos acuerdos deberán 
remitir a la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario un ejemplar de 
los mismos, dentro de los quince (15) días 
continuos siguientes a la fecha de la firma.

Captación de Depósitos
Artículo 52. Las instituciones bancarias, 
dentro de las limitaciones establecidas en 
esta Ley, podrán recibir depósitos a la vis-
ta, a plazo y de ahorro, los cuales serán 
nominativos.

Modalidad de depósitos
Artículo 53. A los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se considerarán depósitos a la vista los 
exigibles en un término igual o menor de 
treinta (30) días continuos, y depósitos a 
plazo los exigibles en un término igual o 
mayor a treinta y un (31) días continuos.

Los depósitos a plazo se documentarán 
mediante certificados negociables o no, 

emitidos por la institución depositaria en 
títulos de numeración sucesiva, que de-
berán inscribir en los registros llevados 
al efecto. Las instituciones bancarias, se 
obligan a cumplir las órdenes de pago del 
cuentacorrientista, hasta la concurrencia 
de la cantidad de dinero que hubiere de-
positado en la cuenta corriente o del cré-
dito que éste le haya concedido, la cuenta 
corriente, será movilizada por cheques, 
órdenes de pago, o por cualquier medio 
electrónico de pago aplicado al efecto.

Las instituciones bancarias, están obli-
gados a llevar sus cuentas corrientes al 
día con el objeto de determinar los saldos 
deudores o acreedores de las mismas, e 
informar a sus cuentacorrientistas men-
sualmente, dentro de los quince (15) días 
continuos siguientes a la fecha de termina-
ción de cada mes, de los movimientos de 
sus cuentas correspondientes al período de 
liquidación de que se trate, por medio de 
un estado de cuenta, enviado a la dirección 
que a tal efecto se indique en el contrato 
respectivo, el cual puede ser vía electrónica.

Si él o la titular de la cuenta corriente tiene 
observaciones que formular al estado de 
cuenta, deberá hacerlas llegar a la insti-
tución bancaria por escrito a su dirección 
o por vía electrónica, en forma detallada 
y razonada, dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la fecha de recepción del es-
tado de cuenta. Dentro del referido plazo 
de seis (6) meses siguientes a la fecha 
de terminación del respectivo mes, tanto 
el usuario o usuaria como la institución 
bancaria podrán, bajo pena de caducidad, 
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impugnar el respectivo estado de cuenta 
por errores de cálculo o de escritura, por 
omisiones o duplicaciones y por falsifica-
ciones de firmas en los correspondientes 
cheques.

Vencido el plazo antes indicado sin que la 
institución bancaria, haya recibido ni las 
observaciones ni la conformidad del usua-
rio o usuaria o sin que se haya impugnado 
el estado de cuenta, se tendrá por recono-
cido en la forma presentada, sus saldos 
deudores o acreedores serán definitivos en 
la fecha de la cuenta y las firmas estam-
padas en los cheques se tendrán como 
reconocidas por el o la titular de la cuenta. 
Los cheques relacionados en un estado de 
cuenta, conformados por el o la cuentaco-
rrientista en forma expresa o tácita, podrán 
ser devueltos al o la titular de la cuenta una 
vez transcurrido el lapso para las impug-
naciones a que se refiere este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, salvo que ha-
yan sido propuestas válidamente.

La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario dictará normas prudencia-
les relacionadas con las obligaciones del o la 
cuentacorrientista y de la institución banca-
ria relacionadas a la cuenta corriente.

Protección de las cuentas  
de ahorro

Artículo 54. Los depósitos en cuentas 
de ahorro de las personas naturales son 
inembargables hasta por el monto y forma 
garantizados por el Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, salvo 
en los juicios de pensión de alimentos, o 

de divorcio y liquidación de la sociedad 
conyugal de gananciales o liquidación de 
la comunidad concubinaria.

Salvo autorización expresa del titular de 
una cuenta de depósito, no podrán ser 
objeto de débito automático por concepto 
de cuotas o pagos mensuales de deudas 
crediticias.

Cuentas de ahorro de los niños, 
niñas y adolescentes

Artículo 55. Los y las adolescentes eman-
cipados o emancipadas pueden movilizar li-
bremente sus cuentas de ahorro. Los niños, 
niñas y adolescentes, podrán movilizar sus 
cuentas de ahorro, con el acompañamiento 
y firma conjunta de un representante mayor 
de edad. En caso de que dicho representante 
no sea padre o madre su designación para 
estos fines deberá ser acordada por el juez o 
jueza del Tribunal competente en la materia, 
de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgá-
nica para la Protección de Niños, Niñas y el 
Adolescente.

Cuenta Virtual
Artículo 56. Las instituciones bancarias, 
previa autorización de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, podrán 
ofrecer a sus clientes otras modalidades de 
captación las cuales serán movilizadas única-
mente a través de medios electrónicos.

A los fines de emitir la autorización a que 
se refiere el presente artículo, la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario deberá obtener la opinión vincu-
lante del Banco Central de Venezuela.

Prohibición de realizar débitos  
en las cuentas sin autorización  

del usuario o usuaria
Artículo 57. Salvo autorización expresa 
del o la titular, las instituciones bancarias no 
podrán efectuar descuentos o débitos por 
cualquier concepto de las cuentas denomi-
nadas nómina y aquellas cuentas a través 
de las cuales se paguen pensiones y jubi-
laciones, sean estas corrientes o de ahorro.

Créditos y plazos
Artículo 58. A los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se consideran como:

1.	Crédito: todas aquellas operaciones en 
moneda nacional, que comprenden el 
arrendamiento financiero, descuento de 
facturas, cartas de crédito, descuentos, 
anticipos, reportos, garantías y cuales-
quiera otras modalidades de financia-
miento u operaciones activas realizadas 
por las instituciones bancarias.

En todo caso, las instituciones bancarias, po-
drán emitir, avisar, confirmar y negociar car-
tas de crédito, a la vista o a plazo, de acuerdo 
con los usos internacionales y en general 
canalizar operaciones de comercio exterior, 
en cumplimiento de las normas establecidas 
por el Banco Central de Venezuela.

Las instituciones bancarias podrán efectuar 
operaciones de reporto únicamente con tí-
tulos valores emitidos o avalados por la Re-
pública Bolivariana de Venezuela o por em-
presas del Estado, ya como reportadores o 
como reportados. La Superintendencia de las 

Instituciones del Sector Bancario dictará las 
normas prudenciales para regular estas ope-
raciones con la opinión vinculante del Órgano 
Superior del Sistema Financiero Nacional.

2.	Créditos al consumo: el financiamien-
to rotativo en corto plazo, realizado por 
las instituciones bancarias, otorgado por 
cualquier medio a personas, para efec-
tuar de manera directa operaciones de 
compra en establecimientos comerciales 
o pago de servicios, dentro y fuera del 
territorio nacional, hasta por quince mil 
quinientas Unidades Tributarias (15.500 
U.T.), y cuyo monto es recuperable a tra-
vés del pago de cuotas consecutivas, que 
contengan pagos de intereses y capital. 

Se incluyen dentro de este tipo de crédi-
tos, las operaciones realizadas a través del 
sistema de tarjetas de crédito o cualquier 
medio informático, magnético o telefóni-
co, por personas naturales o jurídicas. 

3.	Créditos a corto plazo: son aquellos 
cuya vigencia no excederá el plazo de 
cinco años. Se incluyen en este supues-
to los créditos dirigidos a la adquisición 
de vehículos.

4.	Créditos a mediano plazo: son aquellos 
cuya vigencia no excederá el plazo de 
diez (10) años.

5.	Créditos a largo plazo: son aquellos con 
vigencia superior a diez (10) años.

En todo caso la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, me-
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diante normativa prudencial de carácter 
general, podrá modificar los criterios de 
temporalidad para calificar los créditos 
como de corto, mediano y largo plazo.

En atención a lo previsto en el numeral 1 
del presente artículo, se considera arren-
damiento financiero la operación mediante 
la cual una arrendadora financiera adquie-
re un bien mueble o inmueble conforme a 
las especificaciones indicadas por el inte-
resado, quien lo recibe para su uso, por 
un período determinado, a cambio de una 
contraprestación dineraria que incluye 
amortización del precio, intereses, comi-
siones y recargos previstos en el contrato.

En los contratos respectivos se establece-
rá que el arrendatario puede optar, durante 
el transcurso o al vencimiento del mismo, 
por devolver el bien, sustituirlo por otro, 
renovar el contrato o adquirir el bien, de 
acuerdo con las estipulaciones contractua-
les. Los contratos y operaciones de arren-
damiento financiero no se considerarán 
ventas a plazo, cuando en ellos se obligue a 
trasmitir al arrendatario, en cualquier tiem-
po, la propiedad del bien arrendado.

Las responsabilidades establecidas en otras 
Leyes a cargo del propietario del bien dado 
en arrendamiento financiero, en caso de 
accidentes, daños a terceros o utilización 
inadecuada del bien, corresponderán ex-
clusivamente al arrendatario financiero. Sin 
perjuicio de lo dispuesto en el encabezado 
de este artículo, las operaciones de arren-
damiento financiero no estarán sometidas 
a la Ley que regule el Arrendamiento Inmo-

biliario ni a las disposiciones legales sobre 
arrendamiento establecidas en otras Leyes.

Prohibición de cobro  
de intereses sobre intereses

Artículo 59. Se prohíbe el cobro de inte-
reses sobre intereses y la capitalización de 
los mismos en las operaciones de crédito. 
Los intereses a cobrar se calcularán sola-
mente sobre el saldo de capital y no sobre 
todo el capital inicialmente adeudado.

En el caso de los créditos a través del 
sistema de tarjetas de crédito o cualquier 
medio informático, magnético o telefóni-
co, a los consumos del mes en curso no 
le serán aplicables intereses financieros o 
corrientes; estos serán aplicables sólo a 
partir del mes siguiente si el usuario opta 
por el financiamiento.

Las instituciones bancarias, que incum-
plan esta prohibición estarán obligadas a 
rembolsar al usuario las cantidades perci-
bidas que excedieran del monto que resul-
te de calcular los intereses aplicables sin 
la capitalización, y deberán indemnizar los 
daños ocasionados por el cobro indebido 
de estos intereses; todo ello sin perjuicio 
de la responsabilidad penal y administra-
tiva que corresponda a la institución, sus 
directivos, sus socios, administradores o 
empleados, según el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Intereses, comisiones y tarifas
Artículo 60. Las instituciones del sector 
bancario no aplicarán para las operacio-
nes activas, tasas de interés, superiores 

a las máximas establecidas por el Banco 
Central de Venezuela y para las operacio-
nes pasivas menores a las mínimas esta-
blecidas por el mismo ente.

Las comisiones, y demás tarifas que co-
bren, no podrán ser mayores a las que 
establezca el Banco Central de Venezuela. 
Estas tasas de interés, comisiones y tari-
fas, serán publicadas de acuerdo con las 
normas que dicte la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

Encaje legal
Artículo 61. Las instituciones banca-
rias están sujetas a encaje de acuerdo a 
la naturaleza de las obligaciones o a la 
naturaleza de sus operaciones, según lo 
determine el Banco Central de Venezuela.

Corresponde al Banco Central de Vene-
zuela determinar las tasas de encaje, las 
normas para su constitución y cálculo, 
controlar su cumplimiento, reportes e im-
poner las sanciones a que hubiere lugar, 
sin perjuicio de la función fiscalizadora 
que corresponde a la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario. 

Requisitos y procesos  
en el otorgamiento crediticio

Artículo 62. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario establece-
rá las normas prudenciales que cumplirán 
las instituciones bancarias para la agiliza-
ción y efectividad del proceso crediticio, 
requisitos, gestiones de cobranza, ejecución 
de garantías y cálculo de sus provisiones.

Para la evaluación crediticia las institucio-
nes bancarias desarrollarán modelos espe-
cíficos de pronóstico de riesgos para cada 
tipo de usuario o usuaria, siguiendo lo es-
tablecido en las normas que dicte la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario e informarán por escrito las razo-
nes por las cuales ha sido rechazada, ne-
gada, o no aceptada la solicitud del crédito.

El criterio básico es la capacidad de pago 
del deudor. Las garantías tienen carácter 
subsidiario.

Normativa sobre operaciones  
fiduciarias

Artículo 63. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario au-
torizará a las instituciones bancarias para 
desempeñarse como fiduciarios y dictará 
normas prudenciales sobre los diversos 
tipos de negocios fiduciarios. 

De los criterios de vinculación
Artículo 64. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario podrá 
establecer que existe unidad de decisión o 
gestión, cuando una institución del sector 
bancario tiene respecto de otras socieda-
des o empresas, o cuando personas natu-
rales o jurídicas tienen respecto del mismo:

1)	Participación directa o indirecta igual o 
superior al cincuenta por ciento (50%) 
de su capital o patrimonio.

2)	Control igual o superior a la tercera 
parte (1/3) de los votos de sus órganos 
de dirección o administración.
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3)	Control sobre las decisiones de sus 
órganos de dirección o administración, 
mediante cláusulas contractuales, es-
tatutarias o por cualquier otra modali-
dad. También podrán ser consideradas 
personas vinculadas o relacionadas 
aquellas personas naturales, jurídicas 
o entidades o colectividades cuando 
tengan entre sí vinculación accionaria, 
financiera, organizativa o jurídica, y 
existan fundados indicios de que con la 
adopción de formas y procedimientos 
jurídicos ajustados a derecho, se han 
utilizado como medio para eludir las 
prohibiciones de este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, o disminuido 
la responsabilidad patrimonial que de-
riva de los negocios realizados con el 
respectivo ente.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá incluir dentro 
de esta categoría a cualquier empresa, aún 
sin configurarse los supuestos señalados 
en los numerales anteriores, cuando exis-
ta entre alguna o algunas de las institucio-
nes regidas por este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, y otras empresas, 
influencia significativa o control.

Se entiende que existe influencia signi-
ficativa cuando una institución bancaria 
tiene sobre otras empresas, o éstas sobre 
los mismos, capacidad para afectar en 
un grado importante, las políticas opera-
cionales o financieras. Igualmente, existe 
influencia significativa, cuando una ins-
titución bancaria tiene respecto de otras 
sociedades o empresas, o cuando perso-

nas naturales o jurídicas tienen respecto 
de alguno de ellos participación directa o 
indirecta entre el veinte por ciento (20%) 
y el cincuenta por ciento (50%) del capital 
social.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario también incluirá cuan-
do lo considere conveniente, a las socie-
dades propietarias de acciones de una 
institución bancaria, que controle dicha 
institución. 

También podrán ser consideradas perso-
nas vinculadas o relacionadas, aquellas 
personas naturales, jurídicas o entidades 
o colectividades cuando tengan entre sí 
vinculación accionaria, financiera, orga-
nizativa o jurídica, y existan fundados in-
dicios, de haberse utilizado como medio 
para eludir las prohibiciones de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, o 
disminuido la responsabilidad patrimonial 
que deriva de los negocios realizados con 
el respectivo ente. Igualmente podrá ser 
considerada relacionada la persona, enti-
dad o colectividad que ejerza directa o in-
directamente la administración o posea la 
mayor proporción de capital de alguna de 
las personas jurídicas referidas.

La condición de empresa relacionada, con 
base en la participación accionaria antes 
referida, no será alterada o desvirtuada por 
los traspasos accionarios ni por las cesio-
nes de acciones en garantía que se hagan, 
a menos que las referidas operaciones 
sean aprobadas por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario. 

Normas para transacciones 
 internacionales y riesgo  

de cambio extranjero
Artículo 65. El Banco Central de Vene-
zuela establecerá los términos, limitaciones 
y modalidades de las operaciones en divi-
sas de las instituciones bancarias, casas 
de cambio y operadores cambiarios fron-
terizos, autorizados para actuar en dicho 
mercado, en atención a lo previsto en los 
Convenios Cambiarios dictados al efecto. 

El Banco Central de Venezuela, entre otros 
aspectos, definirá la forma de medición de 
las posiciones en divisas, los límites res-
pectivos de tales posiciones y sus plazos, 
la cobertura de riesgo, los mecanismos 
de información y verificación, así como 
cualquier otra medida que estime conve-
niente para asegurar el cumplimiento de 
la normativa dictada relacionada con el 
mercado cambiario; igualmente, podrá 
efectuar inspecciones en las instituciones 
bancarias, casas de cambio y operadores 
cambiarios fronterizos autorizados para 
actuar en dicho mercado.

Suministro de Información
Artículo 66. El Banco Central de Vene-
zuela instruirá acerca de la naturaleza y 
periodicidad de la información y docu-
mentación de las operaciones en divisas, 
que deberán suministrar las instituciones 
del sector bancario, así como aquella que 
éstos deban solicitar a sus usuarios y 
usuarias, sin perjuicio de la documenta-
ción o información que la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Banca-
rio les requiera. 

Capítulo II
Funcionamiento y atención  

al público

Del horario de la actividad  
bancaria

Artículo 67. Las instituciones del sector 
bancario ofrecerán una efectiva atención 
al público, en cada una de sus oficinas, 
durante todos los días laborables del año. 
Cualquier excepción sólo procede en ca-
sos de fuerza mayor, que deben ser justifi-
cadas por escrito ante la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
de ser posible con anterioridad, y en caso 
contrario dentro de los tres días hábiles 
siguientes a su ocurrencia.

Calendario bancario y atención 
 al público en días no laborables

Artículo 68. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario aproba-
rá el calendario bancario anual y lo difun-
dirá con por lo menos tres meses de ante-
lación al inicio del año calendario.

Las instituciones bancarias presentarán 
al ente regulador con un mes de antela-
ción al inicio de año calendario el plan de 
prestación de servicios para los días no 
laborables, cantidad de oficinas abiertas, 
taquillas especiales de pago, acceso de 
los usuarios y usuarias a los mecanis-
mos de banca virtual, banca a distancia, 
cajeros electrónicos, banca por internet 
y cualquier otra modalidad de prestación 
del servicio bancario.
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Atención a los reclamos 
y denuncias de los usuarios

Artículo 69. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario dictará 
normas prudenciales de carácter general, 
mediante las cuales se regularán en forma 
específica todos los aspectos relacionados 
con la presentación y resolución de los re-
clamos de los usuarios y usuarias por parte 
de las instituciones del sector bancario, en 
una primera instancia; así como, la atención 
de las denuncias por parte del ente regula-
dor, en una segunda instancia. También re-
gulará todos aquellos elementos necesarios 
para garantizar los derechos de los usuarios 
y usuarias del sector bancario nacional, y la 
remisión de la información por las institucio-
nes bancarias a los entes correspondientes.

Las instituciones bancarias están obliga-
das a:

1.	Crear unidades de atención al usuario 
para recibir, canalizar y tramitar los re-
clamos de los usuarios y usuarias.

2.	Contar con sistemas de seguridad de pre-
vención de fraudes a los depositantes. 

3.	Brindar atención y oportuna respuesta 
a los reclamos, proporcionando proce-
dimientos adecuados y efectivos a sus 
usuarios y usuarias y público en general, 
para que éstos puedan ejercer las recla-
maciones que consideren pertinentes 
para la defensa de sus derechos. La re-
clamación interpuesta deberá resolverse 
en un lapso no mayor de veinte días con-
tinuos y deberán suministrar un informe 

a la persona que interponga el reclamo, 
donde se indiquen las causas que moti-
varon los cargos no reconocidos u omi-
siones presentadas, y la decisión adop-
tada. Si la reclamación versare sobre el 
reintegro de sumas de dinero, las insti-
tuciones del sector bancario, deberán 
proceder a su pago inmediato una vez 
reconocida la procedencia del reclamo.

4.	En caso de alegar improcedencia de 
cualquier reclamo, las instituciones del 
sector bancario tienen la carga de pro-
bar la referida improcedencia, debiendo 
en todos los casos de denuncias motivar 
su decisión. Las instituciones del sector 
bancario están obligadas a suministrar 
a los usuarios o usuarias toda la docu-
mentación certificada que éstos o éstas 
soliciten relacionadas con el reclamo.

5.	Dar atención prioritaria a las personas 
con discapacidades físicas y visuales, de 
la tercera edad y mujeres embarazadas.

6.	Ofrecer a los usuarios y usuarias la in-
formación de todos los servicios que 
tengan a la disposición del público en 
general a través de los mecanismos de 
comunicación idóneos, entre otros el 
Código Braille, aptos para personas con 
impedimentos visuales y físicos.

7.	Informar y orientar adecuadamente al 
público en general, a través de comuni-
cación verbal, impresa, audiovisual, vir-
tual o a través de otros medios, sobre los 
servicios o procedimientos a seguir para 
efectuar cualquier operación o transac-

ción, así como acerca de las diferentes 
especificaciones inherentes a cada pro-
ducto o servicio financiero, que les per-
mita elegir conforme a sus necesidades. 

8.	Implementar mecanismos o sistemas 
para la reducción de las demoras exce-
sivas; para lo cual deberán contar con 
el personal necesario durante toda la 
jornada laboral, con el objetivo que los 
trámites a realizar se efectúen con la 
máxima celeridad, eficiencia y eficacia.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, podrá suscribir los 
acuerdos que estime pertinentes a los 
fines de garantizar la atención al público 
a nivel nacional para la recepción de las 
denuncias que se reciban de los usuarios 
y usuarias del sector bancario y su opor-
tuna remisión al ente regulador.

Mejora continua del servicio  
bancario

Artículo 70. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, 
desarrollará normativas prudenciales re-
lacionadas con la prestación de servicios 
bancarios, automatización de procesos, 
resguardo de centros de cómputos y las 
bases de datos, banca a distancia, banca 
móvil, corresponsales no bancarios, am-
pliación de canales de distribución y re-
ducción de tiempos de espera en la red de 
oficinas de las instituciones bancarias.

Las instituciones bancarias no podrán 
prestar ni ofrecer, a través de la banca vir-
tual, productos o servicios distintos a los 

contemplados en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o los autorizados 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, deberá obtener la opi-
nión previa vinculante del Banco Central de 
Venezuela cuando la normativa prudencial 
a ser dictada pudiera incidir en el correc-
to funcionamiento del sistema nacional de 
pagos, en aras de evitar posibles perturba-
ciones en el mismo y a sus participantes. 

Capítulo III
De los fideicomisos, mandatos,  
comisiones y otros encargos  

de confianza 

Instituciones autorizadas
Artículo 71. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario autoriza-
rá a los bancos universales para desem-
peñarse como fiduciarios, mandatarios, 
comisionistas o realizar otros encargos de 
confianza.

Los bancos de desarrollo y microfinancie-
ros podrán ser autorizados por la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario para actuar como fiduciarios y 
efectuar mandatos, comisiones y otros en-
cargos de confianza, cuando sea necesario 
para el cumplimiento de sus operaciones.

La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario dictará normas generales so-
bre los diversos tipos de negocios fiduciarios, 
mandatarios, comisionistas o de otros encar-
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gos de confianza y su proceso de constitu-
ción y remoción de la autorización, así como 
el establecimiento de los límites máximos de 
la totalidad de los fondos fideicometidos con 
base al patrimonio de la institución fiduciaria, 
información financiera,  auditorías, registros 
contables, supervisión y control. Los bancos 
autorizados para actuar como fiduciarios, 
mandatarios, comisionistas o realizar otros 
encargos de confianza, darán estricto cumpli-
miento a todas las regulaciones que rijan la 
materia, no pudiendo eludirlas basándose en 
el cumplimiento de las instrucciones dadas 
por el fideicomitente.

Obligaciones del fiduciario
Artículo 72. Las instituciones autoriza-
das para actuar como fiduciarios están 
obligadas, además de las contempladas 
en la Ley de Fideicomisos, a:

1.	Crear un departamento de fideicomiso 
que incluya la estructura organizativa 
separada de la institución bancaria.

2.	Cuidar y administrar los bienes y dere-
chos que constituyen el patrimonio del 
fideicomiso de manera eficaz, eficiente y 
transparente aplicando los principios ético-
morales de una sana gestión. Cuando el 
fiduciario actúe siguiendo instrucciones 
expresas del fideicomitente previstas en el 
contrato de fideicomiso, el fiduciario sólo 
será responsable por la pérdida o deterioro 
de los fondos fiduciarios, si se comprueba 
que hubo de su parte dolo, negligencia, im-
prudencia, impericia o incumplimiento de 
las obligaciones contractuales.

Las instituciones autorizadas para actuar 
como fiduciario deberán mantener la evi-
dencia o documentación necesaria donde 
se verifique la notificación al fideicomiten-
te de los riesgos que pudiesen tener las 
colocaciones efectuadas por su mandato.

3.	Defender el patrimonio del fideicomiso 
preservándolo de daños que pudieran 
afectar o mermar su integridad.

4.	Cumplir los encargos que constituyen la 
finalidad del fideicomiso, realizando para 
ello los actos, contratos, operaciones, in-
versiones o negocios que se requiera, con 
la misma diligencia que la propia institu-
ción bancaria aplica en sus asuntos.

5.Dar cuenta a los fideicomitentes, man-
dantes o comisionantes, por lo menos 
semestralmente, de los fondos inverti-
dos o administrados.

6.	Presentar para su aprobación ante la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario los modelos de contra-
tos de fideicomiso, mandato, comisión u 
otros encargos de confianza y posterior-
mente inscribirlos en el Registro Mercan-
til correspondiente.

7.	Protocolizar en la oficina u oficinas sub-
alternas de Registro respectivas los bie-
nes inmuebles o derechos sobre éstos 
transferidos en el contrato de fideicomi-
so, así como la revocatoria o reforma de 
los mismos. 

8.	Llevar el inventario y la contabilidad de 
cada fideicomiso con arreglo a la Ley, 
y cumplir conforme a la legislación de 
la materia las obligaciones tributarias 
del patrimonio fideicometido, tanto las 
sustantivas como las formales.

9.	Llevar contabilidad separada por cada 
patrimonio fideicometido bajo su do-
minio fiduciario en libros debidamente 
legalizados, sin perjuicio de las cuentas 
y registros que corresponden en los li-
bros de la institución bancaria, cuentas 
y registros que deben mantenerse con-
ciliados con aquella.

10.	Preparar balances y estados financie-
ros de cada fideicomiso, de forma men-
sual, así como un informe o memoria 
semestral, y poner tales documentos 
a disposición de los fideicomitentes, 
sin perjuicio de su presentación a la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario y remitirlos a 
esta Superintendencia, conforme a 
las reglas establecidas, los Estados 
Financieros del departamento de fi-
deicomiso, auditados por Contadores 
Públicos en ejercicio independiente 
de la profesión, inscritos en el registro 
que lleva la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

11.	Valorar mensualmente los activos que 
conforman los fondos fiduciarios de 
acuerdo con las normas dictadas al 
efecto por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

12.	Adoptar las mismas políticas de aná-
lisis de crédito y valoración por dete-
rioro del activo, aplicadas por la ins-
titución autorizada para actuar como 
fiduciario. Regirán para estas opera-
ciones las mismas prohibiciones que 
correspondan a la institución fiducia-
ria; salvo que en los fideicomisos de 
interés social el fideicomitente esta-
blezca condiciones distintas o estén 
enmarcados dentro de los objetivos 
estratégicos del Estado. 

13.	Guardar reserva respecto de las opera-
ciones, actos, contratos, documentos e 
información que se relacionen con los 
fideicomisos, con los mismos alcances 
que este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, establece para el secreto 
bancario.

14.	Notificar a los fideicomitentes de la 
existencia de bienes y servicios dispo-
nibles a su favor, dentro del término de 
cinco días hábiles de que el beneficio 
esté expedito.

15.	Transmitir al nuevo fiduciario, en los 
casos de subrogación, los recursos, 
bienes y derechos del fideicomiso.

16.	Rendir cuenta a los fideicomitentes y a 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario al término del fidei-
comiso o de su intervención en él.

17.	Cuando conforme a las normas que rijan 
el fideicomiso, queden en poder de la 
institución fiduciaria fondos líquidos pro-
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venientes o resultantes del fideicomiso, 
dicha institución deberá informar de ma-
nera inmediata al fideicomitente y esperar 
su instrucción, dichos fondos estarán de-
positados en cuenta especial remunerada 
en la misma institución bancaria.

18.	La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario requerirá de las 
instituciones bancarias el envío perió-
dico de una relación detallada de los 
bienes recibidos en fideicomiso.

Inversiones en moneda extranjera
Artículo 73. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, previa 
opinión vinculante del Órgano Superior del 
Sistema Financiero Nacional, podrá condi-
cionar, restringir o limitar la inversión, de 
los fondos recibidos en fideicomiso o ad-
ministrados por cuenta ajena, incluyendo 
mandatos, comisiones y otros encargos de 
confianza en el exterior, así como la que se 
realice en el país en divisas o en títulos de-
nominados en moneda extranjera, sin per-
juicio de lo señalado en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Prohibiciones del fiduciario
Artículo 74. Se prohíbe a la institución 
fiduciaria afianzar, avalar o garantizar en 
forma alguna ante el fideicomitente los 
resultados del fideicomiso o de las opera-
ciones, actos y contratos que realice con 
los bienes fideicometidos.

Las instituciones fiduciarias no actuarán 
como fiduciario o fideicomitente con perso-
nas naturales o jurídicas vinculadas a la res-

pectiva institución bancaria, conforme a los 
parámetros previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, excepto que 
se trate de bancos propiedad de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela a través de Or-
ganismos Públicos Nacionales y sus Entes 
Descentralizados. Los fideicomisos de pres-
tación de antigüedad de sus empleados se 
constituirán en otras instituciones bancarias 
autorizadas para actuar como fiduciarios.

La institución fiduciaria no podrán realizar 
operaciones, actos y contratos con los 
fondos y bienes de los fideicomisos, en 
beneficio de:

1.	La propia institución y sus accionistas.

2.	Sus directores o directoras y emplea-
dos o empleadas y los empleados con-
tratados o empleadas contratadas para 
el fideicomiso de que se trate.

3.	Sus auditores externos o auditoras ex-
ternas, incluidos los profesionales so-
cios que integran la firma de auditoría 
externa y los profesionales que partici-
pen en las labores de auditoría externa 
de la propia institución.

Las prohibiciones a que se refiere este 
artículo alcanzan al o la cónyuge y a los 
parientes de las personas indicadas, así 
como a las personas jurídicas en que el 
o la cónyuge y los parientes en conjunto, 
tengan personalmente una participación 
superior al cincuenta por ciento (50%).

Otras prohibiciones  
y limitaciones del fiduciario

Artículo 75. Las instituciones autoriza-
das para actuar como fiduciarias no po-
drán realizar las siguientes operaciones 
con los fondos recibidos en fideicomiso 
o mediante otros encargos de confianza:

1.	Otorgar créditos, salvo que se concedan 
a los beneficiarios o beneficiarias, o cuan-
do se trate de aquellos fideicomisos con 
recursos provenientes del sector público, 
siempre que no contravengan las limita-
ciones establecidas en el presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

2.	Otorgar garantías, dar en prenda o esta-
blecer cualquier otro tipo de gravamen 
sobre el fondo fiduciario, sin la expresa 
autorización del fideicomitente, benefi-
ciario, mandatario o afín.

3.	Emitir títulos, certificados o participa-
ciones con cargo a un fondo fiduciario.

4.	Asegurar, ni registrar la revalorización 
de los activos que integren los fondos, 
sino hasta el momento de su realización 
y de conformidad con la normativa dic-
tada al efecto por la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario.

5.	Adquirir o invertir en títulos u obligacio-
nes, que no estén inscritos en el Regis-
tro Nacional de Valores, cuando se trate 
de emisores del sector privado.

6.	Adquirir o invertir en obligaciones, ac-
ciones o bienes de instituciones con las 

cuales hayan acordado mecanismos de 
inversión recíproca. 

7.	Invertir o colocar en moneda o valores 
extranjeros una cantidad que exceda 
del límite que fije el Banco Central de 
Venezuela o incumplir con las normas 
contempladas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

8.	Realizar, con recursos provenientes de 
fondos fiduciarios operaciones de reporto, 
contratos de mutuos, futuros y derivados.

9.	Realizar operaciones con empresas o 
instituciones situadas o domiciliadas en 
los países de baja imposición fiscal.

10.	Invertir recursos en otros fideicomisos. 

11.	Suscribir o renovar contratos de fidei-
comisos con empresas de seguros y/o 
reaseguros. 

12.	Realizar operaciones activas u otorgar 
créditos de cualquier tipo con la propia 
institución bancaria autorizada para ac-
tuar como fiduciario, para la realización 
del objeto del fideicomiso; salvo lo dis-
puesto en Leyes especiales.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá suspender aque-
llas operaciones que realice una institución 
bancaria autorizada para actuar como fidu-
ciario mediante un contrato de fideicomiso, 
mandato, comisión u otro encargo de con-
fianza contrarias a los términos y condicio-
nes que rigen el cumplimiento de su objeto. 
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La limitación prevista en el numeral 8 del 
presente artículo no les será aplicable 
a las instituciones bancarias del sector 
público; no obstante, previa a su realiza-
ción deberá obtener la autorización de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

En caso de infracciones graves o recu-
rrentes a las disposiciones contractuales, 
o las normativas legales o prudenciales 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario referidas a los fidei-
comisos, mandatos, comisiones y otros 
encargos de confianza, revocará la auto-
rización otorgada a la institución bancaria 
autorizada.

 
TÍTULO VI

DE LA INFORMACIÓN 

Capítulo I
Contabilidad, información  

y publicidad 

Contabilidad
Artículo 76. Las instituciones banca-
rias, sociedades de garantías recíprocas, 
fondos nacionales de garantías recípro-
cas, sociedades y fondos de capital de 
riesgo y casas de cambio se someterán 
a las normas contables dictadas por la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, independientemente de 
la aplicación de las disposiciones tributa-
rias. Las instituciones del sector bancario, 
presentarán a la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, según 

lo que ésta disponga, sobre su forma, 
contenido y demás requisitos, para cada 
tipo de institución del sector bancario, lo 
siguiente:

1.	Un balance general y estado de resulta-
dos de sus operaciones durante el mes 
inmediato anterior, dentro de los prime-
ros quince (15) días continuos siguien-
tes al respectivo mes.

2.	Una relación de indicadores sobre su 
situación financiera al final de cada tri-
mestre, la cual deberá enviarse dentro 
de los primeros quince (15) días conti-
nuos siguientes al respectivo trimestre. 

3.	Un balance general y estado de resul-
tado correspondientes al ejercicio se-
mestral inmediato anterior, dentro de 
los primeros quince (15) días continuos 
siguientes al final de cada ejercicio. 

4.	Los estados financieros correspon-
dientes al ejercicio semestral inmediato 
anterior, auditados por Contadores Pú-
blicos en ejercicio independiente de la 
profesión, inscritos en el registro que 
lleva la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario, de acuerdo 
a las reglas que para la realización de ta-
les auditorías ésta establezca, dentro de 
los noventa días continuos siguientes al 
final de cada ejercicio. Estos documen-
tos deberán ser publicados conforme 
lo establezca el Manual de Contabilidad 
emanado de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

Los estados financieros e indicadores a 
que se refieren los numerales 1, 2 y 3 de 
este artículo, serán publicados en un dia-
rio de circulación nacional, así como, en 
la página web de la respectiva institución, 
dentro de los primeros quince (15) días 
continuos siguientes a su cierre mensual, 
trimestral y semestral. Las casas de cam-
bio solamente publicarán los estados fi-
nancieros anuales dentro de los primeros 
quince (15) días continuos siguientes al 
cierre del ejercicio anual.

Los estados financieros a que se refieren 
los numerales 1 y 4 de este artículo, co-
rrespondientes a las oficinas en el exterior, 
deberán remitirse a la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
con la periodicidad allí indicada. La Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario podrá establecer modalidades 
y plazos de publicaciones distintos a las 
establecidas en el presente artículo, para 
los estados financieros a que se refieren 
los numerales 1, 2, 3 y 4 de este artículo.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá conceder un 
nuevo plazo de hasta siete (7) días con-
tinuos, cuando las sucursales o agencias 
no puedan enviar oportunamente los ele-
mentos que necesita la oficina principal 
para cumplir con las disposiciones esta-
blecidas en este artículo.

Revisión de la contabilidad, 
remisión de información

Artículo 77. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario está au-

torizada para acceder, sin restricción algu-
na, a los registros contables de las institu-
ciones del sector bancario en los sistemas 
electrónicos y su evidencia física, corres-
pondencia, archivos, actas o documentos 
justificativos de sus operaciones.

Asimismo, las instituciones del sector 
bancario están obligadas a suministrar 
toda la información requerida por la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario y de otros entes de re-
gulación del sector, así como del auditor 
externo o auditora externa, en la forma y 
lapsos que éstos la soliciten.

Las instituciones del sector bancario, de-
berán registrar en sus sistemas de infor-
mación contable la totalidad de sus opera-
ciones pasivas y activas; para ello los sis-
temas de información deberán contar con 
procesos automatizados que validen que 
estas operaciones queden registradas en 
las cuentas contables que les corresponde.

Exhibición de tasas  
y comisiones

Artículo 78. Las instituciones del sector 
bancario deben proporcionar información 
fidedigna al público. Para ello en todo tipo 
de publicidad, en todos los documentos que 
respalden sus operaciones, y en sus oficinas 
de atención al público, deberán especificar 
las tasas nominales anuales de las opera-
ciones pasivas, las comisiones y cargos por 
cada servicio financiero, además de cual-
quier otra información necesaria para que 
el usuario y usuaria pueda determinar con 
facilidad el costo total de la operación activa. 
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Memoria semestral
Artículo 79. Las instituciones bancarias 
presentarán a los accionistas y deberán 
tener a disposición del público en general 
su memoria semestral, ésta cumplirá los 
requisitos que a tales efectos establezca la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

Sin menoscabo de los recaudos que fije la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario dicha memoria debe con-
tener además la siguiente información:

1)	Informe de la Junta Directiva.

2)	Estados financieros comparativos de 
los dos (2) últimos semestres.

3)	Participación porcentual en los secto-
res productivos del país a través de su 
cartera crediticia.

4)	Informe sobre los reclamos y denun-
cias que presenten los usuarios y usua-
rias de los servicios bancarios, y forma 
en la cual fueron resueltas.

5)	Disposición de canales electrónicos y 
de oficinas bancarias.

6)	Informe del auditor externo.

7)	Posición del coeficiente de adecuación 
patrimonial.

8)	Indicadores de liquidez, solvencia, efi-
ciencia y rentabilidad.

9)	Cualquier otra información que sea 
necesaria revelar entre las que se in-
cluyan aquellos avances en Planes de 
Negocios, de Desarrollo, Estratégicos y 
de otro tipo, requerimientos de provi-
sión e incidencias en el patrimonio en 
el semestre que se reporta. 

Capítulo II
Auditorías 

Auditoría Interna
Artículo 80. Las instituciones bancarias 
tendrán una unidad de auditoría interna 
establecida conforme lo previsto en la 
normativa prudencial emitida por la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

Los auditores internos serán nombrados 
por la Asamblea General de Accionistas. 
En caso de ausencia definitiva y compro-
bada, la Asamblea General de Accionistas 
procederá a designar su reemplazo, den-
tro del plazo no mayor de treinta (30) días.

La normativa anteriormente indicada, ten-
drá carácter supletorio, para las institucio-
nes del sector bancario público en virtud 
de lo establecido en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del 
Sistema Nacional de Control Fiscal.

Auditoría Externa
Artículo 81. Las instituciones bancarias 
tendrán un auditor externo, persona jurí-
dica que será designada de una terna que 
presentará la Junta Directiva a la Asam-
blea General de Accionistas. 

La firma de auditoría externa durará en sus 
funciones hasta un máximo de cinco (5) 
años consecutivos, podrá ser contratado 
nuevamente luego de transcurridos tres (3) 
años de la culminación del período antes 
señalado, y para ser removido se aplicará 
lo dispuesto por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. 

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá ordenar a las 
instituciones del sector bancario, la con-
tratación de auditorías especiales. Asi-
mismo, podrá contratar directamente, la 
realización de dichas auditorías, cuando lo 
considere necesario, con cargo a los entes 
indicados en el presente artículo. 

Las funciones del auditor externo son in-
compatibles con la prestación de cualquier 
otro servicio o colaboración a la institu-
ción auditada. El auditor externo no podrá, 
dentro de los tres (3) años siguientes a la 
terminación de sus funciones, prestar otra 
clase de servicios a la institución.

Los socios de la firma de auditoría exter-
na, no podrán tener parentesco hasta el 
cuarto grado de consanguinidad o segun-
do grado de afinidad con el Superinten-
dente o Superintendenta, Intendentes o 
Intendentas y el personal Gerencial de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario; así como, con los ac-
cionistas, directores, presidentes o vice-
presidente, tesoreros o tesoreras, auditor 
interno y comisario, de las instituciones a 
ser auditadas. 

La rotación del auditor en ejercicio inde-
pendiente de la profesión o la firma de 
auditoría seleccionada, no será de obliga-
torio cumplimiento para las sucursales de 
instituciones bancarias extranjeras esta-
blecidas en el país.

La normativa anteriormente indicada, ten-
drá carácter supletorio, para las institucio-
nes del sector bancario público en virtud 
de lo establecido en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y el 
Sistema de Control Fiscal.

Fiscalización 
de la Superintendencia 

de las Instituciones 
del Sector Bancario

Artículo 82. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, respec-
to de las auditorías que se realicen, ten-
drá plenas facultades fiscalizadoras sobre 
ellas y exigirá los requisitos mínimos que 
cumplirán.

Tanto el auditor interno como el externo, 
presentarán a la Junta Directiva y a la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, con la periodicidad que 
éstos lo determinen, cualquier información 
que se les solicite y aquellas que los audi-
tores consideren necesaria.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá convocar a los 
auditores externos a celebrar reuniones 
confidenciales con su personal, sin la pre-
sencia de los trabajadores o directores del 
ente supervisado.
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Los auditores externos deberán suminis-
trar a la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario toda la información 
que ésta les exija, incluyendo el permitir la 
revisión de sus papeles de trabajo.

La Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario establecerá mediante nor-
mativa prudencial, las obligaciones de los 
auditores externos en relación a la forma de 
presentar los informes de auditoría de las 
instituciones del sector bancario sometidas 
a la supervisión de dicho Organismo.

Responsabilidad del auditor  
interno

Artículo 83. El auditor interno velará 
porque las operaciones y procedimien-
tos de la institución del sector bancario 
se ajusten a la Ley, la normativa pruden-
cial, los manuales internos de procesos 
de las instituciones bancarias y a los 
principios contables aprobados por la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario. Además son responsa-
bilidades propias del auditor interno vi-
gilar el funcionamiento adecuado de los 
sistemas de control interno; velar por el 
cumplimiento de las resoluciones de la 
Asamblea General de Accionistas, de la 
Junta Directiva y de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario; 
y, suscribir los estados financieros, con-
juntamente con el representante legal y el 
contador general.

Si el auditor interno se negase a firmar los 
estados financieros, deberá sustentar su 
negativa, por escrito, ante la institución del 

sector bancario y a la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

La suscripción de los estados financieros 
previstas en el presente artículo, no será 
aplicable a los auditores internos de las 
instituciones bancarias públicas o pro-
piedad del Estado Venezolano, pues sus 
competencias se encuentran reguladas 
en Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal y la Ley Orgánica de Admi-
nistración Financiera del Sector Público o 
en las Leyes que rijan dichas materias.

Funciones del auditor externo
Artículo 84. El auditor externo tendrá 
las funciones que se determinan en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
así como en las disposiciones que dicte al 
efecto la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario.

Obligaciones de los acreditados
 para emitir informes

Artículo 85. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario llevará un 
registro de las personas naturales y jurídi-
cas acreditadas, de acuerdo con el proce-
dimiento que ésta determine, para realizar 
actividades complementarias a la actividad 
bancaria y poder emitir informes. En dicho 
registro se inscribirán: las personas jurídi-
cas encargadas de realizar auditorías exter-
nas, los contadores públicos o contadoras 
públicas en el ejercicio independiente, los 
comisarios o comisarias, los peritos ava-
luadores, los custodios de títulos valores, 
empresas asesoras en materia de Preven-

ción y Control de Legitimación de Capitales 
y Financiamiento al Terrorismo, así como 
cualquier otra empresa asesora para el 
cumplimiento de Leyes, las compañías ca-
lificadoras de riesgo y cualquier otro servi-
cio que la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario determine.

Capítulo III
Sigilo Bancario 

Alcance de las prohibiciones
Artículo 86. Está prohibido a las institu-
ciones bancarias, así como a sus directo-
res o directoras y trabajadores o trabaja-
doras, suministrar a terceros cualquier in-
formación sobre las operaciones pasivas 
y activas con sus usuarios y usuarias, a 
menos que medie autorización escrita de 
éstos o se trate de los supuestos consig-
nados en el artículo 87 del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

También se encuentran obligados a cum-
plir el secreto bancario:

1.El Superintendente o Superintendenta 
de las Instituciones del Sector Bancario 
y los trabajadores o trabajadoras de la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

2. Los directores o directoras y trabajado-
res o trabajadoras del Banco Central de 
Venezuela.

3. Los directores o directoras y trabajado-
res o trabajadoras de las empresas de 
auditoría externa.

La institución bancaria está obligada a co-
municar la información que requieran los 
organismos competentes contemplados 
en el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, que regula la prevención de legi-
timación de capitales y financiamiento al 
terrorismo.

Levantamiento del secreto  
bancario

Artículo 87. El secreto bancario no rige 
cuando la información sea requerida para 
fines oficiales por:

1.	El Presidente o Presidenta de la Repú-
blica, el Vicepresidente Ejecutivo o Vi-
cepresidenta Ejecutiva de la República, 
el Presidente o Presidenta de la Asam-
blea Nacional, los Magistrados o Magis-
tradas Presidentes o Presidentas de las 
Salas del Tribunal Supremo de Justicia, 
el Ministro o Ministra del área finan-
ciera, el Fiscal o la Fiscal General de la 
República, el Defensor o Defensora del 
Pueblo, el Procurador o Procuradora 
General de la República, el Contralor 
o Contralora General de la República, 
el Presidente o Presidenta del Consejo 
Nacional Electoral, el Presidente o Pre-
sidenta del Órgano Superior del Siste-
ma Financiero Nacional, el Presidente 
o Presidenta del Banco Central de Ve-
nezuela, el Presidente o Presidenta del 
Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios, el Superintendente o 
Superintendenta del mercado de valo-
res y el Superintendente o Superinten-
denta del sector seguros.
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2.	El Ministro o Ministra del Poder Popular 
con competencia en materia para Inte-
rior y Justicia, el Ministro o Ministra del 
Poder Popular con competencia en ma-
teria para la Defensa, los Órganos del 
Poder Judicial, la administración adua-
nera y tributaria, y la autoridad admi-
nistrativa con competencia en materia 
cambiaria, según las Leyes.

3.	Los jueces o juezas y tribunales en el 
ejercicio regular de sus funciones y con 
específica referencia a un proceso de-
terminado, en el que sea parte el usua-
rio y usuaria de la institución del sector 
bancario a quien se contrae la solicitud.

4.	La Fiscalía General de la República, en 
el ejercicio regular de sus funciones y 
con específica referencia a un proceso 
determinado.

5.	El Superintendente o Superintendenta 
de las Instituciones del Sector Banca-
rio, en el ejercicio de sus funciones de 
supervisión.

6.	Los organismos competentes del go-
bierno de un país con el que se tenga 
celebrado convenio para combatir, re-
primir y sancionar el tráfico ilícito de 
drogas, el terrorismo y la legitimación 
de capitales.

7.	El Presidente o Presidenta de una Co-
misión Investigadora de la Asamblea 
Nacional, con acuerdo de la Comisión 
de que se trate y en relación con hechos 
que comprometan el interés público.

Los receptores o receptoras de la infor-
mación a que se refiere el presente artícu-
lo, deberán utilizarla sólo a los fines para 
los cuales fue solicitada, y responderán de 
conformidad con las Leyes por el incum-
plimiento de lo aquí establecido.

Capítulo IV

Del Sistema de Información  
Central de Riesgo

Definición y uso del Sistema
Artículo 88. El Sistema de Información 
Central de Riesgos es una base de datos 
o registro de la actividad crediticia del 
sector bancario nacional bajo la respon-
sabilidad de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, el cual 
permite consultar la situación crediticia 
de los distintos usuarios y usuarias de las 
instituciones y cuya finalidad es precisar 
los niveles de riesgo.

El Sistema de Información Central de 
Riesgos será utilizado por las institucio-
nes bancarias para realizar consultas au-
tomáticas de la información consolidada 
en el Sistema. Queda terminantemente 
prohibido el uso del Sistema de Informa-
ción Central de Riesgos para fines distin-
tos a los previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, incluyendo 
el ser requerido como requisito para tra-
mitación de préstamos o créditos, aper-
turas de cuentas de ahorros o corrientes 
u otros instrumentos o modalidades de 
captación. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario solicita-

rá información a otras instituciones públi-
cas y privadas sobre el comportamiento 
en la cancelación oportuna de servicios 
públicos de las personas naturales o jurí-
dicas, sean usuarios o no del sector ban-
cario nacional, a fin de recopilar informa-
ción adicional para facilitar la evaluación 
de riesgos, contribuir con las normas de 
identificación del usuario y usuaria para la 
prevención de legitimación de capitales y 
financiamiento al terrorismo, y facilitar el 
acceso a productos crediticios a las per-
sonas sin historial bancario.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario dictará la normativa 
prudencial mediante la cual regulará, lo 
relacionado con la forma y oportunidad de 
transmisión, calidad de los datos transmi-
tidos, exclusión o inclusión de usuarios, 
tiempo de permanencia en el Sistema de 
Información Central de Riesgos, verifica-
ción de la veracidad de la información y 
tramitación de reclamos.

Obligación de suministrar  
la información

Artículo 89. Las instituciones bancarias 
y las instituciones señaladas en el artículo 
anterior, suministrarán periódica y opor-
tunamente, la información que se requiere 
para mantener actualizado el registro de que 
trata el artículo 88 de este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley. Deben contar con 
sistemas computarizados que les permitan 
proporcionar dicha información con la pe-
riodicidad que determine la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Bancario.

La información contenida en el Sistema de 
Información Central de Riesgo, podrá ser 
suministrada por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, a los usua-
rios afectados o en su defecto a sus apodera-
dos, debidamente facultados para ello.

Prohibición de informar
Artículo 90. Las instituciones bancarias, 
en consonancia con el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, tienen 
prohibido informar los antecedentes fi-
nancieros personales de sus usuarios o 
usuarias a cualquier persona natural o ju-
rídica u Organismos Públicos o Privados, 
exceptuando al mismo usuario o usuaria, 
a la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, al Banco Central de 
Venezuela y demás entes autorizados por 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley o Leyes Especiales, salvo 
que el usuario o usuaria autorice por es-
crito a la institución, autorización que en 
cualquier momento podrá ser revocable 
por el usuario o usuaria. 

 
TÍTULO VII

CALIDAD DE LOS ACTIVOS,  
LÍMITES Y PROHIBICIONES 

Capítulo I
Calidad de los activos, relaciones 

y prohibiciones generales 

Calidad de los activos
Artículo 91. Las instituciones bancarias, 
de conformidad con las normas que dicte 
la Superintendencia de las Instituciones 
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del Sector Bancario, a efecto de reflejar 
la verdadera calidad de los activos, rea-
lizarán una calificación periódica de los 
mismos y constituirán las provisiones ge-
néricas y específicas que sean necesarias 
para cubrir los riesgos de incobrabilidad o 
pérdida del valor de los activos.

Las instituciones bancarias presentarán a 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario en la forma y con la 
periodicidad que ésta lo determine, los 
resultados de tal calificación, la que será 
examinada por los auditores externos y 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.

Igualmente, la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario ordena-
rá que se rectifique o corrija el valor con 
que se encuentran contabilizadas las in-
versiones de las instituciones bancarias, 
de acuerdo con las respectivas normas 
prudenciales, el análisis de las informa-
ciones obtenidas y el resultado de las ins-
pecciones efectuadas.

Las instituciones bancarias cumplirán con 
los ajustes sobre el valor de los activos o 
que sobre sus provisiones determine la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

Relaciones entre las instituciones 
del sector bancario

Artículo 92. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario dictará 
las normas regulatorias de las relaciones 
entre las instituciones bancarias respec-

to a sus operaciones activas, pasivas y 
contingentes, a objeto de que los riesgos 
derivados de las diferencias de plazos, ta-
sas, divisas y demás características de las 
operaciones activas y pasivas no vulneren 
la solvencia patrimonial de las institucio-
nes del sector bancario.

Las operaciones interbancarias relacio-
nadas al mercado interbancario de fon-
dos, como mecanismo de administración 
y distribución de la liquidez del sector 
bancario, serán reguladas por el Banco 
Central de Venezuela, quien informará 
semanalmente al Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas un 
detalle de las operaciones realizadas, ta-
sas pactadas y resultados. 

La intervención del Banco Central de Vene-
zuela a través de operaciones en el merca-
do interbancario de fondos a los fines de 
promover la adecuada liquidez del sistema 
financiero nacional y cualquier otro objetivo 
que considere en atención a dicha función, 
adoptarán la modalidad crediticia que esti-
me pertinente en los términos y condiciones 
establecidos al efecto por ese Instituto.

Limitación al uso de las  
denominaciones

Artículo 93. Sólo las instituciones autori-
zadas conforme a este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, podrán utilizar en su 
denominación, lemas comerciales, mar-
cas, logotipos o documentación ordinaria 
o comercial, las palabras: “Banco”, “Banco 
Comercial”, “Banco Hipotecario”, “Ban-
co Universal”, “Banco Microfinanciero”, 

“Banco Múltiple”, “Banco de Inversión”, 
“Banco de Desarrollo”, “Banco de Segundo 
Piso”, “Institución o Sociedad Financiera”, 
“Entidad de Ahorro y Préstamo”, “Grupo 
o Consorcio Financiero”, “Arrendadora 
Financiera”, “Fondo de Participaciones”, 
“Casa de Cambio”, “Operador Cambiario 
Fronterizo”, “Instituto de Crédito”, “Emi-
sora de Tarjeta de Crédito”, “Sociedad de 
Garantías Recíprocas” o términos afines o 
derivados de dichas palabras, o abreviatu-
ras, o equivalentes en su traducción a otros 
idiomas distintos al castellano.

Límite para operaciones
Artículo 94. Las instituciones bancarias 
realizarán las operaciones activas y contin-
gentes permitidas por el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y por las 
normas previstas por la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
con una persona natural o jurídica por una 
suma que no exceda, en conjunto, el diez 
por ciento (10%) de su patrimonio y en 
caso que constituya un sólo sujeto no de-
berá exceder del veinte por ciento (20%). 
Estos límites se elevarán hasta un diez por 
ciento (10%) si lo que excede correspon-
de a obligaciones garantizadas de bancos 
nacionales o extranjeros de reconocida 
solvencia o por garantías adecuadas admi-
tidas como tales, por las normas pruden-
ciales expedidas por la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario. 

Presunciones para la calificación 
de deudores relacionados

Artículo 95. Para el cálculo de los límites 
previstos en el artículo anterior del presen-

te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, se presumirá que constituyen un sólo 
sujeto, los deudores individuales que sean 
personas naturales o jurídicas, cuando:

1.	Sean accionistas directa o indirecta-
mente en el veinte por ciento (20%) o 
más del capital social de una compañía.

2.	Existan relaciones de negocios, de capi-
tales o de administración que permitan 
a una o más de ellas ejercer una influen-
cia significativa y permanente en las de-
cisiones de las demás.

3. Existan datos o información fundada de 
que diversas personas mantienen relacio-
nes de tal naturaleza que conforman de he-
cho una unidad de intereses económicos.

4.	Se hayan concedido créditos a prestata-
rios o grupos prestatarios, en condiciones 
preferenciales o desproporcionadas res-
pecto del patrimonio del deudor o de su 
capacidad de pago.

5.	Se hayan concedido créditos no garan-
tizados adecuadamente a deudores o 
grupos prestatarios sin antecedentes fi-
nancieros o domiciliados en el extranjero 
sin información disponible sobre ellos.

6.	Una persona, natural o jurídica, cancele 
préstamos bancarios a otro deudor con 
crédito otorgado por la misma o por 
otra institución bancaria.

7.	Cualquier otra relación que determine 
la Superintendencia de las Instituciones 
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del Sector Bancario en el ejercicio de 
sus funciones de regulación y control.

Dicho porcentaje no será aplicable a aque-
llas personas jurídicas, cuyo capital este 
poseído en más de un cincuenta por cien-
to (50%) por la República Bolivariana de 
Venezuela. 

Prohibición de operaciones 
con personas vinculadas

Artículo 96. Se prohíbe a las instituciones 
bancarias efectuar operaciones con perso-
nas naturales o jurídicas vinculadas directa 
o indirectamente con su administración o su 
propiedad.

Se considerarán vinculadas a la propiedad 
o administración de la institución bancaria, 
además de los supuestos previstos en el 
artículo 64 del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, las siguientes:

1.	Las personas naturales o jurídicas que 
posean, directa o indirectamente el cin-
co por ciento (5%) o más del capital 
social de la institución bancaria.

2.	Las personas naturales que ocupen car-
gos de administración o de dirección, 
consejeros o consejeras, asesores o 
asesoras, consultores o consultoras, 
auditores internos y externos, gerentes 
de áreas, secretarios o secretarias de la 
Junta Directiva o cargos similares, de 
hecho o de derecho.

3.	Las empresas en las cuales los represen-
tantes legales, administradores directos 

o administradoras directas o empleados 
o empleadas posean directa o indirecta-
mente más del tres por ciento (3%) del 
capital social de dichas empresas.

4.	Los cónyuges o los parientes dentro 
del segundo grado de consanguinidad 
o primero de afinidad de los represen-
tantes legales, de los administradores 
directos o administradoras directas o 
empleados o empleadas de una institu-
ción bancaria.

5.	Las empresas en las que los cónyu-
ges, los parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad o primero de 
afinidad de los representantes legales, 
de los administradores directos o ad-
ministradoras directas o empleados o 
empleadas de una institución bancaria, 
posean acciones por un tres por ciento 
(3%) o más del capital social de dichas 
empresas.

6.	Cuando el deudor sea una sociedad que 
forma parte de un conjunto de socieda-
des con socios o accionistas comunes 
en un porcentaje igual o superior al 
veinte por ciento (20%), que constitu-
yan un grupo de intereses económicos 
y que no muestren un giro individual 
efectivo o un patrimonio e ingresos 
suficientes para justificar los créditos 
concedidos.

7.	Cuando los créditos del deudor se en-
cuentren garantizados por una persona 
natural o jurídica relacionada con el 
banco acreedor.

8.	Cuando el deudor haya garantizado cré-
ditos o asumido obligaciones de una 
sociedad relacionada al banco respetivo.

9.	Cuando las obligaciones del deudor 
sean honradas con recursos de una 
persona natural o jurídica relacionada 
con el banco acreedor, conforme a los 
criterios previstos en el presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

10.	Aquellas personas naturales y jurídi-
cas no contempladas en los nume-
rales anteriores que realicen con la 
institución bancaria operaciones con 
características preferenciales confor-
me a los criterios establecidos por la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario mediante normati-
va prudencial dictada al efecto.

Las condiciones para la celebración de 
operaciones con los administradores y 
empleados de las instituciones bancarias, 
así como para los funcionarios de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, serán determinadas por la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, en normas que dicte al efecto. 

Los límites porcentuales establecidos en 
el presente artículo no serán aplicables a 
aquellas personas jurídicas, cuyo capital 
esté poseído en más de un cincuenta por 
ciento (50%) por la República Bolivariana 
de Venezuela. 

Quedan exceptuadas de la prohibición 
prevista en el presente artículo la apertu-

ra de cuentas, operaciones de créditos al 
consumo, créditos de vehículos y créditos 
hipotecarios para vivienda principal, para 
accionistas, personas que ejerzan cargos 
de administración o de dirección, conse-
jeros o consejeras, asesores o asesoras, 
consultores o consultoras, auditores 
internos y externos, gerentes de áreas, 
secretarios o secretarias de la Junta Di-
rectiva o cargos similares, de hecho o de 
derecho; así como, para los empleados de 
la institución y de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

Prohibiciones generales  
de orden operativo,financiero,  

preventivo y de dirección
Artículo 97. Queda prohibido a las insti-
tuciones bancarias:

1.	Otorgar préstamos para el financia-
miento de servicios o bienes de con-
sumo, por cantidades que excedan el 
veinte por ciento (20%) del total de su 
cartera de crédito, sin perjuicio de que 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario pueda modificar 
dicho porcentaje previa opinión vincu-
lante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional. 

2.	Ser propietaria de bienes inmuebles, 
salvo los que necesiten para el asien-
to de sus propias oficinas, agencias o 
sucursales, o para sus depósitos, con 
la excepción prevista en el artículo 101 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. En todo caso, por un lap-
so de tres (3) años, no podrán arrendar o 
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subarrendar para su uso aquellos inmue-
bles que hayan sido de su propiedad.

Cualquier enajenación que realicen las 
instituciones bancarias con aquellos bie-
nes inmuebles que sean el asiento de sus 
oficinas, agencias o sucursales debe ser 
autorizada previamente por la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario.

3.	Otorgar financiamiento con ocasión de 
la venta de cualquiera de sus activos 
por plazos mayores a los permitidos 
por el presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, para la concesión 
del crédito de que se trate, de acuerdo 
con la naturaleza de las instituciones 
bancarias.

4.	Vender o comprar, directa o indirecta-
mente, bienes de cualquier naturaleza 
a sus accionistas, presidentes o presi-
dentas, miembros de la junta directiva, 
administradores o administradoras, au-
ditores internos o externos, comisarios 
o comisarias, consejeros o consejeras, 
asesores o asesoras, consultores o con-
sultoras jurídicas, gerentes y demás em-
pleados o empleadas de rango ejecutivo, 
así como a cualquier otra persona natu-
ral o jurídica vinculada de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 96 de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

5.	Realizar operaciones de compra, venta, 
cesión y traspasos de activos o pasivos 
con empresas situadas en el extranjero, 
sin la autorización previa de la Superin-

tendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario.

6.	Realizar pagos semestrales por concep-
to de bonificaciones especiales, primas 
y demás remuneraciones similares, a 
sus presidentes o presidentas, vicepre-
sidentes o vicepresidentas, miembros 
de la junta directiva, administradores o 
administradoras, consejeros o conseje-
ras, asesores o asesoras, consultores o 
consultoras jurídicas; así como, a sus 
cónyuges, separado o no de bienes, 
concubinos o concubinas, y parientes 
dentro del cuarto grado de consan-
guinidad y segundo de afinidad, por 
montos que en su totalidad excedan el 
veinte (20%) por ciento de los gastos 
de transformación del ejercicio.

7.	Realizar cualquier tipo de sorteo, rifa u 
otras modalidades similares que tengan 
por objeto la concesión de premios, u otro 
mecanismo fundamentado en el azar para 
captar o mantener usuarios. La Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario autorizará promociones relacio-
nadas con la fidelización y captación de 
nuevos usuarios y usuarias siempre que 
no se modifiquen las condiciones estable-
cidas para el tipo de cuenta de que se trate.

8.	Trasladar los centros de cómputos y las 
bases de datos determinadas como prin-
cipales, ya sean en medios electrónicos 
o en documentos físicos de los usuarios 
y usuarias de las instituciones bancarias 
regidas por el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, a territorio ex-

tranjero. Las citadas bases de datos ten-
drán carácter confidencial y sólo deberán 
ser utilizadas para los fines autorizados 
por las Leyes. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario dic-
tará la normativa prudencial para la cali-
ficación de tales centros de cómputos y 
las bases de datos determinadas como 
principales, previa opinión vinculante del 
Banco Central de Venezuela. 

9.	Realizar inversiones en acciones o cual-
quier otra forma de posesión de capital o 
de deuda en empresas sometidas a la Ley 
que regula el mercado de valores o a la Ley 
que rige la actividad aseguradora, salvo lo 
previsto en el artículo 37 del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

10.	Emitir títulos, certificados o participa-
ciones sobre sus activos para ofrecer a 
sus usuarios y usuarias. 

11.	Adquirir obligaciones emitidas por 
otras instituciones bancarias.

12.	Mantener contabilizados en su balan-
ce, activos que no cumplan con las 
disposiciones contenidas en el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, o con la normativa prudencial 
emanada de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. 

13.	Tener invertida o colocada en moneda 
o valores extranjeros una cantidad que 
exceda el límite que fije el Banco Central 
de Venezuela o incumplir con las nor-
mas dictadas al efecto de acuerdo con 

el artículo 65 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

14.	Inactivar las cuentas de depósitos de 
ahorro, las cuentas corrientes y otros 
instrumentos de captación de natura-
leza similar por la ausencia de movi-
mientos de depósitos o retiros, en un 
período no menor a doce (12) meses. 
Salvo que se trate de aquellas cuentas 
que su apertura haya sido ordenada 
por el estado para el pago de personas 
jubilados o pensionados u otros pagos 
del estado del naturaleza similar.

15.	Otorgar directa o indirectamente créditos 
de cualquier clase, a sus presidentes, 
vice-presidentes, directores, consejeros, 
asesores, gerentes de área y secretarios 
de la junta directiva, o cargos similares, 
así como a su cónyuge separado o no 
de bienes, y parientes dentro del cuarto 
(4º) grado de consanguinidad y segundo 
(2°) de afinidad. Se exceptúan de esta 
prohibición:

a)	Los créditos hipotecarios para vivienda 
principal.

b)	Los préstamos personales garantiza-
dos con sus prestaciones sociales.

16.	Otorgar directa o indirectamente crédi-
tos de cualquier clase a sus empleados 
y a su cónyuge separado o no de bie-
nes. Se exceptúan de esta prohibición:

a)	Los créditos hipotecarios para vivienda 
principal.
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b)	Los préstamos que conforme a progra-
mas generales de crédito hayan sido 
concedidos a dicho personal para cubrir 
necesidades razonables, entendiéndose 
como tales, aquellos créditos o finan-
ciamientos orientados a cubrir gastos 
de subsistencia o mejoras, dentro de 
los límites económicos del grupo a ser 
beneficiario, tales como la adquisición 
o reparación de vehículos, gastos médi-
cos, créditos para estudio, o similares.

c)	Los préstamos personales garantiza-
dos con sus prestaciones sociales.

17.	Efectuar operaciones de reporto, ya 
como reportadores o reportados, en 
contravención a la normativa dictada por 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario; ello salvo las que 
se realicen con el Banco Central de 
Venezuela.

18.	Otorgar créditos de cualquier clase a 
personas naturales o jurídicas que no 
presenten un balance general o esta-
do de ingresos y egresos suscrito por 
el interesado, formulado cuando más 
con un año de antelación, a menos que 
constituya garantía específica a tales fi-
nes. En el caso de personas jurídicas, 
deben presentar sus estados financie-
ros auditados por contadores públicos 
en ejercicio independiente de su pro-
fesión, cuando el crédito solicitado ex-
ceda de un monto equivalente a cuatro 
mil unidades tributarias (4.000 U.T.). La 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá exigir, si se 

trata de personas naturales, que sus ba-
lances o estados de ingresos y egresos 
sean dictaminados por contadores pú-
blicos en ejercicio independiente de su 
profesión, cuando el crédito solicitado 
exceda de un monto equivalente a ocho 
mil unidades tributarias (8.000 U.T.).

19.	Otorgar préstamos sin establecer con-
diciones y/o vencimientos.

El numeral 11 del presente artículo no 
aplicará para las instituciones bancarias 
del sector público.

Capítulo II
Prohibiciones específicas  

para cada tipo de institución  
del sector bancario 

Prohibiciones específicas a las 
instituciones bancarias

Artículo 98. Las instituciones bancarias 
no podrán:

1.	Conceder créditos en cuenta corriente o 
de giro al descubierto, no garantizados, 
por montos que excedan en su conjun-
to el cinco por ciento (5%) del total del 
activo del banco.

2.	Otorgar préstamos hipotecarios por 
plazos que excedan de treinta y cinco 
(35) años o por más del ochenta y cinco 
por ciento (85%) del valor del inmueble 
dado en garantía, según avalúo que se 
practique, sin menoscabo de lo pre-
visto en la Ley Especial de Protección 
del Deudor Hipotecario de Vivienda. La 

Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá aumentar el 
plazo indicado en este numeral.

Adicional a lo antes indicado, los bancos 
de desarrollo no podrán:

1. 	Otorgar fianzas y cauciones.

2. 	Otorgar créditos por plazos mayores 
a diez (10) años, salvo que se trate de 
programas de financiamientos para 
sectores económicos específicos de 
los así decretados por el ejecutivo 
nacional.

Prohibiciones específicas
 a las casas de cambio

Artículo 99. Las casas de cambio no 
podrán:

1.	Realizar con otras casas de cambio, o 
con las instituciones bancarias, opera-
ciones con los cheques de viajero reci-
bidos en consignación.

2. Convenir plazos para la ejecución de las 
operaciones que realicen en el mercado 
de divisas.

3.	Actuar por cuenta, en representación o 
a favor de terceros, ni suscribir conve-
nios o contratos que no sean compati-
bles con su naturaleza. 

4.	Recibir depósitos de fondos de cual-
quier naturaleza, en moneda nacional o 
extranjera, a excepción de aquellos que 
correspondan a operaciones propias.

Prohibiciones específicas a los 
operadores cambiarios fronterizos

Artículo 100. Los operadores cambia-
rios fronterizos no podrán:

1. 	Realizar operaciones de compra-venta 
de cheques de viajero.

2. 	Abrir oficinas, agencias y sucursales.

3. 	Realizar servicios de encomienda 
electrónica.

Otras limitaciones y prohibiciones 
sobre bienes muebles e inmuebles

Artículo 101. Las instituciones bancarias 
regidas por el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, podrán, excepcional-
mente, adquirir toda clase de bienes mue-
bles o inmuebles, cuando se vieren obliga-
dos a ello, para poner a salvo sus derechos, 
con motivo de la liquidación de préstamos 
y otras obligaciones, sujetándose a lo dis-
puesto en este artículo.

En cada caso, deberán enviar a la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario una información detallada de di-
chos bienes, dentro de un plazo de quince 
(15) días hábiles contados a partir de la 
fecha de adquisición, con las siguientes 
especificaciones:

1.	Fecha de adquisición.

2.	Propietario anterior.

3.	Modo de adquisición.
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4.	Valor estimado del bien, según el in-
forme de avalúo practicado por peritos 
avaluadores inscritos en el registro 
llevado por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

5.	Valor con que figura en los libros.

6.	Motivo de la adquisición y circunstan-
cias que la justificaron.

7.	Copia del documento de registro de pro-
piedad a nombre de la institución bancaria.

8.	Los demás datos que exija la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario. Los bienes adquiridos no 
podrán conservarse por más de un año, 
si se trata de bienes muebles, ni por 
más de tres años, si se trata de inmue-
bles, contados en ambos casos a partir 
de la fecha de adquisición.

En todo caso, no podrá registrarse como 
ingreso el valor de la venta del bien, hasta 
tanto sea efectivamente cobrado.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario deberá establecer las 
provisiones especiales necesarias para 
cubrir cualquier contingencia derivada de 
la adquisición de bienes a que se refiere 
este artículo.

Excepción a las prohibiciones
Artículo 102. Las limitaciones señala-
das en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, no serán aplicables cuando 
se trate de créditos de carteras dirigidas 

o programas de financiamiento para sec-
tores económicos específicos regulados 
por el Ejecutivo Nacional, en cuyo caso 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario establecerá los linea-
mientos en cuanto a los plazos, requisitos 
y montos máximos de acuerdo al destino 
del crédito.

 
TÍTULO VIII

DEL FONDO DE PROTECCIÓN  
SOCIAL DE LOS  

DEPÓSITOS BANCARIOS 

Capítulo I
De la constitución y funcionamiento 

Fondo de protección social 
de los depósitos bancarios

Artículo 103. El Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios, es un insti-
tuto autónomo con personalidad jurídica y 
patrimonio propio. Está adscrito al Ministe-
rio del Poder Popular con competencia en 
materia para las Finanzas, a los solos efec-
tos de la tutela administrativa y se regirá por 
las disposiciones contenidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios gozará de autonomía en 
los términos previstos en el ordenamien-
to jurídico vigente y de las prerrogativas, 
privilegios, y exenciones de orden fiscal, 
tributario y procesal, que la Ley otorga a 
la República, tendrá la organización que el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley y el Reglamento Interno esta-

blezcan y estará sujeto a la supervisión de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario y al control posterior 
de la Contraloría General de la República. 

Objeto del Fondo de Protección  
Social de los Depósitos Bancarios

Artículo 104. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios tiene 
por objeto: 

1.	Garantizar los fondos captados del pú-
blico por las instituciones bancarias, de 
acuerdo a los límites establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

2.	Ejercer la función de liquidador de las 
instituciones bancarias y sus personas 
jurídicas vinculadas.

De la junta directiva
Artículo 105. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, estará 
bajo la dirección y administración de una 
Junta Directiva la cual estará integrada 
por un (1) Presidente o Presidenta y cua-
tro (4) Directores o Directoras Principales 
con sus respectivos Suplentes. 

Designación de la junta directiva 
 y del presidente o presidenta

Artículo 106. El Presidente o Presidenta 
de la República Bolivariana de Venezuela 
designará al Presidente o Presidenta del 
Fondo de Protección Social de los Depó-
sitos Bancarios. Los Directores Princi-
pales y sus respectivos Suplentes serán 
designados por el Ministro o Ministra 

con competencia en materia de Finanzas, 
quien a su vez fijará la remuneración del 
Presidente o Presidenta de ese Instituto, 
y la dieta correspondiente a los Directores 
Principales y sus respectivos Suplentes. 

El Presidente o Presidenta del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios durará cinco (5) años en el 
ejercicio de sus funciones y podrá ser 
designado de nuevo por igual período. 
Los Directores Principales y los Direc-
tores Suplentes durarán dos (2) años 
en el ejercicio de sus cargos, podrán ser 
designados por igual período y serán de 
libre nombramiento y remoción por parte 
del Ministro o Ministra con competencia 
en materia de Finanzas. 

El Presidente o Presidenta, así como los 
Directores Principales y sus respectivos 
Suplentes deberán ser venezolanos, ma-
yores de treinta (30) años, egresados o 
egresadas universitarios, con experiencia 
en materia económica y financiera, de re-
conocida competencia y solvencia moral 
y no estar incursos en las inhabilitaciones 
previstas en el artículo 112 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Oportunidad de las reuniones 
de la junta directiva

Artículo 107. Las reuniones de la Junta 
Directiva se celebrarán quincenalmente, 
por lo menos, y cada vez que sean con-
vocadas por el Presidente o Presidenta, o 
por tres (3) de sus miembros.
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Quórum de la junta directiva
Artículo 108. Para que la Junta Directiva 
pueda sesionar válidamente se requiere la 
presencia del Presidente o Presidenta y 
tres (3) Directores. Las decisiones serán 
aprobadas por simple mayoría de los pre-
sentes. En caso de paridad de votos el 
Presidente o Presidenta tendrá doble voto.

En caso de ausencias temporales de algunos 
de los Directores Principales asistirá su res-
pectivo Suplente, quien tendrá todos los de-
rechos del Director Principal, inclusive el de-
recho a percibir la dieta que le corresponda.

Atribuciones de la junta directiva
Artículo 109. Son atribuciones de la Jun-
ta Directiva del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios las siguientes:

1.	Autorizar los actos que sean necesarios 
para que el Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios cumpla con 
el objeto y las funciones que le atribuye 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

2.	Autorizar las operaciones del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios, así como los contratos requeri-
dos para la debida ejecución de éstas.

3.	Establecer las políticas para la inversión 
de los recursos del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios.

4.	Dictar el Reglamento Interno, sus 
Normas administrativas y el Estatuto 
Funcionarial.

5.	Aprobar el Régimen de Jubilaciones y 
Pensiones de los funcionarios o funciona-
rias del Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios, Ministro o Ministra 
con competencia en materia de Finanzas.

6.	Nombrar las personas que representa-
rán al Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios en las instituciones 
bancarias y demás sociedades mercan-
tiles en las cuales dicho Instituto tenga 
participación.

7.Designar y remover a los Representan-
tes Judiciales del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios y fi-
jarles su remuneración. 

8.	Designar a los apoderados judiciales del 
Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios, sin perjuicio de las 
atribuciones conferidas a los Represen-
tantes Judiciales.

9.	Designar y remover a los auditores exter-
nos del Fondo y fijarles su remuneración.

10.	Conocer y aprobar el Presupuesto 
Anual del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios.

11.	Presentar informes trimestrales sobre 
las operaciones y los resultados de la 
gestión del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios al Ministro 
o Ministra con competencia en materia 
de Finanzas. 

12.	Presentar informe técnico semestral ante 
el Ministro o Ministra con competencia 
en materia de Finanzas sobre el aporte 
que deben hacer al Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios las 
instituciones reguladas por el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de  
Ley, para garantizar los depósitos del 
público, tomando en consideración los 
índices macroeconómicos y financieros, 
así como en lo relativo al fondo ópti-
mo que debe mantener el mencionado 
Instituto, para el pago de la garantía de 
depósitos, en caso de intervención con 
cese de intermediación financiera o li-
quidación administrativa de una o más 
instituciones del sector bancario.

13.	Presentar informe técnico semestral al 
Órgano Superior del Sistema Financiero 
Nacional, sobre el monto de la garantía 
de depósitos, a los efectos de mantener-
la cónsona con la realidad económica 
del país. 

14.	Conocer y aprobar los Estados 
Financieros Semestrales del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios.

15.	Presentar al Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas 
la Memoria y Cuenta del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, junto con los Estados 
Financieros auditados.

16.	Aprobar la noción de depósitos del pú-
blico amparados por la garantía que 

otorga el Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios, para lo 
cual solicitará la opinión previa del 
Órgano Superior del Sistema Financiero 
Nacional.

17.	Dictar las normas que regulen los re-
quisitos y el procedimiento para hacer 
efectivo el pago de la garantía de los 
depósitos amparados por el Fondo de 
Protección Social de los Depósitos 
Bancarios.

18.	Dictar las normas que regulen la recupe-
ración por parte del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios de los 
créditos de las instituciones bancarias 
en proceso de liquidación y de sus per-
sonas jurídicas vinculadas.

19.	Dictar las normas que regulen los pro-
cesos de liquidación de las institucio-
nes bancarias y sus personas jurídicas 
vinculadas.

20.	Dictar las normas que regulen los pro-
cesos de enajenación de los activos 
propiedad del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, así 
como la enajenación de los activos 
pertenecientes a las instituciones ban-
carias y sus personas jurídicas vincula-
das en proceso de liquidación. 

21.	Dictar las normas que regulen la com-
pensación de las obligaciones existen-
tes entre las instituciones bancarias 
y sus personas jurídicas vinculadas 
en proceso de liquidación, así como 
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la compensación de las obligaciones 
existentes entre cualquier persona na-
tural o jurídica y cualquier institución 
bancaria o persona jurídica vinculada 
en proceso de liquidación, incluyendo 
la compensación de las obligaciones 
existentes entre cualquier persona na-
tural o jurídica y el Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios.

22.	Aprobar que el Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios ac-
túe como fiduciario, cuando ello sea 
necesario a los efectos de agilizar o 
culminar los procesos de liquidación 
de las instituciones bancarias y sus 
personas jurídicas vinculadas.

23.	Las demás establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley.

Faltas absolutas o temporales
Artículo 110. Las faltas absolutas del Pre-
sidente o Presidenta del Fondo de Protec-
ción Social de los Depósitos Bancarios se-
rán cubiertas mediante nueva designación 
conforme lo previsto en esta Ley; mientras 
que las faltas temporales serán suplidas 
por el Vicepresidente o Vicepresidenta del 
Fondo de Protección Social de los Depósi-
tos Bancarios. Se considera falta temporal 
aquella ausencia que no exceda de un lapso 
de cuarenta y cinco (45) días continuos.

En caso de falta absoluta, la designación 
del nuevo Presidente o nueva Presidenta 
del Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios deberá efectuarse dentro 

de los treinta (30) días continuos siguien-
tes a la fecha en que ésta sea declarada.

Representantes judiciales
Artículo 111. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios tendrá 
uno o más Representantes Judiciales, 
quienes serán de libre elección y remo-
ción por parte de la Junta Directiva del 
Fondo y cumplirán con lo establecido en 
el artículo 112 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

El Representante Judicial será el único 
funcionario facultado para representar 
judicialmente al Fondo, salvo los apo-
derados debidamente constituidos, y en 
consecuencia, toda citación o notificación 
judicial al Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios, deberá practicar-
se en la persona que desempeñe el cargo 
de Representante Judicial. Para convenir, 
transigir, desistir, comprometer en árbitros 
arbitradores o de derecho, hacer posturas 
en remate y afianzarlas, el Representante 
Judicial necesita la autorización escrita de 
la Junta Directiva del Fondo. 

Asimismo, el Representante Judicial po-
drá actuar conjunta o separadamente con 
los apoderados judiciales designados por 
la Junta Directiva del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios. 

Inhabilitaciones
Artículo 112. No podrán ser designados 
Directores Principales o Suplentes, inclu-
yendo al Presidente o Presidenta del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 

Bancarios quienes tengan parentesco hasta 
el cuarto grado de consanguinidad o se-
gundo grado de afinidad con el Presidente 
o Presidenta de la República Bolivariana de 
Venezuela, con el Vicepresidente Ejecutivo 
o Vicepresidenta Ejecutiva de la República 
Bolivariana de Venezuela, con el Ministro 
o Ministra con competencia en materia de 
Finanzas, con el Presidente o Presidenta del 
Banco Central de Venezuela, con el Super-
intendente o Superintendenta de las Institu-
ciones del Sector Bancario, con el Superin-
tendente o Superintendenta del ente regula-
dor del mercado de valores, con el Superin-
tendente o Superintendenta de la actividad 
aseguradora, con el Contralor o Contralora 
General de la República, con el o la Fiscal 
General de la República, con el Procurador o 
Procuradora General de la República, con el 
Presidente o Presidenta del Tribunal Supre-
mo de Justicia, con los representantes de 
los gremios que agrupan a las instituciones 
del sector bancario o con algún miembro de 
la Junta Directiva de dichas instituciones.

Asimismo, entre los Directores Principa-
les o Suplentes y el Presidente o Presi-
denta del Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios, no podrá existir 
parentesco hasta el cuarto grado de con-
sanguinidad o segundo grado de afinidad.

Los Directores Principales o Suplentes y el 
Presidente o Presidenta del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
no podrán ocupar el cargo de miembros 
directivos, asesores o asesoras, conseje-
ros o consejeras, agentes o comisarios o 
comisarias de las instituciones sometidas 

al control de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. 

Atribuciones del presidente  
o presidenta

Artículo 113. La administración diaria 
e inmediata de los negocios del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
rios estará a cargo del Presidente o Presi-
denta de la Junta Directiva, quien tendrá 
los siguientes deberes y atribuciones:

1.	Ejercer la representación legal del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios y velar por el cumplimiento de 
las normas contenidas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
que regulen a dicho Instituto, así como de 
las decisiones de la Junta Directiva.

2.	Convocar las reuniones de la Junta 
Directiva. 

3.	Designar y remover al vicepresidente o 
vicepresidenta y demás funcionarios o 
funcionarias y empleados o empleadas 
del Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios.

4.	Dirigir las relaciones del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Banca-
rios con otras organizaciones naciona-
les e internacionales.

5.	Resolver todos los asuntos relativos 
al cumplimiento del objeto del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios que no estén expresamente 
previstos en esta disposición.
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6.	Promover la capacitación profesional 
de los trabajadores y trabajadoras del 
Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios en materia bancaria y 
financiera. 

7.	Presentar el proyecto de Presupuesto 
Anual a la Junta Directiva de ese Instituto. 

8.	Resolver todos los asuntos que no es-
tén expresamente reservados a la Junta 
Directiva, dando cuenta a esta última; y,

9.	Cualquier otra que señalen la Junta 
Directiva, el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley u otras Leyes 
especiales.

Atribuciones del vicepresidente 
o vicepresidenta

Artículo 114. El Vicepresidente o la Vi-
cepresidenta será el Secretario o Secre-
taria de la Junta Directiva del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios, quien asistirá a sus reuniones con 
derecho a voz, debiendo levantar un acta 
de cada reunión, la cual será suscrita por 
cada uno de los miembros asistentes; así 
mismo, tendrá los deberes y atribuciones 
que le fije este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley y el Reglamento Interno de 
dicho Instituto.

Régimen de personal
Artículo 115. Los funcionarios o funcio-
narias del Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios tendrán el carác-
ter de funcionarios y funcionarias públicas 
con las atribuciones que les fije este De-

creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
su estatuto funcionarial interno, el manual 
descriptivo de cargos y la Ley que regule 
la materia funcionarial y su reglamento. 
Los funcionarios o funcionarias del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios serán de libre nombramiento y 
remoción del Presidente o Presidenta del 
Fondo de acuerdo con lo previsto en la 
excepción establecida en el artículo 146 
de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela y de conformidad con 
las categorías de cargos de alto nivel y de 
confianza que se indiquen en el reglamen-
to interno y estatuto funcionarial interno; 
ello sin perjuicio de la aplicación de los 
principios constitucionales sobre la fun-
ción pública.

El estatuto funcionarial interno, contará 
con la aprobación del Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia 
para las finanzas y contemplará todo lo 
relativo al período de prueba, ingreso, 
clasificación y remuneración de cargos, 
beneficios sociales, salariales y especia-
les, capacitación, sistema de evaluación 
de actuación, compensaciones, ascenso, 
traslados, licencias, retiro, prestaciones 
por antigüedad, vacaciones y régimen de 
jubilaciones y pensiones.

Los órganos jurisdiccionales del conten-
cioso funcionarial previsto para la función 
pública, serán competentes para conocer, 
tramitar y decidir las reclamaciones que 
formulen los funcionarios o funcionarias del 
Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios cuando consideren lesionados 

los derechos previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, su reglamen-
to interno y su estatuto funcionarial interno. 
Los obreros y obreras al servicio del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos Ban-
carios se regirán por el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica del Trabajo, 
los Trabajadores y las Trabajadoras.

Del sistema de ahorro
Artículo 116. Los funcionarios o fun-
cionarias del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios tendrán un 
sistema de ahorros conforme a lo que es-
tablezca su estatuto funcionarial.

Del régimen de 
jubilaciones y pensiones

Artículo 117. La Junta Directiva del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios establecerá el régimen de jubi-
laciones y pensiones de los funcionarios 
o funcionarias del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, el cual 
deberá estar incluido en el Estatuto Fun-
cionarial de dicho Instituto.

De las sanciones de los 
funcionarios y funcionarias

Artículo 118. Las infracciones del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, en que incurran los funcionarios 
y funcionarias del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios serán 
sancionadas conforme a lo establecido 
en la ley que regule la función pública, sin 
perjuicio de lo dispuesto en las sanciones 
establecidas en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Fuero judicial especial
Artículo 119. Deberán ser interpuestas 
ante el Tribunal Supremo de Justicia las 
acciones judiciales que se pretendan ejer-
cer en contra de los actos realizados por 
parte del Presidente o Presidenta y demás 
miembros de la Junta Directiva del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, o de los Coordinadores de los 
Procesos de Liquidación, o demás fun-
cionarios o funcionarias de alto nivel o de 
confianza de ese Instituto, en el ejercicio 
de sus funciones.

El Reglamento Interno del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios 
determinará los funcionarios o funciona-
rias que serán considerados como de alto 
nivel o de confianza.

Capítulo II
Del Patrimonio 

Del patrimonio
Artículo 120. El patrimonio del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios estará integrado por:

1.	Los aportes efectuados por las institu-
ciones bancarias.

2.	Los aportes efectuados por el Ejecutivo 
Nacional.

3.	Los beneficios obtenidos como resul-
tado de las operaciones del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos 
Bancarios.
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4.	Las reservas de capital, incluidas las re-
servas de garantía.

5.	Cualquier otro ingreso, bien o derecho, 
que por cualquier título, entre o se des-
tine a formar parte del patrimonio del 
Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios.

Aporte
Artículo 121. Las instituciones del sec-
tor bancario de naturaleza privada debe-
rán efectuar aportes mensuales al Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios. Los referidos aportes deberán 
hacerse efectivos dentro de los primeros 
cinco (5) días hábiles de cada mes.

La tarifa para la determinación de los 
aportes para las instituciones bancarias 
privadas del sector privado será de no 
menos del cero coma setenta y cinco por 
ciento (0,75%) del total de los depósitos 
del público que estas instituciones tengan 
para el cierre de cada semestre inmedia-
tamente anterior a la fecha de pago, y se 
pagará mediante primas mensuales equi-
valentes cada una de ellas a un sexto (1/6) 
de dicho porcentaje.

Tales aportes serán computados como 
gastos de las instituciones respectivas, 
correspondientes al ejercicio dentro del 
cual sean efectuados.

El Banco Central de Venezuela, el Banco 
de Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela, así como las instituciones ban-
carias del sector público y las institucio-

nes bancarias creadas por el Estado que 
actúen en el sistema micro financiero, no 
estarán obligados al pago del aporte espe-
cial establecido en este artículo.

El Fondo de Protección Social de los Depó-
sitos Bancarios, con la opinión vinculante 
del Órgano Superior del Sistema Financie-
ro Nacional, determinará las cuentas del 
balance y los tipos de depósitos que serán 
considerados para la determinación de 
la base del cálculo, a los fines previstos 
en el encabezamiento de este artículo, de 
acuerdo con la naturaleza y el origen de 
los correspondientes recursos, excluyen-
do aquellos provenientes de otras institu-
ciones bancarias y respecto a los cuales 
se hayan efectuado aportes.

El Ministro o Ministra con competencia en 
materia de Finanzas, por iniciativa propia 
o a solicitud del Ejecutivo Nacional, oída 
la opinión vinculante del Banco Central 
de Venezuela, podrá modificar el porcen-
taje señalado en este artículo, así como 
establecer un mecanismo de aportes di-
ferenciados por parte de las instituciones 
bancarias privadas. Tal régimen especial 
de aportes diferenciados, también abar-
cará a las instituciones bancarias objeto 
de medidas de intervención sin cese de 
intermediación financiera, rehabilitación 
o aquéllas a las cuales se le hayan esta-
blecido mecanismos extraordinarios de 
transferencia de depósitos.

Las instituciones bancarias sujetas a in-
tervención con cese de la intermediación 
financiera o en proceso de liquidación 

administrativa, están exceptuados de 
cancelar los aportes contemplados en el 
presente artículo al Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios.

En caso de que el aporte previsto en este 
artículo no fuese efectuado dentro del pla-
zo fijado al efecto, la institución bancaria 
del sector privado de que se trate deberá 
pagar, además, intereses por el tiempo 
que dure la demora, los cuales se calcu-
larán a la tasa activa promedio de los seis 
bancos del país con mayor volumen de 
depósitos, publicada por el Banco Central 
de Venezuela. El atraso en el aporte no po-
drá exceder de quince (15) días continuos 
posteriores al vencimiento del pago sin 
perjuicio de las responsabilidades admi-
nistrativas y penales establecidas en los 
artículos 208 y 209 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Anticipos otorgados por el 
Banco Central de Venezuela

Artículo 122. A solicitud del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios y a los fines del cumplimiento de 
su objeto, el Banco Central de Venezuela 
podrá otorgarle anticipos hasta por un 
plazo de un (1) año, con garantía sobre 
los activos del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios o los aportes 
futuros. La tasa de interés que devenga-
rán estos anticipos será la aplicada por el 
Banco Central de Venezuela en sus opera-
ciones ordinarias.

Las operaciones que el Banco Central de 
Venezuela realice con el Fondo de Protec-

ción Social de los Depósitos Bancarios, no 
estarán sujetas a las limitaciones que su 
Ley le establece.

Emisión de títulos
Artículo 123. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios podrá 
emitir títulos de créditos, en los términos 
y condiciones que determine su Junta Di-
rectiva, previa opinión del Directorio del 
Banco Central de Venezuela, la cual será 
vinculante.

Capítulo III
Del ejercicio, balance e informes

Ejercicio económico
Artículo 124. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios liqui-
dará y cerrará sus cuentas los días 30 de 
junio y 31 de diciembre de cada año.

Los estados financieros semestrales del 
Fondo de Protección Social de los Depósi-
tos Bancarios, deberán ser auditados por 
contadores públicos en ejercicio indepen-
diente de la profesión, inscritos en el re-
gistro que lleva la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, confor-
me a las reglas que para la realización de 
tales auditorías esa Institución establezca.

Normativa prudencial contable
Artículo 125. Los estados financieros 
del Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios se elaborarán según el 
código de cuentas, normas e instruccio-
nes que dicte la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.
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Lapso de presentación
Artículo 126. Dentro de los noventa (90) 
días siguientes al cierre de cada ejercicio 
semestral, el Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios presentará 
ante el Ministro o Ministra con compe-
tencia en materia de Finanzas, a los fines 
de su aprobación, el balance final de sus 
operaciones y los estados financieros con 
el informe de los auditores externos.

Publicación de los estados  
financieros

Artículo 127. Los estados financieros 
auditados semestrales del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
deberán ser publicados en un diario de 
circulación nacional dentro de los quin-
ce (15) días continuos siguientes de su 
aprobación por el Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas.

Capítulo IV
De las operaciones del Fondo  

de Protección Social  
de los Depósitos Bancarios

Garantía de los depósitos
Artículo 128. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios garanti-
zará los depósitos del público en moneda 
nacional, hasta por un monto de Treinta Mil 
Bolívares por depositante en una misma 
institución bancaria cualesquiera sean los 
tipos de depósitos que su titular mantenga.

El Ministro o Ministra con competencia 
en materia de Finanzas por iniciativa pro-

pia o a solicitud del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, oída la 
opinión vinculante del Banco Central de 
Venezuela, podrá modificar el monto de 
la garantía de depósitos establecido en el 
presente artículo a los fines de mantener-
la cónsona con la realidad económica del 
país. Dicha solicitud deberá acompañarse 
de un informe técnico que justifique su 
modificación. Los depósitos del público 
amparados por la garantía a que se re-
fiere el presente artículo, serán aquellos 
realizados en moneda nacional en las 
instituciones bancarias domiciliadas en la 
República Bolivariana de Venezuela, que 
adopten la forma de depósitos a la vista, 
de ahorro, a plazo fijo, certificados de 
ahorro, certificados de depósito a plazo y 
bonos quirografarios, todos ellos nomina-
tivos; así como, aquellos otros instrumen-
tos financieros nominativos de naturaleza 
similar a los enumerados en este artículo 
que califique a estos fines el Ministro o 
Ministra con competencia en materia de 
Finanzas, oída la opinión vinculante del 
Banco Central de Venezuela. 

Pago de la garantía
Artículo 129. La garantía establecida en 
el artículo precedente se hará efectiva me-
diante transferencia electrónica, cheque 
o cualquier medio de pago, en caso de 
intervención con cese de intermediación 
financiera o de liquidación administrativa.

El Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios dispondrá de los 
recursos para el pago de la garantía de 
depósitos dentro de los noventa (90) días 

continuos siguientes a la fecha en que se 
publique en la Gaceta Oficial de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, la resolución 
en la cual se acuerde la intervención con 
cese de intermediación financiera o la li-
quidación administrativa de la institución 
bancaria de que se trate, lapso dentro del 
cual convocará a los depositantes respec-
tivos. Los depositantes deberán concurrir 
a cobrar la garantía de depósitos dentro 
del lapso de un año, contado a partir del 
día siguiente a aquél en que se publique la 
convocatoria correspondiente. 

La institución bancaria intervenida con 
cese de intermediación financiera o en 
liquidación administrativa, previo a la re-
misión de la data respectiva al Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
rios, deberá aplicar todas las operaciones 
en tránsito, que se encuentren pendientes 
al momento en que fue dictada la medida 
de intervención con cese de intermedia-
ción financiera o de liquidación adminis-
trativa, según sea el caso, así como efec-
tuar la compensación de los depósitos 
dados en garantía prendaria o que sirvan 
de cobertura a las operaciones activas de 
la institución bancaria.

El pago de la garantía de los depósitos po-
drá ser efectuado directamente, por el Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios o a través del Banco Pagador 
que contrate a tales efectos dicho Instituto.

Cuando el Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios realice el pago 
de la garantía de depósitos a través de un 

Banco Pagador, transferirá al Banco Central 
de Venezuela, en cuenta a nombre de dicho 
Banco Pagador, los fondos a ser utilizados 
para el pago de la garantía de depósitos.

Asimismo, el Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios, remitirá 
al Banco Pagador, la data recibida de la 
institución bancaria intervenida con cese 
de intermediación financiera o en liquida-
ción administrativa, recibida a través de 
medios de almacenamiento digital debida-
mente certificados, así como los elemen-
tos de validación de los documentos de 
identificación del depositante. 

Autorización especial para  
el pago de las acreencias  

y de la garantía de depósitos
Artículo 130. El Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios solicitará 
la opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional, para el 
pago de cualquier acreencia de naturaleza 
no laboral, incluyendo el monto correspon-
diente al pago de la garantía de depósitos, 
cuando los titulares respectivos sean:

1.	Directores o directoras, administrado-
res o administradoras, gerentes y per-
sonal ejecutivo de alto nivel de la ins-
titución bancaria respectiva, que hayan 
tenido facultades de dirección, decisión 
y disposición, en los dos años inme-
diatamente anteriores a la fecha de la 
intervención de la institución bancaria 
correspondiente, o sus cónyuges, as-
cendientes o descendientes directos.
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2.	Personas naturales o jurídicas vincula-
das con la institución bancaria de la que 
se trate, de conformidad con lo estable-
cido en la normativa legal vigente.

3.	Personas naturales y jurídicas vincula-
das con las personas naturales mencio-
nadas en el numeral 1 de este artículo, 
de conformidad con lo previsto en la 
normativa legal vigente.

Subrogación
Artículo 131. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, se su-
brogará en los derechos, acciones y pri-
vilegios que correspondan a las personas 
beneficiarias del pago de la garantía de 
depósitos, contra la institución bancaria en 
intervención con cese de intermediación 
financiera o en liquidación administrativa, 
hasta por el monto de los pagos realizados 
por concepto de la garantía de depósitos.

La subrogación a favor del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
establecida en el presente artículo, opera 
de pleno derecho, por lo que no será nece-
sario que el mencionado Instituto obtenga 
el consentimiento de los beneficiarios del 
pago de la garantía de depósitos, ni la sus-
cripción de documento alguno por parte 
de dichos beneficiarios. 

Colocación de inversiones
Artículo 132. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios podrá 
disponer de los recursos líquidos no utili-
zados en la realización de sus operaciones, 
para invertirlos en títulos u obligaciones 

rentables, seguros y de fácil realización, 
preferentemente emitidos por la República 
Bolivariana de Venezuela o por cualquier 
otro ente de la Administración Pública, de 
conformidad con lo dispuesto en el nume-
ral 3 del artículo 109 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. No menos 
del veinte por ciento (20%) de los recur-
sos líquidos del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios deberán estar 
depositados en cuentas remuneradas en el 
Banco Central de Venezuela.

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios remitirá un informe 
semanal de las colocaciones realizadas al 
Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de finanzas.

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios destinará a los fondos 
de inversión social que determine el Pre-
sidente de la República Bolivariana de Ve-
nezuela, hasta un diez por ciento (10%) 
calculado sobre los resultados obtenidos 
del exceso de ingresos sobre egresos en 
el semestre inmediato anterior.

Régimen de administración  
y enajenación

Artículo 133. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios estable-
cerá el régimen de administración y enaje-
nación que será aplicado a los activos de 
su propiedad, así como de las empresas 
cuyas acciones hayan pasado a ser total o 
mayoritariamente de su propiedad, de las 
instituciones bancarias sometidas a régi-
men de liquidación administrativa y de las 

personas jurídicas vinculadas a ésta, que 
resulte más acorde con las características 
de cada categoría de bienes.

Igualmente, a los fines de salvaguardar el 
valor de los activos a los que se refiere el 
encabezado de este artículo y el cumpli-
miento de las obligaciones derivadas del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, o de otras leyes aplicables, el 
Fondo de Protección Social de los Depó-
sitos Bancarios realizará todas las opera-
ciones económicas y financieras que sean 
necesarias a tales efectos, hasta tanto se 
proceda a su enajenación. 

Los bienes muebles en estado de obsoles-
cencia o cuyo estado de deterioro sea tal 
que no permitan obtener de ellos ninguna 
utilidad, podrán ser donados previa apro-
bación de la Junta Directiva del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
rios, sin necesidad de avalúo previo.

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios, podrá continuar el giro 
social de las empresas operativas en las 
cuales tenga participación accionaria este 
Instituto o las instituciones bancarias o 
personas jurídicas vinculadas en proceso 
de liquidación, previa opinión favorable 
del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de finanzas.

Liquidación de los activos
Artículo 134. La enajenación mediante 
oferta pública de los bienes propiedad del 
Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios o de las instituciones 

bancarias y sus personas jurídicas vin-
culadas sometidas a liquidación adminis-
trativa, se realizará previo avalúo de los 
bienes ofrecidos, el cual no podrá tener 
más de dos años de haberse practicado, 
y si su antigüedad fuere mayor, se podrá 
actualizar mediante la aplicación de los 
procedimientos técnicos correspondien-
tes, según el tipo de activo.

Cuando la enajenación tenga por objeto 
acciones u otros títulos valores, corres-
ponderá a la Junta Directiva del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
rios establecer el procedimiento aplicable 
para determinar su valor. No se requerirá 
la autorización prevista en la Ley que re-
gule el mercado de valores, pero en todo 
caso deberá participarse previamente al 
ente de regulación del mercado de valores 
y a la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario. 

Enajenación de bienes a los  
órganos o entes del sector público

Artículo 135. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, pre-
via autorización del Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia para 
las finanzas, transferirá a la República Bo-
livariana de Venezuela o a cualquier otro 
órgano o ente del sector público, los bie-
nes que le pertenezcan o sean propiedad 
de las instituciones bancarias o de las 
personas jurídicas vinculadas sometidas 
a liquidación administrativa, por cualquier 
medio traslativo de la propiedad oneroso 
o gratuito, sin necesidad de oferta pública.
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En el caso de transferencias a título onero-
so a la República o a cualquier otro órgano 
o ente del sector público, el valor del bien 
o de los bienes será determinado por el 
perito designado para tal fin, mediante un 
avalúo el cual no podrá tener más dos años 
de haberse practicado y si la antigüedad 
del avalúo fuere mayor, se podrá actualizar 
mediante la aplicación de los procedimien-
tos técnicos correspondientes, según el 
tipo de activo. El valor determinado en el 
avalúo será pagado al Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios a través 
de cualquier modalidad convenida.

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios podrá ofrecer los acti-
vos de su propiedad o de las instituciones 
bancarias o personas jurídicas vinculadas 
en proceso de liquidación, a los órganos 
o entes del sector público, mediante aviso 
publicado en la prensa nacional o en la pá-
gina web de dicho Instituto, a los fines que 
éstos manifiesten por escrito su interés en 
adquirir dichos activos, dentro de un plazo 
de sesenta (60) días continuos contados a 
partir de la publicación respectiva.

Los órganos o entes del sector público, 
dentro del plazo de sesenta (60) días pre-
visto en el párrafo anterior, deberán mani-
festar por escrito al Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios su vo-
luntad de ejercer el derecho de preferencia 
para la adquisición a título de propiedad 
de los activos identificados en el aviso a 
que se refiere este artículo.

Transcurrido el plazo de sesenta (60) días 
establecido en el presente artículo, sin 
que los órganos y entes del sector público 
manifiesten su voluntad de adquirir a títu-
lo de propiedad los activos identificados 
en el aviso correspondiente, el Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios podrá enajenarlos mediante los 
mecanismos establecidos en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y en las 
normas que dicte dicho Instituto.

Asimismo, el Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios podrá auto-
rizar la ocupación provisional de bienes 
inmuebles, a favor de los órganos o entes 
del sector público, a los fines de su poste-
rior transferencia a título oneroso, en cuyo 
caso dichos órganos o entes del sector 
público deberán asumir a partir de la fe-
cha de suscripción del acta de ocupación 
provisional correspondiente, los respecti-
vos gastos de condominio, conservación, 
servicios públicos y mantenimiento. 

En el caso de los bienes inmuebles cuya 
ocupación provisional haya sido autoriza-
da por el Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios, el valor de trans-
ferencia a título oneroso de dichos bienes 
inmuebles será el valor que establezca el 
avalúo vigente para la fecha de suscrip-
ción del acta de ocupación provisional 
correspondiente.

De la venta de inmuebles  
de interés social

Artículo 136. La enajenación de vivien-
das unifamiliares o multifamiliares que 

sean propiedad del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, o que 
pertenezcan a las instituciones bancarias 
en proceso de liquidación, así como a sus 
personas jurídicas vinculadas, podrán 
efectuarse directamente a las personas 
naturales que tengan una posesión no in-
terrumpida, pacífica, pública y no menor 
de cinco (5) años sobre dichas viviendas. 

Los términos y condiciones de la enaje-
nación de las viviendas a que se refiere 
el presente artículo, serán fijados por la 
Junta Directiva del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios. 

Contratos de comodato
Artículo 137. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios podrá 
ceder en comodato a entes u órganos 
del sector público, los bienes de su 
propiedad, así como los bienes perte-
necientes a las instituciones bancarias 
y sus personas jurídicas vinculadas en 
proceso de liquidación, hasta por un 
plazo máximo de dos años. Los gastos 
de condominio, conservación, servicios 
públicos y mantenimiento correspon-
dientes, serán asumidos de inmediato 
por el ente u órgano comodatario. 

Capítulo V
Disposiciones especiales 

Excepciones registrales
Artículo 138. A los fines de la protocoli-
zación o autenticación de los documentos 
en que tuviere interés el Fondo de Protec-
ción Social de los Depósitos Bancarios, 

los Registradores Subalternos o Notarios 
no requerirán la presentación de:

1.	Comprobantes de pago de honorarios 
profesionales.

2.	Notificación de enajenación de inmue-
bles expedida por el Ministerio del Po-
der Popular con competencia en mate-
ria para las Finanzas.

3.	La solvencia del impuesto municipal, 
exigidos conforme a la Ley de Registro 
Público.

Suministro de información
Artículo 139. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario suminis-
trará al Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios, los informes que éste 
le solicite para el cálculo de los depósitos 
garantizados y el control de las aportacio-
nes que deberán realizar mensualmente 
las instituciones bancarias. Asimismo, la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario deberá remitir al Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
rios los informes de inspección de aquellas 
instituciones bancarias que hayan perdido 
hasta un treinta por ciento (30%) o más de 
su capital social pagado.

Créditos irrecuperables
Artículo 140. El Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios no estará obligado 
a demandar judicialmente el cobro, ni a con-
tinuar los procesos judiciales ya instaurados, 
en el caso de aquellos créditos con respecto 
a los cuales no existan posibilidades razona-
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bles de recuperación o cuando los gastos de 
cobranza fuesen desproporcionados en rela-
ción con tales posibilidades. La calificación de 
tales circunstancias corresponderá a la Junta 
Directiva del Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios.

Supuestos de endeudamiento
Artículo 141. El Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios podrá endeu-
darse, únicamente en los siguientes casos:

1.	En virtud de la garantía de los depósitos 
del público realizados en las instituciones 
bancarias, según lo pautado en este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

2.	Por concepto de los anticipos que le 
otorgue el Banco Central de Venezuela.

3.	En cualquier otra situación extraordina-
ria, previa autorización del Órgano Su-
perior del Sistema Financiero Nacional.

Obligaciones del banco pagador
Artículo 142. La institución bancaria a 
través del cual se efectúe el pago de la ga-
rantía de depósitos, deberá remitir al Fondo 
de Protección Social de los Depósitos Ban-
carios la relación de los pagos realizados por 
concepto de la garantía de depósitos, con la 
frecuencia que establezca dicho Instituto, 
así como cualquier otra información que le 
sea requerida a dicha institución bancaria.

Reintegro de recursos  
y rendición de cuentas

Artículo 143. Una vez finalizado el pro-
ceso de pago de la garantía de depósitos 

por parte de la institución bancaria que 
actuó como banco pagador, dicha institu-
ción bancaria deberá:

1.	Reintegrar al Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios los re-
cursos no utilizados en el proceso de 
pago de la garantía de depósitos.

2.	Presentar la rendición de cuentas res-
pectiva al Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios, por la 
gestión efectuada como banco paga-
dor. Dicha rendición de cuentas deberá 
cumplir con los requisitos establecidos 
por el Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios.

Cualquier otra información que le solicite 
el Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios.

La rendición de cuentas a que se refiere el 
presente artículo, deberá ser presentada al 
Fondo de Protección Social de los Depósi-
tos Bancarios por la institución bancaria que 
actuó como banco pagador, dentro de un 
período máximo de treinta (30) días hábi-
les, siguientes a la terminación del proceso 
de pago de la garantía de depósitos. Apro-
bada la rendición de cuentas por la Junta 
Directiva del Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios, dicho Instituto y el 
banco pagador se otorgarán recíprocamen-
te el finiquito correspondiente.

Publicación del proceso de pago
Artículo 144. El Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios publicará al 

menos dos veces, con un intervalo de ocho 
días continuos en dos diarios de circulación 
nacional y en un diario de circulación regio-
nal en su caso, la notificación a los usuarios 
y usuarias de la institución bancaria interve-
nida con cese de intermediación financiera o 
en liquidación administrativa, del inicio del 
proceso de pago de la garantía de los de-
pósitos, indicando el plan de pago, el cro-
nograma, la institución pagadora y cualquier 
otra información que considere necesaria.

La información a que se refiere la publica-
ción, será divulgada a través de los distin-
tos medios de comunicación social y en la 
página web del referido Instituto, con la fi-
nalidad de garantizar que sea ampliamen-
te difundida en todo el territorio nacional.

Beneficiarios de la garantía  
de depósitos

Artículo 145. Están amparados por el Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, las personas naturales o jurídicas 
que sean titulares de los depósitos garanti-
zados por dicho Instituto, de acuerdo a lo 
establecido en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, para el momento 
en que se publique en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela la res-
pectiva resolución de intervención con cese 
de intermediación financiera o de liquidación 
administrativa, dictada por la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Bancario.

Suspensión de depósitos 
dados en garantía prendaria

Artículo 146. El pago de los depósitos 
en garantía prendaria o que sirvan de co-

bertura a operaciones activas del banco, 
sean estas o no del titular del depósito, se 
suspende hasta la concurrencia del monto 
de la operación activa o de la fianza.

No obstante la Junta Directiva del Fondo 
de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, podrá autorizar pagos parcia-
les al titular del depósito, en la medida en 
que se vaya extinguiendo la obligación ga-
rantizada por el mismo. 

Publicidad de la garantía
Artículo 147. Las instituciones banca-
rias que ofrezcan productos amparados 
por la garantía dada por el Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
deberán mencionar tal circunstancia en la 
publicidad que hagan en relación con los 
depósitos que gocen de ese beneficio, en 
los términos previstos en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Capítulo VI
De los procedimientos 

Acciones de cobro judicial
Artículo 148. Las acciones de cobro ju-
dicial que intenten las instituciones banca-
rias que sean objeto de medidas de inter-
vención, rehabilitación o liquidación, así 
como las personas jurídicas vinculadas, 
contra sus deudores o personas inter-
puestas, se tramitarán conforme al proce-
dimiento de la vía ejecutiva previsto en los 
artículos 630 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil, salvo que se trate de 
la ejecución de hipotecas o prendas. 
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Los instrumentos donde consten las acreen-
cias o la nota de liquidación correspondiente 
de ser el caso, serán suficientes a los fines 
de fundamentar la vía ejecutiva. El ente ac-
cionante podrá solicitar el embargo ejecuti-
vo. Los bienes embargados podrán rematar-
se como si se tratare de bienes hipotecados, 
siguiendo el procedimiento previsto en el 
artículo 635 del Código de Procedimiento 
Civil; el avalúo de los mismos lo hará un 
solo perito designado por el Tribunal; el re-
mate se anunciará con la publicación de un 
único cartel; en caso de no haber posturas, 
los bienes en remate se adjudicarán al de-
mandante, si éste lo solicitare. 

La experticia a que se refiere el artículo 
249 del Código de Procedimiento Civil se 
realizará por un único perito designado 
por el Tribunal correspondiente. 

Los derechos en litigio podrán ser cedidos 
a la República o al Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, en 
cualquier estado de la causa sin necesidad 
del consentimiento de los demandados. 
Dicha cesión será publicada en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela y la misma surtirá los efectos de 
notificación.

En el caso que el Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios y las insti-
tuciones bancarias en proceso de liquida-
ción y sus personas jurídicas vinculadas, 
interpongan acciones judiciales de cobro, 
cuando se trate de tres o más codemanda-
dos, la suspensión de la citación acordada 
conforme al artículo 228 del Código de 

Procedimiento Civil, no tendrá efecto res-
pecto de aquel que ya fue citado, teniendo 
validez las citaciones ya practicadas, sien-
do suficiente la notificación de los citados 
para la continuidad del proceso. 

Cesión de carteras de crédito
Artículo 149. La cesión de las carteras 
de crédito de las instituciones bancarias 
que sean objeto de medidas de interven-
ción, rehabilitación o liquidación, respecto 
de las cuales se hayan establecido meca-
nismos de transferencias de depósitos, 
se perfeccionará con la publicación de un 
aviso en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela, mediante el cual 
se notificará a los deudores el cambio del 
acreedor.

Esta notificación general surtirá los efec-
tos previstos en el artículo 1.550 del Có-
digo Civil e interrumpirá la prescripción. 
Igualmente para interrumpir la prescrip-
ción de la cartera de crédito propiedad de 
las instituciones indicadas en este artícu-
lo, así como la cedida al Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
bastará la publicación de aviso de cobro 
extrajudicial de los créditos debidamente 
identificados en la Gaceta Oficial de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, el cual 
surtirá los efectos previstos en el artículo 
1.969 del Código Civil.

Prohibición o suspensión  
de medidas preventivas  

o de ejecución
Artículo 150. Durante el régimen de in-
tervención, rehabilitación o liquidación ad-

ministrativa, no podrá acordarse o deberá 
suspenderse toda medida preventiva o de 
ejecución contra la institución bancaria o 
sus personas jurídicas vinculadas someti-
das a régimen especial. Asimismo, no podrá 
intentarse ni continuarse ninguna acción ju-
dicial de cobro en contra de la institución 
bancaria o de sus personas jurídicas vincu-
ladas, sometidas a régimen de intervención, 
rehabilitación o liquidación administrativa, a 
menos que provenga de hechos posteriores 
a la medida de que se trate.

Levantamiento del velo  
corporativo

Artículo 151. Cuando existan actua-
ciones o elementos que permitan presu-
mir que con el uso de formas jurídicas 
societarias se ha tenido la intención de 
violar la Ley, la buena fe, producir daños 
a terceros o evadir responsabilidades 
patrimoniales, el juez podrá desconocer 
el beneficio y efectos de la personalidad 
jurídica de las empresas, y las personas 
que controlan o son propietarios finales 
de las mismas serán solidariamente res-
ponsables patrimonialmente.

De los recursos
Artículo 152. El recurso de reconsidera-
ción referido en el numeral 4 del artículo 
262 de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, podrá ser interpuesto den-
tro de los diez (10) días hábiles siguientes 
a la fecha de publicación de la resolución 
de calificación de acreencias. 

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios resolverá el recurso de 

reconsideración dentro de los cuarenta 
y cinco (45) días continuos siguientes al 
vencimiento del plazo previsto para la pre-
sentación del escrito.

El interesado podrá acudir a la vía jurisdic-
cional, dentro de los cuarenta y cinco (45) 
días continuos siguientes a la notificación de 
la decisión que resuelva el recurso, o cuan-
do éste no haya sido resuelto oportunamen-
te en el plazo establecido en este artículo. 

TÍTULO IX
DE LA SUPERINTENDENCIA  

DE LAS INSTITUCIONES  
DEL SECTOR BANCARIO 

Capítulo I
Organización 

Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario

Artículo 153. La inspección, super-
visión, vigilancia, regulación, control y 
sanción de las instituciones que confor-
man el sector bancario con el objeto de 
proteger los intereses del público, estarán 
a cargo de la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario. La Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario es un instituto autónomo con 
personalidad jurídica y patrimonio propio 
e independiente de los bienes de la Repú-
blica, que actuará bajo la dirección y res-
ponsabilidad del o la Superintendente de 
las instituciones bancarias y se regirá por 
las disposiciones previstas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.
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La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario gozará de autonomía 
en los términos previstos en el ordena-
miento jurídico vigente y de las prerrogati-
vas, privilegios, y exenciones de orden fis-
cal, tributario y procesal, que la Ley otorga 
a la República, tendrá la organización que 
le establezca el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, y su Reglamento 
Interno y estará sujeta al control posterior 
de la Contraloría General de la República.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario estará integrada por 
el Despacho de la Superintendencia, las 
oficinas de apoyo requeridas para el cum-
plimiento de sus funciones, la Intendencia 
Operativa, de Inspección banca privada e 
Inspección de banca pública, las Geren-
cias y demás dependencias que establez-
ca este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley y el reglamento interno. 

Objeto de la Superintendencia  
de las Instituciones 
del Sector Bancario

Artículo 154. Corresponde a la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario autorizar, supervisar, inspeccio-
nar, controlar y regular el ejercicio de la 
actividad que realizan los sujetos bajo su 
tutela, conforme a lo previsto en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, y demás normas que regulen 
el sector bancario nacional; así como, 
instruir la corrección de las fallas que se 
detecten en la ejecución de la actividad 
y sancionar las conductas desviadas al 
marco legal vigente. Todo ello con el fin de 

garantizar y defender los derechos e inte-
reses de los usuarios y usuarias del sector 
bancario nacional y del público en general.

Superintendente de las
 instituciones del sector bancario

Artículo 155. El funcionario o funciona-
ria de mayor nivel jerárquico de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, es el Superintendente o Super-
intendenta de las Instituciones del Sector 
Bancario. Su nombramiento y remoción 
compete al Presidente o Presidenta de la 
República y le está vedado el ejercicio de 
toda actividad económica remunerada, 
con excepción de la docencia. El Superin-
tendente o Superintendenta designará al 
Intendente o Intendenta de Inspección de 
banca privada, Intendente o Intendenta de 
Inspección de banca pública e Intendente o 
Intendenta Operativo, quienes deben llenar 
los mismos requisitos del Superintendente 
o Superintendenta y estarán sujetos a las 
mismas limitaciones. Los Intendentes o 
Intendentas serán de libre nombramiento 
y remoción del Superintendente o Super-
intendenta y tendrán las atribuciones que 
el Superintendente o Superintendenta y el 
Reglamento Interno le establezcan.

Requisitos para ser  
superintendente o superintendenta 

de las instituciones del sector 
bancario

Artículo 156. Son requisitos para ser 
Superintendente o Superintendenta de las 
Instituciones del Sector Bancario:

1.	Ser de nacionalidad venezolana.

2.	Ser mayor de treinta años.

3.	Contar con estudios especializados y 
experiencia no menor de cinco años 
en materias económicas, financieras y 
bancarias.

4.	Tener conducta intachable y reconocida 
solvencia e idoneidad moral.

Inhabilidades para ser  
superintendente o superintendenta 

de las instituciones del sector  
bancario 

Artículo 157. Son impedimentos para 
ser nombrado o nombrada Superinten-
dente o Superintendenta de las Institucio-
nes del Sector Bancario:

1.	Tener participación directa o indirecta 
en el capital o en el patrimonio de cual-
quier institución sujeta a la supervisión 
de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.

2.	Ostentar la calidad de director o direc-
tora, asesor o asesora, funcionario o 
funcionaria o empleado o empleada de 
las instituciones sujetas al control de la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

3.	Haber sido declarado en quiebra, aun-
que el respectivo proceso hubiese sido 
sobreseído.

4.	Haber sido condenado por la comisión 
de delitos dolosos, aún cuando hubiere 
sido rehabilitado.

5.	Haber sido inhabilitado por la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario para ser promotor, accio-
nista, director o directora, o gerente de 
las instituciones sujetas a su control. 

6.	Encontrarse incurso en cualquiera de 
los impedimentos señalados en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, para ser promotor, accionis-
ta, director o directora o gerente de una 
institución del sector bancario.

7.	Haber sido sancionado por la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario por actos de mala gestión 
en la dirección o administración de las 
instituciones sujetas a su control.

8.	Haber sido destituido de cargo público 
o haber cesado en él por falta grave.

Faltas temporales y absolutas  
del superintendente  

o superintendenta
Artículo 158. En caso de ausencias tem-
porales del Superintendente o Superinten-
denta de las Instituciones del Sector Ban-
cario, éste podrá designar al Intendente o 
Intendenta de Inspección de banca privada, 
o Intendente o Intendenta de Inspección de 
banca pública, para que supla su cargo de 
pleno derecho. Estas faltas no podrán exce-
der de un lapso de noventa (90) días con-
tinuos; si transcurrido este lapso y subsis-
tiere la falta, se considerará falta absoluta.

En caso de falta absoluta, la designación 
del nuevo Superintendente o nueva Su-
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perintendenta de las Instituciones del 
Sector Bancario deberá efectuarse dentro 
de los treinta (30) días continuos siguien-
tes a la fecha en que sea declarada ésta, 
cumpliendo lo previsto en el artículo 155 
del presente Decreto Ley.

Facultades del Superintendente  
o Superintendenta de las  

Instituciones del Sector Bancario
Artículo 159. El Superintendente o 
Superintendenta de las Instituciones del 
Sector Bancario, se encuentra facultado o 
facultada para:

1.	Ejercer la representación legal de la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

2.	Determinar y modificar la estructura 
orgánica de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario con 
la opinión vinculante del Ministerio del 
Poder Popular con competencia en ma-
teria para las finanzas.

3.	Aprobar y modificar el Reglamento Inter-
no, el Estatuto Funcionarial de la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario y las demás normas o manua-
les requeridos para su normal y eficien-
te funcionamiento; así como, aprobar el 
Régimen de Jubilaciones y Pensiones 
de los funcionarios o funcionarias de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

4.	Programar, formular, aprobar, ejecutar, 
ampliar, modificar y controlar el presu-

puesto anual de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

5.	Nombrar y remover a los funcionarios 
de la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario, asignarles 
sus funciones y obligaciones y fijarles 
su remuneración, sin más limitaciones 
que las que se establezcan en el presen-
te Título y en el estatuto funcionarial.

6.	Celebrar los contratos y demás actos 
requeridos para el normal desarrollo de 
las actividades de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
incluidos los de prestación de servicios 
para la ejecución de trabajos específi-
cos, salvo delegación expresa.

7.	Celebrar convenios con organismos del 
Estado u otras instituciones de supervi-
sión bancaria, financiera y de seguros 
del extranjero, con fines de capacitación 
e intercambio de información en mate-
ria de supervisión.

8.	Cualquier otra que conduzca al cumpli-
miento adecuado de los fines de la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario.

9.	Imponer las multas y demás sanciones 
establecidas en este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, y en las de-
más Leyes que rijan la actividad de las 
instituciones sometidas a la supervisión 
de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.

10.	Asistir, cuando lo crea conveniente, a 
las reuniones de las juntas administra-
doras y a las asambleas de accionistas 
de las instituciones sometidas a su 
control, o hacerse representar en ellas 
por un funcionario o funcionaria de su 
dependencia, con derecho a voz.

11.	Elaborar y publicar en medios masivos 
de divulgación un informe en el curso 
del primer trimestre del año sobre las 
actividades del organismo a su car-
go en el año calendario precedente y 
acompañarlo de los datos demostra-
tivos que juzgue necesarios para el 
mejor estudio de la situación del sector 
bancario en el país.

12.	Solicitar al Órgano Superior del 
Sistema Financiero Nacional, al Banco 
Central de Venezuela y al Ministro o 
Ministra con competencia en materia 
de Finanzas las opiniones a que se re-
fiere el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

13.	Las demás que señale este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y las 
disposiciones que gobiernan a otras 
instituciones sujetas al control de la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

Fuero judicial especial
Artículo 160. En los casos en los cuales 
como consecuencia de una medida o acto 
dictado por la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario los accionis-
tas, directores o directoras, administrado-

res o administradoras, auditores o audi-
toras, apoderados, demás representantes 
las instituciones regidas  por el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o cualquier persona que se considere afec-
tada, pretendan ejercer acciones judiciales 
directamente en contra del Superintenden-
te o Superintendenta, los Intendentes o 
Intendentas, o los demás funcionarios o 
funcionarias que conforme al Reglamento 
Interno de la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario sean consi-
derados como de alto nivel por los actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones, 
o que ejerzan funciones de supervisión a 
las instituciones del sector bancario, úni-
camente podrán ser interpuestas ante el 
Tribunal Supremo de Justicia.

El procedimiento dispuesto en el párrafo 
precedente también es de aplicación para 
los ex Superintendentes y ex Superinten-
dentas o contra los ex Intendentes o ex In-
tendentas de Inspección, los ex Intendentes 
o ex Intendentas de Instituciones Públicas 
del Sector Bancario o los ex Intendentes 
o ex Intendentas Operativos que sean de-
nunciados penalmente, o los demás exfun-
cionarios o funcionarias que conforme al 
Reglamento Interno de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
sean considerados como de alto nivel por 
los actos realizados en el ejercicio de sus 
funciones, o que ejerzan funciones de su-
pervisión a las instituciones del sector ban-
cario por la presunta comisión de delitos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones.
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De los representantes  
judiciales

Artículo 161. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario tendrá 
uno o más representantes judiciales, quie-
nes serán de libre elección y remoción del 
Superintendente o Superintendenta. El Re-
presentante Judicial será el único funcio-
nario, salvo los apoderados debidamente 
constituidos, facultado para representar 
judicialmente a la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario y en 
consecuencia, toda citación o notificación 
judicial a la Superintendencia de las Insti-
tuciones del Sector Bancario, deberá prac-
ticarse en cualquiera de las personas que 
desempeñen dicho cargo. El Representan-
te Judicial para convenir, transigir, desistir, 
comprometer en árbitros arbitradores o 
de derecho, hacer posturas en remates y 
afianzarlas, necesita autorización escrita 
del Superintendente o Superintendenta. La 
mencionada representación podrá ser ejer-
cida por el Representante Judicial, o por 
otros apoderados judiciales que designe 
el Superintendente o Superintendenta, ac-
tuando conjunta o separadamente.

Capítulo II
Del Régimen de Personal 

Limitaciones y prohibiciones al 
personal de la Superintendencia 

de las Instituciones del Sector 
Bancario

Artículo 162. El Superintendente o Su-
perintendenta de las Instituciones del Sec-
tor Bancario y su personal, no podrán tener 
ninguna relación o injerencia en las opera-

ciones de las instituciones bancarias salvo 
las de usuarios o usuarias del sector ban-
cario o las que sean procedentes de confor-
midad con el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley; no obstante queda 
prohibido al Superintendente o Superinten-
denta y al personal de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario:

1.	Obtener, para sí o para organizacio-
nes de las cuales fueren directivos o 
accionistas, préstamos o créditos de 
cualquier naturaleza de las instituciones 
sometidas a su supervisión, salvo en 
los casos previstos en el artículo 163 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

2.	Obtener, para sí o para organizaciones 
de las cuales fueren directivos o accio-
nistas, préstamos o recibir cantidades 
de dinero de los presidentes o presiden-
tas, directores o directoras, o trabajado-
res o trabajadoras de las instituciones 
del sector bancario.

3.	Obtener fianzas o avales a su favor de 
las instituciones del sector bancario, u 
otorgarlos ante los mismos a favor de 
terceros.

4.	Recibir regalos, ni el usufructo, uso o 
disfrute de bienes o servicios a título 
gratuito, de personas con las cuales 
tengan relación en el ejercicio de sus 
funciones.

5.	Adquirir directa o indirectamente ac-
ciones de las instituciones sujetas a su 

supervisión. Cuando al momento de su 
designación fuesen titulares de acciones 
de dichas instituciones deben desincor-
porarlas de su patrimonio en los treinta 
(30) días siguientes a su designación y 
notificarán por escrito a la Contraloría 
General de la República. No podrán des-
empeñar cargos directivos o gerenciales 
en la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario, personas uni-
das entre sí o con el Presidente o Presi-
denta de la República, el Vicepresidente 
Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva de 
la República, el Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas, el 
Superintendente o Superintendenta de 
las Instituciones del Sector Bancario, el 
Presidente o Presidenta del Banco Cen-
tral de Venezuela, el Presidente o Pre-
sidenta del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios, el Superin-
tendente o Superintendenta Nacional de 
Valores, el Superintendente o Superin-
tendenta de la Actividad Aseguradora o 
con los Intendentes o Intendentas, por 
vínculo conyugal, o por parentesco has-
ta el cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad.

Los funcionarios o funcionarias de la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario deberán inhibirse de 
efectuar inspecciones en aquellas institu-
ciones que tengan por presidente o pre-
sidenta, vicepresidente o vicepresidenta, 
directores o directoras, consejeros o con-
sejeras, asesores o asesoras, gerentes de 
área, administradores o administradoras 
o comisarios o comisarias a su respectivo 

cónyuge o a parientes de dicho funciona-
rio o funcionaria dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de afinidad.

Autorización para solicitar  
créditos

Artículo 163. El Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas auto-
rizará la obtención de créditos o préstamos 
a que se refiere este artículo al Superinten-
dente o Superintendenta de las Institucio-
nes del Sector Bancario. Los demás funcio-
narios o funcionarias de la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Bancario 
serán autorizados por el Superintendente 
o Superintendenta de las Instituciones del 
Sector Bancario. Dichas autorizaciones 
procederán en los siguientes casos: 

1.	Cuando se trate de préstamos hipoteca-
rios o arrendamientos financieros para 
la adquisición o reparación de la vivien-
da propia.

2.	En cualesquiera otros casos, siempre que 
las condiciones del crédito o préstamo 
no sean diferentes a las que se ofrecen al 
público en general y que los beneficiarios 
demostraren tener capacidad de pago de 
acuerdo con sus recursos económicos.

Las autorizaciones a que se refiere el pre-
sente artículo se extenderán al o la cónyu-
ge de los funcionarios o funcionarias allí 
mencionados.

Régimen funcionarial
Artículo 164. Los funcionarios o fun-
cionarias de la Superintendencia de las 
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Instituciones del Sector Bancario tendrán 
el carácter de funcionarios públicos y 
funcionarias públicas con las atribucio-
nes que les establezca este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, su estatuto 
funcionarial interno, el manual descriptivo 
de cargos y la Ley que regule la materia 
funcionarial y su reglamento.

Los funcionarios o funcionarias de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario serán de libre nombramiento y 
remoción del Superintendente o Superin-
tendenta de acuerdo con lo previsto en la 
excepción establecida en el artículo 146 de 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y de conformidad con las cate-
gorías de cargos de alto nivel y de confianza 
que se indiquen en el reglamento interno y 
estatuto funcionarial interno; ello sin perjui-
cio de la aplicación de los principios consti-
tucionales sobre la función pública.

El estatuto funcionarial interno, contará con la 
aprobación del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia para las finanzas 
y contemplará todo lo relativo al período de 
prueba, ingreso, clasificación y remuneración 
de cargos, beneficios sociales, salariales y es-
peciales, capacitación, sistema de evaluación 
de actuación, compensaciones, ascenso, 
traslados, licencias, retiro, prestaciones por 
antigüedad y vacaciones; así como, el régi-
men de jubilaciones y pensiones. Los órga-
nos jurisdiccionales del contencioso funcio-
narial previsto para la función pública, serán 
competentes para conocer, tramitar y decidir 
las reclamaciones que formulen los funciona-
rios o funcionarias de la Superintendencia de 

las Instituciones del Sector Bancario cuando 
consideren lesionados los derechos previs-
tos en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, su reglamento interno y su estatuto 
funcionarial interno.

Los obreros y obreras al servicio de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario se regirán por la Ley que 
regula la materia del Trabajo.

Del régimen de jubilaciones
Artículo 165. El Superintendente o Super-
intendenta de las Instituciones del Sector 
Bancario establecerá el régimen de jubilacio-
nes y pensiones de los funcionarios o fun-
cionarias de la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario, el cual podrá 
estar incluido en el Estatuto Funcionarial de 
dicho Instituto o en estatuto separado, pre-
via opinión favorable del Ministro o Ministra 
con competencia en materia de Finanzas.

De las sanciones a los
 funcionarios o funcionarias

Artículo 166. Las infracciones al presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en 
que incurran los funcionarios o funcionarias 
de la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario serán sancionadas con-
forme a lo establecido en la Ley que regule la 
función pública, sin perjuicio de lo dispuesto 
en las sanciones establecidas en este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Capítulo III
Del Régimen Económico  

y Financiero 

Presupuesto de la  
superintendencia de las  

instituciones del sector bancario
Artículo 167. El presupuesto anual de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario será aprobado por el 
Ministro o Ministra con competencia en 
materia de Finanzas. El Superintendente 
o Superintendenta de las Instituciones 
del Sector Bancario tendrá a su cargo la 
elaboración, administración, la ejecución 
y el control del mismo, y será financia-
do mediante contribuciones trimestrales 
adelantadas a cargo de las instituciones 
supervisadas y con los aportes presu-
puestarios que le asigne el Ministerio con 
competencia en materia de Finanzas.

La Contraloría General de la República tendrá 
a su cargo el control posterior de la ejecución 
presupuestaria de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

Contribuciones de las  
instituciones supervisadas

Artículo 168. Las contribuciones que 
deben abonar las instituciones bajo la 
supervisión de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario se-
rán fijadas por ésta a través de normativa 
prudencial, previa opinión favorable del 
Ministro o Ministra con competencia en 
materia de Finanzas, de la siguiente forma:

1.	El aporte de las instituciones bancarias 
estará comprendido entre un mínimo 
del cero coma cuatro por cada mil y un 
máximo de cero coma ocho por cada 
mil del promedio de los activos del últi-
mo cierre semestral de cada institución.

En el caso de las instituciones bancarias pú-
blicas, el Ministro o Ministra con competen-
cia en materia de Finanzas cuando lo consi-
dere necesario y en atención a las políticas 
públicas dictadas por el Ejecutivo Nacional, 
podrá exceptuar a las mismas o alguna de 
ellas de efectuar el aporte semestral.

2.	Las instituciones no bancarias o perso-
nas sujetas a su control, contribuirán en 
forma semestral hasta por un máximo 
del equivalente a dos mil (2000) Unida-
des Tributarias.

Las contribuciones se pagarán mensual-
mente, a razón de un sexto de la suma se-
mestral resultante, en los primeros cinco 
días hábiles bancarios de cada mes.

La contribución será considerada como 
gasto de los aportantes correspondiente 
al ejercicio dentro del cual sea pagado.

En caso de mora, el monto de las con-
tribuciones devengará la tasa de interés 
activa promedio de los seis bancos con 
mayor volumen de depósitos en moneda 
nacional que publique el Banco Central de 
Venezuela, durante el período de retraso.

El Banco Central de Venezuela, el Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
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rios y el Banco de Desarrollo Económico y 
Social de Venezuela, así como las institucio-
nes del sector bancario sujetas a interven-
ción o en proceso de rehabilitación o liqui-
dación administrativa, están exceptuados de 
cancelar la contribución contemplada en el 
presente artículo a la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

Colocación de los excedentes
 de las contribuciones

Artículo 169. Si al finalizar el ejercicio 
presupuestal, existiera saldo de balance 
se destinarán los saldos no comprome-
tidos de dichas contribuciones de la si-
guiente manera:

1.	En un veinte por ciento (20%) a obras 
sociales, sean éstas requeridas por las 
comunidades organizadas o efectuadas 
de oficio por el ente regulador. Este aporte 
podrá ser modificado por el Órgano Supe-
rior del Sistema Financiero Nacional.

2.	En un cincuenta por ciento (50%) a un 
fondo especial para incrementar el fi-
nanciamiento del mantenimiento y me-
jora de los servicios técnicos, y demás 
operaciones de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, 
así como para el desarrollo y actualiza-
ción del personal del referido organis-
mo, garantizando el beneficio a todos 
los niveles de cargos y departamentos, 
así como el uso de estos recursos en el 
siguiente semestre.

3.	El monto restante se destinará a la co-
bertura de los gastos correspondientes 

a ejercicios posteriores y para ello se 
colocarán en una cuenta bancaria con la 
liquidez necesaria para tal fin.

Prerrogativa procesal
Artículo 170. Las planillas que se liqui-
den por concepto de las multas impuestas 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario, tienen el carácter 
de títulos ejecutivos y al ser presentadas 
en juicio aparejan embargo.

Capítulo IV
De las atribuciones y funciones  
de la Superintendencia de las  

Instituciones del Sector Bancario 

   Sección I
De las atribuciones 

Atribuciones
Artículo 171. Son atribuciones de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, además de las ya esta-
blecidas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, las siguientes:

1.	Autorizar la organización y funcionamien-
to de instituciones del sector bancario 
que tengan por fin realizar cualquiera de 
las operaciones señaladas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

2.	Autorizar la instalación de sucursales 
o representantes de instituciones ban-
carias extranjeras, así como de la par-
ticipación de capitales extranjeros en 
instituciones bancarias venezolanas.

3.	Suspender las operaciones ilegales, las 
no autorizadas, o las que constituyan 
riesgos, que a juicio de la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, pudiere afectar en forma sig-
nificativa la situación financiera de la 
institución que las estuviere realizando, 
o de aquellas en las cuales se presuma, 
su utilización para la legitimación de ca-
pitales y financiamiento al terrorismo y 
aplicar las sanciones a que haya lugar. 

4.	Suspender y revocar las autorizaciones a 
que se refieren los numerales 1 y 2, me-
diante decisión debidamente motivada 
y con la opinión vinculante del Ministro 
o Ministra con competencia en materia 
de Finanzas. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario dará 
audiencia a la parte interesada conforme 
al artículo 182 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

5.	Intervenir las instituciones que confor-
man el sector bancario, a sus empresas 
relacionadas; así como acordar su reha-
bilitación o liquidación.

6.	Autorizar a las instituciones por ella super-
visadas a la realización de los siguientes 
actos: a) disolución anticipada; b) fusión 
con otra sociedad; c) venta del activo so-
cial; d) el reintegro, aumento o reducción 
del capital social; e) el cambio de objeto 
social, f) cambio de denominación social, 
y, g) cualquier reforma estatutaria. 

7.	Determinar los supuestos de vincula-
ción y de unidad de decisión y gestión 

para tipificar la conformación de gru-
pos financieros, económicos o mixtos, 
conglomerados y cualquier otro tipo de 
vinculación, tomando en consideración 
lo previsto en el artículo 37 y el numeral 
9 del artículo 97 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

8.	Velar por el cumplimiento de las Leyes, 
reglamentos, estatutos y cualquier otra 
disposición que regule al sector banca-
rio, ejerciendo para ello, el más amplio y 
absoluto control sobre todas las opera-
ciones, negocios y en general cualquier 
acto jurídico que las instituciones del 
sector bancario realicen. 

9.	Ejercer supervisión integral de las ins-
tituciones del sector bancario, de las 
personas naturales o jurídicas incorpo-
radas a su supervisión por Leyes espe-
ciales, así como de aquellas que reali-
cen operaciones complementarias. La 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario tiene la potestad de 
realizar, en cuanto lo considere necesa-
rio, la inspección, supervisión y vigilan-
cia de las personas naturales y jurídicas 
contempladas en este numeral.

10.	Supervisar que las instituciones ban-
carias, realicen la promoción de ope-
raciones de intermediación financiera, 
hacia las áreas económicas estratégi-
cas, establecidas en la normativa que 
se dicte al efecto. 

11.	Proporcionar apoyo a las instituciones 
financieras comunales para contribuir 
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con el desempeño de la gestión eco-
nómico-financiera que coadyuve con la 
transparencia, eficacia y eficiencia en el 
manejo de los recursos, cuando estos o 
el ente que los supervise, así lo soliciten. 

12.	Responder a las solicitudes de opinión 
e interpretación sobre los alcances de 
las normas legales que rigen a las insti-
tuciones del sector bancario. 

13.	Establecer las normas generales que 
regulen los contratos e instrumentos 
de las operaciones de intermediación y 
servicios conexos permitidas a las ins-
tituciones del sector bancario; y apro-
bar las cláusulas generales de contra-
tación que le sean sometidas por las 
instituciones sujetas a su competencia, 
en la forma contemplada en los artícu-
los pertinentes del Código Civil. 

14.	Dictar las normas prudenciales necesa-
rias para la regulación del ejercicio de 
las operaciones bancarias, sus servi-
cios complementarios, su supervisión; 
así como, aquellas relativas a los pro-
ductos y servicios financieros.

15.	Dictar normas prudenciales para re-
gular los aspectos en materia de pre-
vención y control de las operaciones 
relacionadas con los delitos de legiti-
mación de capitales y el financiamiento 
del terrorismo.

16.	Solicitar a las autoridades competen-
tes, de acuerdo con las disposicio-
nes constitucionales y legales, que 

se acuerden las medidas preventivas 
de inmovilización de cualquier tipo de 
cuenta, colocación o transacción finan-
ciera; así como la prohibición de sali-
da del país, y la de enajenar y gravar 
bienes, a los miembros de la junta di-
rectiva, directores o directoras, accio-
nistas, y a quienes ocupen cargos de 
administración o de dirección, conseje-
ros o consejeras, asesores o asesoras, 
consultores o consultoras, auditores 
internos y externos, gerente de áreas, 
secretarios o secretarias de la junta 
directiva o cargos similares, de hecho 
o de derecho, de las instituciones ban-
carias que sean objeto de medidas de 
intervención, o cualquier mecanismo 
extraordinario de transferencia. 

17.	La publicación trimestral de un boletín 
con indicadores que permitan conocer 
la situación del sector bancario. 

18.	Establecer las disposiciones necesa-
rias a fin de que las instituciones del 
sector bancario cumplan con los con-
venios internacionales suscritos por 
la República destinados a combatir la 
legitimación de capitales y el financia-
miento al terrorismo.

19.	Solicitar a las instituciones banca-
rias y demás personas sometidas al 
control de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, 
dentro del plazo que ella señale, los 
informes y documentos que ésta les 
solicite, bien sea por información re-
querida en el ejercicio de sus funciones 

de inspección, vigilancia, supervisón, 
regulación y control o en atención a 
requerimientos formulados por entes 
de la administración pública nacional, 
central o descentralizada, así como los 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, y en Leyes 
especiales.

20.	Dictar las normas contables para la ela-
boración, presentación y publicidad de 
los estados financieros y cualquier otra 
información complementaria, basadas 
en los principios de contabilidad ge-
neralmente aceptados y en las normas 
para una supervisión bancaria efectiva, 
en especial las relativas a: 

a)	Consolidación y combinación de esta-
dos financieros. 

b)	Integración de los estados financieros 
de las sucursales de bancos domici-
liados en Venezuela que operen en el 
exterior. 

c)	Operaciones contingentes, estén o no 
reflejadas en los registros contables. 

d)	Operaciones de fideicomiso, manda-
tos, comisiones y otros encargos de 
confianza. 

21.	Las autorizaciones de adquisición de 
acciones de las instituciones bancarias 
y casas de cambio cuando, por virtud 
de ellas, el adquirente u otras personas, 
jurídicas o naturales, vinculadas a él, 
pasen a poseer diez por ciento (10%) 

o más del capital social o del poder de 
voto de la Asamblea de Accionistas de 
la misma.

22.	La adopción de las medidas necesarias 
para evitar o corregir irregularidades o 
faltas que advierta en las operaciones 
de las instituciones que conforman el 
sector bancario, que, a su juicio, pudie-
ran poner en peligro los intereses de 
sus depositantes, acreedores o accio-
nistas; la estabilidad de la propia insti-
tución financiera, o la solidez del siste-
ma bancario; debiendo informar de ello 
inmediatamente al Ministro del Poder 
Popular con competencia en materia 
de Finanzas, al Presidente del Banco 
Central de Venezuela y al Presidente 
del Fondo de Protección Social de los 
Depósitos Bancarios.

23.Celebrar convenios de cooperación 
con otras superintendencias banca-
rias y entidades afines de otros países 
con el fin de fortalecer la supervisión 
consolidada. 

24.Celebrar convenios con los otros entes 
de regulación del Sistema Financiero 
Venezolano y del Banco Central de 
Venezuela a efectos de coordinar 
la supervisión integral del Sistema 
Financiero Nacional. 

25.	Mantener una comunicación efectiva 
con el Ministro o Ministra con com-
petencia en materia de Finanzas y el 
Banco Central de Venezuela, remitir 
de forma diligente y oportuna la infor-
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mación que le sea solicitada y pedir su 
opinión vinculante en todos los casos 
señalados en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

26.Realizar todos los actos necesarios para 
salvaguardar los intereses del los usua-
rios y usuarias y del público en general, 
de conformidad con el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Para adoptar las decisiones a que se refie-
ren los numerales 1, 2, 4, 5, 6 literales a, 
b, c, d, e y f; y, 14 de este artículo, el Su-
perintendente o Superintendenta deberá 
obtener la opinión vinculante del Órgano 
Superior del Sistema Financiero Nacional.

Atribuciones y funciones  
de la Superintendencia  

de las Instituciones del Sector 
Bancario para la protección  

de los usuarios y usuarias
Artículo 172. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, con 
la finalidad de hacer más eficaz y transpa-
rente la prestación del servicio bancario, 
en el ejercicio de su competencia deberá:

1.	Prohibir o suspender la publicidad o 
propaganda, cuando a su juicio pueda 
confundir al público o promover dis-
torsiones graves en el normal desen-
volvimiento del sector bancario; o si la 
misma puede incidir negativamente en 
su patrimonio.

2.	Vigilar la correcta aplicación de las tari-
fas, comisiones y demás cobros fijados 

por el Banco Central de Venezuela, por 
servicios prestados por las instituciones 
bancarias a sus usuarios y usuarias.

3.	Supervisar la aplicación de las tasas de 
interés activas y pasivas ofrecidas por 
las instituciones bancarias sobre sus 
operaciones y el cumplimiento de los 
límites de tasas de interés fijadas por el 
Banco Central de Venezuela.

4.	Recibir, tramitar y decidir las acciones 
que las instituciones bancarias deben 
cumplir ante las reclamaciones y de-
nuncias que presenten los usuarios y 
usuarias del sector bancario, una vez 
cumplidos los procedimientos ante la 
institución bancaria de que se trate se-
gún la normativa aplicable.

5.	Establecer las funciones, composición 
y regulación en general de las unidades 
de atención al usuario previstas en el 
artículo 69 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

6.	Velar porque las instituciones bancarias, 
desarrollen sus actividades en el marco 
del principio constitucional de la demo-
cracia participativa y protagónica, pres-
tando sus servicios a los usuarios y usua-
rias del sector bancario en igualdad de 
condiciones, sin discriminación por con-
diciones de origen étnico, religión, condi-
ción social, sexo, identidad o expresión de 
género, idioma, opinión política, naciona-
lidad u origen, edad, posición económica, 
condición de discapacidad o enfermedad, 
o cualquier otra circunstancia personal, 

jurídica o social que tenga por resultado 
anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio de los derechos humanos 
y garantías constitucionales.

7.	Crear normas que garanticen la protec-
ción de los usuarios y usuarias ante po-
sibles fraudes que se puedan presentar 
en la prestación de los servicios banca-
rios tanto en la banca a distancia como 
en su red de oficinas y sucursales.

Atribuciones y funciones en  
materia de seguridad bancaria

Artículo 173. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario en el ejer-
cicio de sus competencias también deberá: 

1.	Velar porque las instituciones bancarias 
dispongan de los sistemas y procedi-
mientos necesarios para minimizar la 
presencia de errores, omisiones o frau-
des en sus operaciones. 

2.	Asignar a los funcionarios o funcionarias 
que requiera el Ministerio Público o los 
organismos jurisdiccionales que realicen 
investigación sobre delitos bancarios, 
para que actúen como expertos o peri-
tos, siempre que dicha asignación no di-
ficulte u obstaculice la normal ejecución 
de las labores de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

Difusión de indicadores  
de las instituciones bancarias

Artículo 174. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario pu-
blicará antes del treinta y uno de marzo 

de cada año, su Informe de gestión anual. 
Asimismo, difundirá de forma trimestral la 
información sobre los principales indica-
dores de la situación de las instituciones 
del sector bancario.

Clausura de locales y disolución 
 de sociedades infractoras

Artículo 175. El Superintendente o Su-
perintendenta debe disponer la inmediata 
clausura de los locales en que se realicen 
operaciones no autorizadas conforme a 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, contando con la intervención del 
Ministerio Público. Asimismo, dispondrá 
la incautación de la documentación que en 
ellos se encuentren. 

Sección II
De las inspecciones e informes 

Facultad de inspección
Artículo 176. El Superintendente o Super-
intendenta y el personal de inspección de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario tendrán en el ejercicio de 
sus funciones, el más amplio e ilimitado de-
recho de inspección, vigilancia, supervisión 
y control, inclusive la revisión de todos los 
libros, prescritos o no por la Ley que regula 
la materia mercantil, cuentas, archivos, así 
como los sistemas informáticos, documen-
tos, bases de datos, dispositivos de acceso 
o almacenamiento magnéticos o electróni-
cos de datos, correspondencia electrónica o 
impresa y demás documentos relacionados 
con las actividades de las instituciones del 
sector bancario y de las personas sometidas 
a su vigilancia y control. Las instituciones 
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supervisadas están obligadas a brindar al 
personal encargado de las inspecciones to-
das las facilidades que éstos soliciten.

Las actas que se elaboren durante un 
proceso de inspección o con ocasión del 
mismo, tendrán plena fuerza probatoria, 
mientras no sean desvirtuadas por los ór-
ganos jurisdiccionales competentes.

Inspecciones e informes
Artículo 177. La Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario realizará 
como mínimo una inspección anual ge-
neral en cada una de las instituciones del 
sector bancario.

Después de practicada la inspección la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario enviará a las instituciones 
copia del informe con reserva de las par-
tes que considere confidenciales y formu-
lará las instrucciones o recomendaciones 
que estime necesarias.

Si la institución no acogiera en el plazo 
indicado las instrucciones impartidas, la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario ordenará la adopción de 
medidas preventivas de obligatoria obser-
vancia destinadas a corregir la situación, 
sin perjuicio de la aplicación de las sancio-
nes que pudieren corresponder.

Cuando se trate de sucursales de bancos 
e instituciones bancarias extranjeras, la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario remitirá a la casa matriz 
en el exterior, copias de los informes y 

demás datos que considere suministrarle 
acerca de las sucursales. 

Comunicación al Ministerio  
Público

Artículo 178. El Superintendente o Su-
perintendenta pondrá en conocimiento del 
Ministerio Público, la presunción de he-
chos delictivos que hubieren sido detec-
tados en el curso de las inspecciones que 
se practique a las instituciones del sector 
bancario sometidas a su control.

Sección III
De las instrucciones y medidas 

Facultad de la Superintendencia  
para ordenar instrucciones a las 
instituciones del sector bancario

Artículo 179. En ejercicio de sus facul-
tades, la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario formulará a las 
instituciones del sector bancario, las ins-
trucciones que juzgue necesarias, cuando 
estas instituciones incumplieran este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley o 
las demás normas aplicables, en especial 
con las referidas a los niveles de capital 
mínimo o a reducciones del capital social. 
Si la institución no acogiera en el plazo 
indicado las instrucciones impartidas, la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario exigirá los programas de 
regularización que fueren necesarios y dis-
pondrá todas aquellas medidas de carácter 
preventivo y correctivo e impondrá las san-
ciones pertinentes, sin perjuicio de las ac-
ciones civiles y penales a que hubiere lugar.

Supuestos para la aplicación 
de las medidas administrativas

Artículo 180. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario or-
denará la adopción de una o varias de las 
medidas a que se refiere el artículo 181 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, cuando una institución del 
sector bancario en el desarrollo de su acti-
vidad incurra en los siguientes supuestos:

1.	Dar fundados motivos para suponer que 
podría incurrir en situaciones de iliquidez 
o insolvencia que pudieran ocasionar per-
juicios para sus depositantes o acreedo-
res o para la solidez del sector bancario.

2.	Conceder crédito a sus propios accionis-
tas o a personas relacionadas con éstos, 
para cubrir los requerimientos de capital 
de la institución del sector bancario.

3.	Omitir la declaración de activos o pasi-
vos existentes o contabilizar activos o 
pasivos inexistentes.

4.	Ocultar, alterar o falsificar los libros o docu-
mentos de la institución del sector banca-
rio, así como sus sistemas de información.

5.	No someter sus libros y negocios al 
examen de la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario o re-
huir a tal sometimiento.

6.	Presentar situaciones graves de tipo 
administrativo o gerencial, que afecten 
su operación normal, o la liquidez y 
solvencia. Así como incurrir en fallas y 

desviaciones de carácter operacional en 
materia de tecnología de la información.

7.	Cesar en el pago de las obligaciones 
con sus depositantes.

8.	Mantener, durante al menos un mes, un 
índice patrimonial inferior al previsto 
en el artículo 48 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, o cua-
lesquiera de los índices por debajo a lo 
establecido por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

9.	Incumplir los requerimientos de encaje 
legal o de posición en moneda extran-
jera en los términos establecidos por el 
Banco Central de Venezuela.

10.	Presentar durante al menos un trimes-
tre, un capital inferior al mínimo exigi-
do en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, para cada tipo de insti-
tución del sector bancario.

11.	Perder o reducir en menos de un cin-
cuenta por ciento (50%) su capital 
social, considerando los ajustes ins-
truidos por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

12.	Incurrir en notorias o reiteradas viola-
ciones a este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, a las regulaciones del 
Banco Central de Venezuela, del Órgano 
Superior del Sistema Financiero 
Nacional, del Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas 
o las normativas o instrucciones de la 



126  LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA   LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA  127

Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

13.	Incumplir de manera reiterada la ade-
cuada atención al público a que se 
refiere el Capítulo II del Título V del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Medidas Administrativas
Artículo 181. En los supuestos del an-
terior artículo, la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario adoptará 
sobre las instituciones del sector bancario 
todas las medidas de administración que 
juzgue pertinentes, y en particular una o 
varias de las siguientes medidas:

1.	Colocación de los recursos obtenidos por 
el incremento de las captaciones o dismi-
nución de sus activos valores de alta liqui-
dez, solvencia y rentabilidad, en el Banco 
Central de Venezuela en la forma en que el 
Superintendente o Superintendenta de las 
Instituciones del Sector Bancario apruebe. 

2.	Reposición de capital social.

3.	Prohibición de otorgar nuevos créditos.

4.	Registro inmediato, por la instrucción de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, de las pérdidas corres-
pondientes a las provisiones parciales o 
totales de activos cuyo estado de cobrabili-
dad, realización o liquidez así lo requieran, 
y la reducción correspondiente de su capi-
tal o afectación de reservas contra ellas.

5.	Prohibición de realizar nuevas inversio-
nes, con excepción de las señaladas en 
el numeral 1.

6.	Prohibición de realizar nuevas opera-
ciones de fideicomiso.

7.	Prohibición de decretar pago de divi-
dendos.

8.	Orden de vender o liquidar algún activo 
o inversión.

9.	Prohibición de captar fondos a plazo.

10.	Prohibición de apertura de nuevas ofi-
cinas en el país o en el exterior.

11.	Prohibición de adquirir acciones y par-
ticipaciones en el capital social de ins-
tituciones bancarias constituidas o por 
constituirse en el exterior.

12.	Prohibición de adquirir, ceder, traspasar 
o permutar inmuebles, así como, la ge-
neración de gastos por concepto de re-
modelaciones a los propios o alquilados.

13.	Suspensión de pago de dietas u otros 
emolumentos; salvo los sueldos y sa-
larios que a la fecha devenguen los 
miembros de la Junta Directiva.

14.	Prohibición de liberar, sin autoriza-
ción de esta Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, pro-
visiones específicas y genéricas.

15.	Suspensión o remoción de directivos o 
empleados de la institución.

16.	Designación de funcionarios o funciona-
rias acreditados por la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
con poder de veto en la Junta Directiva 
y todos los Comités, con acceso pleno a 
todas las áreas administrativas.

17.	Prohibición de mantener publicidad o 
propaganda.

18.	Cualquier otra medida de naturaleza 
similar a las establecidas en los nu-
merales anteriores, incluyendo la re-
ducción del capital o la suspensión de 
operaciones. 

Audiencia
Artículo 182. Para la adopción de las 
medidas a que se refiere el artículo 181 de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, el Superintendente o Superintendenta 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
dará audiencia previa a la parte respecto 
a la cual se toma la decisión. En caso de 
urgencia, se adoptarán las medidas en el 
mismo acto de la audiencia.

Del plan de recuperación
Artículo 183. Impuestas las medidas 
administrativas a que se refiere el artículo 
181 de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, las instituciones del sector 
bancario presentarán dentro de los diez 
(10) días hábiles bancarios siguientes a 
la notificación del acto administrativo, 
un plan de recuperación para corregir la 

situación detectada. La Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario se 
pronunciará sobre el plan propuesto den-
tro de los quince (15) días hábiles banca-
rios siguientes a su presentación. La eje-
cución de dicho plan no podrá exceder del 
plazo de ciento veinte (20) días continuos, 
el cual podrá ser prorrogado por una sola 
vez y hasta por igual lapso.

De no ser aprobado el plan de recupera-
ción, o en caso de incumplimiento por 
parte de la institución del sector bancario 
de cualquier operación o plazo contempla-
do en dicho plan, o incumplimiento de las 
medidas administrativas impuestas, o la 
reincidencia en cualquiera de las causales 
previstas en el artículo 180 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o la negativa a la presentación del plan de 
recuperación, la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, imple-
mentará mecanismos extraordinarios de 
transferencia, a que se refiere el artículo 
245 de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, o la intervención, si fuere 
procedente, de acuerdo con el artículo 
247 del presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley.

Efectos de las medidas
Artículo 184. Durante la vigencia de 
las medidas administrativas, la Super-
intendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario establecerá una inspección 
permanente en la institución del sector 
bancario sujeta a las medidas previstas 
en este Capítulo y remitirá al Órgano Su-
perior del Sistema Financiero Nacional el 
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plan de recuperación convenido, informes 
mensuales de su ejecución, así como de 
su eventual prórroga. Durante la vigencia 
de las medidas administrativas, el rendi-
miento de las colocaciones y créditos, 
deberá ser utilizado para cubrir gastos 
financieros y operativos, reducir el déficit 
y su remanente será depositado en una 
cuenta especial de depósito abierta en el 
Banco Central de Venezuela, la cual podrá 
estar representada en los títulos que éste 
determine.

Las medidas administrativas se manten-
drán en vigor hasta tanto la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario considere corregidas las dificultades 
que dieron lugar a ellas.

 
TÍTULO X

DEL RÉGIMEN SANCIONATORIO 

Capítulo I
Disposiciones generales 

Sujetos objeto de sanciones
Artículo 185. Las instituciones del sector 
bancario, así como las personas naturales 
que ocupen en ellas cargos de administra-
ción o de dirección, consejeros o conse-
jeras, asesores o asesoras, consultores o 
consultoras, auditores internos y externos, 
gerentes de áreas, secretarios o secretarias 
de la junta directiva o cargos similares, de 
hecho o de derecho, que infrinjan el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, y todo el cuerpo normativo emitido por 
la Superintendencia de las Instituciones del 

Sector Bancario, incurrirán en responsabi-
lidad administrativa sancionable con arre-
glo a lo dispuesto en el presente título.

Dicha responsabilidad alcanzará igual-
mente a las personas naturales o jurídicas 
que posean una participación significativa 
según lo previsto en el Título VII de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley. Cuando sean personas jurídicas el 
presente régimen sancionatorio aplicará 
también sobre las personas naturales que 
ocupen en las sociedades vinculadas los 
cargos descritos en el encabezado de este 
artículo.

También se consideran sujetos de las san-
ciones los funcionarios o funcionarias de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario y del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios, 
así como aquellas personas naturales o 
jurídicas designadas por la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario para la aplicación de las medidas ad-
ministrativas previstas en el artículo 181 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, o que asuman la posición 
de administrador o junta administradora, 
en regímenes especiales en instituciones 
bancarias de acuerdo con el artículo 242 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley. Asimismo, son sujetos objeto 
de sanciones las instituciones públicas y 
privadas señaladas en los artículos 88 y 
89 del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, así como las personas 
naturales y jurídicas que sin autorización 
realicen las actividades señaladas en este 

Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
previa calificación por parte de la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario.

Aplicación de sanciones
Artículo 186. Corresponde al Superin-
tendente o Superintendenta de las Insti-
tuciones del Sector Bancario aplicar las 
sanciones administrativas señaladas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Principios sancionatorios
Artículo 187. Las sanciones adminis-
trativas a que se refiere el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se adoptarán siguiendo los principios de 
legalidad, tipicidad, racionalidad, propor-
cionalidad e irretroactividad.

Procedimiento sancionatorio
Artículo 188. El procedimiento sancio-
natorio se iniciará por decisión del Su-
perintendente o Superintendenta de las 
Instituciones del Sector Bancario, pero 
el mismo podrá delegar dicha potestad, 
en el funcionario o funcionarios de la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario que él determine. Sin 
embargo, la decisión de imponer o no 
una sanción sólo podrá ser realizada por 
el Superintendente o Superintendenta o 
quien haga sus veces.

El Superintendente o Superintendenta de 
las Instituciones del Sector Bancario po-
drá revocar a las instituciones del sector 
bancario la autorización de funcionamien-

to, sin perjuicio de las sanciones penales 
a que hubiere lugar, ante la reincidencia 
en un mismo año de cualquiera de las in-
fracciones previstas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Prescripción de las Acciones
Artículo 189. Las acciones tendentes a 
sancionar las contravenciones señaladas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, prescribirán en el plazo de diez (10) 
años contados a partir de la notificación 
respectiva por parte de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario.

La prescripción se interrumpirá por la inicia-
ción, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, volviendo a co-
rrer el plazo si el expediente permaneciera pa-
ralizado durante seis (6) meses por causa no 
imputable a aquellos contra quienes se dirija. 

Ley supletoria
Artículo 190. Para la aplicación de las 
sanciones administrativas se aplicará suple-
toriamente a las disposiciones contenidas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, el procedimiento establecido en la 
Ley de la materia de procedimientos admi-
nistrativos, debiendo tomarse en cuenta las 
circunstancias agravantes o atenuantes.

Criterios para la imposición  
de sanciones

Artículo 191. Las sanciones aplicables 
en cada caso por la comisión de infraccio-
nes se determinarán en base a los siguien-
tes criterios:
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1.	La naturaleza y entidad de la infracción.

2.	La gravedad del peligro ocasionado o 
del perjuicio causado.

3.	Las ganancias obtenidas, en su caso, 
como consecuencia de los actos u omi-
siones constitutivos de la infracción.

4.	La importancia de la institución del sector 
bancario correspondiente, medida en fun-
ción del importe total de sus activos sobre 
el total de activos del sector bancario.

5.	Las consecuencias desfavorables de los 
hechos para el sistema financiero o la 
economía nacional.

6.	Hacer participar o utilizar a otras institu-
ciones financieras en la comisión de las 
infracciones.

7.	La obstaculización de las investigaciones 
de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario o de cualquier 
otro órgano de la Administración Pública.

8.	La circunstancia de haber procedido a la 
subsanación de la infracción por propia 
iniciativa.

9.	En el caso de insuficiencia patrimonial, las 
dificultades objetivas que puedan haber 
concurrido para alcanzar o mantener el 
nivel legalmente exigido del patrimonio.

10.	La conducta anterior de la institución 
del sector bancario en relación con las 
normas que le afecten, atendiendo a las 

multas que le han sido impuestas, du-
rante los últimos cinco años.

11.	Cualquier otra circunstancia debi-
damente motivada, que a juicio del 
Superintendente o Superintendenta, 
se considere como atenuante o agra-
vante de la falta cometida.

Plazo de pago
Artículo 192. Las sanciones pecunia-
rias establecidas en este Título, deberán 
ser canceladas dentro del plazo de quince 
(15) días hábiles bancarios, contados a 
partir de su notificación. En caso de mora, 
en el pago de dichas cantidades, causarán 
intereses calculados de acuerdo con la 
tasa de interés activa promedio de los seis 
bancos con mayor volumen de depósitos 
en moneda nacional que publique el Ban-
co Central de Venezuela.

Una vez cancelada la multa, el sancionado 
deberá remitir al Ministerio del Poder Popu-
lar con competencia para las finanzas el día 
hábil bancario siguiente al pago, la planilla de 
liquidación a los fines de proceder a expedir 
el correspondiente certificado de liberación.

Prerrogativas Procesales
Artículo 193. Las Planillas de Liquidación 
de pago tienen la cualidad de título ejecutivo, 
y al ser presentadas en juicio serán suficien-
tes para la práctica de embargos de bienes.

El Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia para las finanzas, po-
drá delegar el cobro de aquellas multas 
insolutas, siguiendo el procedimiento de 

cobro por vía ejecutiva establecido en el 
Código de Procedimiento Civil.

Fraudes documentales
Artículo 194. Quien forje, adultere o emita 
documentos de cualquier naturaleza o utilice 
datos falsos, con el propósito de cometer u 
ocultar fraudes en cualesquiera de las per-
sonas sometidas al control de la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario, será castigado con prisión de nueve 
a once años.

Responsabilidad  
en el fideicomiso

Artículo 195. Las personas naturales 
que señala el artículo 185 del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, de 
las Instituciones sometidas al control de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, que en perjuicio del 
fideicomitente o beneficiario, le dieren al 
fondo fiduciario a su cargo una aplicación 
diferente a la destinada, serán penados 
con prisión de ocho a diez años.

Apropiación de información  
de los clientes

Artículo 196. Quien a través de la ma-
nipulación informática o mecanismo si-
milar, se apodere o altere documentos, 
cartas, mensajes de correo electrónico o 
cualquier otro documento o efecto per-
sonal remitido por un banco, institución 
financiera o casa de cambio, a un cliente 
o usuario de dicho ente, será penado con 
prisión de ocho a diez años. 

Capítulo II
Infracciones y sanciones 

Realización de actos sin  
autorización o con autorización 

obtenida por medios irregulares
Artículo 197. Las personas naturales o 
jurídicas que sin autorización de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, o con autorización obtenida por 
medio de declaraciones falsas o cualquier 
otro medio irregular, realicen los actos se-
ñalados en el Título II del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán 
sancionados con multa del uno (1%) al 
tres por ciento (3%) de su capital social. 

Realización de actividades  
ajenas a su objeto

Artículo 198. Serán sancionados con pri-
sión de ocho (8) a doce (12) años, las perso-
nas naturales o jurídicas que sin estar autori-
zados, practiquen la intermediación financie-
ra, crediticia o la actividad cambiaria, capten 
recursos del público de manera habitual, o 
realicen cualesquiera de las actividades ex-
presamente reservadas a las instituciones 
sometidas al control de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario.

Deficiencias en su dirección  
y administración

Artículo 199. Serán sancionadas con 
multa del cero coma uno por ciento 
(0,1%) al cero coma cinco por ciento 
(0,5%) de su capital social las institucio-
nes del sector bancario que presenten 
deficiencias en su estructura organizativa, 
en sus mecanismos de control interno o 
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en sus procedimientos administrativos 
y contables, incluidos los relativos a la 
gestión y control de los riesgos o que in-
cumplan cualquiera de las disposiciones 
contempladas en el Título III del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Composición del capital social  
y suficiencia patrimonial

Artículo 200. Las instituciones del sec-
tor bancario serán sancionadas con multa 
del uno por ciento (1%) al tres por ciento 
(3%) de su capital social cuando incurran 
en las siguientes infracciones relaciona-
das con el patrimonio:

1.	El uso del capital social inicial para ac-
tividades distintas a las señaladas en el 
artículo 21 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

2.	La participación de accionistas que no 
cumplan lo señalado en los artículos 35, 
36 y 37 del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley. 

3.	La transferencia de las acciones que 
integran el capital social sin cumplir lo 
señalado en los artículos 38 y 39 de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, y lo previsto en normas prudencia-
les emitidas por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

4.	Reducir el capital social sin la previa auto-
rización de la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario de acuerdo 
con el artículo 41 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

5.	Incumplir con la constitución de la re-
serva legal, Fondo Social para Contin-
gencias y aporte social, siguiendo lo 
señalado en los artículos 42, 45 y 46, 
respectivamente, de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

6.	Repartir dividendos sin cumplir las con-
diciones establecidas en el artículo 47 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

7.	Mantener durante un período mayor de 
seis (6) meses, un capital social inferior al 
exigido para obtener la autorización corres-
pondiente al tipo de institución bancaria de 
que se trate o el capital social necesario 
para el coeficiente de adecuación patri-
monial requerido por el artículo 48 de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

8.	No alcanzar los indicadores de liquidez 
y solvencia solicitados por la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario, conforme lo señalado en 
el artículo 50, en normas emitidas por 
dicho ente de regulación.

Infracciones relacionadas  
con la aplicación de medidas  

administrativas
Artículo 201. Las instituciones del sec-
tor bancario serán sancionadas con multa 
de un por ciento (1%) al tres por ciento 
(3%) de su capital social cuando infrinjan 
cualquiera de las acciones previstas en los 
artículos 179 al 184 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, referen-
tes a las medidas administrativas.

Irregularidades en las operaciones
Artículo 202. Las instituciones del sec-
tor bancario serán sancionadas con multa 
entre el cero coma dos por ciento (0,2%) y 
el dos por ciento (2%) de su capital social 
cuando incurran en las siguientes irregula-
ridades relacionadas con sus operaciones:

1.	Incumplir en el desarrollo de sus opera-
ciones y participación en otras institu-
ciones con las disposiciones señaladas 
en el Título V y VII del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, así 
como en las normas prudenciales emi-
tidas por la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario.

2.	Suspender o cesar alguno de los ser-
vicios ofrecidos al público sin la previa 
autorización de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

3.	Incumplir las obligaciones legales y 
contractuales en materia de inversión 
de los recursos del fideicomiso, man-
datos, comisiones y otros encargos de 
confianza, previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4.	Realizar actos fraudulentos o la utilización 
de personas naturales o jurídicas inter-
puestas con la finalidad de evadir el cum-
plimiento del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, y de las demás nor-
mativas que regulan al sector bancario.

5.	Realizar o simular operaciones aparen-
temente aisladas, para evadir regulacio-
nes del presente Decreto con Rango, 

Valor y Fuerza de Ley, del Banco Central 
de Venezuela o de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario. 
En caso de utilizar a otras instituciones 
financieras se elevará la multa en un 
cuarenta por ciento (40%).

6.	Facilitar la salida o legitimación de capi-
tales en cualquiera de sus modalidades, 
sin perjuicio de las acciones legales a 
que hubiere lugar.

7.	No destinar los recursos obligatorios de 
sus carteras de créditos hacia los sec-
tores económicos específicos de con-
formidad con las Leyes Especiales y los 
establecidos por el Ejecutivo Nacional.

8.	Incumplir las políticas exigidas por la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, en el plazo y con-
diciones específicas, en relación a las 
provisiones, tratamiento de activos o 
reducción del riesgo inherente a sus ac-
tividades, productos o sistemas.

9.	Incumplir las condiciones establecidas 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario para la eficiencia 
y agilización del proceso crediticio, re-
quisitos, gestiones de cobranza, comu-
nicaciones al usuario, así como el desa-
rrollo de modelos internos de pronóstico 
de riesgos para cada tipo de usuario.

10.	Incumplir las normas regulatorias esta-
blecidas por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario sobre 
las relaciones entre las instituciones 
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bancarias respecto a sus operaciones 
activas, pasivas y contingentes.

11.	No suministrar, la información soli-
citada por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario para 
la determinación de la contribución 
obligatoria a la Superintendencia y no 
realizar dicha contribución.

12.	Incumplir los artículos 94 y 98 del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, para el tratamiento de 
los bienes inmuebles, así como a las 
normativas prudenciales al respecto 
que emita la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

13.	Infrinjan las limitaciones y prohi-
biciones previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
la normativa prudencial que dicte la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario y las regulacio-
nes emanadas del Banco Central de 
Venezuela. 

14.	Carecer de la contabilidad exigida le-
galmente o llevarla con irregularidades 
esenciales que impidan conocer la si-
tuación patrimonial y financiera de la 
institución del sector bancario.

15.	Publicar en sus estados financieros 
informaciones inexactas o bajo rubros 
que no les correspondan.

16.	Negarse a publicar nuevamente los 
balances con todas las correcciones 

ordenadas por la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

17.	El incumplimiento de la obligación de so-
meter sus cuentas semestrales a audito-
ría externa conforme al presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

18.	La negativa o resistencia a la actuación 
inspectora, siempre que medie requeri-
miento expreso y por escrito al respecto.

19.	La falta de remisión a la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
al Banco Central de Venezuela, al Ministro 
o Ministra con competencia en materia 
de Finanzas, o al Órgano Superior del 
Sistema Financiero Nacional, de ser el 
caso, de cuantos datos o documentos de-
ban remitírsele o requieran en el ejercicio 
de sus funciones, o su falta de veracidad.

A los efectos de este numeral, se entende-
rá que hay falta de remisión cuando ésta 
no se produzca dentro del plazo concedi-
do al efecto por el órgano competente al 
recordar por escrito la obligación o reite-
rar el requerimiento.

20.	Ofrecer instrumentos de captación sin 
que tengan las características que se 
les atribuyen en la oferta.

21.	El incumplimiento del deber de veracidad 
informativa debida a sus accionistas y al 
público en general, publicidad engañosa, 
así como el incumplimiento del deber de 
confidencialidad sobre los datos recibi-
dos del Sistema de Información Central 

de Riesgos, su uso para fines diferentes 
de los previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, o la 
solicitud de informes sobre personas ti-
tulares de riesgos fuera de los casos ex-
presamente autorizados en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Suministro de información
Artículo 203. Las instituciones públicas 
y privadas que no suministren a la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario de forma oportuna la información 
a que se refieren los artículos 88 y 89 del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, serán sancionadas con multa 
entre el cero coma dos por ciento (0,2%) y 
el uno por ciento (1%) de su capital social.

Uso y aprovechamiento de las 
 denominaciones y operaciones 

 de intermediación financiera
Artículo 204. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario está 
obligada a disponer la intervención y cie-
rre de la actividad, y locales si los hubiere, 
de las personas naturales o jurídicas que 
incumplan los artículos 5 y 93 del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, sin perjuicio de las acciones civiles y 
penales a que hubiere lugar.

Se incluyen como infractores o infractoras 
de los artículos 5 y 93 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, las perso-
nas naturales o jurídicas que ofrecen a través 
de medios escritos o electrónicos, asesorías 
o intermediaciones como mecanismos para 
la obtención de productos financieros, como 

tarjetas de crédito, aprobación de créditos y 
otros. A los fines establecidos en este artí-
culo las Notarías y las distintas oficinas de 
Registros Subalternos, Mercantiles y de la 
Propiedad Industrial, se abstendrán de au-
tenticar o registrar cualquier nombre, marca, 
lema comercial o logotipo que contenga al-
guna de las expresiones señaladas en el ar-
tículo 93 de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, salvo que la solicitud proven-
ga de alguna de las instituciones debidamen-
te autorizadas por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

Infracciones de los auditores, 
peritos avaluadores  

y calificadoras de riesgo
Artículo 205. Los auditores externos, 
los peritos avaluadores o las calificado-
ras de riesgo, así como cualquier otra 
persona natural o jurídica identificada en 
el artículo 85 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, que infrin-
jan las obligaciones establecidas por este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
serán sancionados con multa de hasta el 
cincuenta por ciento (50%) de los hono-
rarios profesionales pactados cobrados o 
por cobrar a la respectiva institución del 
sector bancario.

En caso de reincidencia en las infracciones, 
la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario excluirá al infractor por un 
lapso de hasta diez (10) años del registro a 
que se refiere el artículo 85 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, inde-
pendientemente de las sanciones civiles y 
penales a que hubiere lugar, conforme las 
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disposiciones del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Sanciones a las otras  
instituciones no bancarias

Artículo 206. Las personas naturales 
y jurídicas señaladas en el artículo 15 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, que infrinjan las disposicio-
nes previstas en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o en las normas 
prudenciales emitidas por la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario que les sean aplicables, serán 
sancionadas con multa desde el uno por 
ciento (1%) hasta el tres por ciento (3%) 
de su capital social.

Sanciones a los representantes  
de instituciones bancarias  

del exterior en el país
Artículo 207. Los representantes de ins-
tituciones bancarias del exterior que in-
frinjan las disposiciones previstas en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o las disposiciones que dicte la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario serán sancionados con amones-
tación escrita. En caso de faltas graves 
o de reincidencia en las infracciones, la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario procederá a revocar la 
autorización de funcionamiento.

Falta de pago del aporte al fondo 
de protección social  

de los depósitos bancarios
Artículo 208. Las instituciones banca-
rias obligadas al pago del aporte confor-

me a lo establecido en el artículo 121 del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, serán sancionados con multa 
de hasta el cuarenta por ciento (40%) del 
monto de los aportes que no efectuasen 
oportunamente.

Responsabilidad personal por  
falta de pago del aporte al fondo  

de protección social de  
los depósitos bancarios

Artículo 209. La junta directiva de las 
instituciones bancarias obligadas al pago 
del aporte conforme a lo establecido en 
el artículo 121 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, así como 
el director o directora, administrador o 
administradora, o gerente a quienes en 
razón de sus atribuciones les corresponda 
ordenar o tramitar los aportes al Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios, que no lo hicieren, serán sancio-
nados o sancionadas con multa de hasta 
el diez por ciento (10%) del ingreso anual 
total percibido en el año inmediato ante-
rior por concepto de remuneración co-
rrespondiente a la posición o cargo de la 
persona que debió ordenar o tramitar los 
aportes. En caso que el infractor o infrac-
tora no hubiere percibido remuneración 
alguna en el año anterior, la multa será 
equivalente a setecientas unidades tribu-
tarias (700 U.T.).

Sanciones a las personas  
naturales responsables de  

las infracciones
Artículo 210. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario im-

pondrá multa, entre diez por ciento (10%) 
y cincuenta por ciento (50%) del ingreso 
anual total percibido en el año inmediato 
anterior a las personas naturales señala-
das en el artículo 185 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley e insti-
tuciones del sector bancario que infrinjan 
las limitaciones y prohibiciones previstas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, la normativa que emita el Banco 
Central de Venezuela o la normativa pru-
dencial de la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario.

Capítulo III
Sanciones Penales

Valor probatorio
Artículo 211. Cuando de las diligencias 
que practique la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, en los 
procedimientos de su competencia, se 
pueda presumir la comisión de alguna 
infracción contemplada en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
que afecte la solvencia patrimonial, se 
notificará inmediatamente al Ministerio 
Público, a fin que se proceda a iniciar la 
averiguación correspondiente; sin perjui-
cio de las sanciones administrativas que 
pueda imponer la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario.

Los elementos que en el ejercicio de sus 
funciones, recabe la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
incluida la prueba testimonial, tendrán el 
valor probatorio que le atribuyan las Leyes 
adjetivas, mientras no sean desvirtuadas 

en el debate judicial. Sin embargo, el tri-
bunal competente, de oficio o a instancia 
de alguna de las partes, examinará nueva-
mente a los testigos que hayan declarado 
ante la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario. En caso de que, 
pedida la ratificación judicial de la prueba 
testimonial, ésta no fuere hecha, dicha 
prueba podrá ser apreciada, en conjunto, 
como indicio.

Captación indebida
Artículo 212. Serán sancionados con 
prisión de ocho a doce años, quienes sin 
estar autorizados, practiquen la interme-
diación financiera, la actividad cambiaria, 
capten recursos del público de manera 
habitual, o realicen cualesquiera de las ac-
tividades expresamente reservadas a las 
instituciones sometidas al control de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario. 

Apropiación indebida  
de créditos

Artículo 213. Las personas naturales 
identificadas en el artículo 185 del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, de una institución regulada por 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, que aprueben créditos de 
cualquier clase en contravención a lo pre-
visto en los artículos 95, 96, 97, 98, 99 
y 100 del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, en perjuicio de la 
institución del sector bancario de que se 
trate, serán penados con prisión de diez 
a quince años, y con multa igual al cien 
por ciento (100%) del monto del crédito 
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aprobado. En el caso de aprobación de 
créditos, se exceptúan las operaciones in-
terbancarias a que se refiere el artículo 92 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

Con la misma pena serán castigados las 
personas naturales o jurídicas, a sabien-
das de las limitaciones señaladas en el 
encabezado de este artículo, reciban los 
créditos aquí previstos en detrimento de 
la institución del sector bancario.

Apropiación o distracción  
de recursos, información falsa 

para realizar operaciones  
bancarias

Artículo 214. Las personas naturales 
señaladas en el artículo 185 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
que se apropien o distraigan en provecho 
propio o de un tercero los recursos de las 
Instituciones del Sector Bancario regulados 
por el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, cuyo depósito, recaudación, 
administración o custodia tengan por razón 
de su cargo o funciones, serán penados 
con prisión de diez (10) a quince (15) años, 
y con multa igual al cien por ciento (100%) 
del monto total de lo apropiado o distraí-
do. Con la misma pena será sancionado el 
tercero que haya obtenido el provecho con 
ocasión de la acción ilícita descrita en la 
presente norma. Quienes con la intención 
de defraudar a una institución del sector 
bancario y a los efectos de celebrar opera-
ciones bancarias, financieras, crediticias o 
cambiarias, presenten, entreguen o suscri-
ban, balances, estados financieros y en ge-

neral, documentos o recaudos de cualquier 
clase que resulten ser falsos, adulterados 
o forjados o que contengan información o 
datos que no reflejan razonablemente su 
verdadera situación financiera, serán pena-
dos con prisión de diez (10) a quince (15) 
años y con multa igual al cien por ciento 
(100%) del monto total distraído.

Con la misma pena serán castigadas, las 
personas naturales señaladas el artícu-
lo 185 del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, de las instituciones 
sometidas al control de la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Banca-
rio, que conociendo la falsedad de los do-
cumentos o recaudos antes mencionados 
aprueben las referidas operaciones.

Información financiera falsa
Artículo 215. Quien elabore, suscriba, 
autorice, certifique, presente o publique 
cualquier clase de información, balance 
o estado financiero que no refleje razo-
nablemente la verdadera solvencia, liqui-
dez o solidez económica o financiera de 
las personas sometidas al control de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, será castigado con pri-
sión de ocho a diez años.

En caso de que, con base en dicha infor-
mación la institución del sector bancario, 
realice el reparto o el pago de dividendos, 
la sanción se aumentará en un tercio (1/3) 
de la misma.

Se aumentará en dos tercios (2/3) la pena 
prevista en el encabezado de este artículo, 

cuando se omitiere la medida de suspensión 
del reparto o el pago de dividendos, dictada 
por parte de cualquier organismo supervisor.

Simulación de reposición  
de capital

Artículo 216. Los socios y los miem-
bros de las juntas directivas de las institu-
ciones del sector bancario, que realicen el 
aumento del capital social de dichos entes 
mediante suscripción simulada o recípro-
ca de acciones, aún cuando sea por per-
sonas interpuestas, serán penados con 
prisión de diez (10) a (15) quince años sin 
perjuicio de las acciones civiles a que haya 
lugar. 

Incumplimiento de los auditores  
externos

Artículo 217. Los auditores externos 
que suscriban, certifiquen, adulteren, fal-
sifiquen o suministren un dictamen que 
no refleja la verdadera solvencia, liquidez 
o solidez económica de las instituciones 
del sector bancario en virtud del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
serán penados con prisión de diez (10) a 
(15) quince años sin perjuicio de las ac-
ciones civiles a que haya lugar.

Se aumentará en dos tercios (2/3) la pena 
prevista en el encabezado de este artícu-
lo, cuando la persona que incurra en la 
conducta indicada en el encabezamiento 
de este artículo, no se encuentre inscrito 
en el registro de contadores públicos que 
lleva la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario.

Incumplimiento de los peritos  
avaluadores

Artículo 218. Los peritos avaluadores que 
suscriban, certifiquen o suministren dicta-
men en conocimiento de que ello no refleja 
el valor razonable de realización o de merca-
do de los bienes, serán penados con prisión 
de ocho (8) a (10) diez años sin perjuicio de 
las acciones civiles a que haya lugar.

Oferta engañosa
Artículo 219. Las personas naturales 
identificadas en el artículo 185 del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, o empleados, que participen en cual-
quier acto de las instituciones del sector 
bancario que conduzca a la oferta enga-
ñosa a que se refiere el numeral 20 del 
artículo 202 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, serán penados con 
prisión de ocho (8) a (10) diez años, más 
multa igual al ciento por ciento (100%) del 
monto de los instrumentos de captación y 
de los recursos captados.

Información falsa  
en el fideicomiso

Artículo 220. Las personas naturales 
enumeradas en el artículo 185 de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, o empleados, del ente fiduciario que 
falsearen datos o efectúen declaraciones 
falsas, en conocimiento de dicha falsedad, 
sobre los beneficios del fondo fiduciario 
sorprendiendo la buena fe de terceros, 
induciéndoles a suscribir el contrato de fi-
deicomiso, serán penados con prisión de 
ocho (8) a diez (10) años. 
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Contravenciones contractuales
Artículo 221. Las personas naturales 
señaladas en el artículo 185 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o los empleados de la institución del sector 
bancario que incumplan con las estipula-
ciones contenidas en el contrato de fidei-
comiso, mandato, comisión u otro encargo 
de confianza produciéndole al beneficiario 
o fideicomitente, mandante o comisionante 
un perjuicio o daño irreparable en su patri-
monio serán castigados con prisión de diez 
(10) a quince (15) años.

Se aumentará la pena prevista en este ar-
tículo en un tercio (1/3), cuando la institu-
ción del sector bancario utilice los fondos 
del fideicomiso, mandato, comisión u otro 
encargo de confianza, para fines contra-
rios a los previstos en las Leyes, o a las 
instrucciones o medidas dictadas por la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, aún cuando las mismas 
estén autorizadas por el usuario o conte-
nidas en el respectivo contrato.

Revelación de información
Artículo 222. Las personas naturales 
identificadas en el artículo 185 de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, o 
los empleados de la institución del sector 
bancario, que en beneficio propio o de un 
tercero utilicen, modifiquen, revelen, difun-
dan, destruyan, alteren o inutilicen datos 
reservados de carácter confidencial que 
se hallen registrados en medios escritos, 
magnéticos o electrónicos, serán penados 
con prisión de ocho (8) a diez (10) años.

Difusión de información  
privilegiada

Artículo 223. Los funcionarios públi-
cos o funcionarias públicas o empleados 
públicos o empleadas públicas, las auto-
ridades judiciales y cualquier otra perso-
na que directa o indirectamente, revele, 
divulgue o haga uso personal e indebido, 
a través de cualquier medio o forma, de 
la información confidencial que por razo-
nes de su cargo proporcionen a terceros 
independientes que afecte o pueda afectar 
su posición competitiva, serán penados 
con prisión de seis (6) meses a seis (6) 
años. En caso de que, dicha divulgación la 
realice un funcionario o funcionaria o em-
pleado o empleada de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
sin estar autorizado para ello, dicha san-
ción se aumentará en un tercio (1/3) de 
la misma.

Fraude electrónico
Artículo 224. Quien a través de la ma-
nipulación informática o mecanismo si-
milar, con ánimo de lucro, efectúe una 
transferencia o encomienda electrónica 
de bienes no consentida, en perjuicio de 
la institución del sector bancario o de un 
usuario o usuaria, será penado con pri-
sión de ocho (8) a diez (10) años.

Con la misma pena serán castigados las 
personas naturales identificadas en el artí-
culo 185 del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o los empleados de 
la institución del sector bancario, que co-
laboren en la comisión de las transferen-
cias antes mencionadas.

Apropiación de información
 por medios electrónicos

Artículo 225. Quien utilice los medios 
informáticos o mecanismo similar, para 
apoderarse, manipular o alterar papeles, 
cartas, mensajes de correo electrónico o 
cualquier otro documento que repose en 
los archivos electrónicos de una institu-
ción del sector bancario, perjudicando el 
funcionamiento de las instituciones regi-
das por el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o a sus usuarios, 
será penado con prisión de ocho (8) a diez 
(10) años.

Difusión de información falsa
Artículo 226. Las personas naturales, 
actuando por si mismas, o en nombre de 
una persona jurídica, que utilizando los 
medios de comunicación social, difundan 
noticias falsas, tendenciosas, o no confir-
madas en fuente oficial competente por la 
materia o empleen otros medios, que pue-
dan afectar o causar distorsiones en una 
institución del sector bancario o afectar 
las condiciones económicas del país, se-
rán penados con prisión de nueve a once 
años. 

Cierre indebido de oficinas  
e interrupción de servicio  

al público 
Artículo 227. Las personas naturales, 
identificadas en el artículo 185 del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, de las instituciones del sector ban-
cario que ordenen el cierre de las sucur-
sales, agencias u oficinas o interrumpan 
total o parcialmente el servicio al público 

prestado por dicha institución en los ho-
rarios establecidos para ello sin autori-
zación previa de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, con 
excepción de lo señalado en el artículo 67 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, serán penados con prisión 
de seis (6) a diez (10) años; sin perjuicio 
de las acciones civiles de los afectados.

Pena accesoria
Artículo 228. Las personas condenadas 
mediante sentencia definitivamente firme, 
por delitos castigados de conformidad 
con el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, quedarán inhabilitadas 
para el desempeño de cualquier posición 
o función en instituciones públicas o pri-
vadas del Sistema Financiero Nacional, 
por un lapso de quince (15) años, conta-
dos a partir de la fecha del cumplimiento 
de la condena correspondiente.

Falso testimonio
Artículo 229. Las personas que en el 
curso de un procedimiento instruido por 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario incurran en falso tes-
timonio, serán castigados conforme a lo 
previsto en el Código Penal para los de-
litos contra la Administración de Justicia.
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Capítulo IV
De los recursos  

y del procedimiento administrativo 
en materia bancaria 

Sección I
De los recursos 

Recurso administrativo
Artículo 230. Contra las decisiones del 
Superintendente o Superintendenta de 
las Instituciones del Sector Bancario sólo 
cabe ejercer, en vía administrativa, el re-
curso de reconsideración.

En todo caso, para acudir a la vía conten-
cioso administrativa no es necesario inter-
poner el recurso de reconsideración.

Recurso contencioso
Artículo 231. Las decisiones del Super-
intendente o Superintendenta de las Insti-
tuciones del Sector Bancario serán recurri-
bles por ante los Juzgados Nacionales de 
la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
de la Región Capital, dentro de los cuaren-
ta y cinco (45) días continuos siguientes 
a la notificación de la decisión del Super-
intendente o Superintendenta de las Insti-
tuciones del Sector Bancario o de aquella 
mediante la cual se resuelva el recurso de 
reconsideración, si éste fuere interpuesto.

En aquellos casos en los cuales hayan sido 
impuestas medidas por parte de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario de las previstas en el artículo 185 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, no será posible el otorga-

miento de medidas cautelares de suspen-
sión de efectos del acto recurrido, en vir-
tud que las mismas son impuestas a los 
fines de salvaguardar la solidez del sector 
bancario o del sistema financiero y los in-
tereses del público depositante en general.

En los supuestos no contemplados en el 
aparte anterior, el órgano jurisdiccional 
competente, podrá suspender los efec-
tos cuando exista presunción grave de la 
ilegalidad del acto administrativo y de la 
existencia del buen derecho alegado por el 
solicitante y la suspensión sea indispensa-
ble para evitar perjuicios irreparables o de 
difícil reparación en la definitiva; siempre y 
cuando se exija previamente al solicitante 
prestar caución suficiente para garantizar 
las resultas de la querella. En el caso de 
interposición de recursos de nulidad incoa-
dos por los sujetos sometidos al control de 
la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, contra un acto adminis-
trativo mediante el cual dicho ente regula-
dor impuso una sanción pecuniaria, deben 
presentar ante el Órgano Jurisdiccional 
competente conjuntamente con la querella 
del recurso, una caución o fianza suficien-
te para garantizar el pago de dicha multa, 
otorgada por una institución bancaria dis-
tinta a la recurrente o empresa de seguro.

Silencio administrativo negativo
Artículo 232. En los casos en que la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario no resolviere un asunto o 
solicitud dentro de los lapsos correspon-
dientes, se considerará que ha resuelto 
negativamente.

Asimismo, en aquellas peticiones o soli-
citudes de naturaleza administrativa y que 
no requieran sustanciación efectuada por 
las instituciones regidas por el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, en las cuales no exista disposición 
expresa que determine lapsos para ello, 
la misma deberá ser resuelta dentro de 
los veinte (20) días hábiles siguientes a 
su presentación, en caso que la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario no se pronuncie en dicho plazo 
se considerará resuelto negativamente.

Esta disposición no relevará de las respon-
sabilidades que le sean imputables al ente 
de regulación, representantes o funciona-
rios por la omisión o la demora, salvo que 
se demostrara las razones por las cuales se 
incurrió en la omisión o la demora.

Sección II
Del procedimiento administrativo  

en materia bancaria 

Medidas provisionales
Artículo 233. La Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, du-
rante la sustanciación del procedimiento 
administrativo, podrá adoptar provisional-
mente las medidas administrativas esta-
blecidas en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, necesarias y adecuadas 
para asegurar la eficacia de la resolución 
definitiva, si existieren elementos de juicio 
suficientes para ello.

Las medidas provisionales podrán ser 
modificadas o revocadas durante la tra-

mitación del procedimiento, de oficio o 
a instancia del interesado, cuando hayan 
cambiado las circunstancias que justifica-
ron su adopción. 

Notificación
Artículo 234. Los actos administrativos 
de cualquier naturaleza emanados de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, salvo los publicados en 
la Gaceta Oficial de la República Bolivaria-
na de Venezuela, serán consignados en la 
sede principal de las instituciones del sec-
tor bancario o en el domicilio fiscal de las 
personas naturales de que se trata y surtirá 
plenos efectos una vez que conste la señal 
de recepción por el ente involucrado o la 
parte interesada.

Notificación y lapsos
Artículo 235. Una vez iniciado el proce-
dimiento administrativo, se notificará a la 
institución del sector bancario involucrada 
o a la persona natural interesada conforme 
a las previsiones establecidas en la Ley de la 
materia de procedimientos administrativos.

Dentro de los ocho (8) días hábiles siguien-
tes a la notificación, la persona interesada o 
la institución del sector bancario involucrada 
podrán presentar sus alegatos y argumentos.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario resolverá el procedi-
miento dentro de los cuarenta y cinco (45) 
días continuos siguientes al vencimiento 
del plazo previsto para la presentación del 
escrito de descargos.
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Lapsos del recurso 
de reconsideración

Artículo 236. El recurso de reconsidera-
ción, podrá ser interpuesto dentro de los 
diez (10) días hábiles siguientes a la no-
tificación o publicación de la resolución.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario resolverá el recurso 
de reconsideración dentro de los cuarenta 
y cinco (45) días continuos siguientes al 
vencimiento del plazo previsto para la pre-
sentación del escrito.

Plazo para el recurso  
contencioso

Artículo 237. Si la persona natural o 
jurídica involucrada ha interpuesto el re-
curso de reconsideración a que se refiere 
el artículo anterior, sólo podrá acudir a la 
vía jurisdiccional, dentro de los cuarenta 
y cinco (45) días continuos siguientes a 
la notificación de la decisión que resuel-
va el recurso, o cuando éste no haya sido 
resuelto oportunamente en el plazo esta-
blecido en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. 

Cómputo de términos
Artículo 238. Los términos o plazos 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, se contarán a par-
tir del día siguiente de las publicaciones 
o notificaciones. Si su vencimiento ocu-
rre en un día no laborable, el acto se rea-
lizará el primer día laborable siguiente. 

TÍTULO XI
DE LOS MECANISMOS  

DE RESOLUCIÓN

Capítulo I
Régimen aplicable de la Intervención,  

Rehabilitación y Liquidación 

Artículo 239. La intervención, rehabili-
tación o liquidación de las instituciones del 
sector bancario; así como, la intervención o 
liquidación de las empresas relacionadas ca-
lificadas por la Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario, se efectuará 
de acuerdo con lo previsto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Exclusión del Atraso y de la Quiebra
Artículo 240. Las instituciones del sec-
tor bancario, están excluidos del beneficio 
de atraso y del procedimiento de quiebra 
establecido en la Ley que regula la ma-
teria mercantil, y se rigen por el régimen 
especial de intervención, rehabilitación y 
liquidación previsto en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. Ocurrida la 
intervención o la liquidación, de las institu-
ciones del sector bancario y las empresas 
relacionadas, si las hubiere, podrán ser 
sometidas al mismo régimen especial de 
intervención o liquidación antes indicado.

Suspensión de Acciones Judiciales
Artículo 241. Durante el régimen de in-
tervención, mientras dure el proceso de 
rehabilitación, y en la liquidación, queda 
suspendida toda medida preventiva o de 
ejecución contra la institución del sector 
bancario afectada, así como de las empre-

sas relacionadas sometidas a los regíme-
nes establecidos en este artículo; y no po-
drá intentarse ni continuarse ninguna ac-
ción de cobro, a menos que ella provenga 
de hechos posteriores a la intervención. 

Designación de administrador  
o juntas administradoras  

en regímenes administrativos  
especiales

Artículo 242. El Superintendente o 
Superintendenta de las Instituciones del 
Sector Bancario, en el mismo acto admi-
nistrativo donde acuerde cualquiera de las 
medidas previstas en este Título, designa-
rá un administrador o junta administrado-
ra, a quienes se conferirán las más am-
plias facultades de administración, control 
y vigilancia, incluyendo todas las atribu-
ciones que la Ley o los estatutos confieren 
a la asamblea, a la junta administradora, 
al presidente y a los demás órganos de 
la institución sometida al régimen admi-
nistrativo especial. La Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
determinará en normativa prudencial las 
obligaciones de la junta administradora y 
sus limitaciones. El régimen de interven-
ción podrá acordarse con cese de la inter-
mediación financiera de la institución que 
se trate.

El administrador o junta administradora 
que se designe, según el caso, presenta-
rán a la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario, al Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios 
y al Banco Central de Venezuela, cuantos 
informes se le requieran; no ostentarán la 

cualidad de funcionario público; y serán 
responsables de las actuaciones que reali-
cen en uso de las atribuciones conferidas. 
Su remuneración será fijada por el Órgano 
Superior del Sistema Financiero Nacional, 
con cargo a las cuentas de la institución 
financiera o empresa que se trate. 

Audiencia
Artículo 243. Para la adopción de 
las medidas a que se refiere el presen-
te Título, se convocará previamente 
a una única audiencia al Presidente o 
Presidenta o a la Junta Directiva o Ad-
ministradora de la institución del sector 
bancario. Dentro de las cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes de su celebración, 
el Superintendente o Superintendenta 
de las Instituciones del Sector Bancario 
acordará la medida correspondiente.

Inhabilitaciones
Artículo 244. No podrán ser adminis-
tradores o administradoras o miembros 
de las juntas administradoras directores 
o directoras de las instituciones en in-
tervención, rehabilitación o liquidación, 
quienes para el momento en que se adopte 
cualquiera de las medidas previstas en el 
presente Título, o durante los dos años 
anteriores a la misma, sean o hayan sido 
presidentes o presidentas, vicepresidentes 
o vicepresidentas, directores o directoras, 
consejeros o consejeras, asesores o ase-
soras, consultores o consultoras, gerentes 
de área y secretarios o secretarias de la 
junta directiva, o cargos similares, de las 
instituciones bajo regímenes administra-
tivos especiales, ni sus respectivos cón-
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yuges, ni sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo grado 
de afinidad. Tampoco podrán serlo, quie-
nes tengan vínculo conyugal o parentesco 
dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo grado de afinidad, con el Presi-
dente o Presidenta de la República, con el 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta 
Ejecutiva de la República, con el Ministro 
o Ministra con competencia en materia de 
Finanzas, con el Presidente o Presiden-
ta del Banco Central de Venezuela, con 
el Presidente o Presidenta del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios, con el Presidente o Presidenta del 
ente de regulación del mercado de valores, 
el Superintendente o Superintendenta del 
sector seguros, el Superintendente o Su-
perintendenta de la Actividad Bancaria y 
Financiera, con el Contralor o Contralora 
General de la República, con el o la Fiscal 
General de la República, con el Procurador 
o Procuradora General de la República, 
con el Presidente o Presidenta del Tribunal 
Supremo de Justicia, con los represen-
tantes de los gremios que agrupan a las 
instituciones del sector bancario o con al-
gún miembro de la junta directiva de los 
citados sujetos.

No estarán sujetas a la prohibición es-
tablecida en el encabezamiento de este 
artículo, las personas que hubieren sido 
designadas por los órganos competentes 
administradores o miembros de las jun-
tas administradoras de las instituciones 
bancarias intervenidas, en rehabilitación 
o liquidación.

Capítulo II
De los Mecanismos Extraordina-

rios de Transferencia 

De los Mecanismos 
Extraordinarios de Transferencia

Artículo 245. Cuando no hubiese sido 
efectiva la aplicación de las medidas a que 
se refiere el artículo 181 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, podrá 
seguidamente la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, previa 
opinión vinculante del Órgano Superior 
del Sistema Financiero Nacional, esta-
blecer mecanismos extraordinarios para 
que las instituciones del sector bancario, 
puedan realizar la transferencia total de 
sus activos y depósitos del público a las 
instituciones que hayan manifestado su 
interés en participar en dicho mecanismo. 
La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario podrá solicitar la par-
ticipación del Banco Central de Venezuela, 
para adoptar medidas tendentes a facilitar 
a las instituciones del sector bancario, su 
participación en el proceso extraordinario 
de transferencia.

Efectos de los Mecanismos
 Extraordinarios de Transferencia

Artículo 246. Realizado el mecanis-
mo extraordinario de transferencia la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario acordará la liquida-
ción de la institución del sector banca-
rio de que se trate, dentro de los cinco 
(5) días hábiles bancarios siguientes a 
su aplicación.

Capítulo III
De la intervención 

De la Intervención
Artículo 247. Son causales de interven-
ción de una institución del sector bancario:

1.	La suspensión del pago de sus obligaciones;

2.	Incumplir durante la vigencia de las me-
didas administrativas con los compro-
misos asumidos en el plan de recupera-
ción convenido o con lo dispuesto por 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario;

3.	Cuando el capital social sea menos de 
la mitad del requerido para cada tipo de 
institución en los artículos 11, 12, 13 y 
14 del presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley;

4.	Pérdida o reducción de más del cincuen-
ta por ciento (50%) del capital social;

5.	La no reposición del capital social exigi-
do por la Superintendencia de las Insti-
tuciones del Sector Bancario;

6.	Cuando no sea posible la aplicación de 
los mecanismos de transferencia;

7.	Cuando las medidas administrativas im-
puestas no fueren suficientes para resol-
ver las situaciones que las motivaron.

Duración de la intervención
Artículo 248. La intervención dispuesta 
con arreglo al artículo anterior tendrá una 

duración de noventa (90) días, prorroga-
bles por una sola vez hasta por un perío-
do idéntico. Transcurrido dicho plazo se 
dictará la correspondiente resolución de 
disolución de la institución, iniciándose el 
respectivo proceso de liquidación.

El régimen de intervención puede concluir 
antes de la finalización del plazo establecido 
en el párrafo anterior cuando el Superinten-
dente o Superintendenta de las Instituciones 
del Sector Bancario lo considere convenien-
te. La respectiva Resolución deberá contar 
con la opinión vinculante del Órgano Supe-
rior del Sistema Financiero Nacional.

Activos transferidos antes  
de la intervención

Artículo 249. Si durante el proceso de 
intervención se estableciere que los activos 
de la institución del sector bancario de que 
se trate fueron transferidos a favor de ter-
ceras personas naturales o jurídicas de de-
recho privado, durante los ciento ochenta 
(180) días continuos inmediatos anteriores 
a la fecha de la declaratoria de interven-
ción, el Superintendente o Superintendenta 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
solicitará al juez o jueza competente que 
dicte las medidas cautelares que estime 
pertinentes al caso, sin perjuicio de que el 
Fondo de Protección Social de los Depó-
sitos Bancarios procede de igual forma si 
detecta tal situación durante la fase de li-
quidación. Las medidas cautelares se man-
tendrán hasta que el juez o jueza establezca 
la legalidad y legitimidad de la operación.
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La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario instruirá a los admi-
nistradores de las instituciones del sector 
bancario que se encuentren sometidos a 
las medidas señaladas en el artículo 181 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, o ante cualquiera de las 
causales previstas en el artículo 244 tam-
bién del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, que soliciten autorización 
previa al ente de regulación para realizar 
cualquier transferencia de sus activos.

Pago de depósitos sociales
Artículo 250. El Presidente o Presidenta 
de la República podrá acordar, en fase de 
intervención de la institución bancaria, el 
pago total o parcial de los depósitos reali-
zados en ella por cajas de ahorro, fondos 
de ahorro, fondos de previsión, institutos 
de previsión social, misiones, cooperati-
vas, pequeñas y medianas empresas, em-
presas comunitarias, bancos comunales y 
similares, así como los depósitos efectua-
dos por personas jubiladas, pensionadas 
o mayores de cincuenta y cinco años, a 
cuyos efectos le será consignado el co-
rrespondiente informe sobre la situación 
financiera de la institución bancaria de 
que se trate, en el cual se deberá indicar la 
disponibilidad o no de recursos por parte 
de la respectiva institución bancaria. 

Régimen de intervención Artículo 251. 
El régimen administrativo especial de 
intervención previsto en este Título, con-
siste en mantener a la institución bancaria 
bajo la administración de un administra-
dor o junta administradora designada por 

el Estado a través de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
para garantizar que la institución conserve 
su giro comercial con el fin de que adecúe 
su actividad a las instrucciones impartidas 
por la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario y supere la situa-
ción en la cual se encuentra.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario dictará normas pru-
denciales que regulen el proceso de inter-
vención a fin de salvaguardar los derechos 
de los depositantes y agilizar la entrega de 
activos al Estado, en aquellos casos en los 
que corresponda, de acuerdo con lo esta-
blecido en el Título IX del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Informe de la junta  
administradora

Artículo 252. A los sesenta (60) días 
continuos contados a partir de la publica-
ción en la Gaceta Oficial de la República Bo-
livariana de Venezuela de la Resolución de 
intervención, el administrador o adminis-
tradora o junta administradora presentará 
a la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario, un informe mediante 
el cual se sugiera la liquidación de la insti-
tución del sector bancario o persona jurídi-
ca vinculada, en caso contrario, recomen-
dará su rehabilitación. La Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario, 
tendrá un lapso de diez días (10) hábiles 
siguientes a la presentación del informe 
respectivo, para determinar la aprobación 
del mismo.

La ejecución del plan de rehabilitación se 
hará dentro del lapso establecido en el 
artículo 253 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, para el régimen de 
intervención y deberá cubrir, entre otras 
acciones, la reposición de las pérdidas 
existentes, el ajuste del capital social 
y las reformas estatutarias que fuesen 
pertinentes. Finalizado el lapso de inter-
vención, o la única prórroga, sin que se 
hubiere presentado un plan de rehabilita-
ción, la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario con base en el 
informe presentado por el administrador o 
administradora o la junta administradora, 
debe acordar de inmediato la liquidación 
de la institución bancaria, previa opinión 
vinculante del Órgano Superior del Siste-
ma Financiero Nacional.

Plan de rehabilitación
Artículo 253. La rehabilitación es un 
plan de duración limitada que se aprue-
ba dentro del régimen de intervención, 
encaminado a permitir que la institución 
del sector bancario o la persona jurídica 
vinculada que presente desviaciones en 
su funcionamiento, pueda continuar con 
su giro comercial normal mediante la 
aplicación de un conjunto coordinado de 
medidas de carácter administrativo y ge-
rencial, conforme a lo previsto en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley. De aprobarse el plan de rehabi-
litación por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario, ésta 
lo aplicará de inmediato a la institución 
bancaria o persona jurídica vinculada de 
que se trate.

A los fines de la rehabilitación, es requi-
sito indispensable la convocatoria de la 
asamblea de accionistas de la institución 
bancaria o de la persona jurídica vinculada 
respectiva, por parte de los interventores, 
con el objeto de considerar el reintegro del 
capital perdido y enjugar las pérdidas acu-
muladas en su caso, debiendo manifestar 
cada accionista presente su decisión de 
cumplir con el reintegro y cobertura exi-
gidos, de todo lo cual se dejará expresa 
constancia en el acta de la asamblea.

En una asamblea posterior se decidirá que 
las acciones pertenecientes a los accionis-
tas que hayan manifestado su voluntad de 
no reintegrar el capital perdido y cubrir las 
pérdidas acumuladas, al igual que las ac-
ciones de los socios que no hayan asistido 
a aquella asamblea, quedarán sin efecto; 
y, de conformidad con la normativa pru-
dencial que la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario dicte al 
efecto, se adelantará el proceso de partici-
pación de todos los interesados en el plan 
de rehabilitación de la institución.

Acto público
Artículo 254. El administrador o admi-
nistradora o la junta administradora en 
ejercicio de las facultades de la Asamblea 
de Accionistas, convocará con quince 
(15) días continuos de anticipación a un 
acto público a todos los interesados en 
participar en la rehabilitación de la insti-
tución del sector bancario de que se trate, 
siguiendo para ello la normativa pruden-
cial dictada en atención a lo expuesto en 
el artículo anterior.
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Si en el acto no se hubieren presentado inte-
resados o interesadas en participar en dicho 
proceso, la Superintendencia de las Institu-
ciones del Sector Bancario acordará la liqui-
dación de la institución de que se trate.

Los interesados o interesadas que parti-
cipen en el acto público y acuerden inver-
tir recursos en la institución bancaria en 
rehabilitación, adquirirán la cualidad de 
accionistas una vez evaluada la documen-
tación que le sea requerida por la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario y aquella a la cual hace referen-
cia el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, y que es necesaria para 
la participación de los accionistas en las 
distintas instituciones del sector bancario.

Nuevas acciones
Artículo 255. Una vez cumplidos los 
extremos de Ley, el administrador o admi-
nistradora o junta administradora convo-
carán a una Asamblea de Accionistas don-
de asistirán los interesados beneficiarios 
o interesadas beneficiarias del proceso en 
calidad de invitados y se emitirán nuevas 
acciones representativas del capital social 
de la institución bancaria que serán sus-
critas por los interesados beneficiarios o 
interesadas beneficiarias con lo cual ad-
quirirán la cualidad de accionistas, siendo 
necesario que a su vez den cumplimiento 
a las demás formalidades legales. Las ac-
ciones de los anteriores accionistas serán 
nulas y no tendrán valor alguno.

Vencido el plazo de ejecución del plan de 
rehabilitación y cumplidos los objetivos, la 

Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario levantará el régimen de 
intervención. 

Otros supuestos
Artículo 256. Cuando la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Banca-
rio determine que las instituciones some-
tidas a su supervisión, estuvieren incur-
sos en actividades que atenten contra el 
orden constitucional y estas constituyan 
un hecho público y notorio; o participen 
o apoyen, directa o indirectamente, acti-
vidades que atenten contra las actividades 
financieras o económicas de la Repúbli-
ca o de sus ciudadanos y ciudadanas, o 
que perturben la prestación del servicio 
público bancario, ordenará la inmediata 
separación del cargo de los miembros de 
la Junta Directiva y demás directivos de la 
institución, sin perjuicio de las sanciones 
penales y administrativas a que haya lu-
gar, y aplicará la medida de intervención, 
conforme lo establecido en este Título.

Capítulo IV
De la liquidación administrativa 

Supuestos de la liquidación
Artículo 257. La liquidación administrativa 
procederá cuando sea acordada por la Su-
perintendencia de las Instituciones del Sec-
tor Bancario, en los siguientes supuestos: 

1.	Como consecuencia de la revocatoria 
de la autorización de funcionamiento.

2.	Si vencido el plazo de duración de fun-
cionamiento de la institución bancaria, 

no se hubieren adoptado las medidas 
necesarias para que continuara con su 
giro comercial. 

3.	Cuando en el proceso de intervención o re-
habilitación ello se considere conveniente.

4.	Si resultare no ser procedente la diso-
lución por decisión voluntaria de los 
accionistas.

Medidas sobre los bienes  
de las personas naturales  

responsables
Artículo 258. El Superintendente o Su-
perintendenta de las Instituciones del Sec-
tor Bancario, previa a la declaratoria de li-
quidación no voluntaria de una institución 
del sector bancario en la que aparezcan 
indicios de fraude bancario o financiero, 
deberá solicitar al juez o jueza competente 
medidas cautelares sobre los bienes de 
las personas naturales identificadas en el 
artículo 185 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, de la institución del 
sector bancario declarada en liquidación 
no voluntaria, que hayan participado en 
los actos o en la administración que sean 
objeto de los indicios.

Prelación en el pago  
de las obligaciones

Artículo 259. Cuando ocurra la liquida-
ción de una institución bancaria, se paga-
rán sus obligaciones en el orden siguiente:

1.	Las acreencias de naturaleza laboral 
de los trabajadores y trabajadoras, así 
como de los jubilados y jubiladas de la 

institución bancaria sujeta a liquidación; 
las acreencias de las personas natura-
les mayores de cincuenta y cinco años 
y las acreencias de los pensionados por 
discapacidad, así como las acreencias 
a nombre de los niños, niñas y adoles-
centes y las acreencias cuyos titulares 
sean los consejos comunales.

2.	Los títulos hipotecarios, los créditos hipo-
tecarios y privilegiados, en el orden y con 
la preferencia que establezcan las leyes.

3.	Las cuentas de ahorro, y demás instru-
mentos financieros a la vista, así como 
los depósitos a plazos, pertenecientes a 
personas naturales y a personas jurídi-
cas del sector privado.

4.	Los cheques de gerencia, cuyos titulares 
sean personas naturales y personas ju-
rídicas del sector privado; así como las 
acreencias a favor de proveedores de 
bienes y servicios correspondientes a la 
institución bancaria de la que se trate. 

5.	Las acreencias a favor del Fondo de Pro-
tección Social de los Depósitos Bancarios.

6.	Las acreencias a favor de los órganos y 
entes de la Administración Pública, y de 
las otras ramas del Poder Público.

7.	Las acreencias a favor de las institucio-
nes bancarias públicas y privadas.

8.	Las demás acreencias no incluidas en los 
numerales precedentes de este artículo.
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Cuando se trate de fideicomisos de carácter 
laboral, en los cuales la institución bancaria 
en proceso de liquidación administrativa 
actuaba como fiduciaria y no existan los 
recursos correspondientes en el respectivo 
fondo fiduciario, bien sea porque la institu-
ción bancaria fiduciaria no mantuvo dichos 
recursos separados de su patrimonio o por-
que dispuso de esos recursos sin el consen-
timiento de los beneficiarios o fideicomiten-
tes respectivos, las acreencias existentes a 
favor de dichos fideicomitentes o beneficia-
rios, en contra de la institución bancaria fi-
duciaria, serán calificadas en el primer orden 
de prelación de pagos y la institución banca-
ria fiduciaria deberá registrar contablemente 
dichas acreencias como pasivos.

Las obligaciones contraídas por una ins-
titución bancaria con posterioridad a la 
fecha de publicación en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela 
de la resolución que acordó la respectiva 
medida de liquidación, no estarán sujetas 
a calificación y las mismas serán objeto 
de pago inmediato en la medida en que la 
disponibilidad de recursos así lo permita. 

Prelación para personas jurídicas 
vinculadas

Artículo 260. Los recursos que se ob-
tengan de la liquidación de una persona 
jurídica vinculada, se utilizarán para pagar 
sus obligaciones en el orden siguiente:

1.	Las acreencias de naturaleza laboral 
de los trabajadores y trabajadoras; y 
jubilados y jubiladas de la persona ju-
rídica vinculada sujeta a liquidación; las 

acreencias de las personas naturales 
mayores de cincuenta y cinco años y 
las acreencias de los pensionados por 
discapacidad, así como las acreencias 
a nombre de los niños, niñas y adoles-
centes y las acreencias cuyos titulares 
sean los consejos comunales.

2.	Los créditos privilegiados, créditos hi-
potecarios, en el orden y con las prefe-
rencias que establezcan los Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

3.	Las acreencias a favor de los órganos y 
entes de la Administración Pública, y de 
las otras ramas del Poder Público.

4.	Las demás obligaciones no comprendidas 
en los numerales anteriores del presente 
artículo.

Las obligaciones contraídas por una per-
sona jurídica vinculada, con posterioridad 
a la fecha de publicación en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela de resolución que acordó la res-
pectiva medida de liquidación, no estarán 
sujetas a calificación y las mismas serán 
objeto de pago inmediato en la medida en 
que la disponibilidad de recursos así lo 
permita. 

Ente liquidador
Artículo 261. La liquidación de las insti-
tuciones del sector bancario y de las per-
sonas jurídicas vinculadas, estará a cargo 
del Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios.

La liquidación de las instituciones del 
sector bancario y sus personas jurídicas 
vinculadas, no podrá exceder del plazo de 
dos años, contados a partir de la fecha 
de publicación en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela, de la 
resolución de liquidación respectiva. Di-
cho plazo podrá prorrogarse por períodos 
iguales, previa autorización del Ministerio 
con competencia en materia de finanzas. 

En aquellos casos en los que la institución 
del sector bancario solicite el cese de ope-
raciones o la revocación de la autorización 
de funcionamiento sin que exista medida 
de intervención en su contra, podrá efec-
tuar por sí misma su liquidación bajo la 
supervisión de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario en 
cumplimiento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, y de los 
procedimientos que el ente de regulación 
establezca.

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios podrá actuar como fi-
duciario, cuando ello sea necesario a los 
fines de agilizar o culminar los procesos 
de liquidación de las instituciones banca-
rias y sus personas jurídicas vinculadas.

Las instituciones bancarias o sus per-
sonas jurídicas vinculadas en proceso 
de liquidación, podrán compensar obli-
gaciones con terceros cuando reúnan la 
condición de recíprocos deudores, sin 
limitación alguna en cuanto al orden de 
prelación de pago correspondiente a las 
obligaciones respectivas. 

Las carteras de créditos pertenecientes a las 
instituciones bancarias en proceso de liqui-
dación y sus personas jurídicas vinculadas, 
que sean incobrables o se encuentren pro-
visionadas en un cien por ciento (100%), 
podrán ser desincorporadas por los Coor-
dinadores de los Procesos de Liquidación 
respectivos o por el Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios. 

Funciones del ente liquidador
Artículo 262. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios, como 
ente liquidador, tendrá entre otras funcio-
nes las siguientes:

1.	Elaborar el Balance de Liquidación de 
la institución del sector bancario o per-
sona jurídica vinculada en proceso de 
liquidación.

2.	Convocar a los acreedores a objeto de 
que presenten los recaudos que justifi-
quen sus acreencias.

3.	Calificar las acreencias en contra de la 
institución del sector bancario o perso-
na jurídica vinculada en liquidación.

4.	Resolver recursos de reconsideración a 
través de su Junta Directiva, cuya deci-
sión agotará la vía administrativa.

5.	Pagar las obligaciones aprobadas, en el 
orden de prelación de pagos correspon-
diente, con los recursos disponibles de 
la masa de bienes en liquidación de la 
institución bancaria o persona jurídica 
vinculada, según sea el caso.
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6.	Convocar a los titulares de las acreen-
cias aprobadas correspondientes a las 
instituciones del sector bancario o per-
sonas jurídicas vinculadas, cuando se 
determine con posterioridad a la finali-
zación del proceso de liquidación res-
pectivo, la existencia de bienes pertene-
cientes a dichas instituciones bancarias 
o personas jurídicas vinculadas, a los 
fines de realizar el pago complementa-
rio a favor de tales acreedores, previa 
enajenación de los bienes. 

7.	Repartir los haberes sociales entre los 
accionistas del ente fallido, luego de 
efectuado el pago a la totalidad de los 
acreedores. 

8.	Participar al registro mercantil respecti-
vo, el inicio y la finalización del proceso 
de liquidación de la institución bancaria 
o persona jurídica vinculada.

9.	Celebrar convenios de cooperación con 
entes públicos.

10.	Evaluar la cartera judicial de las institu-
ciones del sector bancario y personas 
jurídicas vinculadas en proceso de li-
quidación y gestionar la resolución de 
los juicios ante la autoridad judicial 
competente. 

11.	Actuar como fiduciario, cuando ello 
sea necesario a los fines de culminar el 
proceso de liquidación respectivo.

12.	Compensar obligaciones cuando en-
tre la respectiva institución bancaria o 

persona jurídica vinculada en proceso 
de liquidación y terceros existan deu-
das recíprocas, líquidas y exigibles, 
sin limitación alguna respecto al or-
den de prelación de las obligaciones 
correspondientes.

13.	Colocar mensualmente a disposición 
de los acreedores de la institución del 
sector bancario o persona jurídica vin-
culada de la que se trate, información 
adecuada y actualizada sobre el estado 
y desarrollo del respectivo proceso de 
liquidación.

14.	Las demás que le atribuya la legislación 
vigente.

La liquidación de los activos propiedad de 
las instituciones del sector bancario, así 
como de los activos pertenecientes a las 
personas jurídicas vinculadas, no podrá 
exceder del plazo de dos (02) años, pro-
rrogable por períodos iguales con la pre-
via autorización del Ministerio con compe-
tencia en materia de finanzas.

Pago de las acreencias
Artículo 263. Los recursos obtenidos 
de la enajenación de los activos que con-
forman la masa de bienes en liquidación, 
deberán ser destinados al pago de las 
obligaciones aprobadas, en el orden de 
prelación de pagos respectivo. 

Cuando los recursos correspondientes a 
la masa de bienes en liquidación, sean in-
feriores al monto total de las obligaciones 
aprobadas, las mismas serán pagadas a 

prorrata en forma porcentual, en el orden 
de prelación de pagos respectivo.

Traspaso de activos y pasivos
Artículo 264. La Junta Directiva del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios podrá aprobar el traspaso de 
activos así como de pasivos entre insti-
tuciones del sector bancario o personas 
jurídicas vinculadas en proceso de liqui-
dación, cuando ello sea necesario a los 
fines de facilitar la culminación de los res-
pectivos procesos de liquidación. 

Los traspasos de activos así como de los 
pasivos a que se refiere el presente artícu-
lo, serán efectuados sin contraprestación 
alguna.

Efectos de la liquidación sobre  
las obligaciones

Articulo 265. Las obligaciones con-
traídas por las instituciones bancarias o 
por las personas jurídicas vinculadas en 
proceso de liquidación se considerarán de 
plazo vencido, a partir de la fecha de publi-
cación en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela de la resolución 
de liquidación correspondiente. 

Acceso a información
Artículo 266. El Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios tendrá 
acceso en todo momento y sin limitación, 
a los registros contables, archivos y do-
cumentación de cualquier índole de las 
instituciones bancarias y de las personas 
jurídicas vinculadas en proceso de liqui-
dación. Cuando se trate de hechos que 

consten en documentos, libros, archivos 
u otros documentos que se encuentren en 
oficinas públicas, bancos, sociedades ci-
viles o mercantiles, asociaciones gremia-
les o instituciones similares, el Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios requerirá de ellas copia de los mis-
mos. Las entidades mencionadas expe-
dirán y remitirán con urgencia las copias 
requeridas, y no podrán rehusar hacerlo 
invocando causa de reserva. 

Medidas cautelares
Artículo 267. Durante el proceso de liquida-
ción administrativa, el presidente o presidenta 
del Fondo de Protección Social de los Depó-
sitos Bancarios podrá solicitar a los Órganos 
Jurisdiccionales competentes que dicten las 
medidas cautelares necesarias y adecuadas 
para asegurar la eficacia de la protección so-
cial de los depósitos bancarios si existieren 
elementos de juicio suficientes para ello.

Las medidas cautelares podrán ser modi-
ficadas o revocadas durante el proceso de 
liquidación, de oficio o a instancia del in-
teresado, cuando hayan cambiado las cir-
cunstancias que justificaron su adopción.

Erogaciones recuperables
Artículo 268. A los efectos de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
entenderá por erogaciones recuperables 
a los pagos efectuados por el Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Ban-
carios, con el objeto de sufragar los gas-
tos de administración y gastos operativos 
correspondientes a las instituciones ban-
carias y sus personas jurídicas vinculadas 
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en proceso de liquidación, incluyendo a 
los pagos realizados por ese Instituto por 
concepto de conservación, reparación, 
servicios públicos, mantenimiento y segu-
ridad de los bienes muebles e inmuebles 
pertenecientes a dichas instituciones ban-
carias y sus personas jurídicas vincula-
das, con el fin de preservar a los aludidos 
bienes hasta su enajenación. 

Las obligaciones que se originen con mo-
tivo de los pagos efectuados por el Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios por concepto de erogaciones 
recuperables, no estarán sujetas a califica-
ción y dichas obligaciones serán de pago 
inmediato en la medida en que la dispo-
nibilidad de los recursos existentes en la 
respectiva institución bancaria o persona 
jurídica vinculada, así lo permita. 

Pago de acreencias con recursos  
del fondo

Artículo 269. La Junta Directiva del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios, con la previa opinión favorable 
del Órgano Superior del Sistema Financiero 
Nacional, podrá aprobar el pago con recur-
sos de ese Instituto, de las obligaciones 
previstas en los numerales 1, 3, 4 y 6 del 
artículo 259 del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, y que hayan sido 
aprobadas dentro de los procesos de cali-
ficación de obligaciones correspondientes.

El Fondo de Protección Social de los De-
pósitos Bancarios quedará subrogado en 
el mismo orden de prelación de pagos que 
le corresponda a los acreedores en cuyo 

favor se efectuó el pago de las obligacio-
nes a que se refiere el presente artículo. 

Notificación de extinción  
de personalidad jurídica de entes  

sin activos ni pasivos
Artículo 270. En el caso de las institu-
ciones bancarias en proceso de liquidación 
o personas jurídicas vinculadas en proceso 
de liquidación, que no tengan ni activos ni 
pasivos, la Junta Directiva del Fondo de 
Protección Social de los Depósitos Banca-
rios podrá aprobar la extinción de la perso-
nalidad jurídica de la institución bancaria o 
de la persona jurídica vinculada de la que 
se trate, a cuyos efectos el Presidente o 
Presidenta del Fondo de Protección Social 
de los Depósitos Bancarios notificará a la 
Oficina de Registro Mercantil competente 
de la decisión acordada por la Junta Di-
rectiva de dicho Instituto, y acompañará el 
correspondiente Balance de Liquidación.

La notificación de extinción de persona-
lidad jurídica a que se refiere el presente 
artículo contendrá únicamente la denomi-
nación social y los datos de inscripción de 
la institución bancaria o de la persona ju-
rídica vinculada en proceso de liquidación. 

En el caso que se trate de varias insti-
tuciones bancarias o personas jurídicas 
vinculadas inscritas en una misma Oficina 
de Registro Mercantil, el Presidente o Pre-
sidenta del Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios podrá efectuar la 
notificación de extinción de la personalidad 
jurídica, mediante un listado contentivo de 
las denominaciones sociales y los datos de 

inscripción correspondientes, acompañan-
do los respectivos Balances de Liquidación.

La Oficina de Registro Mercantil compe-
tente, una vez recibida la notificación de 
extinción de la personalidad jurídica de 
la institución bancaria o persona jurídica 
vinculada, efectuará la respectiva inscrip-
ción registral.

Adquisición de bienes  
a título oneroso 

Artículo 271. La Junta Directiva del Fon-
do de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios a los fines de facilitar la culmi-
nación de los procesos de liquidación de 
las instituciones bancarias y sus personas 
jurídicas vinculadas, podrá aprobar la ad-
quisición a título oneroso, por parte de 
ese Instituto, de los bienes pertenecientes 
a dichas instituciones bancarias y perso-
nas jurídicas vinculadas.

A los efectos de la adquisición de los bie-
nes a que se refiere el presente artículo, el 
Fondo de Protección Social de los Depósi-
tos Bancarios podrá efectuar las modifica-
ciones presupuestarias que sean necesa-
rias, sin necesidad de autorización previa 
de la Oficina Nacional de Presupuesto.

Informe del ente liquidador
Artículo 272. El ente liquidador, en un 
plazo no mayor a sesenta (60) días con-
tados a partir de la declaratoria de liquida-
ción, procederá a emitir un informe sobre 
la situación financiera de la institución del 
sector bancario o compañía vinculada de 
que se trate, instrumento que constituirá 

la constancia legal de las obligaciones que 
se determinen en el mismo. Este informe 
deberá especificar, de haber lugar, indicios 
de actuaciones dolosas que pudieren ha-
ber ocasionado perjuicios patrimoniales a 
la institución del sector bancario. En este 
caso, aquellas personas naturales res-
ponsables identificadas en el artículo 185 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, responderán con sus pa-
trimonios personales por los perjuicios 
ocasionados, para lo cual, en la misma 
fecha en que se expida el informe, el ente 
liquidador notificará su contenido al Mi-
nisterio Público para el inmediato inicio 
de las acciones que correspondan.

Capítulo V
De la emergencia financiera 

De la emergencia financiera
Artículo 273. El Presidente o Presi-
denta de la República, en Consejo de 
Ministros, podrá declarar la emergencia 
financiera cuando el sector bancario na-
cional presente considerables problemas 
de pérdidas de capital, liquidez, solvencia 
e incumplimientos reiterados al presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
que afecten gravemente el normal funcio-
namiento del sistema de pagos, la estabi-
lidad del sistema financiero nacional y la 
seguridad económica del país.

Normativa extraordinaria
Artículo 274. En el Decreto que se de-
clare la emergencia financiera, se instruirá 
al Ministro o Ministra con competencia en 
materia de Finanzas a constituir la instancia 
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superior de coordinación, que presidirá, a 
los fines de asumir las competencias de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, en la cual estará repre-
sentada el Banco Central de Venezuela, así 
como cualquier otro organismo que a juicio 
del Órgano Superior del Sistema Financie-
ro Nacional, se estime conveniente. Dicha 
instancia, procederá de inmediato a dictar la 
normativa prudencial aplicable, la cual de-
berá aplicarse con preferencia, a las normas 
previstas en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley o Leyes Especiales, 
mientras dure la emergencia financiera, con 
la finalidad de poder resolver la misma en el 
menor plazo posible, en aras del interés pú-
blico en general. El Banco Central de Vene-
zuela otorgará la asistencia crediticia nece-
saria para asegurar la estabilidad del siste-
ma financiero, previa calificación por parte 
de la referida instancia de las instituciones 
identificadas por la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario. Previo 
el otorgamiento de la asistencia financiera 
prevista en este artículo, los administrado-
res o administradoras y directores o direc-
toras de las instituciones financieras debe-
rán ser removidos o removidas y la mayoría 
accionaria de las instituciones financieras y 
de las empresas relacionadas, en la medida 
en que se determinen, deberá ser transferi-
da en propiedad al Estado, por órgano del 
ente público que se designe al efecto.

La Hacienda Pública Nacional entregará al 
Banco Central de Venezuela los recursos 
otorgados. A estos efectos, los recur-
sos necesarios para asumir fiscalmente 
tal asistencia crediticia se entregarán al 

Banco Central de Venezuela mediante la 
asignación de los créditos correspon-
dientes en el presupuesto del ejercicio 
fiscal siguiente al de aquél en el que di-
cha asistencia se otorgó; y en el caso de 
que la situación de las cuentas fiscales no 
permita la realización de esa asignación 
presupuestaria, la Asamblea Nacional au-
torizará una emisión especial de títulos de 
la deuda pública nacional, en condiciones 
de mercado y con un vencimiento que 
no excederá de cinco años, para ser en-
tregados al Banco Central de Venezuela. 
 
DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Primera. Se derogan las disposiciones 
de la Ley de Fideicomisos, publicada en 
la Gaceta Oficial de la República de Vene-
zuela Nº 496 Extraordinario de fecha 17 de 
agosto de 1956, que contravengan este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Segunda. Se derogan todas las disposi-
ciones de rango legal y sublegal que coli-
dan con este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Tercera. Se deroga el Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley de Reforma Par-
cial de la Ley de Instituciones del Sector 
Bancario, publicada en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela N° 
39.627 del 02 de marzo de 2011. 

Cuarta. Para el ejercicio de la facultad 
supervisora y sancionatoria otorgada a la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario en atención a las extintas 

que ostenta el Banco Nacional de Vivienda 
y Hábitat, se deroga parcialmente el Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, del 
Régimen Prestacional de Vivienda y Hábitat 
publicado en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela N° 39.945 
del 15 de junio de 2012, en lo relativo al 
último aparte del artículo 9, numerales 8 y 
23 del artículo 12, numeral 8 del artículo 
16, el artículo 88 y 90 en lo que se refiere al 
control, inspección, supervisión y potestad 
sancionatoria de la aplicación de la norma-
tiva contenida en el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley del Régimen Pres-
tacional de Vivienda y Hábitat en lo que se 
refiere al cumplimiento de las instituciones 
bancarias de la cartera dirigida hipotecaria.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
 
Primera. La Superintendencia de las Ins-
tituciones del Sector Bancario, podrá utili-
zar como abreviatura de su identificación 
la palabra “SUDEBAN”, así como el logo 
que utilizó e identificó a la extinta Superin-
tendencia de Bancos y Otras Instituciones 
Financieras.

Segunda. Las instituciones del sector 
bancario autorizadas por la Superintenden-
cia de las Instituciones del Sector Bancario, 
someterán a su consideración un plan para 
ajustarse al presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, de ser el caso. Dicho 
plan será presentado dentro de los treinta 
días (30) continuos a partir de la publica-
ción en la Gaceta Oficial de la República Bo-
livariana de Venezuela del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Tercera. Aquellas instituciones que para 
la entrada en vigencia del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
encuentren en proceso de cesión de car-
teras de créditos por medidas de auxilio o 
asistencia financiera, intervención o liqui-
dación dispondrán de ciento ochenta (180) 
días, para culminar el proceso de traslado.

Cuarta. Se mantiene en tres por ciento 
(3%) el porcentaje mínimo de la cartera 
crediticia que las instituciones bancarias 
destinarán al otorgamiento de microcrédi-
tos o colocaciones en aquellas institucio-
nes establecidas o por establecerse, que 
tengan por objeto crear, estimular, promo-
ver, y desarrollar el sistema microfinan-
ciero y microempresarial del país, para 
atender la economía popular y alternativa, 
hasta tanto no se fije dicho porcentaje en 
la Ley respectiva. 

Quinta. La Unidad Nacional de Inteligen-
cia Financiera, que depende actualmente de 
la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, ejecutará sus actividades 
dentro de ésta, hasta tanto adecue su na-
turaleza jurídica conforme a lo establecido 
en la Ley Orgánica contra la Delincuencia 
Organizada y Financiamiento al Terrorismo 
e inicie operaciones formalmente.

En ese sentido, la Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario a través 
de la Unidad Nacional de Inteligencia Fi-
nanciera actualmente adscrita a este Or-
ganismo, podrá solicitar, recibir, analizar, 
archivar y transmitir a las autoridades 
de policía de investigación penal compe-
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tentes y a los y las fiscales del Ministerio 
Público la información financiera que re-
quieran para realizar sus investigaciones, 
así como los informes que se generen de 
los reportes de actividades sospechosas 
sobre la legitimación de capitales y el fi-
nanciamiento al terrorismo que deben 
efectuar todas las instituciones del sector 
bancario y todos aquellos sujetos regidos 
por Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Leyes especiales sometidos a su control 
y aquellos organismos con los cuales se 
suscriban convenios para tal fin.

Toda la información requerida por la Su-
perintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario a través de la Unidad 
Nacional de Inteligencia Financiera, ten-
drá carácter confidencial en los términos 
establecidos por el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Sexta. El Fondo de Protección Social de 
los Depósitos Bancarios, podrá utilizar 
como abreviatura de su identificación la 
palabra “FOGADE”, así como el logo que 
anteriormente utilizaba e identificaba al 
antes denominado Fondo de Garantía de 
Depósitos y Protección Bancaria.

Séptima. Las disposiciones contenidas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, serán aplicables a las instituciones 
bancarias y sus personas jurídicas vincula-
das que para la entrada en vigencia de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
no hayan culminado sus correspondientes 
procesos de liquidación administrativa.

Octava. Las personas naturales y jurídi-
cas titulares de instrumentos financieros 
amparados por el Fondo de Protección So-
cial de los Depósitos Bancarios, existentes 
en las instituciones bancarias cuyas resolu-
ciones de liquidación fueron publicadas en 
la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela antes del 27 de noviembre de 
2009 y que a la fecha de publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, no hayan 
hecho efectiva la garantía de depósitos, 
deberán solicitar el pago de dicha garantía 
al Fondo de Protección Social de los Depó-
sitos Bancarios o al banco pagador respec-
tivo, según sea el caso, dentro de un lapso 
de treinta (30) días continuos siguientes 
a la publicación en prensa del respectivo 
aviso por parte del Fondo de Protección 
Social de los Depósitos Bancarios. Una vez 
transcurrido dicho plazo, quedará prescrito 
el derecho al cobro de la garantía de depó-
sitos correspondiente a los aludidos instru-
mentos financieros por parte de las perso-
nas naturales y jurídicas a que se refiere la 
presente Disposición Transitoria. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. Las instituciones financieras del 
poder comunal y popular constituidas bajo 
la legislación que regule dicha materia, es-
tarán exceptuadas de la aplicación de las 
previsiones del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley. Igualmente no 
le será aplicable al Banco de Desarrollo de 
la Mujer, C.A., el cual se regirá por lo que 
dispongan sus instrumentos de creación, 

en consecuencia no se encontrará bajo la 
supervisión y tutela de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario.

Segunda. El Banco Nacional de Vivienda 
y Hábitat estará bajo la supervisión, inspec-
ción, control, regulación y vigilancia de la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario, tomando en considera-
ción su naturaleza jurídica de acuerdo a lo 
previsto en la Ley Especial que lo rige.

La Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario será el supervisor de 
las Instituciones Bancarias en lo que se 
refiere al cumplimiento del porcentaje a 
destinar de sus carteras de créditos a la 
cartera dirigida hipotecaria a la cual hace 
referencia el Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, del Régimen Prestacional 
de Vivienda y Hábitat; y aplicar las sancio-
nes correspondientes al incumplimiento 
de tal obligación a través del procedimien-
to administrativo previsto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Los supuestos sancionatorios y la san-
ción aplicable será aquella dispuesta en 
el numeral 7 del artículo 202 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 
El liquidador de las sanciones pecuniarias 
impuestas será el Ministerio del Poder Po-
pular con competencia para las finanzas.

Tercera. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigencia 
a partir de la fecha de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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DECRETO CON RANGO, VALOR  
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 
PARCIAL DE LA LEY DEL BANCO  
DE DESARROLLO ECONÓMICO  

Y SOCIAL DE VENEZUELA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
  
En el espíritu de asegurar la protección 
de los derechos económicos y sociales 
consagrados en la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, se han 
emprendido una serie de acciones concre-
tas que permitan mejorar las condiciones 
para enfrentar la guerra económica que 
se libra actualmente en territorio vene-
zolano. Como vía para establecer a largo 
plazo el perfeccionamiento del escenario 
económico nacional, el 19 de noviembre 
de 2013, se decreta la Ley que autoriza al 
Presidente de la República para dictar De-
cretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en materias relativas a la lucha contra la 
corrupción y la defensa de la economía.

El flagelo de la corrupción, constituye 
una de las principales manifestaciones 
de los antivalores promovidos por el 
sistema capitalista mundial que se ha 
convertido en una de las premisas de 
lucha en esta nueva etapa de consoli-
dación de la Revolución Bolivariana; por 
ello entre las facultades otorgadas al 
Ejecutivo Nacional se hizo especial refe-
rencia a la lucha contra la corrupción y 
dentro de éste ámbito se autoriza a dic-
tar normas tendentes al fortalecimiento 
del sistema financiero nacional.

En el contexto económico actual, las insti-
tuciones venezolanas requieren ser forta-
lecidas tanto en su estructura como en los 
instrumentos normativos que las regulan, 
para en conjunto desarrollar políticas que 
materialicen los grandes objetivos históri-
cos del Plan de la Patria, en este caso, el 
Tercer Gran Objetivo Histórico, de conver-
tir a Venezuela en un país potencia en lo 
social, lo económico y lo político dentro 
de la Gran Potencia Naciente de América 
Latina y El Caribe, a través del desarrollo 
del poderío económico nacional, aprove-
chando de manera óptima las potenciali-
dades ofrecidas por nuestros recursos.

El Banco de Desarrollo Económico y So-
cial de Venezuela (Bandes) nace de un 
necesario proceso de transformación del 
sistema financiero, pasando de ser un 
ente privatizador a convertirse en la ins-
titución financiera que abrió camino a la 
consolidación de la plataforma actual con 
que cuenta la Banca pública, cuyo obje-
tivo primordial es el apalancamiento de 
un aparato productivo que garantice una 
equitativa distribución de los recursos en 
apoyo de la expansión, diversificación y 
modernización de la estructura sociopro-
ductiva venezolana.

En la nueva etapa de la Revolución Boli-
variana, resulta necesario revisar la visión 
institucional de Bandes, los proyectos que 
financia, así como el rol que debe cumplir 
en este proceso de transformación históri-
ca, en el que la cooperación financiera inter-
nacional es la punta de lanza para el desa-
rrollo de los pueblos y la consecución de un 
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mundo multipolar, que permita el desarrollo 
sostenible, la protección del medioambien-
te y el respeto a la soberanía de los pueblos.

En este sentido, se han desarrollado me-
canismos innovadores para establecer 
lazos de cooperación internacional que 
abarcan la industria, el desarrollo tecno-
lógico, el desarrollo agrícola, el sector 
construcción, el sector financiero y de ne-
gocios, entre otros; situación que obliga 
a Bandes a ampliar sus operaciones, su 
visión institucional, sus capacidades, su 
perfil reputacional y sus límites, a fin de 
convertirse en el gran Banco de Desarrollo 
de la Nación. Por ello, resulta indispensa-
ble la adaptación de su estructura norma-
tiva, a través de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley de Reforma Parcial, 
a las nuevas realidades y retos que enfren-
ta, en aras de asegurar el logro efectivo de 
los objetivos planteados.

El presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley de Reforma Parcial de la 
Ley del Banco de Desarrollo Económico y 
Social de Venezuela (Bandes), se estruc-
tura en siete (07) capítulos, que desarro-
llan las disposiciones generales; las ope-
raciones del Banco; la Organización Inter-
na del Banco; la evaluación, inspección y 
control de las actividades del Banco; las 
prohibiciones; la Información, Seguridad 
y protección de la información; y la Nota-
ria Interna, respectivamente.

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país,  
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en el 
literal “c” del numeral 2 del artículo 1° de 
la Ley que Autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar Decretos con Rango, 
Valor Y Fuerza de Ley en las Materias que 
se Delegan, en Consejo de Ministros. 

DICTO 

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR  
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 
PARCIAL DE LA LEY DEL BANCO  
DE DESARROLLO ECONÓMICO  

Y SOCIAL DE VENEZUELA  
(BANDES) 

Artículo 1º. Se modifica el artículo 4º en 
la forma siguiente:

“Funciones
Artículo 4º. En ejecución de su objeto, el 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES) podrá ejercer las 
siguientes funciones:

1.	Financiar y apoyar el desarrollo de las 
distintas regiones del país.

2.	Financiar y apoyar proyectos de inver-
sión a corto, mediano y largo plazo.

3.	Financiar infraestructura a cargo de la 
iniciativa pública, privada y mixta.

4.	Financiar y apoyar proyectos de in-
novación, transferencia y desarrollo 
tecnológico.

5.Administrar recursos financieros de 
órganos y entes del sector público que 
sean destinados al financiamiento de 
proyectos orientados a la desconcen-
tración económica, estimulando la in-
versión en zonas deprimidas y de bajo 
crecimiento.

6.	Apoyar técnica y financieramente la ex-
pansión, diversificación, modernización 
y competitividad de la estructura pro-
ductiva y de la infraestructura social.

7.	Actuar como fiduciario y como fideico-
mitente.

8.	Administrar recursos provenientes de 
organismos multilaterales, programas 
bilaterales y cualquier otro acuerdo fi-
nanciero internacional que establezca el 
Ejecutivo Nacional.

9.	Desarrollar programas de cooperación y 
financiamiento internacional dentro del 
marco del sistema financiero público.

10.	Apoyar iniciativas en programas y pro-
yectos de inversión.

11.	Las demás que le sean encomendadas 
por el Ejecutivo Nacional.

Igualmente, el Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
asumirá las funciones que la Ley de Priva-
tización publicada en la Gaceta Oficial de 
la República de Venezuela Nº 5.199, Ex-
traordinario, de fecha 30 de diciembre de 
1997, le atribuyó al Fondo de Inversiones 
de Venezuela.”

Artículo 2º. Se modifica el artículo 5º en 
la forma siguiente:

“Patrimonio
Artículo 5º. El patrimonio del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), estará constituido por:

1.	La diferencia entre los activos y pasivos 
declarados como tales en el balance 
aprobado por el Directorio Ejecutivo del 
Banco de Desarrollo Económico y So-
cial de Venezuela (BANDES).
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2.	Los beneficios netos que se obtengan 
como producto de sus actividades.

3.	Los aportes patrimoniales que en cual-
quier momento acuerde el Ejecutivo 
Nacional; así como los aportes adicio-
nales que reciba por cualquier título y 
que le permitan al BANDES, honrar su 
objeto y los fines de su creación. De 
requerirse aportes adicionales, previa 
autorización de su Directorio Ejecutivo, 
el Presidente o Presidenta del BANDES, 
tendrá la obligación de presentar ante 
el Ministro o Ministra con competencia 
en materia de Finanzas, la solicitud de 
las asignaciones que considere nece-
sarias para cumplir con las funciones 
determinadas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de ley para 
posterior decisión del Presidente o 
Presidenta de la República Bolivariana 
de Venezuela.

4.	Los demás aportes que reciba por cual-
quier título.”

Artículo 3º. Se modifica el artículo 6º en 
la forma siguiente:

“Creación de Fondos
“Artículo 6º. Para cumplir con su objeto 
y ejercer sus funciones, el Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), podrá crear fondos con recur-
sos de su patrimonio, los cuales estarán 
destinados a fines específicos.

Los fondos que se creen de conformidad 
con esta disposición no tendrán persona-

lidad jurídica y serán administrados y re-
presentados legalmente por el Banco. 

Asimismo, sus recursos deberán distin-
guirse del patrimonio del Banco y su con-
tabilidad deberá llevarse separadamente.

El Ejecutivo Nacional fijará el monto de los 
recursos destinados a la creación de los fon-
dos, lo cual será implementado por el Direc-
torio Ejecutivo del Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES).”

Artículo 4º. Se modifica el artículo 9º en 
la forma siguiente:

“Operaciones generales 
Artículo 9º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
podrá realizar las siguientes operaciones:

1.	Financiar directamente o a través de 
otros entes del Sistema Financiero la 
preinversión y la ejecución de proyec-
tos a corto, mediano y largo plazo. El 
monto anual destinado a estas opera-
ciones será fijado por el Directorio Eje-
cutivo del Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES).

2.	Constituir o participar en sociedades 
o fondos de capital de riesgo, hasta el 
veinte por ciento (20%) de las utilida-
des líquidas del Banco al cierre del úl-
timo semestre auditado, porcentaje que 
será fijado por el Directorio Ejecutivo.

3.	Ejecutar programas y realizar las opera-
ciones de cooperación y financiamiento 

internacional, las cuales deberán ajus-
tarse a los siguientes requisitos: 

a)	Debe efectuarse en bolívares o en mo-
neda de amplia aceptación internacional 
y devengarán una tasa de interés que no 
será inferior a la que, a la fecha de cierre 
de la operación, prevalezca en las ope-
raciones con el capital ordinario de las 
instituciones públicas de financiamien-
to internacional. El monto de las asigna-
ciones destinadas al financiamiento de 
este tipo de programas y operaciones, 
no deberá exceder del treinta por cien-
to (30%) del monto de las utilidades 
líquidas del Banco, al cierre del último 
semestre auditado.

b)	Realizar operaciones de cooperación y 
financiamiento internacional con recur-
sos que le asigne el Ejecutivo Nacional 
para tales fines y en las condiciones que 
éste establezca.

4.	Otorgar créditos a los fondos regio-
nales o especializados orientados a la 
ejecución de programas y proyectos de 
desarrollo.

5.	Apoyar técnicamente a la República, a 
su requerimiento, en la negociación, re-
cepción, ejecución y administración de 
créditos del exterior, otorgados a ésta por 
instituciones multilaterales, bilaterales o 
por cualquier organismo de cooperación 
financiera internacional pública o privada.

6.	Proporcionar directa o indirectamente 
la asistencia técnica y financiera que 

contribuya a mejorar los canales de ac-
ceso al crédito y permita el desarrollo 
de la micro, pequeña, mediana empresa 
y cualquier otra forma asociativa.

7.	Solicitar y contratar financiamientos 
nacionales e internacionales.

8.	Emitir, previa autorización del Ministro 
o Ministra del Poder Popular con com-
petencia en materia de finanzas, títulos 
valores en moneda nacional o extran-
jera, cuya colocación podrá hacerse en 
el mercado interno o externo debiendo 
mantenerse dentro de los límites de en-
deudamiento permitidos por el presente 
Decreto con Rango, Valor y fuerza de Ley.

9.	Instrumentar las operaciones de finan-
ciamiento con recursos provenientes de 
Acuerdos de Cooperación Internacional, 
en los cuales el Banco ha sido designado 
como ejecutor o intermediario financiero, 
que sean destinados a proyectos a ser de-
sarrollados por el Ejecutivo Nacional.

10.	Conceder fianzas, avales y otras ga-
rantías, en los casos y con las mo-
dalidades que determine el Directorio 
Ejecutivo.

11.	Administrar, a través de fideicomisos, 
recursos de órganos y entes del sector 
público y personas del sector privado, 
sujetándose a las leyes que regulan la 
materia y a las condiciones que esta-
blezca el Directorio Ejecutivo.
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12.	Prestar asistencia técnica y financiera 
a los órganos y entes del sector pú-
blico en la ejecución de programas y 
proyectos de prioridad para el país, 
compatibles con su naturaleza.

13.	Prestar asistencia técnica a la inver-
sión nacional y extranjera.

14.	Efectuar la custodia de títulos o valo-
res materializados y desmaterializa-
dos, tanto de su propiedad como de 
otras personas.

15.	Evaluar y aprobar la exoneración total 
o parcial de intereses convencionales 
y/o moratorios. La presidencia o el ór-
gano de dirección, según sea el monto 
a ser exonerado, tomará decisión en 
los casos de créditos cuya condición 
sea de plazo vencido en gestión legal 
de cobro. 

16.	Participar en el capital de empresas 
en formación, cuyo objeto social sea 
la producción y comercialización de 
bienes o servicios nacionales, en sec-
tores prioritarios para el desarrollo del 
país, en un porcentaje que no excederá 
el veinte por ciento (20%) del capital 
social de la empresa en formación y 
por un lapso no mayor de cinco (5) 
años. El monto total dedicado a esta 
operación será establecido anualmen-
te por el Directorio Ejecutivo.

17.	Cualquiera otra operación cónsona 
y necesaria para la consecución de 
su objeto.”

Artículo 5º. Se modifica el artículo 12 en 
la forma siguiente:

“Plazo de colocación
Artículo 12. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
no estará sometido a las restricciones de 
la Ley de Instituciones del Sector Banca-
rio y de la Superintendencia de las Insti-
tuciones del Sector Bancario (SUDEBAN), 
en lo que respecta al plazo de colocación 
de las disponibilidades líquidas o recur-
sos no invertidos.”

 
Artículo 6º. Se modifica el artículo 13 en 
la forma siguiente:

“Límite de Endeudamiento
Artículo 13. El Límite de endeudamiento 
que podrá asumir el Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), tendrá los parámetros siguientes:

1.	Para sus operaciones, incluida la emisión 
de bonos, obtención de préstamos de ter-
ceros en moneda nacional o internacional 
y cualquier otra obligación de similar na-
turaleza, no podrá exceder en su sumato-
ria de ocho (8) veces su patrimonio.

2.	Para aquellas operaciones en las que 
BANDES actúe como intermediario fi-
nanciero designado por el Ejecutivo Na-
cional, no podrá exceder en su sumato-
ria de dieciséis (16) veces su patrimonio.

A los efectos del presente artículo, el límite 
de la capacidad de endeudamiento para las 

operaciones de BANDES, no tendrá inciden-
cia alguna en el límite de la capacidad de 
endeudamiento de las operaciones que BAN-
DES realice como intermediario financiero del 
Ejecutivo Nacional; de igual forma, el límite de 
la capacidad de endeudamiento de las ope-
raciones que BANDES realice como interme-
diario financiero del Ejecutivo Nacional, no 
afectará al límite de la capacidad de endeu-
damiento para las operaciones de BANDES.

Adicionalmente, el límite de la capacidad de 
endeudamiento para aquellas operaciones 
en las que BANDES actúe como interme-
diario financiero designado por el Ejecutivo 
Nacional podrá ser incrementado mediante 
Decreto, fundamentando las razones econó-
micas que así lo ameriten.”

Artículo 7º. Se modifica el artículo 18 en 
la forma siguiente:

“Atribuciones
Artículo 18. Son atribuciones del Ministro 
o Ministra del Poder Popular con compe-
tencia en materia de Finanzas, en cuanto 
a la suprema dirección del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), las siguientes:

1.	Aprobar el Proyecto de Presupuesto 
Anual de Ingresos y Gastos del Banco 
de Desarrollo Económico y Social de 
Venezuela (BANDES).

2.	Aprobar la memoria anual del Directorio 
Ejecutivo del Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BAN-
DES), estados financieros semestrales 

auditados y el informe anual del Auditor 
Interno del Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela.

3.	Aprobar los planes y programas estratégi-
cos presentados por el Directorio Ejecutivo.

4.	Aprobar la emisión de títulos valores en 
moneda nacional o extranjera.

5.	Fijar los sueldos y remuneraciones del 
Presidente o Presidenta del Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela (BANDES) y demás miembros 
del Directorio Ejecutivo.

6.	Las demás que le señale el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
y su Reglamento.”

Artículo 8º. Se modifica el artículo 20 en 
la forma siguiente: 

“Miembros
Artículo 20. Los miembros del Directorio 
Ejecutivo deberán ser personas de reco-
nocida experiencia en materia bancaria, 
financiera o del desarrollo económico y 
social. No podrá ser Director o Directora 
aquella persona que se encuentre impedi-
do para ello de conformidad con la Ley de 
Instituciones del Sector Bancario.”

Artículo 9º. Se modifica el artículo 23 en 
la forma siguiente: 

“Atribuciones del Directorio Ejecutivo
Artículo 23. El Directorio Ejecutivo del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
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de Venezuela (BANDES) será la máxima 
autoridad del Instituto y sus atribuciones 
serán las siguientes:

1.	Designar, a proposición del Presidente 
o Presidenta del Banco, al Vicepresi-
dente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecu-
tiva y establecer sus atribuciones.

2.	Aprobar la organización estructural y 
funcional del Banco.

3.	Aprobar las operaciones del Banco.

4.	Aprobar las políticas operativas, nor-
mas, procedimientos y reglamentos del 
Banco necesarias para el correcto fun-
cionamiento operativo de BANDES. 

5.	Aprobar la apertura o clausura de ofi-
cinas de representación y sucursales, 
tanto en el interior como en el exterior 
del país.

6.	Aprobar los Estados Financieros de 
publicación.

7.	Fijar los porcentajes o montos máximos 
anuales destinados a las operaciones 
de financiamiento que realiza el Banco 
de conformidad con el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

8.	Ejecutar los programas de cooperación 
y financiamiento internacional, com-
patibles con la naturaleza y objeto del 
Banco, aprobados por el Presidente o 
Presidenta de la República. 

9.	Ejecutar las políticas especiales apro-
badas por el Ejecutivo Nacional, para 
las operaciones de financiamiento con 
recursos provenientes de Acuerdos de 
Cooperación Internacional en los cuales 
el Banco sea parte, que sean destinados 
a proyectos a ser desarrollados por el 
Ejecutivo Nacional o a través de sus en-
tes descentralizados. 

10.	Aprobar la presentación al Ministro o 
Ministra con competencia en materia 
de Finanzas, del Proyecto de Presu-
puesto Anual de Ingresos y Gastos, así 
como la Memoria Anual Institucional. 

11.	Aprobar la presentación al Ministro o 
Ministra con competencia en mate-
ria de Finanzas del Informe anual del 
Auditor Interno y presentarlo ante el 
Ministro o Ministra del Poder Popular 
con competencia en materia Finanzas 
para su información.

12.	Aprobar la presentación al Ministro o 
Ministra con competencia en materia 
de Finanzas de los Estados Financieros 
Semestrales Auditados.

13.	Aprobar la creación de fondos y sus 
reglamentos, aportando los recursos 
iniciales que instruya para su creación el 
Ejecutivo Nacional, así como los aportes 
adicionales destinados a los fondos crea-
dos de conformidad con el artículo 6º.

14.	Aprobar la contratación de auditores 
externos independientes y fijar el mon-
to de sus honorarios.

15.	Las demás que le señala el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley y su Reglamento.”

Artículo 10. Se modifica el artículo 26 
en la forma siguiente:

“Atribuciones del Presidente  
o Presidenta

Artículo 26. Corresponderá al Presidente 
o Presidenta del Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES):

1.	Ejercer la representación legal del Banco.

2.	Ejercer la dirección y control de la admi-
nistración y gestión institucional.

3.	Presidir el Directorio Ejecutivo o en 
su defecto designar como Presidente 
Interino o Presidenta Interina al Vice-
presidente Ejecutivo o Vicepresidenta 
Ejecutiva o a uno de los miembros del 
Directorio Ejecutivo.

4.	Clasificar determinada información 
como secreta o confidencial cuando de 
la divulgación o conocimiento público 
anticipado de las operaciones del ban-
co, pudiera derivarse algún perjuicio de 
los intereses generales o los intereses 
del banco. 

5.	Cumplir y hacer cumplir las decisiones 
del Directorio Ejecutivo.

6.	Elevar ante el Directorio Ejecutivo el Plan 
Estratégico Institucional, el Plan Operati-
vo Institucional y el Presupuesto Anual. 

7.	Velar por que las estructuras y proce-
sos institucionales estén alineados con 
el Plan Estratégico Institucional.

8.	Dirigir y coordinar el proceso de evalua-
ción de resultados de los planes, pro-
gramas y proyectos de financiamiento 
del Banco, en el ámbito nacional e in-
ternacional.

9.	Ejercer la administración del personal 
del Banco y actuar como la máxima au-
toridad en todo lo relacionado con esta 
materia.

10.	Nombrar los representantes del Banco 
en las instituciones financieras y otras 
empresas en las cuales tenga partici-
pación. 

11.	Presentar al Directorio Ejecutivo la 
Memoria Anual del Banco, los estados 
financieros y el Informe Anual del Au-
ditor Interno.

12.	Presentar a consideración del Minis-
tro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de finanzas el 
proyecto de Presupuesto Anual de In-
gresos y Gastos, así como la Memoria 
Anual Institucional, aprobados por el 
Directorio Ejecutivo.

13.	Presentar a consideración del Minis-
tro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de finanzas 
los Estados Financieros Semestrales 
Auditados, aprobados por el Directorio 
Ejecutivo.
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14.	Designar apoderados de conformidad 
con la normativa vigente, de lo cual 
deberá informar al Directorio Ejecutivo 
en la próxima reunión.

15.	Crear las comisiones o grupos de 
trabajo que estime necesarias para la 
buena marcha del Instituto. 

16.	Aprobar y remitir a la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector 
Bancario (SUDEBAN), los informes 
y documentos que correspondan así 
como a los demás órganos y entes de 
supervisión y control competentes.

17.	Las demás que le asigne el Ejecutivo 
Nacional.”

Artículo 11. Se modifica el artículo 28 en 
la forma siguiente:

“Régimen de personal
Artículo 28. El personal al servicio del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES), de acuerdo con 
la Ley, los estatutos de personal o contra-
to que regule su prestación de servicio, 
está integrado por funcionarios o emplea-
dos públicos, personal ejecutivo, geren-
cial o de confianza, contratados y obreros.

El personal que ejerza cargos ejecutivos, ge-
renciales, de supervisión o de jerarquía simi-
lar en el instituto y aquellos cargos cuyas fun-
ciones requieran un alto grado de confiden-
cialidad, se considera personal de confianza y 
serán de libre nombramiento y remoción por 
el Presidente o Presidenta del Banco. 

Los demás empleados públicos o funcio-
narios públicos, serán funcionarios y fun-
cionarias de carrera, conforme con lo esti-
pulado en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
y en el Estatuto que dictará el Directorio 
Ejecutivo del Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES).

Los funcionarios o empleados públicos al 
servicio del Banco estarán regidos por los 
estatutos de personal que al efecto dicte 
el Directorio Ejecutivo del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES) y, supletoriamente, por la Ley 
del Estatuto de la Función Pública o por la 
ley que la sustituya. 

En los Estatutos que dicte el Directorio 
Ejecutivo, se establecerá el régimen de ca-
rrera de los funcionarios o empleados del 
Banco, mediante las normas de ingreso, 
ascenso, estabilidad, traslado, suspen-
sión, extinción de la relación de empleo 
público y las demás que se consideren 
pertinentes. Dichos Estatutos otorgarán 
a los empleados del Banco, los derechos 
relativos a prestaciones sociales, vacacio-
nes, evaluaciones de desempeño, capa-
citación, permisos y participación en las 
utilidades. 

Los obreros y obreras al servicio del Ban-
co, se regirán por lo estipulado en la Ley 
Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y 
las Trabajadoras y en la convención colec-
tiva correspondiente. El personal contra-
tado, para realizar o desarrollar trabajos o 

actividades especiales distintas de las or-
dinarias a cargo de los funcionarios públi-
cos, de carácter no permanente o aquellos 
que realicen suplencias de funcionarios o 
empleados públicos, estarán regidos por 
el contrato respectivo y supletoriamente 
por la Ley Orgánica del Trabajo, los Traba-
jadores y las Trabajadoras.

Las previsiones del presente artículo no 
se aplicarán a los Directores del Directorio 
Ejecutivo del Banco.”

Artículo 12. Se modifica el artículo 29 
en la forma siguiente:

“Supervisión
Artículo 29. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES) 
quedará sometido a la supervisión de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario (SUDEBAN), quien la 
ejercerá considerando su naturaleza y su 
objeto de creación, de conformidad con lo 
previsto en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, su Reglamento, polí-
ticas operativas, normas y procedimientos 
aprobados por el Directorio Ejecutivo.

Contabilidad y publicidad
Parágrafo Único: Los estados financieros 
semestrales del Banco, se publicarán en 
un diario de circulación nacional duran-
te el mes inmediato anterior, dentro de 
los primeros quince (15) días continuos 
siguientes a su cierre semestral y se fa-
cilitará el acceso a los datos a través de 
los recursos electrónicos del Banco. En 
la formación de dichos estados, el Banco 

deberá ajustarse a las normas y principios 
contables que dicte la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
(SUDEBAN). “

Artículo 13. Se modifica el artículo 35 
en la forma siguiente:

“Únicas Prohibiciones
Artículo 35. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
sólo estará sometido a las siguientes 
prohibiciones: 

1.	Hacer donaciones de su patrimonio, ex-
ceptuando aquellas derivadas de los Fon-
dos que constituya, las operaciones de 
financiamiento que sean efectuadas con 
recursos provenientes de Acuerdos de 
Cooperación Internacional en los cuales el 
Banco haya sido designado como ejecutor 
o intermediario financiero, siempre que se 
destinen a cumplir actividades de impacto 
social, y las autorizadas por el Directorio 
Ejecutivo para la enajenación de bienes y 
desincorporación de activos de conformi-
dad con lo previsto en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

2.	Condonar capital.

3.	Otorgar créditos de cualquier clase a 
personas naturales o jurídicas que ex-
cedan en su totalidad el diez por ciento 
(10%) del patrimonio del Banco, ex-
ceptuando aquellas operaciones de fi-
nanciamiento que sean efectuadas con 
recursos provenientes de Acuerdos de 
Cooperación Internacional en los cua-
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les el Banco haya sido designado como 
ejecutor o intermediario financiero, que 
sean destinados a proyectos a ser de-
sarrollados por el Ejecutivo Nacional o 
a través de sus entes descentralizados. 
Adicionalmente, el Ejecutivo Nacional 
podrá instruir el otorgamiento de cré-
ditos de cualquier clase a personas 
naturales o jurídicas que excedan en su 
totalidad el diez por ciento (10%) del 
patrimonio del Banco. 

4.	Ser propietarios de bienes inmuebles 
salvo los que necesite para los asientos 
de sus propias oficinas o fondos bajo 
su administración. Estarán exceptua-
dos de esta prohibición los inmuebles 
que el Banco en resguardo de su patri-
monio, reciba en pago de créditos que 
hubiere concedido o adquiera en virtud 
de la ejecución de garantías. En este 
caso, los inmuebles adquiridos no po-
drán ser propiedad del Banco por más 
de tres años, contados a partir de la fe-
cha de su adquisición.

5.	Ser titular de acciones en sociedades, 
tener interés alguno en ellas, o partici-
par directa o indirectamente en la admi-
nistración de las mismas, salvo el caso 
de empresas de capital de riesgo, insti-
tuciones financieras y sociedades nece-
sarias para las operaciones del Banco, 
así como en aquellas cuyo objeto social 
sea la producción y comercialización de 
bienes o servicios nacionales, en sec-
tores prioritarios para el desarrollo del 
país, o cuando se trate de empresas 
que el Banco, en resguardo de su patri-

monio, reciba en pago de créditos que 
hubiere concedido o adquiera en virtud 
de la ejecución de garantías.”

Artículo 14. Se crea un nuevo Capítu-
lo VI en el que se prevén los deberes de 
reserva y confidencialidad de los funcio-
narios con respecto a la información del 
Banco, el cual abarca los artículos 36, 37 
y 38 en la forma siguiente:

“Capítulo VI
Información, Seguridad  

y protección de la información 

Información confidencial
Artículo 36. El personal del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), aún cuando hubiera cesado en 
sus funciones, debe guardar secreto de las 
informaciones reservadas y confidenciales 
de las que pudiera tener conocimiento. 

El deber de secreto alcanza asimismo a 
todas las personas que, por cualquier 
motivo, tengan acceso a la información 
clasificada y, en particular aquellas que 
desempeñen funciones de control o asis-
tan, por derecho o invitación, a reuniones 
con la administración del banco.

Tratamiento automatizado  
de datos personales

Artículo 37. El Directorio Ejecutivo dictará 
normas sobre el tratamiento automatizado 
de datos personales, a fin de salvaguardar 
los derechos de las personas, previstos en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Sistema de Protección Integral  
y Seguridad 

Artículo 38. Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES), 
contará con sistemas de protección inte-
gral y seguridad propios, responsable de 
la custodia del personal, bienes e instala-
ciones del banco”.

Artículo 15. Se modifica el correlativo 
del anterior capítulo VI que pasa a ser el 
capítulo VII, así como el correlativo de los 
artículos 36 y 37, que pasan a ser los artí-
culos 39 y 40, en la forma siguiente:

“Capítulo VII
De la Notaría Interna 

Firmas
Artículo 39. Las firmas autógrafas, con-
juntas o separadas, del Presidente o 
Presidenta, Vicepresidente Ejecutivo o 
Vicepresidenta Ejecutiva y de los Geren-
tes del Banco, debidamente autorizados 
por el Directorio Ejecutivo, con el sello del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES), y las firmas de 
dos testigos, darán autenticidad a los do-
cumentos en los cuales sean estampadas, 
siempre que se trate de operaciones con 
relación a las cuales el Banco tuviere in-
terés en autenticar. Al pie de cada docu-
mento se estampará una nota en la que 
se dejará constancia de la concurrencia de 
los otorgantes, de que el documento fue 
leído en presencia de estos, de la fecha 
de otorgamiento, del número bajo el cual 
haya quedado autenticado y del libro en el 
cual quedó asentado. Dicha nota será fir-

mada por el funcionario autorizado o fun-
cionaria autorizada, los demás otorgantes 
si este fuera el caso y los testigos. Cuando 
el documento deba ser registrado, se pro-
cederá conforme a lo previsto en la Ley 
que regule la materia. 

Libros de Autenticaciones
Artículo 40. A los efectos del artículo an-
terior, el Banco llevará por duplicado los 
libros de la Notaría Interna que sean ne-
cesarios, los cuales deberán ser empas-
tados, foliados y numerados, y para cuya 
apertura, se presentarán previamente ante 
un Notario Público o Notaria Pública con 
el objeto de que éste o ésta, certifique el 
número de páginas que contiene cada li-
bro y el fin al cual estarán destinados. 

Los originales de cada uno de los libros 
deben ser enviados trimestralmente, 
dentro de los diez primeros días de los 
meses de enero, abril, julio y octubre, 
respectivamente, a la Oficina Principal de 
Registro del Distrito Capital la cual está 
en la obligación de recibirlos, archivarlos 
y conservarlos.

El duplicado de cada uno de los libros 
debe ser archivado y conservado en el 
Banco. 

La Oficina Principal de Registro de Distrito 
Capital y el Banco de Desarrollo Económi-
co y Social de Venezuela (BANDES), están 
en la obligación de recibir los libros que 
les corresponde conservar y archivar, a 
quien lo solicitare, y de expedir las copias 
certificadas de los asientos contenidos 
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en los mismos, que sean requeridas por 
cualquier solicitante. 

Las copias certificadas de los documen-
tos inscritos en los libros de la Notaría 
Interna, expedidas por los funcionarios 
mencionados en el artículo anterior, au-
torizados expresamente por el Directorio 
Ejecutivo a tal fin, dan fe de su contenido.” 

Artículo 16. Se crea una disposición 
derogatoria que pasa a ser la única en la 
forma siguiente:

“DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Única: Se deroga la Ley de Reforma Par-
cial del Decreto Nº 6.214 con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley del Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), publicada en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela Nº 
39.429, de fecha 21 de mayo de 2010.”

Artículo 17. Se modifican las Dispo-
siciones Finales, quedando de la forma 
siguiente:

“DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA. Los títulos valores, cuentas co-
rrientes, cuentas de ahorro y cualesquiera 
otras colocaciones a nombre del Fondo de 
Inversiones de Venezuela, en el país y en 
el exterior, pasarán en plena propiedad al 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES). 

SEGUNDA. Las normas y principios rela-
tivos a la planificación, organización, con-
trol y supervisión del Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), contenidas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, estarán 
sujetas a los lineamientos estratégicos, 
políticas y planes que a los efectos esta-
blezca la Comisión Central de Planifica-
ción o quien haga sus veces debidamente 
aprobados por el Presidente o Presidenta 
de la República. 

TERCERA. Las menciones que el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
realice respecto a los cargos que en él se 
señalen, deberán entenderse indistinta-
mente del género que aplique. 

CUARTA. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigencia 
a partir de su publicación en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela.”

De conformidad con lo previsto en el artí-
culo 5º de la Ley de Publicaciones Oficia-
les, imprímase a continuación en un solo 
texto el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley de Reforma Parcial de la Ley del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES), publicada en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivaria-
na de Venezuela Nº 39.429, de fecha 21 
de mayo de 2010, con las reformas aquí 
sancionadas y en el correspondiente tex-
to íntegro corríjase e incorpórese donde 
sea necesario el lenguaje de género, los 
nombres de los ministerios por “Ministe-

rio del Poder Popular con competencia en 
materia de”, y sustitúyanse los datos de 
firma, fecha y demás datos de sanción y 
promulgación.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS



180  LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA   LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA  181

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República 

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en el 
literal “c” del numeral 2 del artículo 1° de 
la Ley que Autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar Decretos con Rango, 
Valor Y Fuerza de Ley en las Materias que 
se Delegan, en Consejo de Ministros. 

DICTO 

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR  
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 
PARCIAL DE LA LEY DEL BANCO  
DE DESARROLLO ECONÓMICO  

Y SOCIAL DE VENEZUELA  
(BANDES)

Capítulo I
Disposiciones Generales 

Naturaleza jurídica
Artículo 1º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
es un Instituto adscrito al Ministerio del 
Poder Popular con competencia en materia 
de Finanzas, con domicilio en la ciudad de 
Caracas y facultado para actuar en el terri-
torio nacional y en el extranjero.

El Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES), gozará de las mis-
mas prerrogativas, privilegios y exenciones 
que el presente Decreto con Rango, Valor 
y fuerza de Ley le concede a la República, 
y estará sujeto a la regulación del sistema 
financiero público establecida en la ley que 
regula la materia, en cuanto le sea aplicable.

Objeto del Banco
Artículo 2º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES) es 
un banco de desarrollo que tiene por objeto 
promover el desarrollo económico-social y 
financiar actividades a través del apoyo téc-
nico y financiero a las inversiones sociales y 
productivas nacionales e internacionales de 
acuerdo con las líneas generales del Plan de 
Desarrollo Económico y Social de la Nación.

Fines
Artículo 3º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
tiene como finalidad realizar operaciones fi-
nancieras y técnicas en el ámbito nacional e 
internacional a corto, mediano y largo plazo; 
administrar recursos y fomentar políticas, 

planes, proyectos y acciones que conduzcan 
a la expansión, diversificación y desconcen-
tración de la infraestructura social y produc-
tiva para el desarrollo integral de la Nación; 
de conformidad con los lineamientos de la 
planificación centralizada, pudiendo realizar 
inclusive, operaciones de segundo piso.

Funciones
Artículo 4º. En ejecución de su objeto, el 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES) podrá ejercer las 
siguientes funciones:

1.	Financiar y apoyar el desarrollo de las 
distintas regiones del país.

2.	Financiar y apoyar proyectos de inver-
sión a corto, mediano y largo plazo.

3.	Financiar infraestructura a cargo de la 
iniciativa pública, privada y mixta.

4.	Financiar y apoyar proyectos de in-
novación, transferencia y desarrollo 
tecnológico.

5.	Administrar recursos financieros de ór-
ganos y entes del sector público que sean 
destinados al financiamiento de proyec-
tos orientados a la desconcentración 
económica, estimulando la inversión en 
zonas deprimidas y de bajo crecimiento.

6.	Apoyar técnica y financieramente la ex-
pansión, diversificación, modernización 
y competitividad de la estructura pro-
ductiva y de la infraestructura social.

7.	Actuar como fiduciario y como fideico-
mitente.

8.	Administrar recursos provenientes de 
organismos multilaterales, programas 
bilaterales y cualquier otro acuerdo fi-
nanciero internacional que establezca 
el Ejecutivo Nacional.

9.	Desarrollar programas de cooperación y 
financiamiento internacional dentro del 
marco del sistema financiero público.

10.	Apoyar iniciativas en programas y pro-
yectos de inversión.

11.	Las demás que le sean encomendadas 
por el Ejecutivo Nacional.

Igualmente, el Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
asumirá las funciones que la Ley de Priva-
tización publicada en la Gaceta Oficial de 
la República de Venezuela Nº 5.199, Ex-
traordinario, de fecha 30 de diciembre de 
1997, le atribuyó al Fondo de Inversiones 
de Venezuela.

Patrimonio
Artículo 5º. El patrimonio del Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Vene-
zuela (BANDES), estará constituido por:

1.	La diferencia entre los activos y pasi-
vos declarados como tales en el balan-
ce aprobado por el Directorio Ejecutivo 
del Banco de Desarrollo Económico y 
Social de Venezuela (BANDES).
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2.	Los beneficios netos que se obtengan 
como producto de sus actividades.

3.	Los aportes patrimoniales que en cual-
quier momento acuerde el Ejecutivo 
Nacional; así como los aportes adicio-
nales que reciba por cualquier título y 
que le permitan al BANDES, honrar su 
objeto y los fines de su creación. De 
requerirse aportes adicionales, previa 
autorización de su Directorio Ejecutivo, 
el Presidente o Presidenta del BANDES, 
tendrá la obligación de presentar ante 
el Ministro o Ministra con competencia 
en materia de Finanzas, la solicitud de 
las asignaciones que considere nece-
sarias para cumplir con las funciones 
determinadas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de ley para 
posterior decisión del Presidente o Pre-
sidenta de la República Bolivariana de 
Venezuela.

4.	Los demás aportes que reciba por cual-
quier título.

Creación de fondos
Artículo 6º. Para cumplir con su objeto 
y ejercer sus funciones, el Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), podrá crear fondos con recur-
sos de su patrimonio, los cuales estarán 
destinados a fines específicos.

Los fondos que se creen de conformidad 
con esta disposición no tendrán persona-
lidad jurídica y serán administrados y re-
presentados legalmente por el Banco. Asi-
mismo, sus recursos deberán distinguirse 

del patrimonio del Banco y su contabilidad 
deberá llevarse separadamente.

El Ejecutivo Nacional fijará el monto de los 
recursos destinados a la creación de los 
fondos, lo cual será implementado por el 
Directorio Ejecutivo del Banco de Desa-
rrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES).

Capítulo Ii
de las Operaciones del Banco 

Administración de recursos
Artículo 7º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
podrá convenir con instituciones públi-
cas o privadas, nacionales o extranjeras, 
la administración de recursos y celebrar 
contratos de asesoría y corresponsalía, 
así como de fideicomiso, tanto en calidad 
de Fideicomitente como Fiduciario y de-
más encargos de confianza.

Operaciones concesionales.
Artículo 8º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
podrá realizar operaciones en términos 
concesionales, utilizando sus propios re-
cursos, las cuales no excederán del cinco 
por ciento (5%) de las utilidades liquidas 
obtenidas en el ejercicio económico inme-
diatamente anterior. El Directorio Ejecuti-
vo fijará el monto de estos recursos en el 
presupuesto de cada año.

A los efectos del presente Decreto con 
Rango, Valor, y Fuerza de Ley, se en-
tiende por operaciones concesionales, 

aquellas que se realicen en términos más 
favorables que los prevalecientes para las 
demás operaciones crediticias del Ban-
co de Desarrollo Económico y Social de 
Venezuela (BANDES), de acuerdo con las 
políticas operativas que a tal efecto dicte 
el Directorio Ejecutivo. Los términos con-
cesionales podrán referirse entre otros a 
plazos, tasas de interés o garantías.

Operaciones generales
Artículo 9º. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
podrá realizar las siguientes operaciones:

1.	Financiar directamente o a través de 
otros entes del Sistema Financiero la 
preinversión y la ejecución de proyec-
tos a corto, mediano y largo plazo. El 
monto anual destinado a estas opera-
ciones será fijado por el Directorio Eje-
cutivo del Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES).

2.	Constituir o participar en sociedades 
o fondos de capital de riesgo, hasta el 
veinte por ciento (20%) de las utilida-
des líquidas del Banco al cierre del últi-
mo semestre auditado, porcentaje que 
será fijado por el Directorio Ejecutivo.

3.	Ejecutar programas y realizar las opera-
ciones de cooperación y financiamiento 
internacional, las cuales deberán ajus-
tarse a los siguientes requisitos: 

a.	Debe efectuarse en bolívares o en 
moneda de amplia aceptación inter-
nacional y devengarán una tasa de 

interés que no será inferior a la que, 
a la fecha de cierre de la operación, 
prevalezca en las operaciones con el 
capital ordinario de las instituciones 
públicas de financiamiento interna-
cional. El monto de las asignaciones 
destinadas al financiamiento de este 
tipo de programas y operaciones, no 
deberá exceder del treinta por ciento 
(30%) del monto de las utilidades 
líquidas del Banco, al cierre del úl-
timo semestre auditado.

b.	Realizar operaciones de cooperación 
y financiamiento internacional con 
recursos que le asigne el Ejecutivo 
Nacional para tales fines y en las 
condiciones que éste establezca.

4.	Otorgar créditos a los fondos regio-
nales o especializados orientados a la 
ejecución de programas y proyectos de 
desarrollo.

5.	Apoyar técnicamente a la República, a 
su requerimiento, en la negociación, 
recepción, ejecución y administración 
de créditos del exterior, otorgados a 
ésta por instituciones multilaterales, 
bilaterales o por cualquier organismo 
de cooperación financiera internacional 
pública o privada.

6.	Proporcionar directa o indirectamente 
la asistencia técnica y financiera que 
contribuya a mejorar los canales de ac-
ceso al crédito y permita el desarrollo 
de la micro, pequeña, mediana empre-
sa y cualquier otra forma asociativa.
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7.	Solicitar y contratar financiamientos 
nacionales e internacionales.

8.	Emitir, previa autorización del Ministro 
o Ministra del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas, títulos 
valores en moneda nacional o extran-
jera, cuya colocación podrá hacerse en 
el mercado interno o externo debiendo 
mantenerse dentro de los límites de en-
deudamiento permitidos por el presente 
Decreto con Rango, Valor y fuerza de Ley.

9.	Instrumentar las operaciones de finan-
ciamiento con recursos provenientes 
de Acuerdos de Cooperación Interna-
cional, en los cuales el Banco ha sido 
designado como ejecutor o interme-
diario financiero, que sean destinados 
a proyectos a ser desarrollados por el 
Ejecutivo Nacional.

10.	Conceder fianzas, avales y otras garan-
tías, en los casos y con las modalidades 
que determine el Directorio Ejecutivo.

11.	Administrar, a través de fideicomisos, 
recursos de órganos y entes del sector 
público y personas del sector privado, 
sujetándose a las leyes que regulan la 
materia y a las condiciones que esta-
blezca el Directorio Ejecutivo.

12.	Prestar asistencia técnica y financiera a 
los órganos y entes del sector público 
en la ejecución de programas y proyec-
tos de prioridad para el país, compati-
bles con su naturaleza.

13.	Prestar asistencia técnica a la inversión 
nacional y extranjera.

14.	Efectuar la custodia de títulos o valo-
res materializados y desmaterializados, 
tanto de su propiedad como de otras 
personas.

15.	Evaluar y aprobar la exoneración total o 
parcial de intereses convencionales y/o 
moratorios. La presidencia o el órgano 
de dirección, según sea el monto a ser 
exonerado, tomará decisión en los ca-
sos de créditos cuya condición sea de 
plazo vencido en gestión legal de cobro. 

16.	Participar en el capital de empresas en 
formación, cuyo objeto social sea la 
producción y comercialización de bie-
nes o servicios nacionales, en sectores 
prioritarios para el desarrollo del país, 
en un porcentaje que no excederá el 
veinte por ciento (20%) del capital so-
cial de la empresa en formación y por 
un lapso no mayor de cinco (5) años. 
El monto total dedicado a esta opera-
ción será establecido anualmente por 
el Directorio Ejecutivo.

17.	Cualquiera otra operación cónsona y 
necesaria para la consecución de su 
objeto.

Manejo de moneda extranjera
Artículo 10. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
podrá movilizar depósitos en divisas sin la 
obligación de convertirlos en moneda na-
cional y no estará sometido a restriccio-

nes en lo que respecta a términos, limita-
ciones y modalidades de sus operaciones 
y posiciones en divisas.

Disponibilidades líquidas
Artículo 11. Las disponibilidades líqui-
das del Banco de Desarrollo Económico 
y Social de Venezuela (BANDES), deberán 
colocarse en inversiones seguras, renta-
bles y de fácil realización y deberán man-
tenerse en:

1.	Depósitos en bancos nacionales o del 
exterior, así como cualquier otro instru-
mento del mercado monetario nacional 
e internacional, conforme a las autori-
zaciones del Directorio Ejecutivo.

2.	Valores públicos, emitidos por bancos 
centrales, gobiernos soberanos o sus 
instituciones, susceptibles de liquida-
ción inmediata y denominados en mone-
das de amplia aceptación internacional.

3.	Títulos valores en moneda nacional o 
extranjeras garantizados, de renta fija, 
inscritos en el Registro Nacional de 
Valores o por ante alguna autoridad 
extranjera equivalente y que hayan sido 
calificados.

Plazo de colocación
Artículo 12. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
no estará sometido a las restricciones de 
la Ley de Instituciones del Sector Bancario 
y de la Superintendencia de las Institucio-
nes del Sector Bancario (SUDEBAN), en lo 
que respecta al plazo de colocación de las 

disponibilidades líquidas o recursos no 
invertidos.

Límite de Endeudamiento
Artículo 13. El Límite de endeudamiento 
que podrá asumir el Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), tendrá los parámetros siguientes:

1.	Para sus operaciones, incluida la emi-
sión de bonos, obtención de préstamos 
de terceros en moneda nacional o in-
ternacional y cualquier otra obligación 
de similar naturaleza, no podrá exceder 
en su sumatoria de ocho (8) veces su 
patrimonio.

2.	Para aquellas operaciones en las que 
BANDES actúe como intermediario finan-
ciero designado por el Ejecutivo Nacio-
nal, no podrá exceder en su sumatoria de 
dieciséis (16) veces su patrimonio.

A los efectos del presente artículo, el lími-
te de la capacidad de endeudamiento para 
las operaciones de BANDES, no tendrá 
incidencia alguna en el límite de la capaci-
dad de endeudamiento de las operaciones 
que BANDES realice como intermediario 
financiero del Ejecutivo Nacional; de igual 
forma, el límite de la capacidad de endeu-
damiento de las operaciones que BANDES 
realice como intermediario financiero del 
Ejecutivo Nacional, no afectará al límite de 
la capacidad de endeudamiento para las 
operaciones de BANDES.

Adicionalmente, el límite de la capacidad 
de endeudamiento para aquellas opera-
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ciones en las que BANDES actúe como 
intermediario financiero designado por el 
Ejecutivo Nacional podrá ser incrementa-
do mediante Decreto, fundamentando las 
razones económicas que así lo ameriten.

Participación en sociedades
Artículo 14. La constitución de socie-
dades, la suscripción y enajenación de 
acciones, la adquisición de obligaciones 
y otros títulos de empresas nacionales o 
extranjeras cónsonas con la naturaleza y 
objeto del Banco, así como la realización 
de otras operaciones de índole similar, es-
tarán sometidas a los requisitos previstos 
en las leyes aplicables.

Políticas de financiamiento
Artículo 15. Las operaciones de crédito 
que realice el Banco de Desarrollo Económi-
co y Social de Venezuela (BANDES), a fin de 
cumplir con su objeto, sólo estarán someti-
das a los requisitos que para su realización 
se establecen en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley y la política de 
financiamiento que a tales efectos dicte el 
Ministerio del Poder Popular con competen-
cia en materia de Finanzas, conforme a los 
lineamientos de la planificación centralizada.

Enajenación de bienes  
y desincorporación de activos

Artículo 16. Los procesos de enajena-
ción de bienes y desincorporación de ac-
tivos del Banco de Desarrollo Económico 
y Social de Venezuela (BANDES), no se 
regirán por las disposiciones contenidas 
en la Ley Orgánica de Bienes Públicos, 

sino que estarán sometidas a la normativa 
interna que se establezca a tales efectos.

El Banco podrá disponer de los bienes 
muebles que hayan sido depreciados en 
razón de su utilidad, previa aprobación del 
Directorio Ejecutivo.

Capítulo Iii
De la Organización Interna del 

Banco de Desarrollo Económico  
y Social de Venezuela (Bandes) 

Rectoría
Artículo 17. La rectoría del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), corresponderá al Ministro o 
Ministra del Poder Popular con compe-
tencia en materia de Finanzas.

Atribuciones
Artículo 18. Son atribuciones del Mi-
nistro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas, en 
cuanto a la suprema dirección del Banco 
de Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela (BANDES), las siguientes:

1.	Aprobar el Proyecto de Presupuesto 
Anual de Ingresos y Gastos del Banco 
de Desarrollo Económico y Social de 
Venezuela (BANDES).

2.	Aprobar la memoria anual del Direc-
torio Ejecutivo del Banco de Desarro-
llo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), estados financieros semes-
trales auditados y el informe anual del 

Auditor Interno del Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela.

3.	Aprobar los planes y programas estra-
tégicos presentados por el Directorio 
Ejecutivo.

4.	Aprobar la emisión de títulos valores en 
moneda nacional o extranjera.

5.	Fijar los sueldos y remuneraciones del 
Presidente o Presidenta del Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela (BANDES) y demás miembros 
del Directorio Ejecutivo.

6.	Las demás que le señale el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley y su Reglamento.

Directorio Ejecutivo
Artículo 19. El Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES), ten-
drá un Directorio Ejecutivo conformado por el 
Presidente o Presidenta del Banco quien a su 
vez lo presidirá, y seis Directores o Directoras 
y sus suplentes, todos de libre nombramiento 
y remoción por parte del Ministro o Ministra 
del Poder Popular con competencia en mate-
ria de Finanzas. La ausencia de los Directores 
o Directoras principales será atendida por los 
suplentes en el orden de su designación.

Miembros
Artículo 20. Los miembros del Directo-
rio Ejecutivo deberán ser personas de re-
conocida experiencia en materia bancaria, 
financiera o del desarrollo económico y 
social. No podrá ser Director o Directora 

aquella persona que se encuentre impedi-
do para ello de conformidad con la Ley de 
Instituciones del Sector Bancario.

Convocatoria
Artículo 21. El Directorio Ejecutivo del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES), se reunirá por lo 
menos dos veces al mes, cada vez que lo 
convoque su Presidente o Presidenta, o 
cuando lo soliciten por lo menos dos de 
sus miembros.

Quórum
Artículo 22. El Presidente o Presidenta o 
quien ejerza temporalmente sus funciones 
y cuatro Directores o Directoras formarán 
quórum. Las decisiones se tomarán por sim-
ple mayoría de votos de los miembros pre-
sentes. En caso de paridad de votos el Presi-
dente o Presidenta, o quien ejerza temporal-
mente sus funciones, tendrá doble voto.

Atribuciones del Directorio  
Ejecutivo

Artículo 23. El Directorio Ejecutivo del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES) será la máxima 
autoridad del Instituto y sus atribuciones 
serán las siguientes:

1.	Designar, a proposición del Presidente 
o Presidenta del Banco, al Vicepresi-
dente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecu-
tiva y establecer sus atribuciones.

2.	Aprobar la organización estructural y 
funcional del Banco.
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3.	Aprobar las operaciones del Banco.

4.	Aprobar las políticas operativas, nor-
mas, procedimientos y reglamentos del 
Banco necesarias para el correcto fun-
cionamiento operativo de BANDES. 

5.	Aprobar la apertura o clausura de oficinas 
de representación y sucursales, tanto en 
el interior como en el exterior del país.

6.	Aprobar los Estados Financieros de 
publicación.

7.	Fijar los porcentajes o montos máximos 
anuales destinados a las operaciones 
de financiamiento que realiza el Banco 
de conformidad con el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

8.	Ejecutar los programas de cooperación 
y financiamiento internacional, com-
patibles con la naturaleza y objeto del 
Banco, aprobados por el Presidente o 
Presidenta de la República.

9.	Ejecutar las políticas especiales apro-
badas por el Ejecutivo Nacional, para 
las operaciones de financiamiento con 
recursos provenientes de Acuerdos de 
Cooperación Internacional en los cuales 
el Banco sea parte, que sean destinados 
a proyectos a ser desarrollados por el 
Ejecutivo Nacional o a través de sus en-
tes descentralizados.

10.	Aprobar la presentación al Ministro o 
Ministra con competencia en materia de 
Finanzas, del Proyecto de Presupuesto 

Anual de Ingresos y Gastos, así como 
la Memoria Anual Institucional. 

11.	Aprobar la presentación al Ministro o 
Ministra con competencia en materia de 
Finanzas del Informe anual del Auditor 
Interno y presentarlo ante el Ministro 
o Ministra del Poder Popular con com-
petencia en materia Finanzas para su 
información.

12.	Aprobar la presentación al Ministro o 
Ministra con competencia en materia 
de Finanzas de los Estados Financieros 
Semestrales Auditados.

13.	Aprobar la creación de fondos y sus 
reglamentos, aportando los recursos 
iniciales que instruya para su creación el 
Ejecutivo Nacional, así como los aportes 
adicionales destinados a los fondos crea-
dos de conformidad con el artículo 6º.

14.	Aprobar la contratación de auditores 
externos independientes y fijar el mon-
to de sus honorarios.

15.	Las demás que le señala el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley y su Reglamento.

Presidente o Presidenta
Artículo 24. La Administración del Ban-
co de Desarrollo Económico y Social de 
Venezuela (BANDES), estará a cargo de su 
Presidente o Presidenta quien ejercerá la 
representación legal del Banco.

Faltas Temporales
Artículo 25. Las faltas temporales del 
Presidente o Presidenta serán suplidas 
por el Vicepresidente Ejecutivo o Vice-
presidenta Ejecutiva, o en su defecto por 
el Director o Directora que el Presidente 
o Presidenta del Banco expresamente 
designe.

Atribuciones del Presidente  
o Presidenta

Artículo 26. Corresponderá al Presi-
dente o Presidenta del Banco de Desa-
rrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES):

1.	Ejercer la representación legal del Banco.

2.	Ejercer la dirección y control de la admi-
nistración y gestión institucional.

3.	Presidir el Directorio Ejecutivo o en 
su defecto designar como Presidente 
Interino o Presidenta Interina al Vice-
presidente Ejecutivo o Vicepresidenta 
Ejecutiva o a uno de los miembros del 
Directorio Ejecutivo.

4.	Clasificar determinada información como 
secreta o confidencial cuando de la divul-
gación o conocimiento público anticipado 
de las operaciones del banco, pudiera 
derivarse algún perjuicio de los intereses 
generales o los intereses del banco. 

5.	Cumplir y hacer cumplir las decisiones 
del Directorio Ejecutivo.

6.	Elevar ante el Directorio Ejecutivo el Plan 
Estratégico Institucional, el Plan Operati-
vo Institucional y el Presupuesto Anual. 

7.	Velar por que las estructuras y proce-
sos institucionales estén alineados con 
el Plan Estratégico Institucional.

8.	Dirigir y coordinar el proceso de evalua-
ción de resultados de los planes, pro-
gramas y proyectos de financiamiento 
del Banco, en el ámbito nacional e inter-
nacional.

9.	Ejercer la administración del personal 
del Banco y actuar como la máxima au-
toridad en todo lo relacionado con esta 
materia.

10.	Nombrar los representantes del 
Banco en las instituciones financieras 
y otras empresas en las cuales tenga 
participación. 

11.	Presentar al Directorio Ejecutivo la 
Memoria Anual del Banco, los esta-
dos financieros y el Informe Anual del 
Auditor Interno.

12.	Presentar a consideración del Ministro 
o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas 
el proyecto de Presupuesto Anual 
de Ingresos y Gastos, así como la 
Memoria Anual Institucional, aproba-
dos por el Directorio Ejecutivo.

13.	Presentar a consideración del Ministro o 
Ministra del Poder Popular con compe-



190  LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA   LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA  191

tencia en materia de Finanzas los Estados 
Financieros Semestrales Auditados, 
aprobados por el Directorio Ejecutivo.

14.	Designar apoderados de conformidad 
con la normativa vigente, de lo cual de-
berá informar al Directorio Ejecutivo en 
la próxima reunión.

15.	Crear las comisiones o grupos de tra-
bajo que estime necesarias para la bue-
na marcha del Instituto. 

16.	Aprobar y remitir a la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
(SUDEBAN), los informes y documen-
tos que correspondan así como a los 
demás órganos y entes de supervisión 
y control competentes.

17.	Las demás que le asigne el Ejecutivo 
Nacional.

Atribuciones del Vicepresidente  
Ejecutivo o Vicepresidenta  

Ejecutiva
Artículo 27. Corresponderá al Vicepresi-
dente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva 
del Banco de Desarrollo Económico y So-
cial de Venezuela (BANDES):

1.	Suplir al Presidente o Presidenta del 
Banco de Desarrollo Económico y So-
cial de Venezuela (BANDES), en las 
ausencias temporales y actuar en su 
nombre previa delegación de funciones.

2.	Cumplir y hacer cumplir las decisiones 
del Directorio Ejecutivo y del Presidente o 

Presidenta del Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES).

3.	Ejercer la coordinación de las Unidades 
de Negocios y administrativas del Banco.

4.	Elevar ante el Presidente o Presidenta 
del Banco, los aspectos operativos de la 
Institución.

5.	Participar en las comisiones o grupos 
de trabajo que el Directorio Ejecutivo, el 
Presidente o Presidenta del Banco esti-
men necesarias para la buena marcha 
del Instituto.

6.	Las demás establecidas en el manual de 
organización del Banco.

7.	Otras que le asigne el Presidente o Pre-
sidenta del Banco.

Régimen de personal
Artículo 28. El personal al servicio del 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES), de acuerdo con 
la Ley, los estatutos de personal o contra-
to que regule su prestación de servicio, 
está integrado por funcionarios o emplea-
dos públicos, personal ejecutivo, geren-
cial o de confianza, contratados y obreros.

El personal que ejerza cargos ejecutivos, ge-
renciales, de supervisión o de jerarquía simi-
lar en el instituto y aquellos cargos cuyas fun-
ciones requieran un alto grado de confiden-
cialidad, se considera personal de confianza y 
serán de libre nombramiento y remoción por 
el Presidente o Presidenta del Banco. 

Los demás empleados públicos o funcio-
narios públicos, serán funcionarios y fun-
cionarias de carrera, conforme con lo esti-
pulado en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
y en el Estatuto que dictará el Directorio 
Ejecutivo del Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES).

Los funcionarios o empleados públicos al 
servicio del Banco estarán regidos por los 
estatutos de personal que al efecto dicte 
el Directorio Ejecutivo del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES) y, supletoriamente, por la Ley 
del Estatuto de la Función Pública o por la 
ley que la sustituya. 

En los Estatutos que dicte el Directorio 
Ejecutivo, se establecerá el régimen de ca-
rrera de los funcionarios o empleados del 
Banco, mediante las normas de ingreso, 
ascenso, estabilidad, traslado, suspen-
sión, extinción de la relación de empleo 
público y las demás que se consideren 
pertinentes. Dichos Estatutos otorgarán 
a los empleados del Banco, los derechos 
relativos a prestaciones sociales, vacacio-
nes, evaluaciones de desempeño, capa-
citación, permisos y participación en las 
utilidades. 

Los obreros y obreras al servicio del Ban-
co, se regirán por lo estipulado en la Ley 
Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y 
las Trabajadoras y en la convención colec-
tiva correspondiente. El personal contra-
tado, para realizar o desarrollar trabajos o 

actividades especiales distintas de las or-
dinarias a cargo de los funcionarios públi-
cos, de carácter no permanente o aquellos 
que realicen suplencias de funcionarios o 
empleados públicos, estarán regidos por 
el contrato respectivo y supletoriamente 
por la Ley Orgánica del Trabajo, los Traba-
jadores y las Trabajadoras.

Las previsiones del presente artículo no 
se aplicarán a los Directores del Directorio 
Ejecutivo del Banco. 

Capítulo iv
 De la evaluación, inspección  
y control de las actividades  

del banco 

Supervisión
Artículo 29. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
quedará sometido a la supervisión de la 
Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario (SUDEBAN), quien 
la ejercerá considerando su naturaleza y 
su objeto de creación, de conformidad 
con lo previsto en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, su Re-
glamento, políticas operativas, normas y 
procedimientos aprobados por el Directo-
rio Ejecutivo.

Contabilidad y publicidad
Parágrafo Único: Los estados finan-
cieros semestrales del Banco, se publi-
carán en un diario de circulación nacional 
durante el mes inmediato anterior, dentro 
de los primeros quince (15) días conti-
nuos siguientes a su cierre semestral y 
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se facilitará el acceso a los datos a través 
de los recursos electrónicos del Banco. 
En la formación de dichos estados, el 
Banco deberá ajustarse a las normas y 
principios contables que dicte la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario (SUDEBAN). 

Contabilidad y cierre de cuentas
Artículo 30. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
se regirá por las normas contables que al 
efecto se establezcan, previa aprobación 
del Directorio Ejecutivo y notificación a la 
Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario (SUDEBAN). Adicional-
mente el Banco podrá tomar supletoria-
mente las normas emanadas de la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario (SUDEBAN), siempre y cuando 
éstas no contravengan la naturaleza y des-
empeño de sus funciones.

El Banco de Desarrollo Económico y So-
cial de Venezuela (BANDES), deberá ce-
rrar sus cuentas los días treinta de junio 
y treinta y uno de diciembre de cada año. 
El Banco sólo publicará sus estados finan-
cieros en los cierres semestrales.

Presentación de estados  
financieros

Artículo 31. Dentro de los noventa días 
siguientes al cierre de cada ejercicio se-
mestral, el Banco de Desarrollo Económi-
co y Social de Venezuela (BANDES), pre-
sentará al Directorio Ejecutivo sus estados 
financieros auditados.

Control posterior
Artículo 32. Las operaciones del Banco 
de Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela (BANDES), estarán sometidas al 
control posterior de la Contraloría General 
de la República.

Órgano de auditoría interna
Artículo 33. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
tendrá un órgano de Auditoría Interna, 
cuyo titular será designado o designada, 
removido o removida por el Directorio 
Ejecutivo de conformidad con lo previsto 
en la ley que regula la materia, quien ejer-
cerá las atribuciones que esta le asigne.

Auditoría exterior
Artículo 34. Los auditores externos in-
dependientes que contrate el Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Vene-
zuela (BANDES), deberán tener recono-
cida solvencia moral y profesional. Los 
Auditores Externos serán seleccionados 
entre aquellos inscritos en el Registro de 
Contadores Públicos en ejercicio indepen-
diente de la profesión, que lleva la Super-
intendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario (SUDEBAN), para el análisis y 
certificación de sus estados financieros.

Capítulo v
Prohibiciones 

Únicas prohibiciones
Artículo 35. El Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), sólo estará sometido a las siguien-
tes prohibiciones: 

1.	Hacer donaciones de su patrimonio, 
exceptuando aquellas derivadas de 
los Fondos que constituya, las ope-
raciones de financiamiento que sean 
efectuadas con recursos provenientes 
de Acuerdos de Cooperación Interna-
cional en los cuales el Banco haya sido 
designado como ejecutor o interme-
diario financiero, siempre que se des-
tinen a cumplir actividades de impacto 
social, y las autorizadas por el Direc-
torio Ejecutivo para la enajenación de 
bienes y desincorporación de activos 
de conformidad con lo previsto en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. 

2.	Condonar capital.

3.	Otorgar créditos de cualquier clase a 
personas naturales o jurídicas que ex-
cedan en su totalidad el diez por ciento 
(10%) del patrimonio del Banco, ex-
ceptuando aquellas operaciones de fi-
nanciamiento que sean efectuadas con 
recursos provenientes de Acuerdos de 
Cooperación Internacional en los cua-
les el Banco haya sido designado como 
ejecutor o intermediario financiero, 
que sean destinados a proyectos a ser 
desarrollados por el Ejecutivo Nacional 
o a través de sus entes descentraliza-
dos. Adicionalmente, el Ejecutivo Na-
cional podrá instruir el otorgamiento 
de créditos de cualquier clase a perso-
nas naturales o jurídicas que excedan 
en su totalidad el diez por ciento (10%) 
del patrimonio del Banco. 

4.	Ser propietarios de bienes inmuebles 
salvo los que necesite para los asientos 
de sus propias oficinas o fondos bajo 
su administración. Estarán exceptuados 
de esta prohibición los inmuebles que el 
Banco en resguardo de su patrimonio, 
reciba en pago de créditos que hubie-
re concedido o adquiera en virtud de la 
ejecución de garantías. En este caso, 
los inmuebles adquiridos no podrán ser 
propiedad del Banco por más de tres 
años, contados a partir de la fecha de 
su adquisición.

5.	Ser titular de acciones en sociedades, 
tener interés alguno en ellas, o partici-
par directa o indirectamente en la admi-
nistración de las mismas, salvo el caso 
de empresas de capital de riesgo, insti-
tuciones financieras y sociedades nece-
sarias para las operaciones del Banco, 
así como en aquellas cuyo objeto social 
sea la producción y comercialización de 
bienes o servicios nacionales, en sec-
tores prioritarios para el desarrollo del 
país, o cuando se trate de empresas 
que el Banco, en resguardo de su patri-
monio, reciba en pago de créditos que 
hubiere concedido o adquiera en virtud 
de la ejecución de garantías.

Capítulo vi
Información, seguridad  

y protección de la información 

Información confidencial
Artículo 36. El personal del Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela (BANDES), aún cuando hubiera 
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cesado en sus funciones, debe guardar 
secreto de las informaciones reservadas 
y confidenciales de las que pudiera tener 
conocimiento. 

El deber de secreto alcanza asimismo a 
todas las personas que, por cualquier 
motivo, tengan acceso a la información 
clasificada y, en particular aquellas que 
desempeñen funciones de control o 
asistan, por derecho o invitación, a reu-
niones con la administración del Banco.

Tratamiento automatizado  
de datos personales

Artículo 37. El Directorio Ejecutivo dic-
tará normas sobre el tratamiento auto-
matizado de datos personales, a fin de 
salvaguardar los derechos de las perso-
nas, previstos en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Sistema de Protección Integral  
y Seguridad

Artículo 38. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
contará con sistemas de protección inte-
gral y seguridad propios, responsable de 
la custodia del personal, bienes e instala-
ciones del banco.

Capítulo Vii
de la notaría interna 

Firmas
Artículo 39. Las firmas autógrafas, con-
juntas o separadas, del Presidente o Presi-
denta, del Vicepresidente Ejecutivo o Vice-
presidenta Ejecutiva y de los Gerentes del 

Banco, debidamente autorizados por el Di-
rectorio Ejecutivo, con el sello del Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Venezue-
la (BANDES), y las firmas de dos testigos, 
darán autenticidad a los documentos en los 
cuales sean estampadas, siempre que se 
trate de operaciones con relación a las cua-
les el Banco tuviere interés en autenticar. Al 
pie de cada documento se estampará una 
nota en la que se dejará constancia de la 
concurrencia de los otorgantes, de que el 
documento fue leído en presencia de estos, 
de la fecha de otorgamiento, del número 
bajo el cual haya quedado autenticado y del 
libro en el cual quedó asentado. Dicha nota 
será firmada por el funcionario autorizado 
o funcionaria autorizada, los demás otor-
gantes si este fuera el caso y los testigos. 
Cuando el documento deba ser registrado, 
se procederá conforme a lo previsto en la 
Ley que regule la materia. 

Libros de Autenticaciones
Artículo 40. A los efectos del artículo 
anterior, el Banco llevará por duplicado 
los libros de la Notaría Interna que sean 
necesarios, los cuales deberán ser empas-
tados, foliados y numerados, y para cuya 
apertura, se presentarán previamente ante 
un Notario Público o Notaria Pública con 
el objeto de que este o esta, certifique el 
número de páginas que contiene cada li-
bro y el fin al cual estarán destinados. 

Los originales de cada uno de dichos libros 
deben ser enviados trimestralmente, den-
tro de los diez primeros días de los meses 
de enero, abril, julio y octubre, respectiva-
mente, a la Oficina Principal de Registro del 

Distrito Capital la cual está en la obligación 
de recibirlos, archivarlos y conservarlos.

El duplicado de cada uno de dichos libros 
debe ser archivado y conservado en el 
Banco. 

La Oficina Principal de Registro de Distrito 
Capital y el Banco de Desarrollo Económico 
y Social de Venezuela (BANDES), están en la 
obligación de recibir los libros que les corres-
ponde conservar y archivar, a quien lo solici-
tare, y de expedir las copias certificadas de 
los asientos contenidos en los mismos, que 
sean requeridas por cualquier solicitante. 

Las copias certificadas de los documen-
tos inscritos en los libros de la Notaría 
Interna, expedidas por los funcionarios 
mencionados en el artículo anterior, au-
torizados expresamente por el Directorio 
Ejecutivo a tal fin, dan fe de su contenido. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Única. Se deroga la Ley de Reforma 
Parcial del Decreto Nº 6.214 con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley del Banco de De-
sarrollo Económico y Social de Venezuela 
(BANDES), publicada en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela 
Nº 39.429, de fecha 21 de mayo de 2010.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. El Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES), 
continuara autorizado para suscribir, las 
transferencias de activos y pasivos pen-

dientes a la República, que pertenecían al 
Fondo de Inversiones de Venezuela.

Segunda. Las menciones que otras le-
yes, reglamentos y decretos hagan del 
Fondo de Inversiones de Venezuela, se en-
tenderán referidas al Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), en todo lo que no contradigan las 
disposiciones del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Tercera. Todos los bienes pertenecientes 
al Fondo de Inversiones de Venezuela que 
para la fecha de publicación del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
no se hayan perfeccionado su transferen-
cia, pasarán a formar parte del patrimonio 
de la República por Órgano del Ministerio 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas. 

Cuarta. Las transferencias que se reali-
cen en cumplimiento de las disposiciones 
transitorias de el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, estarán ex-
ceptuadas de las disposiciones previstas 
en la Ley Orgánica que regula la enajena-
ción de bienes del sector público no afec-
tos a las industrias básicas y a la autori-
zación previa de la Contraloría General de 
la República establecida en el artículo 24 
de la Ley Orgánica de la Hacienda Pública 
Nacional. 

Quinta. Quedará a cargo del Banco de 
Desarrollo Económico y Social de Ve-
nezuela (BANDES), la gestión diaria del 
Fondo de Rescate de la Deuda Pública de 
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Venezuela, de conformidad con su Ley Or-
gánica de creación publicada en la Gaceta 
Oficial de la República de Venezuela Nº 
36.349 de fecha 5 de diciembre de 1997.

Sexta. El Banco de Desarrollo Económico 
y Social de Venezuela (BANDES), asume to-
dos los derechos y obligaciones vinculados 
con los proveedores de bienes y servicios 
del Fondo de Inversiones de Venezuela. 

Séptima. El Banco de Desarrollo Eco-
nómico y Social de Venezuela (BANDES), 
será el fiduciario y fideicomitente sustitu-
to, con todos los contratos de fideicomiso 
que hayan sido suscritos por el Fondo de 
Inversiones de Venezuela. 

Octava. El Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas, conti-
nuará encargado del manejo de los procesos 
administrativos y judiciales relacionados con 
el Fondo de Inversiones de Venezuela. 

Novena. El Banco de Desarrollo Econó-
mico y Social de Venezuela (BANDES), 
asume las obligaciones laborales del 
Fondo de Inversiones de Venezuela con 
sus jubilados y jubiladas, pensionados y 
pensionadas, así como cualquier otra obli-
gación laboral que permanezca pendiente 
a la fecha de publicación del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. Los títulos valores, cuentas co-
rrientes, cuentas de ahorro y cualesquiera 
otras colocaciones a nombre del Fondo de 

Inversiones de Venezuela, en el país y en 
el exterior, pasarán en plena propiedad al 
Banco de Desarrollo Económico y Social 
de Venezuela (BANDES). 

Segunda. Las normas y principios rela-
tivos a la planificación, organización, con-
trol y supervisión del Banco de Desarrollo 
Económico y Social de Venezuela (BAN-
DES), contenidas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, estarán 
sujetas a los lineamientos estratégicos, 
políticas y planes que a los efectos esta-
blezca la Comisión Central de Planifica-
ción o quien haga sus veces debidamente 
aprobados por el Presidente o Presidenta 
de la República. 

Tercera. Las menciones que el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
realice respecto a los cargos que en él se 
señalen, deberán entenderse indistinta-
mente del género que aplique. 

Cuarta. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley entrará en vi-
gencia a partir de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivaria-
na de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del socialismo y el engrandecimiento del 
país, basado en los principios humanis-
tas y en las condiciones morales y éticas 
bolivarianas, por mandato del pueblo, y 
en ejercicio de las atribuciones que me 
confiere el numeral 8 del artículo 236 de 
la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela, y de conformidad con 
lo dispuesto en el literal “c”, numeral 2 
del artículo 1° de la Ley que Autoriza al 
Presidente de la República para dictar 
Decretos con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley en las materias que se delegan, en 
Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE  

REFORMA PARCIAL DE LA LEY 
DEL BANCO CENTRAL  

DE VENEZUELA

Artículo 1º. Se modifica el artículo 31, 
en la forma siguiente:

“Artículo 31. La gestión del Banco Cen-
tral de Venezuela se guía por el princi-
pio de transparencia. En tal sentido, sin 
perjuicio de sus responsabilidades insti-
tucionales y en los términos dispuestos 
en la Ley, debe mantener informado, de 
manera oportuna y confiable al Ejecutivo 
Nacional y demás instancias del Estado, 
a los agentes económicos públicos y 
privados, nacionales y extranjeros y a la 
población acerca de la ejecución de sus 
políticas, las decisiones y acuerdos de su 
Directorio, los informes, publicaciones, 
investigaciones, así como de las estadís-
ticas pertinentes de acuerdo con prácti-
cas aceptadas por la banca central, que 
permitan disponer de la mejor informa-
ción sobre la evolución de la economía 
venezolana, sin menoscabo de las nor-
mas de confidencialidad que procedan, 
conforme a la Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela.

En el cumplimiento del mandato seña-
lado, es deber del Banco Central de Ve-
nezuela, realizar reuniones periódicas de 
política monetaria y publicar las actas de 
dichas reuniones a través de los medios 
que mejor estime apropiados, incluyendo 
el uso de los servicios informáticos más 
avanzados; igualmente, es deber del Ins-
tituto mantener informada a la población 
periódicamente de su gestión en materia 
de contrataciones públicas, atendiendo a 
los principios rectores en la materia.”
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Artículo 2°. Se modifica el artículo 87, 
en los términos siguiente:

“Artículo 87. El Banco Central de Venezuela 
debe informar oportunamente al Ejecutivo 
Nacional, o a su requerimiento, sobre el 
comportamiento de la economía, sobre el 
nivel adecuado de las reservas internacio-
nales y respecto de las medidas adoptadas 
en el ámbito de sus competencias, con in-
dependencia de la publicación de los infor-
mes en los términos establecidos en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Igualmente, debe presentar al Ejecutivo Na-
cional, el resultado del estudio donde se 
estime el nivel adecuado de reservas inter-
nacionales, el cual podrá ser semestral si las 
circunstancias así lo aconsejan, a juicio del 
Directorio del Instituto. En dicho estudio, se 
incluye el nivel adecuado de reservas interna-
cionales operativas a los efectos de atender lo 
previsto en el artículo 125 del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.”

Artículo 3°. Se modifica el artículo 125, 
de la manera siguiente:

“Artículo 125. Las divisas que se obtengan 
por concepto de exportaciones de hidrocar-
buros, gaseosos y otras, deben ser vendi-
das al Banco Central de Venezuela al tipo de 
cambio vigente para la fecha de cada ope-
ración, salvo aquellas que sean necesarias 
para cumplir con las contribuciones fiscales 
en divisas a las que están obligados de con-
formidad con la ley los sujetos autorizados 
para realizar las referidas actividades.

Petróleos de Venezuela S.A., o el ente 
creado para el manejo de la industria pe-
trolera, podrá mantener fondos en divisas, 
previa opinión favorable del Banco Central 
de Venezuela, a los efectos del pago de 
sus compromisos financieros en el ex-
terior, así como para sufragar sus pagos 
operativos y de inversión en el extranjero, 
y a lo previsto en las leyes, lo que aparece-
rá reflejado en los balances de la empresa. 
Asimismo, debe informar trimestralmente 
o a requerimiento del Banco Central de 
Venezuela sobre el uso y destino de los 
referidos fondos.

Petróleos de Venezuela S.A., o el ente creado 
para el manejo de la industria petrolera de-
berá mantener informado al Banco Central 
de Venezuela sobre los ingresos de divisas 
que obtenga por cualquier concepto, a los 
fines de la programación correspondiente.

El Banco Central de Venezuela, tomando en 
consideración la estimación del nivel adecua-
do de reservas internacionales operativas que 
hubiere fijado el Directorio de conformidad 
con el artículo 87 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, el promedio 
de las mismas observado en el período, así 
como su evolución proyectada para el si-
guiente lapso, transferirá al Fondo de Desa-
rrollo Nacional (FONDEN), si fuere el caso, el 
excedente correspondiente, a objeto de que 
sea destinado al financiamiento de proyectos 
de inversión en la economía real, la educación 
y la salud, el mejoramiento del perfil y saldo 
de la deuda pública, y para la atención de si-
tuaciones especiales y estratégicas.

La transferencia de recursos a que se con-
trae el párrafo precedente, se hará median-
te la acreditación del saldo correspondiente 
en una cuenta especial de depósito en mo-
neda extranjera abierta a nombre del Fondo 
de Desarrollo Nacional (FONDEN), en el 
Banco Central de Venezuela, con cargo a la 
cual se ejecutarán los pagos que instruya 
el Fondo de Desarrollo Nacional (FONDEN), 
para atender los fines antes indicados, bien 
en moneda extranjera o en bolívares previa 
venta de las divisas correspondientes al 
Banco Central de Venezuela.”

Artículo 4°. Se modifica el artículo 127, 
en la forma siguiente:

“Artículo 127. Los activos en monedas 
distintas al bolívar que mantenga el Banco 
Central de Venezuela podrán calificarse 
como reservas internacionales o como 
otros activos en moneda extranjera. 

Las reservas internacionales en poder del 
Banco Central de Venezuela, estarán repre-
sentadas en la proporción que el Directorio 
estime conveniente, de la siguiente forma:

1.	Oro amonedado y en barras, deposita-
do en sus propias bóvedas y en insti-
tuciones financieras del exterior califi-
cadas de primera clase, según criterios 
reconocidos internacionalmente.

2.	Depósitos a la vista o a plazo y títulos 
valores en monedas de reserva emitidos 
por instituciones financieras del exterior 
calificadas de primera clase, según crite-
rios reconocidos internacionalmente.

3.	Depósitos a la vista o a plazo y títulos 
valores en monedas de reserva emiti-
dos por entes públicos extranjeros e 
instituciones financieras internaciona-
les, en las cuales la República tenga 
participación o interés y que sean de 
fácil realización o negociabilidad.

4.	Derechos especiales de giro u otra mo-
neda fiduciaria internacional.

5.	Posición crediticia neta en el Fondo Mo-
netario Internacional.

6.	Diamantes y demás piedras o metales 
preciosos u otros bienes objeto de tran-
sacción en los mercados financieros 
internacionales, que hubieran sido ca-
lificados como activos de reserva por el 
Directorio y que estén depositados en 
sus propias bóvedas o en instituciones 
financieras del exterior calificadas de 
primera clase, según criterios recono-
cidos internacionalmente.

7.	Cualesquiera otros activos o derechos 
que hubieran sido calificados como de 
reserva por el Directorio de acuerdo con 
criterios reconocidos internacionalmente.

A los efectos del presente artículo se consi-
dera como moneda de reserva a las divisas 
libremente convertibles y de aceptación 
universal, así como a aquellas monedas ex-
tranjeras de fácil conversión en divisas en 
las principales plazas internacionales y que 
sean empleadas como moneda de cuenta o 
de pago en compromisos asumidos por la 
República Bolivariana de Venezuela.
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En su función de administrar las reservas 
internacionales, el Banco Central de Vene-
zuela atenderá a los criterios generales de 
liquidez, seguridad y rentabilidad de los ins-
trumentos, en la observación de los merca-
dos financieros internacionales y el análisis 
de las diversas clases de riesgos existentes 
en la actividad de inversión. Por el carácter 
de obligación de medios de esta función, el 
Instituto podrá realizar operaciones que pro-
curen atenuar los riesgos existentes en los 
mercados financieros internacionales, don-
de se invierten las reservas del país.”

Artículo 5°. Se suprimen las Disposiciones 
Transitorias Tercera y Sexta por haber cum-
plido su objeto, modificándose parcialmente 
la Disposición Transitoria Cuarta, que pasa a 
ser la Disposición Transitoria Tercera, la cual 
queda redactada de la manera siguiente:

“Tercera. El Estatuto de personal de los 
empleados y empleadas del Banco Central 
de Venezuela y el reglamento de adminis-
tración de personal para los integrantes y 
las integrantes del cuerpo de protección, 
custodia y seguridad mantendrán su vi-
gencia, en lo que no colide con este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Sin perjuicio de la legislación en materia 
de pensiones y jubilaciones aplicable al 
personal del Banco Central de Venezuela, 
su Directorio determinará un porcentaje 
del total de los sueldos del personal pa-
gados en el semestre anterior respectivo, 
que se destinará al Fondo de Previsión, 
Pensiones y Jubilaciones de Trabajadores 
del Instituto. Dicha suma se registrará con 

cargo a los gastos corrientes del Banco”.

De conformidad con lo dispuesto en el artí-
culo 5° de la Ley de Publicaciones Oficiales, 
imprímase a continuación en un solo tex-
to la Ley del Banco Central de Venezuela, 
reformada y publicada en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela N° 
39.419 del 7 de mayo de 2010, con las re-
formas aquí introducidas sustitúyase donde 
dice “Ley” por “Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley”, “Ley Orgánica del Trabajo” 
por “Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y 
las Trabajadoras”, “Ley General de Bancos 
y Otras Instituciones Financieras” por “De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de 
Instituciones del Sector Bancario”, “Super-
intendencia de Bancos y Otras Instituciones 
Financieras” por “Superintendencia de las 
Instituciones del Sector Bancario”, “Minis-
terio de Planificación y Finanzas” por “Mi-
nisterio del Poder Popular con competencia 
en materia de Planificación”. Asimismo, 
sustitúyase donde dice “Constitución de la 
República” por “Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela”, y en el co-
rrespondiente texto único sustitúyanse las 
firmas, fechas y demás datos necesarios.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejerci-
cio de las atribuciones que me confiere el 
numeral 8 del artículo 236 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Vene-
zuela, y de conformidad con lo dispuesto 
en el literal “c” numeral 2 del artículo 1° 
de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para dictar Decretos con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley en las materias 
que se delegan, en Consejo de Ministros. 

DICTO 

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR  
Y FUERZA DE LEY DEL BANCO  

CENTRAL DE VENEZUELA 
 

TÍTULO I
ESTATUTO DEL BANCO CENTRAL 

DE VENEZUELA 

Capítulo I
De la naturaleza jurídica 

Artículo 1°. El Banco Central de Vene-
zuela es una persona jurídica de derecho 
público, de rango constitucional, de natu-
raleza única, con plena capacidad pública 
y privada, integrante del Poder Público 
Nacional.

Artículo 2°. El Banco Central de Vene-
zuela es autónomo para la formulación y 
el ejercicio de las políticas de su compe-
tencia y ejerce sus funciones en coordi-
nación con la política económica general, 
para alcanzar los objetivos superiores del 
Estado y la Nación. En el ejercicio de sus 
funciones, el Banco Central de Venezue-
la no está subordinado a directrices del 
Poder Ejecutivo; sin embargo, contribuirá 
con éste en la realización de los fines su-
periores del Estado y de la Nación.

Artículo 3°. El patrimonio del Banco 
Central de Venezuela está formado por 
el capital inicial, el Fondo General de 
Reserva, las utilidades no distribuidas y 
cualquier otra cuenta patrimonial. El patri-
monio del Banco Central de Venezuela es 
inalienable.



206  LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA   LEYES PARA LA OPTIMIZACIÓN DE LA BANCA  207

Capítulo II
Del domicilio

Artículo 4°. El Banco Central de Vene-
zuela está domiciliado en la ciudad de 
Caracas.

Capítulo III
Del objetivo y funciones 

Artículo 5°. El objetivo fundamental del 
Banco Central de Venezuela es lograr la 
estabilidad de precios y preservar el valor 
de la moneda.

El Banco Central de Venezuela contribuirá 
al desarrollo armónico de la economía na-
cional, atendiendo a los fundamentos del 
régimen socioeconómico de la República. 
En el marco de su compromiso con la so-
ciedad, el Banco fomentará la solidaridad, 
la participación ciudadana y la correspon-
sabilidad social.

Artículo 6°. El Banco Central de Venezuela 
colaborará a la integración latinoamericana 
y caribeña, estableciendo los mecanismos 
necesarios para facilitar la coordinación de 
políticas macroeconómicas.

Artículo 7°. Para el adecuado cumpli-
miento de su objetivo, el Banco Central de 
Venezuela tendrá a su cargo las siguientes 
funciones:

1.	Formular y ejecutar la polítia monetaria.

2.	Participar en el diseño y ejecutar la polí-
tica cambiaria.

3.	Regular el crédito y las tasas de interés 
del sistema financiero.

4.	Regular la moneda y promover la ade-
cuada liquidez del sistema financiero.

5.	Centralizar y administrar las reser-
vas monetarias internacionales de la 
República.

6.	Estimar el Nivel Adecuado de las Reser-
vas Internacionales de la República.

7.	Participar en el mercado de divisas y 
ejercer la vigilancia y regulación del 
mismo, en los términos en que conven-
ga con el Ejecutivo Nacional.

8.	Velar por el correcto funcionamiento del 
sistema de pagos del país y establecer 
sus normas de operación.

9.	Ejercer, con carácter exclusivo, la facul-
tad de emitir especies monetarias.

10.	Asesorar a los poderes públicos nacio-
nales en materia de su competencia.

11.	Ejercer los derechos y asumir las obli-
gaciones de la República en el Fondo 
Monetario Internacional, según lo pre-
visto en los acuerdos correspondien-
tes y en la ley.

12.	Participar, regular y efectuar operacio-
nes en el mercado del oro.

13.	Acopiar, producir y publicar las prin-
cipales estadísticas económicas, mo-

netarias, financieras, cambiarias, de 
precios y balanza de pagos.

14.	Promover acciones que fomenten la so-
lidaridad, la participación ciudadana y 
la corresponsabilidad social, a los fines 
de contribuir al desarrollo de la pobla-
ción y a su formación socioeconómica.

15.	Efectuar las demás operaciones y ser-
vicios propios de la banca central, de 
acuerdo con la ley.

TÍTULO II
DE LA DIRECCIÓN  

Y ADMINISTRACIÓN DEL BANCO 
CENTRAL DE VENEZUELA 

Capítulo I
De los Órganos Directivos  

y Ejecutivos

Artículo 8°. La dirección y administra-
ción del Banco Central de Venezuela es-
tarán a cargo del Presidente o Presidenta, 
quien ejercerá, además, la Presidencia del 
Directorio y la representación legal del 
Banco.

Artículo 9°. El Presidente o Presidenta 
del Banco Central de Venezuela es la pri-
mera autoridad representativa y ejecutiva 
del Banco. Sin perjuicio de lo dispues-
to en el Parágrafo Único del Artículo 19 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, su cargo es a dedicación 
exclusiva. Es designado o designada por 
el Presidente o Presidenta de la República 

para un período de siete años, siguiendo 
el procedimiento previsto en esta Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, para 
la integración del Directorio, y deberá 
ser ratificado o ratificada por el voto de 
la mayoría de los miembros de la Asam-
blea Nacional. En caso de que la Asam-
blea Nacional rechace sucesivamente a 
dos candidatos el Presidente o Presidenta 
de la República escogerá al Presidente o 
Presidenta del Banco, designación que la 
Asamblea Nacional ratificará.

Artículo 10. Son funciones del Presi-
dente o Presidenta del Banco Central de 
Venezuela:

1.	Dirigir el Banco, administrar sus nego-
cios y demás operaciones, y ser su vo-
cero autorizado o vocera autorizada. La 
vocería del Banco y del Directorio puede 
ser ejercida por un director o directo-
ra, previa autorización del Presidente o 
Presidenta.

2.	Representar al Directorio, convocar y 
presidir sus reuniones.

3.	Ejercer la representación legal del Ban-
co, salvo para los asuntos judiciales, 
caso en el cual la representación co-
rresponde al representante o represen-
tantes judiciales, así como a los apode-
rados designados o apoderadas desig-
nadas por el Directorio. No obstante la 
citación o notificación judicial al Banco 
podrá ser realizada en la persona de su 
Presidente o Presidenta.
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4.	Representar al Banco Central de Vene-
zuela en las instituciones y organismos 
nacionales e internacionales en los que 
se prevea su participación, sin perjuicio 
de que pueda delegar temporalmente 
esta representación en el Primer Vice-
presidente Gerente o Primera Vicepre-
sidenta Gerente o en alguno de los Di-
rectores o Directoras, Vicepresidentes o 
Vicepresidentas.

5.	Velar por el cumplimiento del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley del 
Banco Central de Venezuela, la legisla-
ción relacionada con el Banco y las de-
cisiones del Directorio.

Artículo 11. El Primer Vicepresidente 
Gerente o Primera Vicepresidenta Geren-
te asiste al Presidente o Presidenta del 
Banco Central de Venezuela, ejerce las 
funciones que éste o ésta, o el Directorio 
expresamente le deleguen y acude a las 
reuniones del Directorio, con derecho a 
voz y sin voto, donde cumple la función de 
Secretario o Secretaria del Directorio. Sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Parágrafo 
Único del artículo 19 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, su car-
go es a dedicación exclusiva.

Artículo 12. El Primer Vicepresidente 
Gerente o la Primera Vicepresidenta Ge-
rente es designado o designada por el 
Directorio a proposición del Presidente o 
Presidenta del Banco Central de Venezue-
la para un período de seis años, y podrá 
ser removido o removida de su cargo por 
decisión motivada del Directorio, a pro-

posición del Presidente o Presidenta del 
Banco.

Artículo 13. Los Vicepresidentes o Vi-
cepresidentas de área serán propuestos 
o propuestas al Directorio para su desig-
nación por el Presidente o Presidenta del 
Banco Central de Venezuela y sólo podrán 
ser separados o separadas de sus cargos 
por decisión razonada, emanada del Di-
rectorio. Los Vicepresidentes tienen a su 
cargo las diferentes áreas técnicas que 
les asigne el reglamento. Rinden cuenta 
y asesoran al Primer Vicepresidente Ge-
rente o Primera Vicepresidenta Gerente 
en sus respectivas competencias y, en 
su caso, al Presidente o Presidenta y al 
Directorio. Sus cargos son a dedicación 
exclusiva.

El Primer Vicepresidente o Primera Vice-
presidenta Gerente y los Vicepresidentes 
o Vicepresidentas deben reunir los requi-
sitos de elegibilidad establecidos en el 
artículo 18 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley y no incurrir en las 
incompatibilidades determinadas en el 
artículo 19.

Artículo 14. Las faltas temporales del 
Presidente o Presidenta serán cubiertas 
por el Primer Vicepresidente Gerente o 
Primera Vicepresidenta Gerente. En caso 
de ausencia del Primer Vicepresidente Ge-
rente o Primera Vicepresidenta Gerente o 
falta temporal de éste o ésta, el Directorio 
nombrará a un Vicepresidente o Vicepre-
sidenta de Área que lo suplirá.

La falta absoluta del Presidente o Presi-
denta será cubierta por el Primer Vicepre-
sidente Gerente o Primera Vicepresidenta 
Gerente hasta nueva designación la cual 
deberá realizarse dentro de los noventa 
días siguientes de ocurrida dicha falta. En 
los primeros treinta días de este lapso, el 
Presidente o Presidenta de la República 
someterá a la consideración de la Asam-
blea Nacional la nueva designación en los 
términos previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

A los efectos de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, se entiende por falta 
temporal la vacancia en el cargo que no 
exceda de cuatro meses ininterrumpidos 
o seis meses acumulados en el período de 
un año, y por falta absoluta la que exceda 
de ese lapso.

En todo caso las suplencias incluyen el 
ejercicio de las atribuciones, responsa-
bilidades, facultades y deberes del titular 
ausente.

Capítulo II
Del Directorio 

Artículo 15. El Directorio del Banco 
Central de Venezuela está integrado por 
el Presidente o Presidenta del Banco y 
seis Directores o Directoras, cinco de los 
cuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Parágrafo Único del artículo 19 del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, serán a dedicación exclusiva y se 
designarán para un período de siete años. 
Uno de los Directores o Directoras será un 

Ministro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia económica, de-
signado por el Presidente o Presidenta de 
la República, con su suplente. Los miem-
bros del Directorio así como el Primer Vi-
cepresidente Gerente o Primera Vicepresi-
denta Gerente representarán únicamente 
el interés de la Nación.

Los miembros del Directorio, incluyen-
do al Presidente o Presidenta del Banco, 
podrán ser ratificados en sus cargos. Una 
vez culminado su período sin que se haya 
efectuado su ratificación, el Presidente o 
Presidenta y los miembros del Directorio 
permanecerán en sus cargos hasta que se 
designen sus respectivos sustitutos. Di-
cha designación tendrá lugar en un plazo 
no mayor de noventa días.

En los primeros treinta días de este lapso, 
el Presidente o Presidenta de la República 
someterá a la consideración de la Asam-
blea Nacional la respectiva designación 
para el cargo de Presidente o Presidenta 
del Banco, para lo cual se procederá con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 9°.

Artículo 16. Corresponde al Presidente 
o Presidenta de la República la designa-
ción del Presidente o Presidenta y de cua-
tro Directores o Directoras del Banco Cen-
tral de Venezuela, uno de los cuales será 
el Ministro o Ministra del Poder Popular 
con competencia en materia Económica. 
Por su parte, corresponde a la Asamblea 
Nacional la designación de los dos Direc-
tores o Directoras restantes, mediante el 
voto de la mayoría de sus miembros.
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Los miembros del Directorio del Banco Cen-
tral de Venezuela a excepción del Ministro o 
Ministra del Poder Popular, serán designa-
dos previo cumplimiento del procedimiento 
público de evaluación de méritos y creden-
ciales. Para aquellos Directores designados 
o Directoras designadas por la Asamblea 
Nacional, el procedimiento contemplará un 
registro de por lo menos el triple de los car-
gos vacantes que deban cubrirse.

Artículo 17. La Asamblea Nacional de-
berá conformar un comité de evaluación 
de méritos y credenciales, encargado de 
verificar y evaluar las credenciales y los 
requisitos de idoneidad de los candidatos 
y candidatas al directorio. Dicho Comité 
debe estar integrado por dos represen-
tantes electos por la Asamblea Nacional, 
dos representantes designados por el Eje-
cutivo Nacional, y un o una representante 
escogido o escogida por la Academia Na-
cional de Ciencias Económicas.

El Comité de evaluación de méritos y cre-
denciales, en su procedimiento público 
deberá cumplir con al menos las siguien-
tes etapas:

1.	Elaborar una lista de candidatos o can-
didatas elegibles, en la cual deberá ha-
ber por lo menos el triple de los cargos 
vacantes.

2.	Recabar información de cada candidato 
o candidata mediante una hoja de vida, 
que permita verificar de manera clara e 
inequívoca el cumplimiento de los re-
quisitos para el cargo, y detectar posi-

bles conflictos de intereses que interfie-
ran con el cumplimiento de la función.

3.	Publicar un resumen de la hoja de vida 
de los candidatos y candidatas, en por 
lo menos un diario de circulación na-
cional, dentro de un lapso de diez días 
hábiles posterior a la fecha de cierre del 
proceso de postulaciones.

Artículo 18. Los requisitos que deben 
reunir los candidatos y candidatas a in-
tegrar el Directorio del Banco Central de 
Venezuela son los siguientes:

1.	Ser de nacionalidad venezolana y gozar 
plenamente de sus derechos civiles y 
políticos.

2.	Ser personas de reconocida competen-
cia en materia económica, financiera, 
bancaria o afines a la naturaleza de las 
funciones por desempeñar, con al me-
nos diez años de experiencia.

3.	No haber sido declarados o declaradas 
en quiebra ni condenados o condena-
das por delitos contra la fe pública, con-
tra la propiedad o contra el fisco, ni in-
habilitados o inhabilitadas para ejercer 
el comercio o para desempeñar servicio 
público.

4.	No tener parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad con el Presidente o Presi-
denta de la República o su cónyuge, 
o con el Presidente o Presidenta de 
la Asamblea Nacional o su cónyuge, 

o con un miembro del Directorio o su 
cónyuge.

Artículo 19. Es incompatible con el car-
go de Presidente o Presidenta y de Direc-
tor o Directora:

1.	Desarrollar labores de activismo político 
o desempeñar funciones directivas en 
organizaciones políticas, gremiales, sin-
dicales o de corporaciones académicas.

2.	Celebrar, por sí o interpuesta persona, 
contratos mercantiles con el Banco y 
gestionar ante éste, negocios propios o 
ajenos con tales fines, mientras duren 
en su cargo y durante los dos (2) años 
siguientes al cese del mismo.

3.	Ser accionista o directivo de socieda-
des mercantiles de carácter financiero, 
poseer acciones o títulos valores del 
mercado financiero o de instituciones 
financieras o empresas relacionadas.

4.	Realizar actividades que puedan menos-
cabar su independencia e imparcialidad 
en el ejercicio de sus funciones, producir 
conflictos de intereses o permitir el uso de 
información privilegiada.

Parágrafo Único: En el ámbito de la 
integración, los miembros del Directorio 
así como el Primer Vicepresidente Ge-
rente o Primera Vicepresidenta Gerente 
podrán ejercer la representación de la 
República en organismos internacionales 
con competencias afines al Banco Cen-
tral de Venezuela, cuando hubieren sido 

designados al efecto por el Presidente o 
Presidenta de la República, o así se es-
tablezca en convenios o tratados inter-
nacionales suscritos por este Instituto o 
por la República.

Artículo 20. Durante los dos años pos-
teriores al cese en sus funciones, el Pre-
sidente o Presidenta del Banco, el Primer 
Vicepresidente Gerente o Primera Vice-
presidenta Gerente y los miembros del Di-
rectorio, no podrán realizar actividades de 
dirección, asesoría o representación legal 
alguna en las entidades de carácter priva-
do cuyo ejercicio sea incompatible con el 
cargo desempeñado y permanecerán su-
jetos a la obligación de guardar secreto y 
al régimen de incompatibilidades previs-
tos en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. Durante dicho período, el 
Banco Central de Venezuela ofrecerá a los 
o las cesantes una indemnización equiva-
lente al ochenta por ciento (80%) del sa-
lario básico correspondiente a su última 
remuneración. 

El derecho a la indemnización previsto en 
este artículo no será extensible al Ministro 
o Ministra del Poder Popular miembro del 
Directorio ni a los miembros de éste en 
los casos de jubilación, remoción o renun-
cia, si esta última se produce en un lapso 
menor de tres años en el desempeño del 
cargo.

Artículo 21. Corresponde al Directorio 
ejercer la suprema dirección del Banco 
Central de Venezuela. En particular, tendrá 
las siguientes atribuciones:
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1.	Velar por el cumplimiento de los fines y 
objetivo del Banco Central de Venezuela.

2.	Formular y ejecutar las directrices de la 
política monetaria y establecer los me-
canismos para su ejecución, así como 
realizar los ajustes que resulten de su 
seguimiento y evaluación. En este sen-
tido ejercerá las facultades atribuidas al 
Banco Central de Venezuela en materia 
de encajes y otros instrumentos de po-
lítica monetaria. En el ejercicio de esta 
facultad podrá establecer distinciones a 
los efectos de la determinación de los 
requisitos de encaje u otros instrumen-
tos de regulación, aplicables a los ban-
cos y demás instituciones financieras, 
de acuerdo con los criterios selectivos 
que determine al efecto, así como enca-
jes especiales en los casos que consi-
dere convenientes.

3.	Reglamentar la organización y funciones 
del Banco de conformidad con este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4.	Aprobar las políticas administrativas y 
de personal y su correspondiente regla-
mentación para el mejor funcionamien-
to del Banco y el régimen interno del 
Directorio.

5.	Aprobar la política contable del Instituto.

6.	Designar y remover de sus cargos me-
diante decisión razonada a los Vicepre-
sidentes o Vicepresidentas de área, con 
cumplimiento de los requisitos del debi-
do proceso.

7.	Establecer la política de remuneracio-
nes del personal del Banco, incluido 
los miembros del Directorio, el Primer 
Vicepresidente Gerente o Primera Vice-
presidenta Gerente y los Vicepresiden-
tes o Vicepresidentas de área, sujeta al 
presupuesto operativo que apruebe la 
Asamblea Nacional.

8.	Designar apoderados o apoderadas ge-
nerales o especiales.

9.	Aprobar el plan estratégico institucional 
y el proyecto de presupuesto anual de 
ingresos y gastos del Banco Central de 
Venezuela, que se regirán por el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley y, en general, por las leyes sobre la 
materia. El Directorio remitirá a la Asam-
blea Nacional, para su aprobación, el 
presupuesto de ingresos y gastos opera-
tivos. Corresponderá asimismo al Direc-
torio el seguimiento y la evaluación de la 
ejecución del presupuesto.

10.	Establecer los sistemas de control in-
terno y de gestión del Banco Central 
de Venezuela y velar por su adecuado 
funcionamiento.

11.	Realizar el estudio que permita esti-
mar el Nivel Adecuado de Reservas 
Internacionales de acuerdo con lo es-
tablecido en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

12.	Fijar los tipos de descuento, redescuento 
o interés que han de regir para las opera-
ciones del Banco Central de Venezuela.

13.	Ejercer la facultad de regulación en 
materia de tasas de interés del sistema 
financiero, de acuerdo con lo previsto 
en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

14.	Prorrogar los términos enunciados en 
los documentos que haya descontado 
o redescontado o sobre los cuales haya 
hecho anticipo o préstamo.

15.	Autorizar la impresión, emisión, des-
monetización y destrucción de las es-
pecies monetarias.

16.	Participar en el diseño de la política cam-
biaria de acuerdo con los correspon-
dientes convenios que se suscriban con 
el Ejecutivo Nacional, así como estable-
cer los mecanismos para su ejecución.

17.	Fijar, por acuerdo con el Ejecutivo 
Nacional, los precios en bolívares que ha-
brán de regir la compraventa de divisas.

18.	Ejercer la supervisión y vigilancia de 
los distintos sistemas de pagos del 
país, sean operados o no por el Banco 
Central de Venezuela, así como dictar 
las reglas de funcionamiento, con el 
objeto de asegurar que los mismos 
operen de manera eficiente dentro de 
los más altos niveles de seguridad para 
los participantes y el público en gene-
ral. El Banco Central de Venezuela será 
el único ente autorizado para suscribir 
acuerdos que establezcan normas de 
funcionamiento de sistemas de pagos 
de carácter nacional e internacional.

19.	Establecer y clausurar subsedes, su-
cursales y agencias. Disponer la crea-
ción de organizaciones con personali-
dad jurídica.

20.	Autorizar la adquisición o venta de los 
inmuebles que se requieran para el de-
sarrollo de las actividades del Banco 
Central de Venezuela.

21.	Revisar, selectiva y periódicamente, al 
menos cada tres meses, los activos 
y pasivos mantenidos por el Banco 
Central de Venezuela.

22.	Crear y disolver comisiones necesarias 
y comités de trabajo para el buen fun-
cionamiento del Banco, así como reali-
zar su seguimiento.

23.	Nombrar a las personas que han de ad-
ministrar aquellas instituciones en las 
cuales el Banco Central de Venezuela 
tenga intereses y en aquéllas otras que 
disponga la ley.

24.	Calificar, en su caso, el grado de con-
fidencialidad de la información del 
Banco Central de Venezuela a la que 
pudieran tener acceso otras institucio-
nes, así como autorizar su publicidad 
en los casos en que sea estrictamente 
necesario, de acuerdo con el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley. El grado de confidencialidad se li-
mitará a los casos en que objetivamen-
te exista amenaza a la seguridad y a la 
estabilidad monetaria u otro perjuicio al 
interés público.
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25.	Rendir cuenta a la Asamblea Nacional 
mediante el envío de un informe anual 
de políticas y de las actuaciones, me-
tas y resultados del Banco Central de 
Venezuela, así como informes perió-
dicos sobre el comportamiento de las 
variables macroeconómicas del país y 
de los demás temas que se le solici-
ten, en los términos previstos en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley. El Presidente o Presidenta del 
Banco Central de Venezuela acudirá a 
las interpelaciones o invitaciones que 
se realicen sobre esta materia.

26.	Asegurar el desempeño de los servicios 
de su competencia y ejercer las demás 
atribuciones que le acuerde la ley.

27.	Aprobar los estados financieros y el 
informe anual y de políticas del Banco, 
así como los informes de los comisa-
rios o comisarias.

28.	Elegir los dos comisarios o comisarias y 
sus suplentes, y fijar su remuneración.

Artículo 22. Las reuniones ordinarias 
del Directorio tendrán lugar al menos una 
vez a la semana, previa convocatoria del 
Presidente o Presidenta del Banco y serán 
de obligada realización cuando tres Direc-
tores o Directoras así lo soliciten. Las reu-
niones extraordinarias serán convocadas 
cuando así lo decida el Directorio.

Artículo 23. Para que el Directorio pueda 
sesionar válidamente debe contar con la 
presencia del Presidente o Presidenta del 

Banco o de aquél o aquélla que lo represente 
y de tres Directores o Directoras. En casos 
de evidente necesidad, el Directorio podrá 
sesionar con la presencia del Presidente o 
Presidenta del Banco, de dos Directores o 
Directoras y del Primer Vicepresidente Ge-
rente o Primera Vicepresidenta Gerente, 
quien en su carácter de secretario o secre-
taria del cuerpo certificará tal condición. 
Cuando la ley no disponga lo contrario, las 
decisiones se adoptarán por mayoría simple 
de los presentes. En caso de empate, decide 
el voto del Presidente o Presidenta.

Artículo 24. El Directorio del Banco Cen-
tral de Venezuela disfruta de autonomía 
en cuanto al ejercicio de sus funciones, 
la definición de las políticas del Banco y 
la ejecución de sus operaciones, en los 
términos establecidos en la ley. Quedan a 
salvo las materias en las cuales el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley exige la concurrencia o la aprobación 
del Ejecutivo Nacional.

Artículo 25. Serán removidos o remo-
vidas de sus cargos previa audiencia del 
afectado o afectada, el Presidente o Presi-
denta del Banco y los Directores elegidos 
o Directoras elegidas que incurran en al-
guno de los siguientes supuestos:

1.	Dejar de cumplir con los requisitos para 
integrar el Directorio, consagrados en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

2.	Realizar alguna de las acciones incom-
patibles determinadas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

3.	Dejar de concurrir tres veces consecu-
tivas, sin causa justificada, a las reunio-
nes ordinarias del Directorio.

4.	Falta de probidad, injuria o acto lesivo al 
buen nombre o a los intereses del Banco 
Central de Venezuela o de la República.

5.	Incumplir los actos o acuerdos del Di-
rectorio.

6.	Perjuicio grave, causado intencional-
mente o por negligencia manifiesta, al 
patrimonio del Banco Central de Vene-
zuela o de la República.

Artículo 26. En los casos establecidos 
en el artículo anterior, el Presidente o 
Presidenta de la República, el Presidente 
o Presidenta del Banco Central de Vene-
zuela o, por lo menos, dos de sus Direc-
tores o Directoras podrán iniciar el pro-
cedimiento de remoción de cualquiera de 
los miembros del Directorio. A tal efecto, 
la solicitud de remoción será enviada al 
Directorio, el cual, previo cumplimiento y 
sustanciación del procedimiento y en un 
lapso no mayor de sesenta días, remitirá 
las actuaciones a la Asamblea Nacional 
para su correspondiente decisión. La re-
moción deberá adoptarse con el voto de 
las dos terceras partes de los integrantes 
de la Asamblea Nacional.

Artículo 27. Los miembros del Direc-
torio son responsables de los actos que 
adopten en el ejercicio de sus funciones. 
Asimismo responderán de los actos ema-
nados del Directorio, a menos que hayan 

salvado el voto o votado negativamente 
la correspondiente decisión. Los votos 
negativos o salvados deberán constar en 
acta con su debida fundamentación.

El incumplimiento sin causa justificada del 
objetivo y las metas del Banco dará lugar 
a la remoción del Directorio, mediante de-
cisión adoptada por la Asamblea Nacional 
con el voto de las dos terceras partes de 
sus integrantes. En todo caso, la remoción 
no afectará a aquellos miembros del Direc-
torio que hubieran hecho constar su voto 
negativo o salvado en las decisiones que 
hubieren dado lugar al incumplimiento.

Capítulo III
De los trabajadores y trabajadoras 

del Banco 

Artículo 28. El personal al servicio del 
Banco Central de Venezuela, de acuerdo 
con la ley, estatuto o contrato que regule su 
prestación de servicio, está integrado por 
funcionarios o funcionarias, empleados 
públicos o empleadas públicas, personal 
de protección, custodia y seguridad, con-
tratados o contratadas y obreros u obreras.

Los funcionarios o funcionarias, emplea-
dos públicos o empleadas públicas al 
servicio del Banco Central de Venezuela 
estarán regidos por los estatutos que al 
efecto dicte el Directorio y supletoria-
mente, por la Ley de Carrera Administra-
tiva o por la ley que la sustituya.

En los Estatutos que dicte el Directorio se 
establecerá el régimen de carrera de los 
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funcionarios o funcionarias, empleados o 
empleadas del Banco Central de Venezuela, 
mediante las normas de ingreso, ascenso, 
traslado, suspensión, extinción de la rela-
ción de empleo público y las demás que se 
consideren pertinentes. Dichos Estatutos 
otorgarán a los empleados o empleadas 
del Banco, como mínimo, los derechos 
relativos a preaviso, prestaciones sociales, 
vacaciones, participación en las utilidades 
e indemnización por despido injustificado, 
establecidos en el Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley Orgánica del Trabajo, 
los Trabajadores y las Trabajadoras.

Las previsiones del presente artículo no 
se aplicarán al Director Ministro o Directo-
ra Ministra del Banco Central de Venezuela 
escogido o escogida por el Presidente o 
Presidenta de la República.

El personal de protección, custodia y se-
guridad del Banco Central de Venezuela, 
en atención a la naturaleza de las funcio-
nes a su cargo, estará regulado por el es-
tatuto especial que dicte el Directorio.

El personal contratado para realizar o de-
sarrollar trabajos o actividades especiales 
distintas de las ordinarias a cargo de los 
funcionarios públicos o funcionarias pú-
blicas, no de carácter permanente o aque-
llos que realicen suplencias de funciona-
rios o funcionarias, empleados públicos o 
empleadas públicas, estarán regidos por 
el contrato respectivo y supletoriamente 
por el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica del Trabajo, los Trabaja-
dores y las Trabajadoras.

Los obreros u obreras al servicio del Ban-
co Central de Venezuela se regirán por el 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y 
las Trabajadoras.

Artículo 29. El personal del Banco Cen-
tral de Venezuela goza de los derechos a 
huelga, a sindicalización y a contratación 
colectiva reconocidos en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela 
y en el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica del Trabajo, los Trabaja-
dores y las Trabajadoras.

A los fines de la no interrupción de las ac-
tividades y servicios indispensables cum-
plidos por el Banco Central de Venezuela, 
su Directorio fijará mediante acuerdo, oída 
la opinión de la representación sindical 
correspondiente, las labores específicas 
no susceptibles de suspensión como con-
secuencia de huelgas, o conflictos de tra-
bajo, de acuerdo con la legislación laboral 
vigente.

Artículo 30. La administración del per-
sonal del Banco Central de Venezuela 
corresponde al Presidente o Presiden-
ta del Banco, quien podrá ejercerla por 
medio del Primer Vicepresidente Ge-
rente o Primera Vicepresidenta Gerente. 

TÍTULO III
FUNCIONAMIENTO DEL BANCO 

CENTRAL DE VENEZUELA

Capítulo I
De las disposiciones generales

Artículo 31. La gestión del Banco Central 
de Venezuela se guía por el principio de 
transparencia. En tal sentido, sin perjuicio 
de sus responsabilidades institucionales y 
en los términos dispuestos en la Ley, debe 
mantener informado, de manera oportuna 
y confiable al Ejecutivo Nacional y demás 
instancias del Estado, a los agentes eco-
nómicos públicos y privados, nacionales 
y extranjeros y a la población acerca de la 
ejecución de sus políticas, las decisiones 
y acuerdos de su Directorio, los informes, 
publicaciones, investigaciones, así como 
de las estadísticas pertinentes de acuer-
do con prácticas aceptadas por la banca 
central, que permitan disponer de la mejor 
información sobre la evolución de la eco-
nomía venezolana, sin menoscabo de las 
normas de confidencialidad que procedan, 
conforme a la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela.

En el cumplimiento del mandato señala-
do, es deber del Banco Central de Vene-
zuela, realizar reuniones periódicas de 
política monetaria y publicar las actas de 
dichas reuniones a través de los medios 
que mejor estime apropiados, incluyen-
do el uso de los servicios informáticos 
más avanzados; igualmente, es deber 
del Instituto mantener informada a la 
población periódicamente de su gestión 

en materia de contrataciones públicas, 
atendiendo a los principios rectores en 
la materia.

Artículo 32. Durante el primer mes de 
cada semestre, el Directorio del Banco 
Central de Venezuela aprobará las directri-
ces de la política monetaria, con las metas 
y estrategias que orientarán su acción, 
atendiendo a los objetivos que fije el Banco.

En tal sentido, el Directorio deberá cono-
cer y evaluar las proyecciones y escena-
rios de mediano y largo plazo, referidos 
a las diferentes opciones de desarrollo de 
la economía venezolana y el entorno in-
ternacional que permitan fundamentar su 
estrategia de actuación, recabando de los 
entes públicos y privados la información 
requerida para esos propósitos.

Asimismo, los organismos con compe-
tencias en materia de supervisión de las 
entidades del sistema financiero deberán 
enviar al Banco Central de Venezuela los 
informes de las inspecciones que realicen 
a las entidades sujetas a su control.

Artículo 33. Para el adecuado cumpli-
miento de sus funciones, el Banco Central 
de Venezuela deberá disponer de un Siste-
ma Estratégico de Información Financiera 
y Cambiaria, que permita el seguimiento 
de las transacciones económicas de los 
agentes que intervienen en la economía.

El Sistema Estratégico de Información Fi-
nanciera y Cambiaria del Banco Central de 
Venezuela tendrá la estructura, métodos 
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y procedimientos propicios para proveer 
flujos de información monetaria, financie-
ra y cambiaria oportunos, con la finalidad 
de facilitar la toma de decisiones por parte 
de las autoridades económicas sobre la 
canalización y acoplamiento del crédito 
destinado a los sectores productivos, el 
seguimiento y control de los sistemas de 
pago, y sobre la ejecución de la política 
cambiaria, entre otras. A estos efectos, las 
personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, deberán suministrar la informa-
ción que el Banco Central de Venezuela les 
requiera sobre las transacciones econó-
micas que ejecuten, así como cualquier 
otra necesaria que se determine a favor 
del funcionamiento del sistema, en los tér-
minos y plazos que al efecto se indiquen.

Los órganos e instituciones públicas 
brindarán su apoyo en el ámbito de sus 
funciones, a los fines de que el Sistema 
Estratégico de Información Financiera del 
Banco Central de Venezuela se acompañe 
de mecanismos de validación y supervi-
sión en cuanto a la información reportada.

Artículo 34. El diseño del régimen cam-
biario será regulado por medio de los co-
rrespondientes convenios cambiarios que 
acuerde el Ejecutivo Nacional, a través del 
Ministro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de finanzas y el 
Banco Central de Venezuela, por interme-
dio de su Presidente o Presidenta.

Artículo 35. Sin perjuicio de lo estable-
cido en el numeral 3 del artículo 10 de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 

de Ley, el Banco Central de Venezuela 
designará uno (1) o más representan-
tes judiciales, de libre nombramiento 
y remoción por el Directorio. Los o las 
representantes judiciales son los únicos 
funcionarios o funcionarias, salvo los 
apoderados o apoderadas debidamente 
constituidos o constituidas, facultados o 
facultadas para representar judicialmente 
al Banco Central de Venezuela y, en con-
secuencia, toda citación o notificación 
judicial al Banco deberá practicarse en 
cualquiera de las personas que desem-
peñe dicho cargo.

Los representantes judiciales están facul-
tados o facultadas para realizar todos los 
actos que consideren más convenientes 
para la defensa de los derechos e intereses 
del Banco Central de Venezuela, sin otro 
límite que el deber de rendir cuentas de su 
gestión. Necesitarán la previa autorización 
escrita del Presidente o Presidenta del 
Banco Central de Venezuela para convenir, 
transigir, desistir, comprometer en árbi-
tros, arbitradores o de derecho, así como 
hacer posturas en remate y afianzarlas.

Artículo 36. El Banco Central de Vene-
zuela está exento de todo impuesto, tasa, 
arancel o contribución nacional, salvo lo 
que respecta a los impuestos indirectos 
que se apliquen a la comercialización 
de bienes producidos por el Instituto. 
Asimismo, el Banco goza de inmunidad 
fiscal con respecto a los tributos que 
establezcan los estados, el Distrito Me-
tropolitano de Caracas y los municipios.

En general, el Banco Central de Venezuela 
queda equiparado a la Oficina Nacional del 
Tesoro y goza de las franquicias y privile-
gios de que disfruta dicha oficina.

Artículo 37. Está prohibido al Banco 
Central de Venezuela:

1.	Acordar la convalidación o financia-
miento monetario de políticas fiscales 
deficitarias.

2.	Otorgar créditos directos al Gobier-
no Nacional, así como garantizar las 
obligaciones de la República, estados, 
municipios, institutos autónomos, em-
presas del Estado o cualquier otro ente 
de carácter público o mixto.

3.	Hacer préstamos o anticipos sin ga-
rantía especial, salvo en los casos de 
convenios recíprocos con otros bancos 
centrales, cámaras de compensación 
regionales y/o sistemas de compensa-
ción regionales de pago, o bancos re-
gionales latinoamericanos.

4.	Conceder créditos en cuenta corriente.

5.	Conceder préstamos destinados a inver-
siones a largo plazo, aun con garantía hi-
potecaria o a la formación o aumento del 
capital permanente de bancos, cajas, otras 
instituciones que existan o se establezcan 
en el país o de empresas de cualquier otra 
índole.

6.	Conceder cualquier anticipo o préstamo 
o hacer descuento o redescuento algu-

no sobre títulos de crédito vencidos o 
prorrogados.

7.	Descontar o redescontar títulos de 
crédito o hacer anticipos sobre éstos, 
cuando no se tengan estados financie-
ros de los deudores o deudoras que en 
ellos figuren, formulados con no más 
de un año de antelación. Sin embargo, 
cuando el título haya sido presentado 
por un banco u otra institución financie-
ra, bastará el balance general de éste y 
el estado financiero del librador o del úl-
timo endosante, formulado con no más 
de un año de antelación.

8.	Prorrogar por más de una vez los términos 
enunciados en los documentos que haya 
descontado o redescontado o sobre los 
cuales haya hecho anticipo o préstamo.

9.	Garantizar la colocación de los títulos 
valores.

10.	Ser titular de acciones en sociedades 
de cualquier naturaleza, tener interés 
alguno en ellas o participar, directa o 
indirectamente, en la administración de 
las mismas, salvo el caso de empresas 
cuyo objeto principal esté directamente 
relacionado con las actividades especí-
ficas o necesarias para las operaciones 
del Banco, así como cuando se trate 
de empresas que el Banco Central de 
Venezuela, en resguardo de su patri-
monio, reciba en pago de créditos que 
hubiere concedido o adquiera en virtud 
de ejecución de garantías.
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11.	Conceder préstamos o adelantos al 
Presidente o Presidenta, directores o di-
rectoras, Primer Vicepresidente Gerente 
o Primera Vicepresidenta Gerente, 
Vicepresidentes o Vicepresidentas, 
trabajadores o trabajadoras del Banco 
Central de Venezuela, así como a sus 
respectivos cónyuges, o adquirir títu-
los de crédito a cargo del Presidente 
o Presidenta de la República o de los 
Ministros o Ministras del Poder Popular. 
Se exceptúan de esta disposición los 
préstamos que el Banco Central de 
Venezuela otorgue a sus trabajadores 
o trabajadoras como parte de la polí-
tica de asistencia crediticia que debe 
desarrollar a través del Fondo de 
Previsión, Pensiones y Jubilaciones de 
Trabajadores, previsto en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

12.	Conceder préstamos a cualquier ins-
tituto bancario, firma o empresa de la 
cual sea accionista o tenga interés cual-
quiera de los miembros del Directorio, 
el Primer Vicepresidente Gerente o 
Primera Vicepresidenta Gerente, algu-
no o alguna de los Vicepresidentes o 
Vicepresidentas del Banco Central de 
Venezuela o sus respectivos cónyuges.

13.	Adquirir bienes inmuebles, con excep-
ción de aquéllos que se requieran para 
el desarrollo de las actividades propias 
del Banco Central de Venezuela, los 
que necesite para sus propias oficinas, 
para autoridades ejecutivas del Banco y 
otros usos afines, así como los que en 
resguardo de su patrimonio reciba en 

pago de créditos que hubiere concedi-
do y los adquiridos en virtud de ejecu-
ción de garantías.

14.	Aceptar bienes o derechos propiedad de 
terceros en fideicomiso, administración 
o para la realización de cualquier otra 
operación de naturaleza similar; salvo el 
caso de fideicomisos requeridos por el 
Ejecutivo Nacional, en el marco de pro-
yectos de interés para el desarrollo de la 
economía nacional.

Artículo 38. Los bienes que el Banco 
Central de Venezuela reciba en resguar-
do de su patrimonio, en pago de créditos 
que hubiere concedido o adquiera en vir-
tud de la ejecución de garantías, deberán 
ser vendidos dentro del plazo de tres (3) 
años, los cuales se contarán a partir de la 
fecha de adquisición.

Si dentro del referido plazo el Banco Cen-
tral de Venezuela no hubiere podido efec-
tuar las operaciones de venta, el Ejecutivo 
Nacional podrá prorrogar por igual lapso el 
plazo antes indicado, previa presentación 
por parte del Banco de un informe en el 
que se razonen las causas por las cuales 
no se hubiesen podido llevar a cabo las 
operaciones de venta en cuestión. En dicha 
prórroga, el Banco Central de Venezuela 
tendrá que liquidar los citados bienes.

La liquidación de los bienes a que se refie-
re este artículo podrá ser realizada por el 
Banco Central de Venezuela mediante ofer-
ta pública, para lo cual el Directorio dictará 
las disposiciones correspondientes.

Capítulo II
Información, Seguridad  

y Protección 

Artículo 39. El personal del Banco Cen-
tral de Venezuela, aun cuando hubiera 
cesado en sus funciones, debe guardar 
secreto de las informaciones reservadas 
y confidenciales de las que pudiera te-
ner conocimiento. La infracción de dicho 
deber se sancionará, en el caso de los 
funcionarios y funcionarias, empleados y 
empleadas del Banco, de acuerdo con lo 
que disponga el Estatuto de Personal de la 
Institución o la legislación nacional sobre 
función pública, y en el caso de los miem-
bros del Directorio del Banco, de acuer-
do con el artículo 25 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

El deber de secreto alcanza asimismo a 
todas las personas que, por cualquier 
motivo, tengan acceso a la información 
clasificada y, en particular, a aquéllas que 
desempeñen funciones de control o asis-
tan, por derecho o invitación, a reuniones 
con la Administración del Banco.

Artículo 40. El Directorio del Banco 
Central de Venezuela podrá clasificar de-
terminada información como secreta o 
confidencial, cuando de la divulgación o 
conocimiento público anticipado de las 
actuaciones sobre política monetaria, fis-
cal o financiera pudieren derivarse perjui-
cios para los intereses generales o, en su 
caso, para la propia efectividad y eficacia 
de las medidas adoptadas.

El Banco Central de Venezuela deberá 
satisfacer las peticiones formuladas por 
los ciudadanos y ciudadanas en ejercicio 
del derecho de acceso a los registros y 
archivos administrativos previstos en el 
artículo 143 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, salvo 
por lo que respecta a los documentos e 
informaciones calificados como secretos 
o confidenciales.

Artículo 41. El Directorio del Banco Cen-
tral de Venezuela dictará normas sobre el 
tratamiento automatizado de datos perso-
nales, a fin de salvaguardar los derechos de 
las personas previstos en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Artículo 42. La Asamblea Nacional o 
sus Comisiones podrán acceder a las in-
formaciones y documentos calificados 
como secretos o confidenciales, mediante 
solicitud cursada al Presidente o Presi-
denta del Banco Central de Venezuela. El 
Presidente o Presidenta de la Asamblea 
Nacional podrá solicitar motivadamente la 
observancia del procedimiento y el cum-
plimiento de los deberes previstos regla-
mentariamente para las sesiones secretas.

Artículo 43. El Banco Central de Vene-
zuela contará con un sistema integral de 
protección y seguridad propios, respon-
sable de la custodia del personal, bienes e 
instalaciones del Banco.

De acuerdo con este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley y su reglamento, el 
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Cuerpo de Protección, Custodia y Seguri-
dad contará con su propio estatuto, que 
aprobará el Directorio del Banco Central 
de Venezuela.

Artículo 44. Sin menoscabo de las 
competencias propias de la Fiscalía 
General de la República y de los corres-
pondientes órganos del orden público, 
el personal de seguridad del Banco Cen-
tral de Venezuela colaborará en la inves-
tigación de los hechos delictivos que 
pudieran tener lugar en las instalaciones 
objeto de su vigilancia. Corresponderá 
al juez o jueza competente determinar la 
validez de los actos probatorios instrui-
dos por el Cuerpo de Protección, Cus-
todia y Seguridad del Banco Central de 
Venezuela.

Capítulo III
De las operaciones del Banco

Central de Venezuela  
con el Gobierno 

Artículo 45. El Banco Central de Vene-
zuela podrá ser depositario de los fondos 
del Tesoro Nacional, en la forma que con-
venga con el Ejecutivo Nacional.

El Banco Central de Venezuela podrá abrir y 
mantener subcuentas en divisas a favor del 
Tesoro Nacional, conforme a la ley y a los 
convenios que se celebren con el Ejecutivo 
Nacional.

Artículo 46. El Banco Central de Ve-
nezuela podrá ser agente financiero del 
Ejecutivo Nacional en sus operaciones de 

crédito, tanto internas como externas.

El Banco Central de Venezuela, en su ca-
rácter de agente financiero, asesorará en 
la planificación y programación de las 
operaciones de crédito público previstas 
en este artículo y gestionará la colocación, 
recompra y compra con pacto de reventa 
de títulos valores, contratación y servicio 
de tales créditos, según sea el caso. Estos 
servicios serán gratuitos, sin ninguna otra 
obligación para el Ejecutivo Nacional que 
la de reembolsar los gastos en los cuales 
incurra el Banco con ocasión de dichas 
gestiones.

El Ejecutivo Nacional, por órgano del Mi-
nisterio del Poder Popular con competen-
cia en materia de Finanzas, convendrá con 
el Banco Central de Venezuela los términos 
en que éste efectuará los servicios aquí 
previstos y las operaciones que queden ex-
ceptuadas de la aplicación de este artículo.

Artículo 47. El Banco Central de Vene-
zuela deberá:

1.	Elevar al Ejecutivo Nacional informes 
periódicos acerca de la situación mo-
netaria y financiera, interna y externa y 
hacer las recomendaciones pertinentes 
cuando lo juzgue oportuno.

2.	Coordinar con el Ejecutivo Nacional las 
políticas fiscales, monetarias, financie-
ras y cambiarias en función de los ob-
jetivos previstos en los acuerdos que se 
celebren con el Ejecutivo Nacional.

3.	Emitir opinión financiera razonada al 
Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas cuando 
la República y los proyectos de opera-
ciones de crédito público así lo requie-
ran, en los términos y condiciones se-
ñaladas en la ley.

4.	Emitir dictámenes en los casos previs-
tos en la ley.

Artículo 48. El Banco Central de Vene-
zuela podrá recibir ingresos y ejecutar 
pagos de los entes integrados en el siste-
ma de Tesorería, de conformidad con los 
convenios que al efecto se celebren con la 
República. Asimismo, podrá recibir depó-
sitos del Gobierno Nacional, los estados, 
los municipios, los institutos autónomos 
las empresas oficiales y los organismos 
internacionales, en las condiciones y tér-
minos que se convengan.

Capítulo IV
De las operaciones del Banco  
Central de Venezuela con los  

Bancos e Instituciones Financieras

Artículo 49. El Banco Central de Vene-
zuela podrá efectuar las siguientes ope-
raciones con los bancos e instituciones 
financieras:

1.	Recibir depósitos a la vista y a plazo, y 
necesariamente, la parte de los encajes 
que se determine de conformidad con la 
ley. Los depósitos a la vista y los enca-
jes formarán la base del sistema de cá-
maras de compensación que funcionará 

de acuerdo con las reglas que dicte el 
Banco Central de Venezuela.

2.	Aceptar la custodia de títulos valores 
físicos y/o desmaterializados, en los 
términos que convenga con ellos, así 
como prestar servicios de depósito, 
custodia, transferencia, compensación 
y liquidación de valores objeto de oferta 
pública.

3.	Comprar y vender oro y divisas.

4.	Comprar y vender, en mercado abierto, 
títulos valores u otros instrumentos 
financieros, según lo previsto en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley.

5.	Hacer anticipos sobre oro amonedado o 
en barras, en las condiciones que esta-
blezca el Banco Central de Venezuela.

6.	Otorgar créditos con garantía de títulos 
de crédito emitidos por la República o 
por sus entes descentralizados, así como 
de instrumentos relacionados con ope-
raciones de legítimo carácter comercial 
y otros títulos valores cuya adquisición 
esté permitida a los bancos e institucio-
nes financieras. Los referidos créditos 
podrán adoptar la forma de descuento, 
redescuento, anticipo o reporto, en las 
condiciones y plazos que determine el 
Directorio del Banco Central de Venezue-
la. Igualmente, en situaciones excepcio-
nales, podrá recibir en garantía de estas 
operaciones cualquier otro activo de 
naturaleza crediticia de los bancos e ins-
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tituciones financieras, o de otro carácter, 
en los términos y bajo las condiciones 
definidas al efecto por el Directorio.

	 El Directorio podrá establecer condicio-
nes especiales de plazo y tasa de interés 
para las operaciones aquí previstas, in-
cluyendo la modalidad de crédito direc-
to, cuando deriven del financiamiento 
de programas determinados por el Eje-
cutivo Nacional como prioritarios para 
el país, atinentes a los sectores agrario, 
manufacturero, de la construcción, agro-
alimentario y proyectos con capacidad 
exportadora, así como aquéllos destina-
dos a la formación de oro monetario y no 
monetario. A éstos últimos efectos, los 
plazos de las operaciones serán determi-
nados de acuerdo con la naturaleza del 
sector y/o proyecto, y deberán contar con 
garantía suficiente, a juicio del Directorio.

7.	Celebrar operaciones de reporto, ac-
tuando como reportador o reportado, 
en las condiciones que determine el Di-
rectorio del Banco Central de Venezuela.

8.	Descontar y redescontar títulos valores, 
incluyendo letras de cambio, pagarés y 
otros títulos provenientes de programas 
especiales que establezca el Ejecutivo 
Nacional, emitidos en el marco de dichos 
programas, relacionados con las opera-
ciones de financiamiento a los sectores 
agrario, de la construcción, agro-ali-
mentario, y para el fortalecimiento de la 
capacidad exportadora de las empresas 
nacionales en razón de programas de 
promoción de exportaciones, así como 

operaciones de financiamiento de la in-
dustria, para la transformación de mate-
rias primas, y para la formación de oro 
monetario y no monetario.

El Directorio del Banco Central de Vene-
zuela establecerá condiciones especiales 
para las operaciones a que se contrae 
el presente numeral, y en lo referente 
al plazo, el mismo será determinado de 
acuerdo con la naturaleza del sector y/o 
proyecto, se sujetará a los términos de 
vencimiento, prescripción y caducidad 
de los títulos correspondientes, y podrá 
ser prorrogado. Cuando tales operacio-
nes consistan en el descuento o redes-
cuento de títulos de crédito provenientes 
del financiamiento otorgado a institu-
ciones o fondos del Estado cuyo objeto 
sea el financiamiento de los sectores y/o 
actividades previstas en este numeral, el 
Banco Central de Venezuela podrá esta-
blecer cupos de redescuento de títulos 
de crédito para atender los programas 
especiales antes señalados.

El Directorio establecerá y aprobará el 
monto anual para el financiamiento de los 
sectores productivos antes mencionados.

9.	Adquirir activos crediticios de las ins-
tituciones financieras, así como recibir 
créditos, en condición de cesionarios, 
a los fines de preservar la liquidez del 
sistema financiero nacional, en los tér-
minos y condiciones que establezca el 
Directorio del Banco Central de Vene-
zuela al efecto.

10.	Realizar otras operaciones expresa-
mente autorizadas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

El Directorio del Banco Central de Vene-
zuela establecerá las bases para la deter-
minación del valor de los títulos y activos 
que servirán de garantía a los créditos 
indicados en los numerales 6 y 8 de este 
artículo, o sobre los cuales se haya dado 
asistencia conforme a dichos numerales, 
y del porcentaje máximo del valor de los 
mismos que servirá de base para fijar el 
monto de los créditos; así como las bases 
para la determinación del valor de los ac-
tivos a ser adquiridos conforme a lo pre-
visto en el numeral 9 del presente artículo.

Los créditos a que se contraen los nume-
rales 6 y 8 del presente artículo no estarán 
sujetos a la prohibición contenida en el nu-
meral 5 del artículo 37 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, en lo referen-
te a los programas de financiamiento que 
involucren inversiones a largo plazo y con 
garantía real sobre los bienes que constitu-
yan los activos de tales programas.

Artículo 50. El Banco Central de Vene-
zuela es el único facultado para regular 
las tasas de interés del sistema financiero. 
En el ejercicio de tal facultad exclusiva y 
excluyente, el Directorio del Banco Central 
de Venezuela podrá fijar las tasas máximas 
y mínimas que los bancos y demás insti-
tuciones financieras, privados o públicos, 
regidos por el Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley de Instituciones del Sector 
Bancario o por otras leyes, pueden cobrar 

y pagar por las distintas clases de opera-
ciones activas y pasivas que realicen.

El Banco Central de Venezuela es el único 
facultado para fijar las comisiones o re-
cargos máximos y mínimos causados por 
las operaciones accesorias y los distintos 
servicios a los cuales califique como re-
lacionados, directa o indirectamente, con 
las mencionadas operaciones activas y 
pasivas. El Banco podrá efectuar esta fija-
ción aun cuando los servicios u operacio-
nes accesorias sean realizados por perso-
nas naturales o jurídicas distintas de los 
bancos e instituciones de crédito. Queda 
igualmente facultado para fijar las tarifas 
que podrán cobrar dichos bancos o insti-
tutos de crédito por los distintos servicios 
que presten.

Las modificaciones en las tasas de in-
terés y en las comisiones, recargos o 
tarifas regirán únicamente para opera-
ciones futuras.

Artículo 51. Con el objeto de regular el 
volumen general de crédito bancario y de 
evitar que se acentúen tendencias infla-
cionarias, el Banco Central de Venezuela 
podrá fijar los porcentajes máximos de 
crecimiento de los préstamos e inver-
siones para períodos determinados, así 
como topes o límites de cartera para tales 
préstamos e inversiones.

Estas medidas podrán ser establecidas, en 
forma selectiva, por sectores, zonas, ban-
cos e instituciones financieras o por cual-
quier otro criterio idóneo de selección que 
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determine el Directorio del Banco Central 
de Venezuela.

Asimismo, en ejercicio de esta facultad de 
control selectivo del crédito, a los efectos 
de orientarlo hacia aquellos sectores que 
más convengan a la economía y de contri-
buir a que la estimación de recursos a ser 
colocados se corresponda con las necesi-
dades reales de cada sector productivo, el 
Directorio deberá emitir opinión vinculante 
sobre las propuestas de establecimiento de 
carteras de crédito dirigidas. Dicha opinión 
deberá ser emitida dentro de los quince 
días hábiles siguientes a la solicitud corres-
pondiente; vencido dicho lapso sin que me-
die la respectiva opinión, se procederá al 
establecimiento de la cartera en referencia.

Artículo 52. Sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 33 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, los bancos e institu-
ciones financieras están en la obligación de 
suministrar al Banco Central de Venezuela, 
los informes que le sean requeridos sobre 
su estado financiero o sobre cualquiera de 
sus operaciones. Esta obligación se extien-
de a aquellas personas naturales y jurídicas 
que, por la naturaleza de sus actividades y la 
correspondiente relación con las funciones 
del Banco, determine el Directorio del Banco 
Central de Venezuela.

Artículo 53. Los montos correspon-
dientes al encaje legal, que mantengan 
en el Banco Central de Venezuela los 
bancos u otras instituciones financieras 
son inembargables.

Artículo 54. Los bancos y demás ins-
tituciones financieras deberán mantener 
el encaje que determine el Banco Central 
de Venezuela, en función de su política 
monetaria.

Dicho encaje estará constituido por mo-
neda de curso legal, salvo que se trate del 
encaje por obligaciones en moneda ex-
tranjera, en cuyo caso deberá estar cons-
tituido por el tipo de moneda que apruebe 
el Banco Central de Venezuela.

Artículo 55. La porción del encaje de-
positada en el Banco Central de Vene-
zuela podrá ser remunerada por razones 
de política monetaria y financiera, en los 
términos y condiciones que, a tal efecto, 
establezca el Directorio del Banco Central 
de Venezuela.

Artículo 56. El Banco Central de Ve-
nezuela establecerá la forma de cálculo, 
a efectos de determinar la posición del 
encaje, las exenciones y partidas no com-
putables, así como la tasa de interés que 
deberán pagar los bancos y demás institu-
ciones financieras por el monto no cubier-
to de dicho encaje.

Artículo 57. Sin perjuicio de la imposi-
ción de las sanciones a que haya lugar, el 
Banco Central de Venezuela podrá adop-
tar, en el ejercicio de las potestades dis-
crecionales establecidas para el adecuado 
cumplimiento de su objeto, y a los efectos 
de evitar o contrarrestar los potenciales 
perjuicios que para el sistema financiero 
pueda ocasionar el incumplimiento de 

las disposiciones dictadas por el Insti-
tuto en las materias de su competencia, 
todos los actos y medidas que considere 
convenientes, de estricta observancia por 
parte de los bancos y demás instituciones 
financieras, incluyendo el establecimiento 
de tasas de interés, y la suspensión de 
la participación de éstos en las distintas 
operaciones y sistemas administrados por 
el Instituto Emisor.

Capítulo V
De las Operaciones del Banco  

Central de Venezuela  
con el Público 

Artículo 58. El Banco Central de Vene-
zuela puede efectuar directamente con el 
público, dentro de los límites que fije el 
Directorio, las operaciones siguientes:

1.	Recibir depósitos de cualquier clase.

2.	Ejecutar las operaciones especificadas 
en los numerales 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9 del 
artículo 49.

A los fines de contribuir con el desarrollo 
armónico de la economía nacional y ase-
gurar el bienestar social, el Banco Central 
de Venezuela, a través de su supremo 
órgano de dirección, establecerá condi-
ciones especiales para las operaciones a 
que se contrae el numeral 8 del artículo 
49 de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, cuando se celebren con la 
participación de instituciones o fondos del 
Estado constituidos para el desarrollo de 
los sectores y, actividades previstas en 

dicho numeral; en este supuesto, las ope-
raciones deberán contar con garantía su-
ficiente, de acuerdo con lo que determine 
al efecto el Directorio del Banco Central de 
Venezuela, el cual establecerá igualmente 
condiciones especiales de carácter pre-
ferencial, en términos del plazo y los as-
pectos financieros de las operaciones, en 
atención al mencionado objetivo. Cuando 
estas operaciones estén garantizadas con 
títulos de crédito, serán admisibles los de 
cualquier naturaleza, incluyendo aquéllos 
provenientes de operaciones destinadas 
al financiamiento de programas especia-
les determinados por el Ejecutivo Nacio-
nal, efectuadas para el cumplimiento del 
objeto de los referidos fondos e institu-
ciones. Los créditos a que se contrae este 
acápite no estarán sujetos a la prohibición 
contenida en el numeral 5 del artículo 37 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, en lo referente a los programas de 
financiamiento que involucren inversiones 
a largo plazo y con garantía real sobre los 
bienes que constituyan los activos de tales 
programas, y no podrán otorgarse cuando 
supongan contravención, a lo previsto en 
el numeral 1 de dicho artículo.

Artículo 59. El Banco Central de Vene-
zuela podrá emitir títulos valores y nego-
ciarlos, conforme con lo que establezcan 
los reglamentos de cada emisión. Los tí-
tulos a que se refiere este artículo podrán 
ser objeto de recompra por el Banco Cen-
tral de Venezuela y colocados nuevamente 
en el mercado antes de su vencimiento. 
Hasta tanto sean nuevamente colocados 
o mientras se produzca su vencimiento, 
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según sea el caso, dichos títulos perma-
necerán registrados en una cuenta transi-
toria en la contabilidad del Banco.

Artículo 60. Con el fin de cumplir las di-
rectrices de la política monetaria, el Banco 
Central de Venezuela podrá comprar y vender 
en mercado abierto los títulos valores y otros 
instrumentos financieros emitidos en masa 
que determine a este propósito el Directorio.

Las operaciones aquí previstas se celebra-
rán en condiciones de mercado. Los títulos 
deberán ser ofrecidos por terceros, distin-
tos del emisor, salvo los que haya emitido 
el Banco Central de Venezuela y Petróleos 
de Venezuela S.A. o el ente creado para el 
manejo de la industria petrolera. En tal sen-
tido, la oferta para la adquisición de títulos 
valores emitidos por Petróleos de Venezue-
la S.A. o el ente creado para el manejo de 
la industria petrolera, deberá ser autorizada 
por el Ejecutivo Nacional, y la operación se 
celebrará con sujeción a los objetivos pre-
vistos en la coordinación interinstitucional.

TÍTULO IV
DE LOS SISTEMAS DE PAGOS  

QUE OPERAN EN EL PAÍS 

Artículo 61. Corresponde al Banco Cen-
tral de Venezuela, ejercer la vigilancia y 
supervisión de los sistemas de pagos que 
operen en el país y establecer sus normas 
de operación y/o funcionamiento, con el 
objeto de asegurar que los mismos fun-
cionen de manera eficiente dentro de los 
más altos niveles de seguridad para los 
participantes y el público en general.

A los efectos del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, se entiende por 
sistemas de pago, el conjunto de normas, 
acuerdos y procedimientos, que tengan por 
objeto principal la tramitación y ejecución 
de órdenes de transferencia de fondos y/o 
de valores, entre sus participantes, que 
hayan sido reconocidos como tales por el 
Banco Central de Venezuela, de conformi-
dad con la normativa que dicte al efecto.

Las competencias del Banco Central de Ve-
nezuela a que se contrae este Título, serán 
ejercidas sin perjuicio de las atribuciones 
que corresponden al órgano rector del Sis-
tema Nacional de Tesorería y de los subsis-
temas que lo componen, en la materia de su 
competencia. En todo caso, en el ejercicio 
de estas funciones, el Banco Central de Ve-
nezuela coordinará su actuación con dicho 
órgano rector en cuanto respecta a los sis-
temas de pago que este último administre.

Artículo 62. La actividad de los siste-
mas de pagos es de interés general, y las 
disposiciones previstas en la materia en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley son de orden público.

Artículo 63. El Banco Central de Vene-
zuela, en ejercicio de sus potestades en 
materia de sistemas de pagos, podrá:

1.	Calificar un sistema de pagos y autori-
zar su funcionamiento.

2.	Emitir normas generales e instruccio-
nes particulares que regulen el fun-
cionamiento de los sistemas de pago, 

instrumentos y la conducta de los par-
ticipantes en los mismos; en ejercicio 
de esta atribución, podrá dictar normas 
sobre la organización, funcionalidad y 
operatividad de cada uno de los siste-
mas de pago, de sus políticas y medi-
das de administración y mitigación de 
riesgos, así como de protección de los 
derechos de los usuarios.

3.	Supervisar el cumplimiento de las 
normas dictadas por el Banco Central 
de Venezuela en materia de funciona-
miento de los sistemas de pago, así 
como las operaciones que impliquen 
enajenación, liquidación, afectación o 
entrega de fondos, valores u otros ins-
trumentos financieros, a los fines de 
determinar fuentes de riesgos y desa-
rrollar e incorporar las acciones correc-
tivas correspondientes; en tal virtud, 
podrá diseñar y/o aprobar programas 
de ajustes de obligatorio cumplimiento 
por parte de los administradores de los 
sistemas de pagos, tendentes a corregir 
desviaciones en los mismos, cuando se 
detecten deficiencias que puedan afec-
tar su correcto funcionamiento, poner 
en riesgo la seguridad de las órdenes o 
instrucciones tramitadas por medio del 
sistema o que impliquen incumplimien-
tos a la normativa que rija la materia.

4.	Suspender, e incluso dejar sin efecto, 
las decisiones adoptadas por los admi-
nistradores de los sistemas de pago, y 
adoptar las medidas oportunas, cuando 
considere que dichas decisiones infrin-
gen la normativa vigente o afectan de 

modo relevante el funcionamiento efi-
ciente y seguro de los mismos.

5.	Formular los requerimientos de infor-
mación a los administradores de los 
sistemas de pago, a sus participantes y 
entidades que proporcionen servicios a 
dichos sistemas, necesaria para valorar 
la eficiencia y seguridad de los sistemas 
e instrumentos de pago.

6.	Participar, cuando los considere conve-
niente, en el diseño de sistemas de pago 
promovidos por la iniciativa de terceros.

7.	Establecer acuerdos de cooperación 
con otras autoridades u organismos su-
pervisores de las entidades del sistema 
financiero, nacionales e internacionales, 
del mercado de valores, y de protección 
del consumidor, a los fines de garanti-
zar el funcionamiento eficiente y seguro 
de los sistemas de pago.

8.	Realizar cualquier otra actuación y/o ac-
tividad que sea necesaria a los fines de 
velar por la continuidad operativa de los 
sistemas de pago del país.

Artículo 64. Se entiende por administra-
dor de un sistema de pago a los fines de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, toda persona jurídica, pública o priva-
da, de carácter financiero o no, que opera 
un sistema de pagos y coordina la actuación 
de los participantes en el mismo, siempre 
y cuando hubiere sido autorizado como tal 
por el Banco Central de Venezuela. Para ser 
administrador de un sistema de pagos es 
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requisito indispensable no estar incurso en 
alguno de los supuestos de inhabilitación 
o de incompatibilidad establecidos para el 
ejercicio de la actividad bancaria, financiera, 
del mercado de capitales o asegurador.

Artículo 65. El Banco Central de Vene-
zuela, en la normativa que dicte al efecto, 
podrá establecer:

1.	La oportunidad en que las órdenes 
o instrucciones de transferencia de 
fondos o de valores, cursadas por los 
participantes a un sistema de pagos o 
liquidación de valores, no podrán ser 
revocadas por su ordenante o terceros.

2.	La posibilidad que tiene un sistema de 
realizar la compensación de las obligacio-
nes existentes entre dos o más participan-
tes que sean recíprocamente deudores y 
acreedores en un período de liquidación 
en un mismo sistema de pagos, con el 
objeto de extinguir dichas obligaciones 
hasta el monto concurrente, de modo que 
sólo sea exigible un crédito u obligación 
neta, sin que se requiera el consentimien-
to expreso de los participantes.

3.	La oportunidad y grado de firmeza, exigi-
bilidad y oponibilidad frente a terceros de 
las instrucciones de transferencia de fon-
dos o de valores, tramitadas en un siste-
ma de pagos o de liquidación de valores.

4.	La oportunidad desde la cual se harán 
efectivas en el sistema de pagos res-
pectivo, las órdenes o instrucciones 
emanadas por autoridades judiciales o 

administrativas, la cual, en ningún caso 
será superior a un día hábil bancario si-
guiente a la notificación de la misma, y 
se fijará atendiendo al interés general.

5.	El orden en que podrá efectuarse la 
compensación y liquidación de fondos 
y/o valores.

6.	La obligatoriedad de constituir garantías, 
así como su orden y trámite de ejecución.

Artículo 66. El Banco Central de Vene-
zuela, conjuntamente con los organismos 
supervisores y fiscalizadores de las entida-
des del sistema financiero y del mercado de 
valores, podrán dictar las regulaciones que 
se estimen pertinentes para garantizar que 
los administradores de un sistema de pago 
o participantes del mismo, en el ejercicio 
de las actividades que le son propias con-
forme a su objeto, se ajusten a lo dispuesto 
en la normativa dictada por el Banco Cen-
tral de Venezuela para garantizar el correc-
to funcionamiento del sistema de pago res-
pectivo, evitando posibles perturbaciones a 
los demás participantes y a otros sistemas.

Artículo 67. Los montos que deben 
pagar los participantes de un sistema de 
pago, por concepto de cuota de afiliación 
y/o de operación, deberán ser informados 
al Banco Central de Venezuela.

Artículo 68. El Banco Central de Vene-
zuela podrá establecer el pago de un apor-
te anual, relacionado con la función de su-
pervisión y vigilancia de los sistemas de 
pago que este desempeña, a ser pagado 

por los administradores y/o por los par-
ticipantes de los sistemas que hayan sido 
reconocidos como de pago.

El aporte será considerado como gastos 
de los aportantes correspondiente al ejer-
cicio dentro del cual sea pagado.

El Directorio del Banco Central de Vene-
zuela podrá establecer exclusiones de la 
obligación de efectuar el pago del aporte 
establecido en el presente artículo.

Artículo 69. El Directorio del Banco Cen-
tral de Venezuela, determinará la forma y 
oportunidad en que se pagará, así como 
el monto del aporte a que se refiere el ar-
tículo anterior, el cual estará comprendido 
entre un mínimo del cero coma uno por 
ciento (0,1%) y un máximo de cero coma 
cinco por ciento (0,5%), del promedio de 
los activos de cada aportante, correspon-
diente al ejercicio inmediato anterior.

Cuando el aporte no sea pagado en la fe-
cha en que sea exigible, el aportante deberá 
pagar intereses moratorios a la tasa activa 
promedio de los seis principales bancos 
comerciales y universales del país con ma-
yor volumen de depósitos, excluidas las 
carteras con intereses preferenciales, cal-
culada por el Banco Central de Venezuela 
para el mes calendario inmediato anterior.

Artículo 70. Sin perjuicio de los conve-
nios y acuerdos que se suscriban al efecto, 
el Banco Central de Venezuela podrá dictar 
las normas que regularán las relaciones de 
coordinación entre los diferentes organis-

mos cuyas competencias incidan en los 
participantes de los sistemas de pago, a 
los fines de formular recomendaciones en 
materia de regulación de las operaciones 
ejecutadas por los participantes de dichos 
sistemas, analizar los esquemas de funcio-
namiento de los mismos, así como realizar 
seguimiento a las distintas iniciativas que 
al respecto se adelanten de manera de velar 
por su armonización y/o modernización.

TÍTULO V
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO  

DEL BANCO CENTRAL  
DE VENEZUELA 

Capítulo I
Del Plan y Presupuesto  

del Banco Central de Venezuela 

Artículo 71. La dirección y la gestión 
interna del Banco Central de Venezuela 
deben estar regidas por un plan estraté-
gico institucional plurianual, que al tomar 
en consideración los objetivos consagra-
dos en el artículo 5º de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, formule el 
marco estratégico del Instituto, evalúe y 
proponga el perfeccionamiento de sus 
capacidades internas y establezca el con-
junto de medidas operativas para la eje-
cución y seguimiento anual del plan.

A estos efectos, aplicará las técnicas y 
procedimientos metodológicos de mayor 
vigencia con vistas a garantizar la incorpo-
ración sistemática de los procesos de au-
tomatización, la mayor participación de las 
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unidades organizativas del Banco, el segui-
miento del entorno nacional e internacional 
y la actualización permanente de las nuevas 
tendencias en la teoría y la práctica de la 
banca central y su incidencia interna.

En la formulación del plan estratégico del 
Banco Central de Venezuela, deberá ase-
gurarse la atención a los lineamientos ge-
nerales del Plan de Desarrollo Económico 
y Social de la Nación y que el presupuesto 
del Banco se corresponda con la expre-
sión financiera del plan.

Artículo 72. El ejercicio presupuestario 
del Banco Central de Venezuela se inicia el 
1° de enero y termina el 31 de diciembre 
de cada año.

Artículo 73. El presupuesto anual del 
Banco Central de Venezuela estará forma-
do por el presupuesto de ingresos y gas-
tos de la política monetaria e inversiones 
financieras y el presupuesto de ingresos y 
gastos operativos.

A los fines previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, se enten-
derá por gastos operativos, los gastos 
corrientes y de capital relacionados con la 
administración del Instituto.

Artículo 74. Corresponde al Directorio 
aprobar las instrucciones a las que deberá 
atenerse la administración del Banco para 
la formulación y ejecución del presupuesto.

Artículo 75. El proyecto de presupuesto 
de ingresos y gastos operativos del Banco 

Central de Venezuela se remitirá, para su 
discusión y aprobación, a la Asamblea Na-
cional durante la primera quincena de octu-
bre del ejercicio inmediatamente anterior al 
que se refiere el proyecto de presupuesto.

No estará sujeto al examen de la Asam-
blea Nacional el presupuesto de ingresos 
y gastos de la política monetaria e inver-
siones financieras del Banco Central de 
Venezuela.

Cuando en el presupuesto de gastos ope-
rativos se contemplen algunas partidas 
que excedan del ejercicio presupuestario, 
se incluirá la información oportuna a su 
ejecución en el ejercicio del año corres-
pondiente y sucesivos.

Artículo 76. Durante la discusión del pre-
supuesto del Banco Central de Venezuela, 
la Asamblea Nacional no podrá modificar 
directamente las partidas o asignaciones 
previstas en el proyecto de presupuesto. 
Si lo estima oportuno, la Asamblea Nacio-
nal devolverá el proyecto de presupuesto 
al Directorio del Banco Central de Vene-
zuela con las recomendaciones sobre su 
modificación.

En el caso de que la Asamblea Nacional no 
apruebe el presupuesto del Banco Central 
de Venezuela con anterioridad al 15 de di-
ciembre del ejercicio correspondiente, se 
reconducirá el presupuesto del año ante-
rior a dicho ejercicio.

Capítulo II
Del Ejercicio Económico, Estados  

Financieros e Informes

Artículo 77. El Banco Central de Venezue-
la cerrará y liquidará sus cuentas los días 
30 de junio y 31 de diciembre de cada año.

Artículo 78. Dentro de los treinta días 
hábiles siguientes al cierre de cada ejerci-
cio, el Banco Central de Venezuela publi-
cará los estados financieros del semestre 
finalizado.

Artículo 79. Dentro de los primeros 
quince días hábiles de cada mes, el Banco 
Central de Venezuela publicará los esta-
dos financieros correspondientes al mes 
finalizado.

Artículo 80. Los estados financieros 
del Banco, tanto mensuales como se-
mestrales, se publicarán en un diario 
de circulación nacional y se facilitará el 
acceso a los datos a través de los recur-
sos electrónicos del Banco. Los estados 
financieros correspondientes al cierre de 
cada ejercicio se publicarán en la Gace-
ta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela.

En la formación de dichos estados, el 
Banco deberá ajustarse a las normas y 
principios contables que dicte la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario.

Artículo 81. Con independencia de su pu-
blicación, el Directorio del Banco Central de 

Venezuela remitirá a la Asamblea Nacional y 
al Ejecutivo Nacional, los estados financie-
ros y los informes de los comisarios o comi-
sarias, dentro de los noventa días siguientes 
al cierre de su ejercicio.

El Banco Central de Venezuela deberá 
elaborar y publicar, dentro de los seis 
primeros meses de cada año, el informe 
económico anual correspondiente al año 
inmediatamente anterior, el cual deberá 
contener las series estadísticas y su res-
pectivo análisis y demás datos que per-
mitan obtener informaciones actualizadas 
del estado de la economía nacional y de 
sus variables más importantes. Este infor-
me deberá ser aprobado por el Directorio.

Capítulo III
De los Comisarios o Comisarias 

Artículo 82. Los comisarios designados 
o comisarias designadas conforme al pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, elaborarán y rendirán sus informes y 
actuaciones dentro de los cuarenta y cinco 
días siguientes al cierre de cada ejercicio, 
los cuales serán enviados al Ejecutivo Na-
cional y a la Asamblea Nacional conjunta-
mente con los estados financieros.

Capítulo IV
De las Utilidades y Reservas 

Artículo 83. De las utilidades netas semes-
trales del Banco Central de Venezuela, cual-
quiera sea su origen o naturaleza, se destina-
rá el diez por ciento (10%) al Fondo General 
de Reserva, cuyo límite cuantitativo será 
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fijado razonadamente por el Directorio del 
Banco Central de Venezuela. El Directorio, 
mediante decisión motivada, acordará que 
el remanente de las utilidades netas semes-
trales, una vez deducidas las reservas deter-
minadas en el párrafo anterior y las volunta-
rias, las cuales en todo caso no excederán el 
cinco por ciento (5%) de dichas utilidades, 
serán entregadas a la Tesorería Nacional en 
la oportunidad que decida el Directorio den-
tro de los seis meses siguientes al cierre del 
ejercicio económico correspondiente.

El cálculo de las utilidades por entregar 
a la Tesorería Nacional se hará sobre las 
utilidades netas semestrales realizadas y 
recaudadas con arreglo a las normas de 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario. El remanente de uti-
lidad del Banco Central de Venezuela será 
entregado al Ejecutivo Nacional en forma 
programada y en concordancia con los 
objetivos y metas fijados en el Acuerdo de 
Coordinación Macroeconómica.

Artículo 84. En el caso de que el saldo 
de las cuentas de utilidades no distribui-
das y reservas de capital, mencionado en 
el artículo anterior, resultare insuficiente 
para cubrir los desequilibrios financieros 
de un ejercicio económico, corresponderá 
a la República Bolivariana de Venezuela 
realizar los aportes que sean necesarios 
para su reposición.

A los fines previstos en este artículo, los 
referidos aportes se realizarán mediante la 
asignación de los créditos correspondien-
tes en el presupuesto del ejercicio fiscal 

siguiente al de aquél en que se hubiera 
determinado el monto requerido. 

En caso de que la situación de las cuentas 
fiscales no permitiere la realización de la 
asignación presupuestaria, la Asamblea 
Nacional autorizará una emisión especial 
de títulos de la deuda pública nacional, en 
condiciones de mercado y con un venci-
miento que no exceda de cinco años.

TÍTULO VI
DEL CONTROL Y RELACIONES 

DEL BANCO CENTRAL  
DE VENEZUELA  

CON LOS PODERES PÚBLICOS

Capítulo I
De las Relaciones  

con el Poder Ejecutivo 

Artículo 85. Las relaciones entre el Eje-
cutivo Nacional y el Banco Central de Ve-
nezuela se sostendrán por intermedio del 
Ministro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas.

Artículo 86. El Ministro o Ministra del 
Poder Popular con competencia en ma-
teria de Finanzas, por órgano del Tesore-
ro o Tesorera Nacional, deberá enviar al 
Banco Central de Venezuela, la siguiente 
información:

1.	Movimiento diario de ingresos y egre-
sos, ordinarios y extraordinarios, del 
Tesoro Nacional.

2.	Al inicio de cada semana, una programa-
ción relativa a los ingresos y egresos or-
dinarios y extraordinarios, previstos para 
las siguientes cuatro semanas. El Tesore-
ro o Tesorera Nacional deberá revisar dia-
riamente esta programación y participar 
al Banco Central de Venezuela cualquier 
cambio que se produzca en la misma.

3.	Dentro de los primeros quince días del 
año fiscal, una programación de los ci-
tados ingresos y egresos para los cua-
tros trimestres del ejercicio respectivo, 
la cual deberá ser actualizada dentro de 
las dos primeras semanas de cada mes, 
respecto al período no ejecutado.

Por su parte, el Ministerio del Poder Po-
pular con competencia en materia de 
Planificación, informará sobre el proceso 
de elaboración y ejecución del Plan de 
Desarrollo Económico y Social de la Na-
ción al Banco Central de Venezuela, a fin 
de recabar opinión sobre cuestiones de su 
competencia. El mencionado Ministerio 
suministrará al Banco la información que 
éste requiera, de conformidad con la ley.

Artículo 87. El Banco Central de Vene-
zuela debe informar oportunamente al 
Ejecutivo Nacional, o a su requerimiento, 
sobre el comportamiento de la economía, 
sobre el nivel adecuado de las reservas 
internacionales y respecto de las medidas 
adoptadas en el ámbito de sus competen-
cias, con independencia de la publicación 
de los informes en los términos estable-
cidos en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Igualmente, debe presentar al Ejecutivo 
Nacional, el resultado del estudio donde se 
estime el nivel adecuado de reservas inter-
nacionales, el cual podrá ser semestral si las 
circunstancias así lo aconsejan, a juicio del 
Directorio del Instituto. En dicho estudio, se 
incluye el nivel adecuado de reservas inter-
nacionales operativas a los efectos de aten-
der lo previsto en el artículo 125 del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 88. El Directorio del Banco Cen-
tral de Venezuela o su Presidente o Presi-
denta en caso de necesidad, por iniciativa 
propia o a solicitud del Ministro o Ministra 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas, recomendará al Eje-
cutivo Nacional las medidas que estime 
oportunas para alcanzar las metas y ob-
jetivos del acuerdo de políticas y los fines 
esenciales del Estado.

Capítulo II
De las relaciones  

con la Asamblea Nacional 

Artículo 89. Corresponde al Banco Central 
de Venezuela rendir cuenta de sus actuacio-
nes, metas y resultados de sus políticas ante 
la Asamblea Nacional, de acuerdo con los 
términos de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

Artículo 90. El Directorio deberá enviar 
una síntesis de sus decisiones a la Asam-
blea Nacional, con un diferimiento no 
mayor de treinta días, salvo que solicite 
y obtenga un lapso mayor de parte de la 
Asamblea Nacional.
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Artículo 91. Durante los primeros cua-
renta y cinco días hábiles de cada año, el 
Directorio del Banco Central de Venezue-
la, a través de su Presidente o Presiden-
ta, presentará un informe a la Asamblea 
Nacional sobre los resultados obtenidos, 
el cumplimiento de sus metas y políticas, 
así como del comportamiento de las va-
riables macroeconómicas del país y las 
circunstancias que influyeron en la ob-
tención de los mismos y un análisis que 
facilite su evaluación.

Artículo 92. Con independencia de los 
informes periódicos, la Asamblea Nacio-
nal podrá requerir del Banco Central de 
Venezuela aquellas informaciones que 
estime conveniente, así como solicitar la 
comparecencia del Presidente o Presiden-
ta del Banco.

Cuando, en los casos en que sea absolu-
tamente necesario para el ejercicio de sus 
atribuciones, la Asamblea Nacional nece-
site informaciones confidenciales, éstas 
se harán llegar directamente al Presiden-
te o Presidenta de la Asamblea Nacional, 
quien será responsable de su difusión. 
Los miembros de la Asamblea Nacional 
que tengan acceso a esta información 
deben cumplir con el deber de secreto 
consagrado en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Capítulo III
De las relaciones  
con la Contraloría

General de la República 

Artículo 93. La Contraloría General de 
la República es el órgano responsable 
del control posterior del Banco Central de 
Venezuela. En este sentido, la actividad de 
control nunca tendrá lugar con anteriori-
dad a la ejecución de las decisiones del 
Banco.

Artículo 94. La Contraloría General de la 
República podrá ejercer sus funciones basa-
da en los principios de sinceridad, oportu-
nidad, eficacia y eficiencia de la gestión ad-
ministrativa del Banco Central de Venezuela, 
y sólo se referirá a la correcta ejecución del 
presupuesto operativo.

Los principios a los que se refiere el apar-
te anterior implican el adecuado cumpli-
miento de la función contralora sin me-
noscabo de los objetivos, metas y resul-
tados de la gestión del Banco Central de 
Venezuela.

Artículo 95. En el ejercicio de sus facul-
tades, la Contraloría General de la Repú-
blica tendrá acceso a las informaciones 
confidenciales cuando sea de absoluta 
necesidad para el cumplimiento de sus 
competencias de acuerdo con la ley.

Los funcionarios y funcionarias de la 
Contraloría General de la República que 
tengan acceso a esta información deben 
cumplir con el deber de secreto consa-

grado en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 96. La Contraloría General de la 
República no podrá incluir dentro de sus 
informes de gestión datos confidenciales 
relativos al Banco Central de Venezuela, ni 
podrá hacerlos públicos ni entregarlos, sal-
vo en aquellos casos que así lo requieran la 
Asamblea Nacional o el Ejecutivo Nacional, 
oída la opinión del Banco.

Capítulo IV
De Otras Instancias de Control 

Artículo 97. Corresponde a la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario la inspección y vigilancia de las 
actividades de su competencia que reali-
ce el Banco Central de Venezuela, por lo 
tanto, para el mejor cumplimiento de sus 
funciones, él o la Superintendente de las 
Instituciones del Sector Bancario podrá 
asistir a las reuniones del Directorio, don-
de tendrá derecho a voz, pero no a voto.

Son de aplicación a la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario 
las garantías en el ejercicio de sus funcio-
nes determinadas en los artículos 95 y 96 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

Artículo 98. Las instituciones públicas 
que participen en el control del Banco 
Central de Venezuela podrán dirigir al Pre-
sidente o Presidenta del Banco aquellas 
recomendaciones que consideren conve-
nientes para mejorar el funcionamiento de 

este organismo, de acuerdo con sus ám-
bitos de competencia.

Las firmas auditoras darán a conocer es-
tas recomendaciones exclusivamente en 
los informes finales que remitan al Ejecu-
tivo Nacional.

Capítulo V
De la Auditoría Externa 

Artículo 99. Los estados financieros del 
Banco Central de Venezuela serán exami-
nados anualmente a través de una auditoría 
externa, la cual versará sobre las cuentas 
operativas y administrativas del Banco, 
quedando exceptuados el presupuesto de 
política monetaria y las inversiones finan-
cieras que realice el Banco.

Los auditores externos serán independien-
tes. Corresponde al Ejecutivo Nacional, 
oído el Banco Central de Venezuela, la se-
lección mediante concurso público de la 
firma especializada, nacional o extranjera, 
que realizará la auditoría. La firma no podrá 
ser contratada para la realización de más 
de tres auditorías durante el trienio siguien-
te y esta limitación se extenderá a cualquier 
otra empresa que pueda reemplazarla o 
guarde relación directa con la firma por 
medio de sus propietarios o directivos.

El costo de la auditoría externa se incorpo-
rará en el presupuesto del Banco Central 
de Venezuela.

Artículo 100. Los auditores externos en 
ningún caso tendrán acceso a las informa-
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ciones que revistan naturaleza confidencial 
de acuerdo con la Constitución de la Re-
pública y las leyes sobre la materia o que 
hayan sido calificadas como tales por el 
Directorio del Banco. Los auditores y audi-
toras deben guardar secreto con respecto 
a todas las informaciones que hayan sido 
de su conocimiento durante el proceso de 
auditoría del Banco Central de Venezuela y 
sus informes son asimismo confidenciales.

 
TÍTULO VII

DE LA COORDINACIÓN  
MACROECONÓMICA 

Artículo 101. El Banco Central de Ve-
nezuela y el Ejecutivo Nacional actuarán 
coordinadamente con el fin de promover y 
defender la estabilidad económica y finan-
ciera del país, evitar la vulnerabilidad de la 
economía y velar por la estabilidad moneta-
ria y de precios, para asegurar el bienestar 
social y el desarrollo humano, consistente 
con las metas trazadas en el contexto de 
la política económica y en particular con 
las líneas generales del Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación.

La coordinación macroeconómica entre 
el Banco Central de Venezuela y el Ejecu-
tivo Nacional se regulará según lo previs-
to en el presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, en las disposiciones 
que señalen otras normas y en las que 
se establezca en materia de coordinación 
macroeconómica.

Artículo 102. La coordinación ma-
croeconómica se concertará sobre la base 
de un acuerdo anual de políticas, suscrito 
por el Ejecutivo Nacional por medio del 
Ministro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas, y el 
Presidente o Presidenta del Banco Central 
de Venezuela. El Acuerdo deberá ser rigu-
roso y consistente con las metas trazadas 
en el contexto de la política económica.

El Acuerdo Anual de Políticas deberá con-
tribuir a la armonización de las políticas 
de la competencia de ambos organismos, 
con el fin de lograr los objetivos ma-
croeconómicos que se establezcan.

El Acuerdo contendrá, entre otros aspec-
tos, los rangos en los cuales se centrarán 
los objetivos macroeconómicos que deben 
ser asegurados, los cuales deberán estar 
dirigidos a garantizar el crecimiento de la 
economía, la estabilidad de precios a través 
de una meta de inflación, el balance fiscal y 
el balance externo. Asimismo evaluará las 
repercusiones sociales de las políticas eco-
nómicas que deberán ser utilizadas para 
alcanzar los objetivos mencionados.

El Banco Central de Venezuela dispondrá 
de autonomía para la definición y aplicación 
del conjunto de instrumentos y variables 
de políticas, las cuales deberán asegurar la 
más estrecha relación entre las gestiones 
fiscales, monetarias y cambiarias.

El Acuerdo establecerá la responsabilidad 
de cada organismo en la definición de 
sus objetivos, así como la metodología y 

mecanismos para la medición de los obje-
tivos macroeconómicos que deberán ser 
cumplidos.

El Acuerdo Anual de Políticas no podrá in-
cluir en ningún caso políticas monetarias 
que convaliden o financien políticas fiscales 
deficitarias.

La divulgación del Acuerdo deberá hacer-
se en el momento de la aprobación del 
presupuesto nacional por la Asamblea 
Nacional.

Artículo 103. Las diferencias que pudie-
ren surgir entre el Banco Central de Ve-
nezuela y el Ministerio con competencia 
en materia de Finanzas en la elaboración 
y suscripción del acuerdo serán resueltas 
por la Asamblea Nacional, incluyendo el 
establecimiento de un régimen especial 
de asignación de responsabilidades entre 
los organismos involucrados.

Artículo 104. Los máximos responsa-
bles del Acuerdo Anual de políticas infor-
marán a la Asamblea Nacional durante los 
primeros cuarenta y cinco días hábiles 
de cada semestre, acerca de la ejecución 
de las políticas y acciones previstas en 
el Acuerdo y del alcance de los objetivos 
planteados, explicando y evaluando, según 
le corresponda a cada organismo, el efecto 
sobre el cumplimiento del Acuerdo de las 
desviaciones relacionadas con las influen-
cias de variables exógenas a la economía 
venezolana. Asimismo, con anterioridad a 
la presentación del nuevo Acuerdo, rendi-
rán cuenta a la Asamblea Nacional sobre la 

efectividad de los instrumentos utilizados, 
las condiciones de la economía en que se 
ha desarrollado el Acuerdo y la obtención 
de los resultados previstos.

Artículo 105. Los entes del sector públi-
co y privado tienen la obligación de sumi-
nistrar en forma oportuna al Banco Central 
de Venezuela, toda la información estadís-
tica que requiera para el diseño de la parti-
cipación del Banco en el Acuerdo Anual de 
Políticas, así como para la elaboración de 
los informes contemplados en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

 
TÍTULO VIII

DEL SISTEMA MONETARIO  
NACIONAL

 
Capítulo I

De la Emisión y Circulación  
de las Especies Monetarias 

Artículo 106. La unidad monetaria de la 
República Bolivariana de Venezuela es el 
bolívar. En caso de que se instituya una mo-
neda común, en el marco de la integración 
latinoamericana y caribeña, podrá adoptarse 
la moneda que sea objeto de un tratado que 
suscriba la República.

Artículo 107. Corresponde al Banco Cen-
tral de Venezuela el derecho exclusivo de 
emitir billetes y de acuñar monedas de cur-
so legal en todo el territorio de la Repúbli-
ca. Ninguna institución, pública o privada, 
cualquiera que sea su naturaleza, podrá 
emitir especies monetarias.
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Queda a salvo la regulación relacionada 
con la emisión de especies para el inter-
cambio de bienes y servicios entre prosu-
midores, en el ámbito comunal.

Artículo 108. Las monedas y los billetes 
emitidos por el Banco Central de Venezue-
la tendrán las denominaciones, dimen-
siones, diseños y colores que acuerde el 
Directorio.

Para la acuñación de las monedas, el Ban-
co Central de Venezuela queda facultado 
para emplear el metal o la aleación de 
metales que considere más apropiados 
y convenientes, de acuerdo con su valor, 
resistencia y demás propiedades intrínse-
cas, así como para fijar el peso y ley de 
las mismas.

Artículo 109. Los elementos originales 
usados en los procesos de producción de 
billetes y monedas del Banco Central de 
Venezuela serán inventariados y posterior-
mente destruidos, según los procedimientos 
y respetando las medidas de seguridad que 
a tal efecto se establezcan. No tendrá lugar 
esta destrucción cuando, para su archivo y 
posible exhibición, así lo decida el Directorio 
del Banco Central de Venezuela. En estos ca-
sos se guardarán con la custodia necesaria.

Artículo 110. El Banco Central de Venezue-
la podrá acuñar monedas con fines numis-
máticos o conmemorativos, a cuyo efecto 
queda en libertad de establecer las caracte-
rísticas de la emisión y su forma de distribu-
ción o comercialización.

Artículo 111. El Banco Central de Vene-
zuela regulará la acuñación y el comercio 
de las monedas con fines numismáticos, 
conmemorativos o de otro carácter.

Artículo 112. El Banco Central de Vene-
zuela podrá producir especies valoradas 
no monetarias y otros instrumentos de 
seguridad, cuyo diseño y demás carac-
terísticas provendrán de la propia institu-
ción o de terceros.

Artículo 113. El Banco Central de Ve-
nezuela sólo podrá poner en circulación 
billetes y monedas metálicas a través de 
la compra de oro, divisas y la realización 
de las demás operaciones autorizadas por 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Artículo 114. Las monedas y billetes 
que regresen al Banco por la venta de oro, 
de divisas o de otros activos o en pago de 
créditos, quedarán retirados de la circula-
ción y no podrán volver a ella sino en vir-
tud de nuevas operaciones especificadas 
en el artículo anterior.

Artículo 115. El Banco Central de Vene-
zuela deberá organizar en todo el territorio 
nacional los servicios necesarios para ase-
gurar la provisión de billetes y monedas y 
para facilitar al público el canje de las es-
pecies monetarias de curso legal por cua-
lesquiera otras que representen igual valor.

Los bancos y demás instituciones finan-
cieras autorizados para recibir depósitos 
en moneda nacional estarán obligados a 

la prestación en sus distintas oficinas, su-
cursales o agencias, del servicio de canje 
de especies monetarias, de acuerdo con 
las normas que al efecto dicte el Banco 
Central de Venezuela.

Con el fin de prevenir la escasez de mone-
das fraccionarias y garantizar el adecuado 
servicio, el Banco Central de Venezuela po-
drá requerir que los bancos e instituciones 
financieras mantengan a disposición del 
público, en sus distintas oficinas, sucur-
sales o agencias, existencias mínimas de 
monedas metálicas en las cantidades que 
el Banco Central de Venezuela determine 
para cada clase de moneda, entendiéndose 
que dichos bancos o instituciones deberán 
restablecer inmediatamente las existen-
cias mínimas requeridas para satisfacer la 
demanda del público que deberá, en todo 
caso, ser atendida.

Artículo 116. Las monedas y billetes emi-
tidos por el Banco Central de Venezuela ten-
drán poder liberatorio sin limitación alguna 
en el pago de cualquier obligación pública o 
privada, sin perjuicio de disposiciones espe-
ciales, de las leyes que prescriban pago de 
impuestos, contribuciones u obligaciones 
en determinada forma y del derecho de esti-
pular modos especiales de pago.

Artículo 117. El Banco Central de Vene-
zuela puede disponer la desmonetización 
de toda o parte de las emisiones de mo-
neda en circulación, reembolsando a los 
tenedores el valor de las especies objeto 
de la medida.

Artículo 118. La importación, exporta-
ción o comercio de monedas venezola-
nas o extranjeras de curso legal en sus 
respectivos países están sujetas a las 
regulaciones que establezca el Banco 
Central de Venezuela.

Artículo 119. No son de obligatorio re-
cibo las monedas y los billetes perforados 
o alterados, ni los desgastados por el uso 
hasta haber perdido por ambas caras su 
respectiva impresión.

Artículo 120. Sin perjuicio de las dispo-
siciones penales aplicables, las monedas 
y los billetes falsificados, dondequiera 
que se encuentren, serán incautados y 
puestos a disposición de la autoridad 
competente para que siga el juicio penal 
correspondiente. En la sentencia respecti-
va, el Tribunal mandará a destruir los ins-
trumentos empleados para ejecutar el de-
lito y entregará las monedas y los billetes 
falsificados al Banco Central de Venezuela 
para su inutilización y, en su caso, aprove-
chamiento de los materiales.

Capítulo II
De la Convertibilidad Externa,  

Transacciones Cambiarias,  
Reservas Internacionales  

y Nivel Adecuado  
de Reservas Internacionales 

Artículo 121. Las monedas y los bi-
lletes de curso legal serán libremente 
convertibles al portador y a la vista y su 
pago será efectuado por el Banco Central 
de Venezuela mediante cheques, giros o 
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transferencias sobre fondos depositados 
en bancos de primera clase del exterior 
y denominados en moneda extranjera, de 
los cuales se puede disponer libremente.

Artículo 122. El Banco Central de Ve-
nezuela regulará, en los términos que 
convenga con el Ejecutivo Nacional, la 
negociación y el comercio de divisas en 
el país; las transferencias o traslados de 
fondos, tanto en moneda nacional como 
en divisas, del país hacia el exterior o des-
de el exterior hacia el país, así como los 
convenios internacionales de pago.

En la regulación que dicte al efecto, el Ban-
co Central de Venezuela podrá establecer 
requisitos, condiciones y procedimientos en 
relación con las materias a que se refiere el 
presente artículo.

El Banco Central de Venezuela deberá 
estar representado en las comisiones es-
peciales que el Ejecutivo Nacional creare 
para conocer y decidir aquellos asuntos 
que determinen los convenios cambia-
rios, a través de uno de los miembros del 
Directorio del Banco Central de Venezuela 
o de un funcionario o funcionaria de alto 
nivel del Instituto designado por dicho 
cuerpo. Los asuntos que se consideren 
en dichas comisiones atinentes a aspec-
tos de naturaleza estratégica en el ámbito 
operativo cambiario, serán sometidos a la 
consideración del Directorio y al Ministro 
o Ministra con competencia en materia de 
Finanzas.

Artículo 123. En los convenios cam-
biarios que suscriban el Banco Central de 
Venezuela y el Ejecutivo Nacional se es-
tablecerán los márgenes de utilidad que 
podrán obtener tanto el Banco Central de 
Venezuela como los bancos e institucio-
nes financieras que participen en la com-
praventa de divisas.

Artículo 124. Los convenios cambia-
rios que celebren el Ejecutivo Nacional y 
el Banco Central de Venezuela regularán 
todo lo correspondiente al sistema cam-
biario del país. Éstos podrán establecer 
limitaciones o restricciones a la libre con-
vertibilidad de la moneda nacional cuando 
se considere necesario para su estabilidad, 
así como para la continuidad de los pagos 
internacionales del país o para contrarres-
tar movimientos inconvenientes de capital.

Artículo 125. Las divisas que se obtengan 
por concepto de exportaciones de hidrocar-
buros, gaseosos y otras, deben ser vendi-
das al Banco Central de Venezuela al tipo de 
cambio vigente para la fecha de cada ope-
ración, salvo aquellas que sean necesarias 
para cumplir con las contribuciones fiscales 
en divisas a las que están obligados de con-
formidad con la ley los sujetos autorizados 
para realizar las referidas actividades. 

Petróleos de Venezuela S.A., o el ente crea-
do para el manejo de la industria petrolera, 
podrá mantener fondos en divisas, previa 
opinión favorable del Banco Central de 
Venezuela, a los efectos del pago de sus 
compromisos financieros en el exterior, así 
como para sufragar sus pagos operativos y 

de inversión en el extranjero, y a lo previs-
to en las leyes, lo que aparecerá reflejado 
en los balances de la empresa. Asimismo, 
debe informar trimestralmente o a requeri-
miento del Banco Central de Venezuela so-
bre el uso y destino de los referidos fondos.

Petróleos de Venezuela S.A., o el ente 
creado para el manejo de la industria 
petrolera deberá mantener informado al 
Banco Central de Venezuela sobre los in-
gresos de divisas que obtenga por cual-
quier concepto, a los fines de la progra-
mación correspondiente.

El Banco Central de Venezuela, tomando en 
consideración la estimación del nivel ade-
cuado de reservas internacionales operativas 
que hubiere fijado el Directorio de conformi-
dad con el artículo 87 del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, el prome-
dio de las mismas observado en el período, 
así como su evolución proyectada para el 
siguiente lapso, transferirá al Fondo de Desa-
rrollo Nacional (FONDEN), si fuere el caso, el 
excedente correspondiente, a objeto de que 
sea destinado al financiamiento de proyectos 
de inversión en la economía real, la educa-
ción y la salud, el mejoramiento del perfil y 
saldo de la deuda pública, y para la atención 
de situaciones especiales y estratégicas. 

La transferencia de recursos a que se con-
trae el párrafo precedente, se hará median-
te la acreditación del saldo correspondiente 
en una cuenta especial de depósito en mo-
neda extranjera abierta a nombre del Fondo 
de Desarrollo Nacional (FONDEN), en el 
Banco Central de Venezuela, con cargo a la 

cual se ejecutarán los pagos que instruya 
el Fondo de Desarrollo Nacional (FONDEN), 
para atender los fines antes indicados, bien 
en moneda extranjera o en bolívares previa 
venta de las divisas correspondientes al 
Banco Central de Venezuela.

Artículo 126. El Banco Central de Vene-
zuela, a los efectos de la estimación del ni-
vel adecuado de reservas internacionales, 
establecerá una metodología, cuyos pará-
metros se adecuarán a las características 
estructurales de la economía venezolana.

Artículo 127. Los activos en monedas 
distintas al bolívar que mantenga el Banco 
Central de Venezuela podrán calificarse 
como reservas internacionales o como 
otros activos en moneda extranjera. 

Las reservas internacionales en poder del 
Banco Central de Venezuela, estarán repre-
sentadas en la proporción que el Directorio 
estime conveniente, de la siguiente forma:

1.	Oro amonedado y en barras, depositado 
en sus propias bóvedas y en institucio-
nes financieras del exterior calificadas 
de primera clase, según criterios reco-
nocidos internacionalmente.

2.	Depósitos a la vista o a plazo y títulos 
valores en monedas de reserva emitidos 
por instituciones financieras del exterior 
calificadas de primera clase, según crite-
rios reconocidos internacionalmente.

3.	Depósitos a la vista o a plazo y títulos 
valores en monedas de reserva emiti-
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dos por entes públicos extranjeros e 
instituciones financieras internaciona-
les, en las cuales la República tenga 
participación o interés y que sean de 
fácil realización o negociabilidad.

4.	Derechos especiales de giro u otra mo-
neda fiduciaria internacional.

5.	Posición crediticia neta en el Fondo Mo-
netario Internacional.

6.	Diamantes y demás piedras o metales 
preciosos u otros bienes objeto de tran-
sacción en los mercados financieros 
internacionales, que hubieran sido cali-
ficados como activos de reserva por el 
Directorio y que estén depositados en 
sus propias bóvedas o en instituciones 
financieras del exterior calificadas de pri-
mera clase, según criterios reconocidos 
internacionalmente.

7.	Cualesquiera otros activos o derechos 
que hubieran sido calificados como de 
reserva por el Directorio de acuerdo con 
criterios reconocidos internacionalmente.

A los efectos del presente artículo se 
considera como moneda de reserva a las 
divisas libremente convertibles y de acep-
tación universal, así como a aquellas mo-
nedas extranjeras de fácil conversión en 
divisas en las principales plazas interna-
cionales y que sean empleadas como mo-
neda de cuenta o de pago en compromi-
sos asumidos por la República Bolivariana 
de Venezuela.

En su función de administrar las reservas 
internacionales, el Banco Central de Vene-
zuela atenderá a los criterios generales de 
liquidez, seguridad y rentabilidad de los 
instrumentos, en la observación de los 
mercados financieros internacionales y el 
análisis de las diversas clases de riesgos 
existentes en la actividad de inversión. 
Por el carácter de obligación de medios 
de esta función, el Instituto podrá reali-
zar operaciones que procuren atenuar los 
riesgos existentes en los mercados finan-
cieros internacionales, donde se invierten 
las reservas del país.

Capítulo III
De las Obligaciones, Cuentas  
y Documentos en Monedas  

Extranjeras 

Artículo 128. Los pagos estipulados en mo-
nedas extranjeras se cancelan, salvo conven-
ción especial, con la entrega de lo equivalente 
en moneda de curso legal, al tipo de cambio 
corriente en el lugar de la fecha de pago.

Artículo 129. En la contabilidad de las 
oficinas, públicas o privadas y en los libros 
cuyo empleo es obligatorio, de acuerdo 
con el Código de Comercio, los valores se 
expresarán en bolívares. No obstante, pue-
den asentarse operaciones de intercambio 
internacional contratadas en monedas ex-
tranjeras, cuya mención puede hacerse, 
aunque llevando a la contabilidad el res-
pectivo contravalor en bolívares. Igualmen-
te, pueden llevarse libros auxiliares para la 
misma clase de operación, con indicacio-
nes y asientos en monedas extranjeras.

Artículo 130. Todos los memoriales, 
escritos, asientos o documentos que se 
presenten a los tribunales y otras oficinas 
públicas relativos a operaciones de inter-
cambio internacional en que se expresen 
valores en moneda extranjera, deberán 
contener al mismo tiempo su equivalencia 
en bolívares.

Artículo 131. Las citas o referencias 
de documentos otorgados o que hayan 
de producir efecto fuera de la República, 
pueden contener expresión de cantidades 
pecuniarias en monedas extranjeras, sin 
necesidad de indicación de su equivalen-
cia en bolívares.

 
TÍTULO IX

DEL RÉGIMEN DE SANCIONES 

Artículo 132. Están sujetos al presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley todas 
las personas naturales y jurídicas. La alusión 
a bancos y otras instituciones financieras 
contenida en el presente Título se entenderá 
en sentido amplio y, en todo caso, incluirá a 
las instituciones y sujetos regulados por las 
leyes que rijan la actividad bancaria, asegu-
radora y de mercado de capitales.

Artículo 133. El Banco Central de Vene-
zuela tiene la facultad de sancionar adminis-
trativamente, por medio de resoluciones, a 
quienes transgredan las obligaciones deter-
minadas en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley y en las resoluciones 
que éste dicte en el ejercicio de las funciones 
que le hayan sido atribuidas.

Artículo 134. Las sanciones indicadas en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley se aplicarán sin menoscabo de las ac-
ciones penales y civiles a que hubiere lugar, 
así como de la posibilidad de solicitar la 
indemnización por daños y perjuicios que 
pudieran determinarse.

Las sanciones establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
serán impuestas y liquidadas por el Banco 
Central de Venezuela, de acuerdo con el 
procedimiento establecido en la Ley Orgá-
nica de Procedimientos Administrativos. 
Las resoluciones al respecto podrán recu-
rrirse en los términos indicados en la ley.

Artículo 135. Las personas sometidas a 
la normativa emanada del Banco Central de 
Venezuela, que infrinjan las resoluciones 
dictadas por el mismo en materia de tasas 
de interés, comisiones, tarifas y/o recargos, 
regulación del crédito, y sistemas de pagos 
serán sancionadas hasta con el uno por 
ciento (1%) de su capital pagado y reservas. 
Asimismo serán sancionadas con un medio 
por ciento (0,5%) de su capital pagado y 
reservas por no suministrar oportunamente 
los informes sobre su estado financiero o 
cualesquiera de sus operaciones que le sean 
requeridas, pudiendo elevarse hasta en un 
uno por ciento (1%) adicional, en caso que 
se demuestre la falsedad de la información 
suministrada.

Artículo 136. El incumplimiento de las 
normas prudenciales generales o sobre mo-
neda extranjera que dicte el Banco Central 
de Venezuela para garantizar lo establecido 
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en el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley de Instituciones del Sector Bancario, es-
tará sujeto a las sanciones que previamente 
establezca su Directorio, las cuales no po-
drán ser superiores al monto del valor co-
rrespondiente a cada operación.

Artículo 137. Quienes, sin el previo cum-
plimiento de las regulaciones dictadas por el 
Banco Central de Venezuela, realicen opera-
ciones de importación o comercio de mone-
da venezolana o extranjera de curso legal en 
sus respectivos países, serán sancionados o 
sancionadas con multa equivalente al valor 
de la respectiva operación.

Estarán sujetos a la misma sanción quienes, 
en contravención de las regulaciones dicta-
das por el Banco Central de Venezuela, acu-
ñen o comercialicen monedas con fines nu-
mismáticos, conmemorativos o de cualquier 
otro carácter. Las monedas objeto de dicha 
ilicitud serán decomisadas.

Artículo 138. Serán sancionados o san-
cionadas hasta con el monto del valor co-
rrespondiente a cada operación, quienes 
realicen operaciones de negociación y co-
mercio de divisas en el país, de transferen-
cia o traslado de fondos, o de importación, 
exportación, compraventa y gravamen de 
oro y sus aleaciones, tanto amonedado 
como en barras, fundido, manufacturado o 
en cualquier otra forma, sin haber cumpli-
do con las regulaciones establecidas por el 
Banco Central de Venezuela.

Artículo 139. Los que se nieguen a re-
cibir la moneda legal en concepto de libe-

ración de obligaciones pecuniarias, en los 
términos establecidos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán san-
cionados con el triple de la cantidad cuya 
aceptación hayan rehusado.

Artículo 140. Sin perjuicio de la respon-
sabilidad penal correspondiente, quienes sin 
autorización previa emanada del Directorio 
del Banco Central de Venezuela, alteren, fun-
dan o de alguna manera destruyan especies 
monetarias de circulación legal, así como 
aquél que en conocimiento de tal circuns-
tancia comercialice el producto de tales pro-
cesos, será sancionado con multa de hasta 
cuatro mil unidades tributarias (4.000 U.T.).

Artículo 141. Sin menoscabo de otras 
responsabilidades que pudieran tener lugar, 
aquél que infrinja el deber de secreto esta-
blecido en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley será sancionado por 
una cantidad de hasta cuatro mil unidades 
tributarias (4.000 U.T.).

En caso de que el infractor o infractora sea 
personal al servicio del Banco Central de Ve-
nezuela, la transgresión será además causal 
de destitución o despido, según el caso.

Si la infracción es debida a la actuación de 
la firma encargada de la auditoría externa 
prevista en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, dicha empresa quedará 
además inhabilitada para realizar audito-
rías en el Banco Central de Venezuela du-
rante los diez años siguientes a la realiza-
ción de aquélla.

En estos casos, el Directorio del Banco 
Central de Venezuela será el competente 
para determinar la cuantía de la sanción 
y proveer su liquidación. De la respectiva 
sanción se notificará al Ejecutivo Nacional, 
a la Asamblea Nacional y a la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario para los fines pertinentes.

 
TÍTULO X

DEL FUERO JUDICIAL ESPECIAL 

Artículo 142. El órgano jurisdiccional 
competente para conocer las acciones 
que se intenten en contra de las decisio-
nes dictadas por el Directorio del Banco 
Central de Venezuela será el Tribunal Su-
premo de Justicia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Las normas contenidas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley serán de inmediata aplica-
ción desde su entrada en vigencia, pero 
los procedimientos administrativos en 
marcha seguirán su curso hasta su con-
clusión definitiva. Así mismo, se ratifican 
el Estatuto de Personal y demás disposi-
ciones dictadas por el Directorio del Ban-
co Central de Venezuela en el ámbito de su 
competencia.

Segunda. El Presidente o Presidenta y 
los Directores o Directoras del Banco Cen-
tral de Venezuela actualmente en ejercicio, 
continuarán desempeñando sus funcio-
nes hasta cumplirse el período para el cual 

fueron designados por el Presidente de la 
República.

Tercera. El Estatuto de personal de los 
empleados y empleadas del Banco Central 
de Venezuela y el reglamento de adminis-
tración de personal para los y las integran-
tes del cuerpo de protección, custodia y 
seguridad mantendrán su vigencia, en lo 
que no colide con este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley. 

Sin perjuicio de la legislación en materia de 
pensiones y jubilaciones aplicable al per-
sonal del Banco Central de Venezuela, su 
Directorio determinará un porcentaje del 
total de los sueldos del personal pagados 
en el semestre anterior respectivo, que se 
destinará al Fondo de Previsión, Pensiones 
y Jubilaciones de Trabajadores del Institu-
to. Dicha suma se registrará con cargo a 
los gastos corrientes del Banco.

Cuarta. Lo dispuesto en el Título VII, de 
la Coordinación Macroeconómica, en los 
artículos 101, 102, 103, 104 y 105 de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se aplicará hasta tanto sea promulgada 
por la correspondiente Ley de Coordina-
ción Macroeconómica.

DISPOSICIÓN FINAL 

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigen-
cia a partir de su publicación en la Ga-
ceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela.
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Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)
 
NICOLÁS MADURO MOROS
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